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“La Universidad como lugar de ‘sabiduría’ 
tiene una función muy importante en el 
formar al discernimiento para alimentar 
la esperanza” 

Papa Francisco, en visita a la Facultad 
Teológica Cágliari, Cerdeña
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Desde el año 2006 y de manera ininterrumpida se ha realizado el Concurso 
de Políticas Públicas cumpliendo 10 años en 2015. A través de este periodo se 
han formulado 100 propuestas de políticas públicas que han buscado aportar 
con soluciones concretas a los problemas que aquejan a nuestra sociedad. 

El Concurso plasma el valor de la interdisciplina y del compromiso pú-
blico, ejes centrales para la labor de la Universidad Católica. Los académicos 
que han participado en él a través de estos años conforman grupos de trabajo 
multidisciplinarios, aportando así desde diferentes dimensiones del conoci-
miento con soluciones a problemas públicos cada vez más complejos que 
afectan a nuestro país. 

De igual manera, el Concurso es una muestra manifiesta de la vocación 
y función pública que la UC ha cumplido tradicionalmente en la historia de 
nuestro país. El Concurso es una instancia de colaboración entre la univer-
sidad, la sociedad y el Estado, donde a través de las propuestas de política 
pública que emanan de él se busca contribuir al desarrollo de Chile, siempre 
inspirado en el compromiso con las personas y el bien común. 

El Concurso de Políticas Públicas ha tenido desde sus inicios como ob-
jetivo colaborar con el trabajo de los tomadores de decisión en el proceso 
de diseño, formulación y evaluación de políticas públicas. Es por esta razón 
que el diálogo permanente con el poder ejecutivo y legislativo junto con la 
sociedad civil son una de las mayores riquezas del Concurso. De manera muy 
especial queremos agradecer el apoyo brindado para esta versión 2015 del 
Senado, la Cámara de Diputados, el Ministerio de Desarrollo Social, el Minis-
terio de Educación, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo y la Subsecretaría 
de Desarrollo Regional y Administrativo por todo el aporte y compromiso 
entregado a los investigadores participantes. 

Finalmente, cabe destacar las nueve investigaciones que se desarrollaron 
este año en el Concurso y de las que se da cuenta en este libro. Estas aborda-
ron temáticas de alta relevancia nacional en las áreas de educación, vivienda 
y urbanismo, medioambiente y participación ciudadana, descentralización, 
envejecimiento de la población y mejoramiento de las condiciones de vida de 
los reclusos. Esperamos que el trabajo riguroso que los académicos realiza-
ron permita avanzar hacia un país mejor y más solidario. 

Dr. Ignacio Sánchez Díaz
Rector

Presentación
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Prólogo

Desde fines del siglo XIX los problemas sociales se han constituido en uno 
de los focos prioritarios de atención del quehacer de los Estados nacionales. 
Sin embargo, la actualidad caracterizada por el vértigo y la volatilidad de 
los cambios, así como la complejidad de los fenómenos y relaciones sociales, 
releva la necesidad de apreciar múltiples miradas respecto de los problemas 
y exige a las instituciones la capacidad de enfrentar los nuevos escenarios con 
acciones y decisiones oportunas y asertivas.

Tradicionalmente, en el Congreso Nacional radica la representación de 
la ciudadanía. A través de la elección de sus representantes, la comunidad 
política ejerce soberanía y los faculta para que concurran de manera directa 
en la formación de las leyes. La labor legislativa requiere de una gran res-
ponsabilidad pública que es asumida de manera seria y responsable por los 
legisladores de nuestro país. 

Una de las funciones principales del Senado junto con la Cámara de Dipu-
tados es participar del proceso de formación de las leyes, que dan el marco 
normativo por el cual se ordena la sociedad en su conjunto. Para el cumpli-
miento de esta importante función el parlamento necesita ser parte de un 
flujo continuo de información veraz y actualizada que ayude y fortalezca 
los procesos de hechura de la ley y de toma de decisiones. En este marco, el 
trabajo de las universidades como generadoras de conocimiento cobra impor-
tancia estratégica en la labor legislativa. 

Es así como el Concurso de Políticas Públicas que se desarrolla hace ya 
diez años contribuye al quehacer nacional aportando con propuestas de polí-
tica pública de gran relevancia, las que han sido elaboradas por equipos mul-
tidisciplinarios de académicos de la Pontificia Universidad Católica de Chile, 
quienes a través del Centro de Políticas Públicas UC, ponen a disposición su 
quehacer académico para los tomadores de decisión. 

Con visión de futuro, el Senado de la República ha patrocinado esta inicia-
tiva desde sus inicios en vista de la contribución que hace al país el Concurso 
desde el conocimiento, pertinencia y relevancia de las propuestas de políticas 
públicas que en él se formulan. 

El libro Propuestas para Chile, que se edita desde 2006, pone a disposi-
ción un conjunto de atractivas investigaciones. Este año se presentan nueve 
propuestas en distintos ámbitos de gran relevancia para la discusión pública. 
Una de las propuestas se hace cargo del envejecimiento de la población, que 
sin duda es una temática que requiere a la brevedad una respuesta pública 
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integral no solo por la urgencia de atenderlo sino por la particularidad de su 
expresión en Chile. La investigación desarrollada permite avanzar hacia una 
propuesta de elaboración de un modelo piloto de Servicios Sociales Especia-
lizados Territoriales orientados a adultos mayores vulnerables. 

En materia de vivienda y urbanismo, encontramos dos propuestas que 
desde distintos ámbitos contribuyen a mejorar las políticas públicas inter-
sectoriales. Destaca la investigación que aborda la problemática del acceso 
y habitabilidad de la vivienda para personas en situación de discapacidad 
aportando con propuestas que mejoren la calidad de vida de este grupo de 
la población. La segunda investigación en esta materia aporta con soluciones 
concretas en la búsqueda de la integración social y densificación residencial 
en torno a las estaciones de transporte masivo contribuyendo a la construc-
ción de una sociedad menos segregada.

En materia de educación se destacan tres propuestas. La primera de ellas 
busca generar un dispositivo de práctica docente similar al modelo imple-
mentado por las escuelas de medicina en el país. Dicha iniciativa está en 
directa sintonía con el debate nacional relativo a la profesión docente ya que 
actualmente el Parlamento discute un proyecto de ley que busca mejorar las 
condiciones laborales de los profesores. La segunda propuesta se hace cargo 
de una problemática muy extendida en nuestra población como es la obesi-
dad infantil. Propone, a través de modificaciones normativas y administrati-
vas del Programa de Alimentación Escolar de la Junta Nacional de Auxilio 
Escolar y Becas, mejorar la condición nutricional de los niños beneficiarios de 
este, mediante la inclusión de políticas de alimentación saludable. También 
es importante mencionar la propuesta que aborda la temática de educación 
patrimonial a nivel local. Esta iniciativa entrega herramientas a los munici-
pios para la elaboración de planes y programas a través de la formulación de 
orientaciones técnicas. 

En la perspectiva del fortalecimiento de la participación ciudadana y su 
rol activo en el desarrollo de las políticas se ubica la investigación que desa-
rrolla una propuesta que busca promover y mejorar la incorporación activa 
de las comunidades en los Planes de Descontaminación Atmosférica, ponien-
do a disposición una Guía de Ciencia Ciudadana para estos planes.

En materia de descentralización, la propuesta elaborada busca aportar 
al desarrollo de la planificación territorial teniendo como eje prioritario la 
integración de los vínculos urbanos, rurales y silvestres. El objetivo final es la 
promoción del crecimiento urbano respetuoso y protector de los valores de 
los espacios rurales y naturales. 

Finalmente, cabe mencionar la investigación que explora la calidad de 
vida de las personas privadas de libertad que cumplen condenas en el recinto 



13

penitenciario de Colina II, a fin de levantar evidencia que permita avanzar 
en mayor efectividad de las políticas públicas de reinserción social y respeto 
a los derechos humanos de los reclusos. 

A través de esta breve revisión de las nueve investigaciones desarrolladas 
en el marco del Concurso Políticas de Públicas 2015, podemos apreciar la 
permanente contribución académica de la UC a la discusión pública nacio-
nal, dando cuenta de temáticas de alto interés para la sociedad chilena y 
generando propuestas viables e innovadoras que pueden transformar la vida 
cotidiana de un número significativo de chilenos y chilenas. Esta articulación 
virtuosa entre la labor universitaria y los actores decisores en materias de po-
lítica pública debe mantenerse y potenciarse para responder creativamente a 
los desafíos del desarrollo de Chile.

PATRICIO WALKER PRIETO
Presidente del Senado 

Congreso de Chile
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Introducción

Este año el Concurso de Políticas Públicas UC está celebrando su décimo 
aniversario, sumando casi 100 Propuestas para Chile. A lo largo de estos 
diez años han participado cerca de 300 profesores de más de 30 unidades 
académicas diferentes, quienes han aportado por medio de sus conocimien-
tos con soluciones concretas a problemas reales de la sociedad, siempre con 
una mirada interdisciplinaria. 

En estos años hemos podido ver cómo diferentes propuestas han incidido 
de forma directa e indirecta en la toma de decisiones en políticas públicas, 
generando un impacto en diferentes ámbitos como salud, educación, vivien-
da y urbanismo, medio ambiente, protección social, participación ciudadana, 
entre otras. Esta es una forma manifiesta de reflejar el compromiso público 
que tiene la Pontificia Universidad Católica con los desafíos de nuestro país. 
El Concurso de Políticas Públicas es un reflejo de la misión de la Universidad 
por servir a Chile.  

Como todos los años, el Concurso cuenta con el patrocinio de diferentes 
instituciones. En su décima versión, contó con el apoyo del Senado, la Cámara 
de Diputados, el Ministerio de Desarrollo Social, el Ministerio de Educación, 
el Ministerio de Vivienda y Urbanismo y la Subsecretaría de Desarrollo Re-
gional. Representantes de estos organismos, junto a otros actores relevantes, 
como tomadores de decisión, implementadores de política pública y miem-
bros de la sociedad civil, acompañaron el proceso de elaboración de las pro-
puestas, aportando con su experiencia y conocimientos, a través de talleres 
propios del Concurso, donde se generó un diálogo directo con los académicos. 
Agradecemos a todos quienes participaron en estas instancias de discusión, 
contribuyendo significativamente a mejorar cada una de las propuestas. 

A continuación se presenta un resumen de los capítulos de los trabajos 
académicos desarrollados en el marco del Concurso de Políticas Públicas 
2015, los cuales abarcaron diferentes temáticas, todas ellas de gran relevan-
cia. 

El primer capítulo analiza la situación de los adultos mayores en Chile, 
en particular, de las personas de 60 y más años no dependientes, poniendo 
énfasis en la relación de este grupo con su entorno local. Desde la perspectiva 
de este estudio, el componente territorial es fundamental al momento del di-
seño de una política pública de cuidados que se enfoque en la autonomía de 
este grupo etario. El trabajo concluye en la elaboración de un modelo Piloto 
de Servicio Social Especializado Territorial (SSET).
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En el segundo capítulo se presenta un diagnóstico de la realidad de una 
de las principales cárceles de nuestro país, Colina II, desde la percepción 
de los internos. Se aplicó una encuesta representativa a la población penal, 
indagando sobre la calidad de vida, considerando diferentes ámbitos como 
infraestructura, visitas, justicia y seguridad, entre otros, teniendo como eje el 
concepto de desempeño moral referente a la creación de un ambiente propi-
cio para la reinserción de los internos. Los resultados son preocupantes, ya 
que muestran la enorme percepción de inseguridad y violencia que se vive 
al interior de la cárcel, tanto entre internos como con los funcionarios de 
gendarmería. A partir de lo anterior, se proponen modificaciones a nivel país 
desde el ámbito institucional, como la creación de una Inspectoría de Cárce-
les que monitoree indicadores como los evaluados en Colina II y se preocupe 
de la permanente evaluación y mejora de los espacios carcelarios, teniendo 
en cuenta que gran parte de los reclusos se reinsertarán en la sociedad. 

Los dos capítulos siguientes abordan el tema de la vivienda desde dos 
miradas diferentes. En el capítulo tres los investigadores se preguntan por las 
posibilidades de densificación que existe en la ciudad de Santiago, en torno 
a estaciones del Metro y a los corredores de buses, incorporando el elemento 
de integración social, teniendo en cuenta lo segregada que es la capital. Se 
aplicó una encuesta a desarrolladores inmobiliarios, con el fin de evaluar su 
disposición a construir en diferentes estaciones del Metro, con y sin integra-
ción social, explorando así la utilización de distintos tipos de incentivos. A 
partir de la información entregada por la encuesta, se elaboró una propuesta 
consistente en un paquete de incentivos y herramientas territoriales y de 
gestión que promueven un proceso de densificación e integración residencial, 
reconociendo las características de cada territorio. 

En el capítulo cuatro se analiza la problemática existente en la política 
de vivienda para las personas con discapacidad. Se analizó el estado actual 
de esta política en Chile, se comprobó que han existido grandes avances en 
el último tiempo, sobre todo en cuanto a la accesibilidad del espacio público; 
sin embargo, aún existe déficit en cuanto a la construcción de las viviendas. 
En este trabajo se revisaron normativas internacionales para posteriormente 
compararla con la nacional. Las propuestas desarrolladas contemplan ajustes 
a la normativa actual del Ministerio de Vivienda y Urbanismo junto con la 
mejora en las bases de datos de dicha institución, producto del subsidio que 
otorga a las personas (o familias) con discapacidad. Además, se releva la 
importancia de realizar una campaña comunicacional para difundir el con-
cepto de vivienda para todas las etapas de la vida y la implementación de un 
sistema de certificación de la accesibilidad y el diseño universal de viviendas. 

El capítulo cinco propone una nueva forma de participación a partir del 
concepto de ciencia ciudadana donde se busca avanzar en la participación de 
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la ciudadanía en temas medio ambientales. En base a un diagnóstico compar-
tido, la contaminación ambiental es un problema que afecta a las principales 
ciudades del país. Una de las medidas para hacer frente a dicho problema 
ha sido la elaboración e implementación de los Planes de Descontamina-
ción Ambiental. Sin embargo, durante el proceso de elaboración de estos 
hay un escaso proceso de participación ciudadana, razón por la cual esta 
propuesta explora diversas formas de participación, intentando rescatar los 
conocimientos medioambientales que tiene la ciudadanía sobre su propio en-
torno, para que puedan aportar de manera constructiva a la elaboración de 
dichos planes. A modo de propuesta, los investigadores elaboraron una Guía 
de Ciencia Ciudadana, cuyo objetivo es entregar herramientas concretas de 
participación ciudadana. 

En el sexto capítulo se constata que la planificación territorial en Chile 
tiene un marcado sesgo urbano, privilegiando este tipo de desarrollo por 
sobre el rural y la conservación de espacios naturales. Luego de hacer un 
diagnóstico y un análisis de la normativa y de los instrumentos de planifi-
cación existentes, los investigadores proponen la elaboración de un enfoque 
territorial sostenible, para lo que se necesita hacer un giro epistemológico en 
la concepción y valorización de los espacios rurales y naturales. La propuesta 
además considera la generación de nuevos marcos de asociatividad entre 
diversos actores, de modo de fomentar la articulación territorial y contar con 
una visión integral al momento de la planificación. 

Los tres últimos capítulos abordaron desde distintas ópticas la temática 
de la educación. El capítulo siete hace un análisis de la política actual de 
alimentación escolar, dando cuenta de que existe una desconexión entre esta 
y la situación en cuanto a sobrepeso y obesidad infantil. La política pública 
actual no se corresponde con los cambios epidemiológicos que Chile ha ex-
perimentado en el último tiempo y se constata también la ausencia de una 
mirada nutricional en ella, específicamente en relación al bajo aporte en fru-
tas y verduras que presentan las raciones entregadas por el actual Programa 
de Alimentación Escolar (PAE) de la Junta Nacional de Auxilios y Becas (Ju-
naeb) que se entrega en las escuelas públicas. Por esta razón la investigación 
realizada propone una actualización de esta política, incorporando la mirada 
nutricional en diferentes niveles; a través de modificaciones normativas, del 
cambio de las características y del foco del PAE escolar, junto con la construc-
ción de hábitos de alimentación saludable al interior de la escuela. 

El capítulo ocho revisa la formación de profesores en el aula en nuestro 
país, resaltando la importancia que deberían tener en el proceso formativo de 
los docentes las prácticas en establecimientos educacionales. Para elaborar 
la propuesta se realizó un análisis documental y bibliográfico, así como un 
estudio en profundidad de tres casos de unidades de práctica docente (Uni-
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versidad Metropolitana de Ciencias de la Educación, Facultad de Educación y 
Facultad de Medicina UC), junto con reuniones con expertos y otros actores 
relevantes. Se concluye la necesidad de relevar factores como contar con 
estándares formativos claros, la valoración del profesor guía o colaborador 
como profesional y docente copartícipe de la formación universitaria de los 
futuros profesores, así como la coordinación interinstitucional.

El noveno capítulo de este libro aborda la educación patrimonial a ni-
vel local. Se hace un diagnóstico a nivel nacional de todas las iniciativas 
que existen actualmente sobre educación patrimonial en las comunas del 
país y sus diferentes tipos. Además, se estudiaron destacadas experiencias 
internacionales de educación patrimonial como son España, Cuba y algunos 
programas de la Unesco, comprobando, por ejemplo, que estas en su mayoría 
están focalizadas en públicos específicos, mientras que las iniciativas chilenas 
suelen ser de carácter universal. A partir de este diagnóstico, la investigación 
propone orientaciones técnicas para la elaboración de planes y programas 
comunales de educación patrimonial, desde un enfoque de desarrollo local. 

Esperamos que las propuestas presentadas en este libro sean un insumo 
relevante para el proceso de la toma de decisiones de diversos actores junto 
con ser un aporte a la solución de los problemas que aquejan a nuestro país 
en distintos ámbitos. Felicitamos a todos quienes han participado en el desa-
rrollo de estas nueve propuestas, especialmente a los académicos que se han 
esforzado por ir un paso más allá, intentando traducir en soluciones concre-
tas sus conocimientos y experiencia a través de un diálogo permanente con 
otros actores y desde una mirada interdisciplinaria. 

Queremos agradecer de manera especial a las autoridades de la Univer-
sidad que a través de estos diez años de existencia del Concurso de Políticas 
Públicas han apoyado a este y han incentivado a los académicos a participar 
en él a fin de aportar al quehacer nacional. 

Ignacio Irarrázaval 
Director 

Centro de Políticas Públicas UC
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CAPÍTULO I

Gestionando tu barrio: modelo 
piloto de servicios sociales 

especializados territoriales para 
adultos de 60+ vulnerables

INVESTIGADORES 

PAULA MIRANDA
Escuela de Trabajo Social

SARA CARO
Escuela de Trabajo Social

MARÍA LORETO MARTÍNEZ
Escuela de Psicología

ROSITA KORNFELD
Instituto de Sociología

Resumen
Chile se encuentra en un escenario de envejecimiento demográfico avanzado. 
A pesar de esto, el país ha tenido un breve aunque incipiente desarrollo en 
materia de institucionalidad y política pública que apunta a mejorar la cali-
dad de vida de las personas de 60+. Las mayores expectativas de vida hacen 
que, en promedio, se establezca un periodo de 25 años más de vida sobre los 
60 años. ¿Cómo viviremos esos años? ¿Cuánto tiempo seremos capaces de 
desenvolvernos cotidianamente de manera autónoma? ¿Qué actividades, ser-
vicios y productos se requieren para que esa vida autónoma sea una realidad 
en nuestras viviendas? ¿Qué rol juegan la comunidad y el vecindario en esta 
tarea? Son muchas las incógnitas cuando nos referimos a personas mayores 
no dependientes y los requerimientos necesarios para aumentar su perio-
do de autonomía. Este proyecto se centra en contribuir con la descripción, 
conformación y comportamiento del componente territorial para el diseño 
de una política nacional de cuidados que permita promover y prolongar la 
autonomía de las personas de 60+ en su entorno, avanzando en el diseño de 
un Piloto de Servicio Social Especializado Territorial (SSET) para personas 
de 60+ vulnerables. Se trata de visibilizar la realidad de esta etapa etaria, 

1	 Participaron como ayudantes de investigación Rayen Cornejo y Mónica Cortés. De manera muy 
especial el equipo de investigación agradece la colaboración y ayuda de María Paulina Gutiérrez, 
directora del Centro Gerontológico de la Ilustre Municipalidad de El Bosque.
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donde se observa una progresión de las personas en la denominada “depen-
dencia cotidiana”, que no solo implica  el apoyo en algunas tareas del diario 
vivir, sino también cómo los vínculos y relaciones de proximidad hacen que 
este proceso se presente como parte del ciclo vital y no como dependencia 
funcional.  Este piloto corresponde a un sistema de gestión de dependencia 
municipal y coordinación gubernamental, que enfrenta de manera informa-
da, eficiente y eficaz la heterogeneidad y complejidad barrial de las personas 
de 60+. Este modelo de gestión básico es propuesto desde un enfoque multi-
disciplinario, intersectorial, geronto-bio-psico-social e intergeneracional, que 
considera, respeta y promueve el género, la autodeterminación, la participa-
ción deliberativa de los involucrados y la heterogeneidad del envejecimiento, 
y que cumple un rol de diferenciación y especialización respecto de este 
segmento de personas. Este sistema reconoce el cuidado como una red de 
co-construcción social que contribuye en la disminución de las inequidades 
propias del sistema, que se define en la necesidad del sostenimiento de la vida 
como derecho humano primario y que valora la autonomía, no el aislamiento. 
De la misma forma, estima que el territorio provee el escenario perfecto para 
la colaboración, la cooperación intergeneracional, la capacidad de entender a 
nuestros semejantes, corresponsabilizarnos socialmente y, lo más importante, 
la proximidad. Se trata del lugar donde desarrollamos la cotidianeidad, el 
lugar más cercano de desenvolvimiento social.

Antecedentes 

1. Políticas sociales para personas de 60+ 

Las políticas sociales en nuestro país son espacialmente ciegas, es decir, ca-
recen de una perspectiva territorial que permita abordar las necesidades de 
forma diferenciada y especializada. La construcción de los problemas sociales 
que enfrentan dichas políticas también ha sido descrita desde una visión de 
expertos, que considera poco la visión de los actores a los cuales afecta o el 
hecho de que son quienes podrían contribuir a superar las problemáticas. 
Además, las metodologías de estas políticas y de los programas sociales que 
las componen no son adaptables a las particularidades del contexto. 

Desconocer las particularidades del territorio genera una serie de factores 
obstaculizadores al implementar la política pública, los que finalmente se 
traducen en deficiencias en materia de existencia, pertinencia, oportunidad 
y calidad de los servicios sociales. El territorio juega un importante rol “al 
descansar en el municipio gran parte de las acciones privadas y públicas, 
que se desarrollan (...) en la medida que administrativamente, constituye el 
dispositivo organizado para asegurar la cercanía a la ciudadanía y tiene (...) 
la responsabilidad de apoyar y desarrollar acciones orientadas a avanzar 
en el logro del bienestar de la población residente en su territorio” (Senama 
2009, p. 73). Es importante destacar que, según señalan Fernández et al 
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(2013, p. 4), “las políticas de inclusión social espacialmente neutras que por 
diseño y definición son de alcance nacional, y no focalizadas en territorios 
específicos, tienen en los hechos impactos diferenciados en distintos tipos de 
territorios, ya que las políticas ‘espacialmente ciegas’ en su diseño, rara vez 
son ‘espacialmente neutras’ en sus resultados”. Es así como una misma polí-
tica o programa puede ser extraordinariamente pertinente para una región, 
indiferente para otra y para una tercera tener un efecto adverso, en términos 
de su contribución a los resultados de desarrollo que se propone. 

De esta forma, podemos encontrar modelos de cuidado con énfasis en las 
familias –donde el Estado les provee ayudas y transferencias para que se en-
carguen del cuidado– y modelos que atenúan la responsabilidad familiar del 
cuidado y fortalecen los servicios sociales públicos –subsidio de cuidadores, 
institucionalización, fortalecimiento de la medicina domiciliaria, entre otros– 
(Martínez-Buján, 2014). Así puede observarse el protagonismo del mercado 
y la familia como actores y el rol residual del Estado o, por el contrario, un 
Estado que asume un papel protagónico en la provisión de los servicios so-
ciales. Existe un tercer modelo que corresponde a la experiencia de Suecia y 
Dinamarca, donde los municipios son los encargados de distribuir los servi-
cios sociales con pertinencia a sus territorios, lo que posibilita diferenciar el 
nivel de abastecimiento de oferta a escala local, incluso se utiliza el término 
welfare municipalities como señala Martínez-Buján (2014). En esta última 
conceptualización se observan las tensiones que se producen entre la gestión 
de la asistencia, los principios que definen las políticas sociales y las distintas 
fórmulas de implementación a nivel local, en un intento por rescatar las parti-
cularidades y potencialidades del territorio. Un determinado territorio puede 
contener distintos contextos y realidades y no solo reunir ciertas condiciones 
de vulnerabilidad, sino que además reproducirlas, constituyendo espacios al-
tamente heterogéneos (Núñez, 2009). 

Tal como se señaló, en la configuración territorial el gobierno local, mate-
rializado en el municipio, es un actor clave. Pero este actor tampoco ha sido 
considerado en el diseño y la implementación de los servicios sociales. El 
diagnóstico que realizan los profesionales de algunas municipalidades de la 
Región Metropolitana es que la institucionalidad en materia de personas de 
60+ está “poco relacionada con la realidad de los municipios, que presenta 
metodologías rígidas para el desarrollo de los programas, con poco espacio 
para la adaptabilidad e innovación por parte de los municipios (...) tampoco 
se sienten considerados al momento de diseñar los programas y establecer 
directrices ni al momento de implementarlos, cuando en la realidad, son un 
actor clave para llevar adelante la implementación de un programa” (Caro, 
2014, p. 116). 

Durante los últimos 20 años en nuestro país se ha avanzado en materia 
de institucionalidad y de protección social para las personas de 60+, centrán-
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dose principalmente en el contexto de un envejecimiento activo y positivo. 
Esto se ha traducido en la creación de una política de salud (1998), el Servicio 
Nacional del Adulto Mayor (Senama) con marco regulatorio y patrimonio 
propio (Ley 19.828), la Reforma Previsional (que crea la Pensión Básica y 
el Aporte Previsional Solidario de Vejez a partir del año 2009) y la Política 
Integral de Envejecimiento Positivo. Este último hito, que tuvo lugar en el año 
2011, propone el desarrollo de programas sociales en el marco de un modelo 
sociosanitario de atención y cuidados. El programa de gobierno de la actual 
administración plantea el desarrollo de un Subsistema Nacional de Cuida-
dos2 que debe “hacerse cargo de dos problemas centrales. Por un lado, de la 
concentración tradicional de las múltiples tareas de cuidado en las mujeres, 
situación incompatible con su creciente participación en el trabajo remunera-
do. Por el otro, de una oferta insuficiente y dispersa de servicios de cuidado 
públicos, subsidiados o privados con grandes diferencias de calidad según 
la capacidad económica de las familias. En un país que envejece, el cuidado 
tanto de personas de 60+ como de enfermos postrados, discapacitados y de 
niñas y niños, pasa a ser un tema prioritario para el Estado y la sociedad”3. 
En esa dirección, durante el año 2014 se desarrolló una mesa intersectorial 
convocada por Senama, que se encargó de construir una conceptualización 
de cuidados. Participaron los distintos servicios que eventualmente forma-
rían parte de este subsistema y otras instituciones asociadas: Servicio Na-
cional de la Discapacidad, Fondo de Solidaridad e Inversión Social (Fosis), 
Ministerio de Salud (Minsal), Superintendencia de Salud Flacso, Universidad 
Alberto Hurtado, entre otros. Este proceso interdisciplinario y multidimen-
sional dio lugar a una conceptualización que luego cada institución deberá 
operacionalizar para definir sus programas e iniciativas. La definición final 
es la siguiente: 

“Los cuidados socio-sanitarios a personas mayores son un conjunto de 
servicios, procesos, acciones, actitudes y transferencias (monetarias, no 
monetarias o en especies) que realizan el Estado, la familia, la comuni-
dad, el sector privado y las propias personas mayores. Los cuidados so-
cio-sanitarios tienen como fin promover, mantener y mejorar el bienestar 
físico, cognitivo, afectivo, material y social, mediante la promoción, la 
prevención, el tratamiento, la rehabilitación, la inclusión en redes sociales 
e institucionales y la recreación, tomando en consideración la perspec-
tiva ética, cultural y de género. Estos cuidados se dirigen a personas de 
sesenta años y más, atendiendo a sus distintos grados de funcionalidad, 
autonomía y condición social. Pueden ser preventivos, curativos o palia-

2	 El Subsistema Nacional de Cuidados se encuentra en fase de diseño, tarea a cargo del Ministerio 
de Desarrollo Social y una comisión de expertos conformada para ello.

3	 Para mayor información ver: http://michellebachelet.cl/wp-content/uploads/2013/10/Equi-
dad-de-G%C3%A9nero-168-171.pdf
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tivos, de corto, mediano o de largo plazo, y proporcionarse en espacios 
domiciliarios, institucionales y socio-comunitarios” (Senama, 2014)4. 

Dicha definición de cuidados ha levantado una serie de preguntas y deba-
tes respecto de las implicancias del apoyo y atención a las personas de 60+ 
que aún no son dependientes, se cuestiona si el cuidado es una acción de 
responsabilidad pública (Estado, política pública, servicios sociales, sociedad 
civil en su conjunto) o privada (responsabilidad individual, ámbito familiar). 

Esta discusión aún incipiente en Chile encuentra su asidero en el contexto 
internacional, donde se ha manifestado la preocupación sobre la definición 
y conceptualización internacional de cuidados. Desde la perspectiva de los 
organismos internacionales, el foco apunta a la integralidad (donde la dimen-
sión sociosanitaria es una entre otras pertinentes), enfatizando las diferencias 
significativas de las inequidades no resueltas por los sistemas de protección 
social, la precarización y feminización del cuidado, las implicancias comuni-
tarias y territoriales, y el enlace entre los ámbitos públicos y privados para 
el necesario sostenimiento de la vida en condiciones de dignidad y calidad 
en un enfoque de derechos que reconoce la calidad de “cuidadores pasi-
vos”, aquellos que están disponibles cuando se requiere asistencia cotidiana 
(Cepal, 2007; Cepal, 2009; Fassler, 2000; Folbre, 2006; Cuns, 2014; Him-
melweit, 2007; Martínez-Buján, 2014). 

Particularmente, en la sociedad occidental ha primado un enfoque de 
inmediatez de procesos, lo que en ocasiones potencia el detrimento de las 
capacidades de los sujetos, lo que impacta su autonomía y, a la vez, el diseño 
de políticas sociales sectoriales, lo que ha procurado una relación de asisten-
cia superior a la necesaria y ha menoscabado el desempeño cotidiano de las 
personas. Esto ha hecho que la prevención de la dependencia en los adultos 
de 60+ sea un área postergada respecto de quienes ya son dependientes.

En este escenario las políticas sociales cobran especial relevancia si consi-
deramos que, según el Censo de Población y Vivienda de 2002, la población 
de personas de 60+ en nuestro país sobrepasa el 11% y la esperanza de vida 
promedio está por sobre los 80 años (INE, 2015). Esto ubica a Chile en un 
escenario de envejecimiento demográfico avanzado. Pese a esto, el país ha 
tenido un breve, aunque incipiente desarrollo en materia de institucionalidad 
y política pública que apuntan a mejorar la calidad de vida de las personas de 
60+. La Encuesta Nacional de Inclusión y Exclusión Social en la Vejez arroja 
que el 45,6% de los chilenos considera que el país está poco preparado para 
enfrentar el envejecimiento y el 32,8% considera que está nada preparado. 
Esta última cifra disminuye a 20,6% cuando los encuestados corresponden 
al sector socioeconómico ABC1 y aumentan a 33,3% cuando corresponden 

4	 Disponible en: http://www.senama.cl/n4878_04-07-2014.html
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al sector socioeconómico D y E (Senama - Universidad de Chile, 2009). Esta 
última cifra refleja que la apreciación respecto de lo que implica envejecer es, 
en gran medida, una experiencia de vida condicionada, entre otras cosas por 
el nivel de ingresos y la educación. Además, se debe considerar que solo el 
24,1% de las personas de 60+ tienen algún nivel de dependencia, mientras 
que el 75,9% restante es autovalente (Senama, 2009) y, por lo tanto, tiene 
la capacidad de realizar las actividades de la vida diaria con independencia 
y autonomía. Contrariamente, los programas y servicios de cuidado están 
desarrollados principalmente para quienes tienen dependencia y están en-
focados en estrategias paliativas hacia el fin de la vida. La encuesta también 
arroja que el 59,3% de los encuestados considera que las atribuciones de 
responsabilidad por el bienestar del adulto mayor son de las políticas públicas 
(Senama, 2009). 

Tradicionalmente, ha sido la figura femenina la que ha asumido la labor 
de cuidar a los enfermos, ancianos y niños de la familia, y de la sociedad en 
general. Sin embargo, la mujer se ha incorporado a la fuerza laboral: su tasa 
de participación en el mercado laboral chileno en la década del sesenta era 
de 22%, mientras que en 2002 ya alcanzaba 34,6% (Stuven, 2013) y en el 
año 2012 representaba un 43% (INE, 2015). Si bien esta proporción es de las 
más bajas de la región, abre una importante discusión respecto de quién está 
disponible para el cuidado, quién asume la tarea como una responsabilidad 
y en qué medida el Estado desarrolla estrategias para apoyar o desempeñar 
esta labor, de tal manera de garantizar el resguardo de la autonomía y los 
derechos de los adultos de 60+. Al mismo tiempo, esto implica mayores de-
safíos para el Estado, respecto de democratizar la labor del cuidado, contri-
buyendo a su desfeminización y a prevenir que estas labores se conviertan en 
una forma de trabajo precario –más aún si consideramos el actual contexto 
del aumento de la población migrante en Chile.

Según cifras del Instituto Nacional de Estadísticas (INE), entre el año 
1990 y 2007 el grupo que más incidió en el aumento en la esperanza de 
vida es el de las personas de 60 años y más, cuya reducción de la mortalidad 
fue más intensa que la de otros grupos etarios, contribuyendo con un 57% 
del aumento (INE, 2010). También se aprecia que en todas las regiones del 
país se registra este incremento, tanto en hombres como en mujeres, con un 
aumento de alrededor de ocho años (INE, 2010). Estos antecedentes nos ins-
tan a desarrollar una política que promocione la autonomía en condiciones 
de dignidad y buen vivir. 

2. Objetivos de la propuesta

•	 Contribuir con la descripción, conformación y comportamiento del compo-
nente territorial al diseño de una política nacional de cuidados que permita 
promover y prolongar la autonomía de las personas de 60+ en su entorno. 

•	 Diseñar un prototipo de SSET para personas de 60+ vulnerables. 
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3. Diagnóstico
A través de una metodología cualitativa etnográfica aplicada al estudio de caso 
(Flick, 2004; Simons, 2011; Stake, 2007; Yin, 2009) del territorio de la comu-
na de El Bosque, ubicada en la Región Metropolitana de Chile, se pudo eviden-
ciar que existe una variante de implementación (con recursos propios o com-
plementos de recursos del nivel central) para la atención de personas mayores. 
Para sostener lo anterior, el estudio realizado contó con diversos instrumentos 
y técnicas de producción de información que se detallan a continuación: 

•	 En primer lugar, revisiones bibliográficas y documentales –escritas y visua-
les– tanto en la experiencia de El Bosque como en otros lugares (naciona-
les e internacionales), cuya mirada estuvo enfocada en las características 
territoriales enunciadas y en el modo en que se abordaban los servicios y 
productos que contiene la oferta pública para este segmento, para lo que se 
utilizaron los criterios de existencia, pertinencia, oportunidad y calidad.

•	 En segundo lugar, se produjo información a partir de las visiones y discur-
sos de actores involucrados en la oferta de atención a personas de 60+: 
expertos, funcionarios que diseñan y ejecutan servicios sociales para este 
grupo etario y participantes de los servicios sociales presentes en el territo-
rio de El Bosque. Para captar estas visiones se desarrollaron grupos focales 
con las personas mayores del territorio, entrevistas individuales a expertos 
y funcionarios, se incluyó en la muestra actores del nivel central y comunal 
de la política pública. 

•	 Lo anterior fue complementado con observaciones de campo, conversacio-
nes espontáneas y aproximaciones informales que estimularon procesos de 
reflexión en la interacción del trabajo de campo en el territorio de estudio, 
así como procesos de coparticipación en el diseño del modelo piloto que 
aquí se presenta.

A partir de la revisión de la literatura y de las experiencias internaciona-
les en materia de cuidados, emergen de forma transversal cuatro componen-
tes que esta propuesta define como elementales de un servicio o prestación 
que aborde el cuidado: existencia, pertinencia, oportunidad y calidad.

Estos componentes se basan en el reconocimiento de que los servicios 
sociales de última generación relacionados con el cuidado deberían compren-
der este en su concepción de derecho humano y, por tanto, como una red 
de sostenimiento y garantía de la vida (Cepal, 2009; Fisher y Tronto, 1990; 
Muñoz et al, 2012). El cuidado entendido de esta forma es de corresponsabi-
lidad y co-construcción social, por lo que encuentra sus potencialidades en el 
territorio. Por territorio nos referimos a ese espacio geográfico particular, el 
entorno más próximo de los individuos, la dimensión más familiar de la co-
muna y la ciudad (Lazo, 2012), específicamente los barrios, entendiendo que 
estos muestran la diversidad y desigualdad intracomunal y permiten visua-
lizar la escala territorial (Mac-Clure y Calvo, 2013; Mondrego et al, 2009). 
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La existencia es el componente esencial pues apunta a que el servicio o 
prestación que aborde el cuidado efectivamente exista y esté disponible. La 
existencia por sí sola no es suficiente, sino que constituye el punto de partida 
para luego establecer las características de ese servicio o prestación dispo-
nible.

La pertinencia está fundada en el entendimiento de la conexión de las 
personas mediante los conceptos de responsabilidad, solidaridad, respeto y 
cuidado de sí mismo y de los otros en el vínculo comunitario, y del entorno 
social, como el equilibrio de la preservación (que contempla medidas de ac-
ción afirmativa). Se entiende organizada con identidad territorial, equidad, 
justicia, buen trato, dignidad y experiencia de bienestar integral; por tanto 
promueve, asiste, rehabilita, acompaña e integra y se observa materialmente 
en las características de los productos y servicios que ofrece. 

En cuanto a la oportunidad, hace referencia a que su operación garanti-
ce espacios de coordinación intersectorial y que genere planes de atención 
integral y progresiva a las personas mayores, en el tiempo y el espacio próxi-
mo, con preferencia y sentido de urgencia, lo que permite ejes básicos de 
subsistencia: identidad, salud, alimentación, movilidad, vida libre de violen-
cia, seguridad patrimonial, techo y abrigo, asistencia y compañía, cultura y 
recreación. 

Por último, se definen de calidad, pues su actuación considera un enfoque 
multidisciplinario, intersectorial, geronto-bio-psico-social e intergeneracional. 
Los recursos financieros son proporcionales a la magnitud de la población 
afectada y las necesidades de atención de las mismas, y los recursos huma-
nos son especializados, de modo de garantizar sostenibilidad, permanencia e 
idoneidad de la atención. Poseen indicadores y métricas sobre los resultados 
esperados de las intervenciones y, por tanto, contemplan procesos de accoun-
tability y mecanismos de gestión adecuados. Además, tiene un estándar de 
satisfacción definido y un número de beneficiarios reconocido.

En el marco del desarrollo del proyecto se establecieron las brechas entre 
los programas sociales que forman parte de la oferta pública para personas 
de 60+ y lo que ocurre en el territorio de El Bosque5, se identificó cuáles 
serían sus elementos positivos y cuáles los vuelven poco oportunos o poco 
pertinentes. De esta forma, sobre la base de los cuatro componentes ya des-
critos se analizó la oferta para personas de 60+ en la comuna6.

5	 Para el diseño de este piloto se contó con la colaboración de la Ilustre Municipalidad de El Bosque, 
quienes durante dos meses permitieron que se recogiera información relevante para la realización 
del mismo, a través de la revisión de documentos, entrevistas y focus group.

6	 Se revisaron 16 iniciativas correspondientes a planes, programas y proyectos sociales implemen-
tados en la comuna El Bosque. 
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A partir de las categorías construidas se observó que la brecha entre el dise-
ño e implementación de servicios y prestaciones y las necesidades de la pobla-
ción objetivo se relaciona, en primer lugar, con la existencia: existen las inicia-
tivas, pero no llegan a los potenciales usuarios o beneficiarios y no se recogen 
sus demandas. Respecto de la pertinencia, las iniciativas no son adecuadas a los 
estándares esperados según la demanda y en ocasiones según el propio diseño. 
En cuanto a la oportunidad, los servicios sociales son desconocidos, no llegan 
a los territorios en particular, no siempre son atingentes a las demandas y las 
formas de estas, no necesariamente llegan cuando se requieren ni a quienes 
lo necesitan y no tienen escalamiento o continuidad. Finalmente, respecto de 
la calidad no tienen medidas remediales para un estándar esperado, se desco-
nocen mecanismos de accountability o monitoreo establecido con acceso a los 
usuarios o beneficiarios. En suma, es importante analizar que en la mayoría 
de las iniciativas y programas sociales diseñados desde el gobierno central se 
desconocen las particularidades territoriales, la conformación de los barrios, 
la oferta de servicios comunitarios, la accesibilidad, la idoneidad y el respeto 
a la autodeterminación de las personas, el enfoque de género y la perspectiva 
intergeneracional como parte de la sustentabilidad de la vida. 

Este análisis de brechas de la oferta social para personas de 60+ en la 
comuna de El Bosque permitió observar que, a pesar de que se trata de una 
comuna con una atención preferente que recoge la oferta pública existente, 
que suma acciones propias y posee alto profesionalismo para la gestión con 
este grupo etario, existen cuestiones que sobrepasan lo que el municipio 
puede hacer, las que se relacionan con la formulación y posibilidades de im-
plementación de los propios servicios y programas sociales: 

•	 Se observan diferencias en la definición de cuidado entre los programas 
sociales emanados desde el nivel central, y entre estos y las iniciativas loca-
les o comunales. En algunos programas y proyectos es difícil reconocer la 
primacía de un enfoque, ya sea que releve o postergue el rol de la familia, 
el Estado, la comunidad, la sociedad civil o las organizaciones. 

•	 Las personas de la comuna tienen un conocimiento heterogéneo de la ofer-
ta disponible para personas de 60+. Las diferencias se aprecian según el 
sector en el que reside y según el rol que desempeña la persona; por ejem-
plo, si es dirigente, tiene mayor conocimiento de los servicios. 

•	 En algunos programas y proyectos que provienen del nivel central no se 
evidencia el rol de ciudadano de la persona mayor, sino que solo su carac-
terística de usuario o beneficiario proveniente de un grupo vulnerable. Las 
metodologías no son susceptibles de flexibilización, por lo que los gobiernos 
locales carecen de espacios para potenciar a la ciudadanía, al menos en 
estos programas.  

•	 La selección e intervención se focaliza en las personas beneficiarias o usua-
rias, sin considerar los condicionantes que impone el territorio, geográfica y 
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espacialmente; por ejemplo, la lejanía de los domicilios cuando conforman 
una red de integración de sujetos de atención.

•	 Programas y proyectos que concluyen sin posibilidad de continuidad ni se-
guimiento, lo que provoca frustración, depresión y desazón en las personas 
de 60+; así ocurrió, por ejemplo, con el programa Vínculos del Senama.

•	 Algunos de los programas que provienen del nivel central están diseñados 
desde una lógica en la que priman los aspectos administrativos y financie-
ros, donde pasa a un segundo plano el desarrollo de las potencialidades de 
las personas de 60+. 

•	 Los centros de día, casas del adulto mayor o centros gerontológicos serían 
de mayor utilidad en los barrios, con el fin de facilitar el envejecimiento en 
lugares conocidos, de fácil acceso y como parte de la vida cotidiana, per-
mitiendo un descanso en la familia y rompiendo el círculo de dependencia. 
No obstante, suele haber uno de estos centros por comuna. En el caso de 
El Bosque, el hecho de que el centro esté ubicado en un área específica de 
la comuna dificulta el acceso de todos los beneficiarios.

•	 Algunos programas y proyectos no consideran que las personas de 60+ 
deben trasladarse para poder participar. No contemplar este ítem y algún 
apoyo o financiamiento para ese gasto puede ser determinante en la convo-
catoria. 

•	 La oferta social para personas de 60+ no es homogénea en todas las regio-
nes del país ni en todas las comunas. A nivel comunal, la escasa cobertura 
de los programas que emanan desde el nivel central lleva a los gobiernos 
locales a seleccionar de acuerdo a lógicas que no responden a la realidad 
territorial. En el caso de El Bosque, por ejemplo, transformar el Centro Ge-
rontológico en un centro diurno implicaba tanto disminuir la cobertura del 
servicio como las prestaciones que ahí se entregan.

•	 Relacionado con lo anterior, los Condominios de Viviendas Tuteladas tam-
poco están presentes en todas las comunas. En algunos casos la construc-
ción de estos espacios se realiza en la periferia comunal por el costo de los 
terrenos, lo que implica estar alejados de los servicios necesarios y aumen-
tar los riesgos de pérdida de la autonomía y los vínculos primarios de las 
personas de 60+.

•	 La formación de líderes y dirigentes sociales en el segmento de adultos 
mayores no siempre considera la trayectoria de formación de estos, por lo 
que se produce una brecha entre la demanda de las personas y la oferta 
existente.

•	 Se detectan fallas en la articulación de los servicios y productos de la oferta 
de salud y de aquellos provenientes de la oferta social. Cabe destacar que 
la comuna El Bosque ha trabajado particularmente en este eje y ha logrado 
avances sustantivos. 
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•	 Respecto de algunos fondos concursables7 para personas de 60+, existe 
falta de claridad y conocimiento de los criterios bajo los cuales se rechazan 
o aprueban los proyectos que presentan los adultos mayores, pues estos 
son muy generales. En ciertas ocasiones el nivel central desconoce el tra-
bajo que se ha realizado desde el espacio local, desde el municipio y las 
organizaciones de la comunidad, por lo que se pierden las oportunidades 
sinérgicas de esta medida. 

•	 No se observa en los programas y proyectos, de modo transversal, el enfo-
que de género, el relevamiento de la función territorial local, la asociativi-
dad, el grupo etario, la etnia y lo intergeneracional. 

Como se mencionó anteriormente, el nivel de envejecimiento avanzado 
que vive nuestro país da cuenta de la velocidad con que ha aumentado la 
cantidad de personas de 60+. De igual forma, se observa que la generalidad 
de este grupo no cuenta con servicios que promuevan el cuidado en la vida 
cotidiana, entendido como formas de apoyo, retribución y solidaridad social. 
Esto requiere un abordaje de mayor sofisticación y heterogeneidad, que no 
apunte únicamente a los cuidados sociosanitarios, lo que significa que no 
puede ser estándar, sino que debe responder a las particularidades y poten-
cialidades de los territorios en los cuales se va a implementar. Justamente 
para caracterizar el contexto del territorio a intervenir se realizaron en la co-
muna de El Bosque distintas instancias que permitieron recoger información 
clave sobre cómo se constituye una realidad como la descrita en los acápites 
anteriores: grupos focales con personas mayores, entrevistas con profesiona-
les del Centro Gerontológico y revisión y análisis documentales.

Así se observó que la comuna cuenta con seis sectores definidos o barrios 
o agrupación de ellos, los que presentan diversos elementos que los diferen-
cian unos de otros, esto se refleja en la Tabla 1. 

Tabla 1. Caracterización general por sector de la comuna de El Bosque

Sector Límites territoriales Principales características

1 Los Morros, San Francisco y 
Lo Blanco, con el sector 6, el 
sector 3 y las comunas de San 
Bernardo y La Pintana

Sector que existe hace pocos años en la comuna, con 
alto nivel de hacinamiento y viviendas sociales. Poca 
visibilidad de la población adulta mayor, alta percepción 
de inseguridad ciudadana.

2 Los Morros, San Francisco,  
Lo Martínez, Observatorio, 
sector 4 y sector 1

Sector muy envejecido; son adultos mayores empobre-
cidos, la mayoría trabajó en la construcción. Durante la 
época de la dictadura iniciaron su cesantía e inestabili-
dad laboral. Este grupo etario es reconocido y tiene un 
peso en lo político, religioso y cultural.

7	 Esto ocurriría sobre todo en el caso del Fondo Nacional del Adulto Mayor (FNAM) implementado 
por Senama. Además, el formulario de presentación de proyectos sería de complejidad mayor para 
las personas de 60+ vulnerables.

TABLA 1 continúa en página siguiente 
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3 Los Morros, San Francisco,  
Riquelme y Observatorio, 
sector 4 y sector 1

En este sector se encuentra la municipalidad, el Centro 
Gerontológico y el Registro Civil, que corresponde 
al Centro Cívico de El Bosque. Los residentes, entre 
quienes se cuenta un número significativo de personas 
mayores, encuentran los diferentes servicios más 
centrados que sus pares.

4 Los Morros, Lo Martínez,  
Gran Avenida y Riquelme, 
sector 3, sector 2, sector 6 y 
sector 5.

Es el sector con mayor cantidad de adultos mayores de 
la comuna. Socioeconómicamente heterogéneo, cuenta 
con presencia de adultos mayores solos y abandonados; 
una de las características de este sector es la llamada 
“pobreza oculta” donde se encuentran adultos mayores 
viviendo en casas de buena construcción y amplias; 
sin embargo, no cuentan con los recursos económicos 
para mantenerlas adecuadamente. Los adultos mayores 
están bien posicionados desde sus derechos y sus de-
beres; son reconocidos y tienen una notoria vinculación 
con el sector de la salud de la comuna. 

5 Gran Avenida, Lo Espejo,  
Ochagavía, Base Aérea y el 
sector 4

División evidente entre las poblaciones cercanas a Gran 
Avenida y las más alejadas. Las cercanas presentan 
un nivel socioeconómico alto, reflejado en el diseño, 
arquitectura y tamaño de sus casas; hacia el sector de 
Ochagavía se encuentran las poblaciones periféricas y 
empobrecidas.

6 Los Morros, Lo Blanco, Lo 
Martínez, Ochagavía, Base 
Aérea, sector 4 y San Bernardo 

Sector antiguo de la comuna, habitado principalmente 
por jubilados de las Fuerzas Armadas. Tienen pensiones 
más altas que el promedio y atención en salud diferen-
ciada.

Fuente: elaboración propia.

Estas características territoriales de la comuna de El Bosque se aprecian 
gráficamente en la Figura 1, donde puede constatarse que la oferta de salud 
tiene una relación directa con la distribución espacial de las personas, aun-
que no es lo mismo en el caso de la oferta de programas o servicios sociales 
ofrecidos por el municipio. De esta forma, existe una oportunidad de realizar 
una optimización del trabajo comunitario, aprovechar las sinergias y bonda-
des que pueden producirse y apostar por una ubicación más adecuada de los 
servicios.
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Figura 1. Mapa sectorial de la comuna de El Bosque

Fuente: elaboración propia en base a la información disponible en Google Earth.

Propuesta

1. El componente territorial

Tal como se evidencia en los antecedentes, la relevancia de que las personas 
de 60+ permanezcan en su entorno primario se relaciona con que la comu-
nidad o el barrio se vuelven importantes fuentes de apoyo informal en esta 
etapa de la vida, son recursos esenciales en la provisión de asistencia afectiva 
y financiera y apoyo en la vida cotidiana. Además, la red de reciprocidad y 
solidaridad local se vuelve un importante predictor del nivel de bienestar en 
la vejez. 

La propuesta que se presenta tiene como sustento reconocer que los ser-
vicios sociales de última generación relacionados con el cuidado, debieran 
comprender este último en su concepción de derecho humano y, por lo tan-
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to, como red de sostenimiento y garantía de la vida (Cepal, 2009; Fisher y 
Tronto, 1990; Marco y Rodríguez Enríquez, 2010; Rico, 2011). El cuidado 
entendido de esta forma es de corresponsabilidad y co-construcción social, 
por lo que encuentra sus potencialidades en el territorio, después de todo “la 
vida cotidiana es un asunto local” (Mcdowell, 2000, p. 54). 

Cuando nos referimos al territorio, hablamos de ese espacio geográfico 
particular, el entorno más próximo de los individuos, la dimensión más fa-
miliar de la comuna y la ciudad (Lazo, 2012), específicamente los barrios, si 
entendemos que estos muestran la diversidad y desigualdad intracomunal y 
permiten visualizar la escala territorial (Mac-Clure y Calvo, 2013; Mondrego 
et al, 2009). 

Si bien en Chile ya existen varios servicios, acciones y programas en 
esta materia, se trata de cimentarlos en una política que conecte las esferas 
pública y privada en armonía, con pertinencia, oportunidad y calidad. Los 
servicios sociales que tienen estas características basan su existencia espe-
cializada en el ámbito de las personas de 60+, definiéndose como psico-so-
cio-sanitario de raigambre local territorial, donde las fórmulas de atención se 
otorgan de forma combinada y complementaria. Cuando se alcanza el nivel 
máximo de coordinación estas fórmulas adquieren la identidad de un servicio 
especializado, que se da en proximidad, con participación deliberativa del be-
neficiario, en corresponsabilidad comunitaria (cohesión social), con enfoque 
de gratuidad (con sentido de servicio) y reciprocidad. Esta se define como 
universal y permanente. La pertinencia está fundada en el entendimiento de 
la conexión de las personas mediante los conceptos de responsabilidad, soli-
daridad, respeto y cuidado de sí mismo y de los otros en el vínculo comunita-
rio, y del entorno social, como el equilibrio de la preservación (que contempla 
medidas de acción afirmativa). Este servicio social se entiende organizado 
con identidad territorial, equidad, justicia, buen trato, dignidad y experiencia 
de bienestar integral; por tanto, promueve, asiste, rehabilita, acompaña e 
integra. Se observa materialmente en las características de los productos y 
servicios que ofrece. En cuanto a la oportunidad, hace referencia a que su 
operación garantice espacios de coordinación intersectorial, que genere pla-
nes de atención integral y progresiva para las personas de 60+ en el tiempo 
y el espacio próximo, con preferencia y sentido de urgencia, permitiendo ejes 
básicos de subsistencia: identidad, salud, alimentación, movilidad, vida libre 
de violencia, seguridad patrimonial, techo y abrigo, asistencia y compañía, 
cultura y recreación. Por último, se definen de calidad, pues su actuación con-
sidera un enfoque multidisciplinario, intersectorial, geronto-bio-psico-social e 
intergeneracional. Los recursos financieros son proporcionales a la magnitud 
de la población afectada y las necesidades de atención de las mismas; sus 
recursos humanos son especializados, de modo de garantizar sostenibilidad, 
permanencia e idoneidad de la atención. Poseen indicadores y métricas sobre 
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los resultados esperados de las intervenciones y, por tanto, contemplan proce-
sos de accountability y mecanismos de gestión adecuados. Tiene un estándar 
de satisfacción definido y un número de beneficiarios reconocido. 

2. Cómo mejorar la gestión de las políticas sociales en el territorio
El modelo que se plantea (Figura 2) reconoce la división barrial de las co-
munas como territorio de intervención, es decir, no la comuna como unidad, 
sino la agrupación de barrios que comparten características y que los hacen 
más homogéneos. 

Figura 2.	 Modelo piloto de servicio social especializado territorial para personas 
de 60+ vulnerables

Fuente: elaboración propia.

De esta forma, la comunidad es el barrio que se organiza y coordina para 
la mejor utilización de los recursos locales y estatales. Se establece que la 
generación de una interacción de actores sociales, con apoyo especializado, 
posibilita la transformación de las situaciones que influyen en la pérdida de 
autonomía de los integrantes de mayor edad de una comunidad. De esta 
forma, el municipio debe tener una Unidad de gestión de usuarios y equipos 
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de cuidado territorial, con una estrategia de operación barrial8. Esta unidad 
tiene como función responsabilizarse por dos grandes líneas de intervención 
simultáneas: diferenciación y especialización. Por una parte, la diferenciación 
se hace cargo de la función intrabarrial e interbarrial y, por tanto, su misión 
está enfocada en la construcción del perfil del adulto mayor, la profesiona-
lización de los equipos y el estándar de calidad, pertinencia y oportunidad 
de los servicios. Además, produce retroalimentación del sistema, espacios 
de intercambio de información relevante y los insumos para el monitoreo y 
evaluación de los servicios. Por otra parte, la especialización comprende la 
calificación de la vulnerabilidad específica y las potencialidades de desarrollo 
del territorio en relación a la población que atiende. Esta línea posibilita la 
participación deliberante de las personas de 60+ y las acciones intergenera-
cionales. 

La diferenciación desarrolla los ámbitos de intervención que se vinculan 
con la implementación intrabarrial e interbarrial. En el eje intrabarrial esta-
blece con claridad el perfil de las personas de 60+ por sector, para esto usa 
como parámetro fundamental la pérdida de la autonomía cotidiana9. Cabe 
destacar, tal como se señaló anteriormente, que los adultos de 60+ en situa-
ción de dependencia en Chile representan menos del 25%, cifra que se eleva 
solo a partir de los 80 años (Senama, 2009). Es decir, entre los 60 y 75 años 
tenemos una brecha de 15 años, en la que casi el 80% de la población adulta 
mayor requerirá apoyo cotidiano para resguardar su autonomía, como prin-
cipal antídoto de la dependencia. Estas acciones, por lo tanto, demandarán 
la segmentación de los diferentes grupos que componen esta población, de la 
cual se tiene conocimiento, por ejemplo, respecto a que el riesgo de deterioro 
cognitivo aumenta significativamente mientras menor es la escolaridad, hay 
un riesgo 13 veces mayor en los sujetos sin escolaridad si se les compara 
con quienes tienen 12 y más años de escolaridad; o que más del 30% de las 
personas de 60+ sin dependencia declaran que si necesitaran ayuda no la 
recibirían (Senama, 2009). 

Otro aspecto importante que se aborda en esta línea es la profesiona-
lización de los equipos y cómo se logra efectivamente la implementación 
del modelo en coordinación efectiva con la salud, en su dimensión física y 
psíquica, así como también con los familiares, vecinos, amigos y voluntarios 
que son un aporte para el mantenimiento y prolongación de la autonomía. 
Se recomienda un equipo que cuente con un trabajador social con formación 

8	 La división territorial de las comunas generalmente se efectúa por agrupación de barrios que 
conforman sectores, en el caso de Chile habitualmente los municipios lo hacen para la gestión 
local y los Planes de Desarrollo Comunal (Pladeco). Específicamente, en la comuna de El Bosque 
los barrios conforman seis sectores en la comuna. 

9	 La dependencia en sus diversos niveles tiene atención especializada y requiere de otro sistema, 
que se empalma en algún momento con el que se propone, pero que no es objeto de este trabajo.
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gerontológica y comunitaria, un profesional de la salud –terapeuta ocupacio-
nal, kinesiólogo o enfermero– que también tenga formación específica y un 
psicólogo. Este equipo constituye la base de la profesionalización. Si además 
se puede disponer de un abogado, monitores y voluntarios especializados se 
conforma un equipo idóneo y suficiente. Solo es posible lograr la excelencia, 
y por ende la calidad, cuando se estiman resultados e impactos acorde a los 
recursos que se invierten para lograrlo. Esencialmente, es importante contar 
con profesionales y personal especializado, pues se trabaja con una población 
de alta complejidad, que requiere una respuesta de un grado de sofisticación 
acorde. El precepto “hacer algo es mejor que no hacer nada” daña profunda-
mente las iniciativas que se relacionan con las situaciones que se enfrentan 
en el mundo social de la vulnerabilidad y la carencia. Por último, respecto 
de la calidad, preocupa fundamentalmente que los resultados e impactos se 
enfoquen en alguno de los aspectos que se señalan a continuación: 

•	 Población objetivo identificada. 

•	 Recursos y capacidades de los involucrados. 

•	 Zonas geográficas identificadas o demandantes. 

•	 Modelos de atención (piloteo de experiencias, evolución y nuevo conoci-
miento producido, entre otros). 

Respecto del componente social del modelo geronto-bio-psico-social e in-
tergeneracional, este se puede detallar en tres grandes áreas: bienestar y 
calidad de vida, red social e integralidad de las prestaciones. En la Tabla 2 se 
explicitan las características del desarrollo de estas áreas.
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Tabla 2. Componente social del modelo SSET

Dimensión Características

Bienestar y calidad de vida de 
las personas de 60+

• Potencialidades de los aspectos sociales.
• Acción preventiva.
• Dificultades y potencialidades de la situación de fragilidad.
• Enfoque de los recursos y potencialidades.
• Implicación activa de los involucrados en el problema.
• Potenciamiento y desarrollo, a nivel individual, grupal,  
  institucional y comunitario.

Red social (presencial y  
virtual) de las personas de 
60+

• Características estructurales de los vínculos.
• Tamaño de la red: cantidad de personas que la conforman.
• Densidad: grado de interrelación entre los miembros.
• Distribución: ubicación de las relaciones en los cuadrantes  
   y círculos del mapa de red.
• Dispersión: distancia espacial entre los miembros.
• Homogeneidad o heterogeneidad: similitud o diferencia de  
  características sociales, culturales y demográficas entre los  
  miembros de la red.

• Funcionalidad de los vínculos:
   - Compañía social.
   - Apoyo emocional.
   - Guía cognitiva y consejo.
   - Ayuda material de servicios y acceso a nuevos contactos.

• Atributos de los vínculos:
   - Multidimensionalidad: cantidad de funciones que cumple
   - Reciprocidad: intimidad, frecuencia de los contactos, historia.

Integralidad de las  
prestaciones para personas 
de 60+

• Diagnósticos prospectivos.

• Diseño de alternativas de tratamiento y cuidado adecuados  
  (pertinentes, oportunos y de calidad).

• Redes sociales suficientes y desarrollo de actividades de la  
  vida diaria aumentan una mejor percepción sobre la salud física  
  y el estado funcional de las personas mayores.

• Redes sociales suficientes inciden en la disminución de  
  los tiempos de hospitalización y de recuperación de la salud,  
  mortalidad después del alta, aparición de síntomas depresivos, 
  abuso de drogas e ideación suicida.

• Abordaje de situaciones relacionadas con el envejecimiento: 
una enfermedad crónica, el ingreso a una residencia para adultos 
mayores, una intervención quirúrgica, cuidados postoperatorios, 
tratamientos de costo elevado, abandono, aislamiento social, po-
breza, inmovilidad, internaciones frecuentes, pluripatología, déficits 
cognitivos.

• Vínculo comunitario extendido que trasciende los límites del hogar 
y del contexto exclusivamente familiar. Tienen capacidad de partici-
pación política y social, y se constituyen como grupo de presión y 
de poder.

Fuente: elaboración propia basado en Arias, 2009.
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En el eje interbarrial el foco está puesto en producir sinergia entre los di-
ferentes sectores y de esa forma impactar la comuna. En esta línea de trabajo 
lo importante es rescatar las buenas prácticas, los aciertos en materia de in-
tervención comunitaria, de trabajo familiar, de desarrollo de voluntarios, de 
trabajo interdisciplinario, de redes de vecinos, entre otros. Se busca recono-
cer cómo el trabajo territorial se trasforma en el insumo más importante para 
que los cuidados se sostengan en el tiempo. También se potencia el diálogo 
entre los sectores respecto del cuidado solidario y corresponsable; se apren-
de, se estimula, se crean e implementan medidas de acción afirmativa. En el 
ámbito de la evaluación y el monitoreo se mantiene un registro que permite 
generar data significativa sobre los sectores, las acciones emprendidas y la 
progresión del estado de las personas de 60+, así se retroalimenta al sistema 
constantemente. De igual forma, se nutre de información sobre los servicios 
de salud y los otros servicios y productos que reciben los sujetos de atención 
para así monitorear lo que se hace y la forma en que se hace. 

La especialización desarrolla los ámbitos referidos a la vulnerabilidad y 
al potencial de desarrollo de las personas de 60+. De esta forma, la vulnera-
bilidad hace referencia a la detección de los niveles de autonomía cotidiana, 
situaciones de maltrato o riesgo de cualquier índole; establece los estándares 
necesarios para la focalización de los servicios y productos de la oferta, y 
diseña, complementa e implementa los servicios acorde a la demanda. Para 
ello tiene un despliegue comunitario que le permite gestionar las demandas 
de las personas de 60+ autónomas o con necesidad de asistencia cotidiana. 
Utiliza mecanismos como las mesas de participación, las organizaciones de la 
comunidad, la escuela o el servicio de salud para adecuar permanentemente 
servicios y productos. A su vez, tiene la responsabilidad de ajustar la oferta 
pública que emana del nivel central hacia el nivel local. Respecto de la línea 
de potencial de desarrollo de las personas de 60+, esta se preocupa de que 
los principios del sistema se plasmen en los servicios y productos de los cuales 
participará activamente la persona mayor, potenciando así la integralidad, 
pertinencia, responsabilidad intergeneracional, producción de capital relacio-
nal e identidad barrial. 

Los productos y servicios que se detallan a continuación como parte del 
modelo consideran algunos ya existentes en la oferta pública, otros pertene-
cientes a los desarrollados por el equipo profesional de la comuna de El Bos-
que y otros que son fruto de la metodología ya comentada. De esta forma se 
plasma una oferta general, con pertinencia territorial y con la incorporación 
en la construcción de las voces de las personas de 60+. En este sentido, la 
Unidad de gestión de usuarios y equipos de cuidado territorial será la encar-
gada de establecer la inversión e implementación de la oferta segmentada por 
barrio, acorde a las vulnerabilidades y potencial de desarrollo de cada uno. 
Así, la oferta se retroalimentará de las experiencias de los sectores y se adap-
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tará de acuerdo a los procesos naturales que se producen en ellos, al mismo 
tiempo que intenciona ciertos cambios y desarrollos que tanto el municipio 
como los usuarios beneficiarios han evaluado que aumentarían la autonomía. 

Respecto a los costos asociados a este servicio, los recursos necesarios 
corresponden a los honorarios del equipo profesional interdisciplinario, que 
tiene como fin potenciar la gestión del territorio, desde un enfoque geron-
to-bio-psico-social; a administración e insumos básicos y a capital para nue-
vas implementaciones. Así, el costo per cápita mensual es de $35.000 (calcu-
lado sobre la base de 100 atenciones mensuales), lo que además lo convierte 
en un servicio comparativamente más barato que otros servicios sociales 
dirigidos a personas mayores vulnerables que implementa el Estado (ver Ta-
bla 3). Esta propuesta considera que el Estado, a través de sus instituciones 
competentes, financie este servicio en los gobiernos locales, como asignación 
permanente y no concursable, para garantizar la estabilidad y proyección del 
servicio en el largo plazo.

Tabla 3. Costos per cápita de servicios de cuidado

Servicio Unidad Monto Fuente

Estalecimientos de Larga Estadía para 
adultos mayores (ELEAM)

Per cápita 
mensual $715.958 Pizarro, 2015

Centro diurno para personas de 60+ 
con demencia

Per cápita 
mensual $538.246 Bastías, 2015

Cuidados domiciliarios Per cápita 
mensual $18.500 Ministerio de Desa-

rrollo Social, 2013

Centro diurno para personas de 
60+ con dependencia leve (modelo 
Senama)

Per cápita 
mensual $55.000 - $65.000 Ministerio de Desa-

rrollo Social, 2013

Fuente: elaboración propia en base al modelo diseñado y a la revisión de los costos per cápita de programas 
de cuidado.

Este proyecto genera evidencia a partir de los propios barrios en base a 
la experiencia recogida en la Municipalidad de El Bosque y permite levantar 
un modelo con visión territorial, que intenciona el conocimiento de cada uno 
de los barrios que componen el territorio. Junto con ello, la construcción de 
este modelo permite determinar y visibilizar los efectos distributivos dife-
renciados, según territorios, en materia de políticas públicas que abordan el 
cuidado. 

El modelo promueve espacios de coordinación entre políticas sectoriales 
territorialmente focalizadas, políticas sectoriales generales y políticas de de-
sarrollo territorial, con instancias concretas de participación efectiva de los 
actores involucrados, para que puedan hacer una contribución decisiva a su 
progreso y bienestar, invirtiendo en ello su propio capital social y cultural. 
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Además, en materia de cuidados, la visión territorial se traduce en una mayor 
participación y corresponsabilidad de la comunidad en esto, desarrollando 
espacios de cohesión social y disminuyendo las desigualdades al interior del 
territorio. 

Una importante contribución de este estudio es haber desarrollado es-
pacios de reflexión y cuestionamiento respecto del concepto y estado del 
cuidado de las personas de 60+ y, al mismo tiempo, sugerir alternativas a 
los tomadores de decisión para el diseño e implementación de un SSET, de 
dependencia municipal y coordinación gubernamental. 

3. Recomendaciones para las políticas sociales
Respecto de los elementos que una propuesta como esta involucra, debemos 
referirnos a la importancia de establecer criterios y definiciones transversales 
sobre los conceptos de cuidado, dependencia, vulnerabilidad de personas de 
60+, focalización y universalidad de servicios y productos para adultos ma-
yores, cuidadores pasivos y prestadores solidarios de cuidados (Cepal, 2009; 
Fassler, 2009; IMSERSO, 2009; Subirats, 2007). Es importante avanzar en 
el desarrollo de un cuerpo legislativo único que regule el cuidado cotidiano 
de personas de 60+ no dependientes. Esto requiere intencionar la voluntad 
política y sostener una discusión técnica de mayor profundidad respecto de 
los cuidados a lo largo del ciclo vital. Es fundamental diferenciar, especia-
lizar y fortalecer una institucionalidad para estas personas que aborde sus 
heterogeneidades, es decir, dotar de mayores atribuciones a los servicios y 
organismos involucrados, así como crear nuevas instancias que resulten más 
pertinentes y actúen con oportunidad frente al tema. 

Se debe generar modelos de gestión y coordinación intersectorial que per-
mitan efectivamente abordar la vejez en su integralidad, desde un enfoque 
geronto-bio-psico-social, con mirada territorial a través de equipos especia-
lizados.

Urge impulsar desde el Estado la formación y el constante perfecciona-
miento de los equipos profesionales que trabajan con personas de 60+, ya 
sean parte de equipos municipales, servicios públicos o de organizaciones 
sin fines de lucro, de tal forma de cimentar el desarrollo de capital humano 
acorde a las necesidades del país. 

Considerando que el Subsistema Nacional de Cuidados se encuentra en 
su fase de diseño, se propone como un elemento fundamental que este sub-
sistema permita envejecer y convivir en la comunidad y que mantenga los 
vínculos socioafectivos necesarios para desarrollar un buen vivir en la coti-
dianeidad, sin aislar a la persona de 60+ de su barrio.

Un sistema de las implicancias ya señaladas requiere un presupuesto con 
administración central y local compartida, que permita que los gobiernos 
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locales aporten con diseño y complemento de oferta y tomen decisiones res-
pecto de las ponderaciones del gasto de acuerdo a la vulnerabilidad de los 
barrios.

Por lo tanto, se requiere repensar la distribución actual de los recursos del 
Estado para el tipo de programas como el desarrollado en el presente artícu-
lo, así como también impulsar que los gobiernos locales autogestionen fórmu-
las de financiamiento que les permitan lograr mejores prestaciones para sus 
habitantes. Junto con lo anterior se debe avanzar en la complementación de 
otros servicios y organismos públicos y privados, como el caso del Ministerio 
de Salud, para que se generen nuevas sinergias. 

Conclusiones
No cabe duda de que se requiere nueva evidencia respecto del impacto y 
alcance de las políticas públicas que abogan por un enfoque territorial, que 
aborde de forma integrada las implicancias a nivel comunitario y familiar. 
Puntualmente, el cuidado pasivo es un tema emergente que no ha sido lo 
suficientemente analizado y abordado desde la oferta pública. En esta línea 
de estudio, un aporte importante sería analizar una experiencia territorial 
en una comuna con otras características socioeconómicas y culturales, que 
generen nuevos hallazgos y que iluminen el comportamiento del componente 
territorial en las intervenciones sociales en dichos contextos. 

La “dependencia cotidiana” pone el foco en la vulnerabilidad relacional y 
diaria de las personas de 60+, en las principales regiones y comunas de nues-
tro país, esa vulnerabilidad está marcada por las características del territorio.

El envejecimiento tiene una dimensión conceptual y paradigmática, que 
tiene que ver con una mirada del cuidado como problema público y el rol 
protagónico del territorio en él. En ambos casos, proponemos visiones no 
tradicionales de los conceptos de territorio y cuidado.

Por una parte, nos referimos al territorio como el espacio geográfico parti-
cular, el entorno más próximo de los individuos, la dimensión más familiar de 
la comuna y la ciudad (Lazo, 2012), específicamente los barrios. Entendemos 
que estos muestran la diversidad y desigualdad propia de la zona y permiten 
visualizar a escala humana las particularidades (condiciones, aspiraciones, 
problemas, oportunidades) de un grupo de habitantes. Las claves son: proxi-
midad, semejanza, cooperación, corresponsabilidad social. 

Por otra parte, el cuidado se entiende como acciones y servicios destina-
dos a crear, mantener y fortalecer una red de sostenimiento y garantía de la 
vida, como derecho fundamental, de corresponsabilidad y co-construcción 
social que permite afrontar las diferencias significativas de las inequidades 
no resueltas por los sistemas de protección social, la precarización y femini-
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zación del cuidado, las implicancias comunitarias y territoriales y el enlace 
entre los ámbitos públicos y privados. Claves: red, co-construcción social, 
inequidades, sostenimiento de la vida, derecho humano. 

Un Servicio Social Especializado Territorial es, finalmente, un modelo 
de gestión que afronta de manera informada, eficiente y eficaz la hetero-
geneidad y complejidad barrial de las personas de 60+. Es un modelo de 
gestión básico, con enfoque multidisciplinario, intersectorial, geronto-bio-psi-
co-social e intergeneracional que considera, respeta y promueve el género, 
la autodeterminación, la participación deliberativa de los involucrados y la 
heterogeneidad del envejecimiento, y que cumple un rol de diferenciación y 
especialización respecto del segmento de personas de 60+.
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Resumen
El concepto de “desempeño moral”, creado por la inglesa Alison Liebling, re-
fiere a la capacidad de una cárcel de crear un “ambiente favorable” para pro-
cesos de reinserción, que sea aceptable para los internos que se encuentran 
en ella. La idea que está detrás de este concepto es poder medir cuantitativa-
mente la calidad de vida de los internos y convertir el desempeño moral en 
un indicador más rico e integral de calidad y funcionamiento de una cárcel. 

De acuerdo a esto, el presente estudio busca probar la encuesta de 
desempeño moral creada por la autora en la cárcel de Colina II. Esto se 
lleva a cabo a través de una encuesta aleatoria y estratificada por módulo, 
con 63 preguntas cerradas y 4 abiertas, y a través de 7 entrevistas se-
miestructuradas con internos. 

El objetivo de la investigación es conocer la calidad de vida que los propios 
reclusos evidencian a través de los datos y mediante este indicador guiar las 
políticas públicas al respecto. La importancia de la calidad de vida de una cár-
cel refiere tanto al respeto por los derechos humanos de las personas privadas 
de libertad como por la posibilidad de reinserción que podría estar relacionada 
con las condiciones de vida y las capacidades adquiridas al interior del penal. 

Como propuesta de políticas públicas derivadas del estudio se perfilan las 
siguientes iniciativas: 

a.	 Creación e implementación de una inspectoría de prisiones que monitoree 
de manera independiente la situación de las cárceles del país.

b.	 Mejorar los incentivos de empresas privadas y de la propia Gendarmería 
para aumentar la proporción de internos que trabajan al interior de los 
penales. 
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c.	 Aumentar la cobertura y calidad de la intervención psicosocial en conjunto 
con programas específicos de rehabilitación al interior de las cárceles.

d.	 Propiciar la formación permanente de los funcionarios penitenciarios.

e.	 Creación de una Ley de Ejecución Penal que unifique las iniciativas en 
materia de penas y reinserción.

f.	 Reactivación e institucionalización del Consejo para la Reforma Penitencia-
ria.

Antecedentes
Las cárceles en Chile y el mundo están destinadas a sancionar a quienes han 
infringido gravemente la ley. De acuerdo al ordenamiento jurídico chileno –y 
también al de muchos otros países–, cuando un individuo es enviado a pri-
sión y, por tanto, privado de la libertad, el único derecho que le es suspendido 
a la persona mientras está encarcelada es su libertad de movimiento. Es en 
este sentido que se señala que en sociedades occidentales el encarcelamiento 
es impuesto al individuo como castigo por el daño que ha infringido hacia el 
cuerpo social (Couso, 2008) y, por tanto, el recluso ya está siendo castigado 
al estar privado de libertad y no se supone que, adicionalmente a esa severa 
restricción, el individuo deba ser sometido a formas de castigo adicionales al 
encierro (Ignatieff, 1978).

Aunque la prisión no debería llegar a ser un lugar que viole la dignidad 
humana ni un espacio que (re)produzca violencia (Instituto Nacional de De-
rechos Humanos (INDH), 2013; Liebling, 2004; Ignatieff, 1978), la precarie-
dad del sistema carcelario chileno hace que el encarcelamiento se convierta 
en una forma de castigo permanente que amplifica las desigualdades sociales 
iniciales de quienes ahí son enviados (Wacquant, 2000; Garland, 2002).

Distintos reportes internacionales y nacionales han alertado sobre las 
condiciones de las cárceles chilenas, no solo por las precarias condiciones de 
infraestructura y hacinamiento, sino también por las diversas formas a través 
de las cuales se vulneran los derechos humanos de las personas privadas 
de libertad: muchos internos temen por su seguridad, otros han sufrido de 
hechos de violencia física o psicológica por parte de otros internos o de fun-
cionarios del Estado; la mayoría carece de acceso a programas de reinserción 
y servicios básicos de salud; pocos tienen acceso a tratamiento de drogas; 
muchos han sufrido aislamiento en celdas de castigo que no cumplen los 
estándares mínimos de salubridad; hay algunos, incluso, que señalan haber 
sufrido torturas al interior de varias cárceles (INDH, 2012; Dammert & Zúñi-
ga, 2008; Couso, 2008; Espinoza & Martínez, 2007; Espinoza, Martínez & 
Sanhueza, 2014; Sanhueza, 2015a). En conjunto, estas condiciones limitan 
seriamente las posibilidades de reinserción social (INDH, 2013; Dammert & 
Zúñiga, 2008; Liebling, 2004).
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A lo largo de todo Chile es posible encontrar cerca de 85 cárceles a cargo 
de Gendarmería de Chile. Aunque todas ellas comparten ciertas característi-
cas comunes, es importante destacar que cada una de ellas difiere, asimismo, 
en una serie de características, como su tamaño y nivel de seguridad, su 
dependencia (si son concesionadas o estatales) y sus habitantes. También di-
fieren en cuanto a características menos observables a simple vista, como son 
los conflictos entre internos y custodios, las dinámicas y rutinas cotidianas al 
interior de la cárcel y los niveles de violencia carcelaria, entre otras variables; 
como plantea Liebling, “algunas cárceles son más sobrevivibles que otras” 
(2004, p. 532). 

En su libro Prisons and their moral performance, a study of values, quality, 
and prison life, Alison Liebling da a conocer los resultados de una investi-
gación realizada junto a su equipo donde acuña el concepto de “desempeño 
moral”, el que intenta reflejar la calidad de vida de una prisión en relación con 
los aspectos morales y éticos de esta, dejando de lado una noción centrada 
netamente en lo material (infraestructura). El concepto busca representar 
“aquello que realmente importa dentro de una prisión”, indaga en aquellos 
aspectos de la experiencia carcelaria cotidiana que permiten distinguir una 
cárcel de otra en relación a “aquellos aspectos del tratamiento, sobre todo 
interpersonal y material de un prisionero que hacen que una pena de prisión 
sea más o menos deshumanizante y/o dolorosa” (Liebling, 2004, p. 473). 

En este sentido, Liebling argumenta que los recintos penitenciarios debe-
rían ser evaluados no solo en función de la custodia o de la gestión financiera, 
sino por el grado en el cual generan un ambiente propicio para la reinserción 
social, dado que estos recintos son “lugares morales especiales” donde el 
sentido de justicia, de orden y de autoridad son experimentados de manera 
peculiar (Clemmer, 1940; Sykes, 1958; Goffman, 1961). La autora señala, 
además, que el desempeño moral de una cárcel no es solo posible de definir 
conceptualmente, sino que también se puede observar empíricamente. Para 
ello es necesario enfocarse en aquellos aspectos que “realmente importan” de 
la vida en prisión, incluyendo el trato y las relaciones interpersonales, el sen-
tido de justicia, el ejercicio de la autoridad, la legitimidad interior y en cómo 
la experiencia del encarcelamiento es vivida por los que allí se encuentran, 
tanto internos como funcionarios.

Así, el desempeño moral de una cárcel refiere a “la manera en que los 
prisioneros (y el staff ) se sienten moralmente tratados dentro de la prisión y 
por la misma” (Liebling, 2004, p. 473) en cuanto a justicia, respeto, dignidad 
y humanidad. En la noción de desempeño moral un aspecto clave que surge 
es el uso de la autoridad y cómo se desenvuelven los gendarmes en relación 
con los internos; por ejemplo, el trato que los primeros brindan a los últimos 
tiene gran influencia en la percepción de la autoridad y, por lo tanto, del 
sistema, que tienen los prisioneros, lo que también repercute en su calidad 
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de vida dentro de prisión. Liebling identificó las dimensiones claves para el 
marco de medición de la calidad de la prisión y “lo que realmente importa”: 
trato interpersonal, respeto, humanidad, sentido de justicia, orden, seguridad 
y las relaciones entre el personal y los internos.

Sin embargo, como se ha expuesto anteriormente, las condiciones de en-
carcelamiento en las que se encuentran los individuos privados de libertad en 
Chile se convierten en un castigo y en una experiencia dolorosa permanente 
que atenta contra los derechos humanos de los internos, amenaza la integri-
dad física de los funcionarios penitenciarios, deteriora el sistema carcelario 
en su conjunto y predispone a la reincidencia delictual debido a las limitadas 
oportunidades de reinserción social (INDH, 2013; Morales et al, 2012; Rodrí-
guez et al, 2013; Dammert & Zúñiga, 2008). 

En este sentido, es importante recordar que todos los reclusos –salvo 
quien muera en prisión– regresarán al medio libre una vez que cumplan sus 
condenas y, por tanto, cobra relevancia social preguntarse por lo fructífero 
del encarcelamiento para el retorno a la comunidad de un modo prosocial; 
la evidencia preliminar disponible en Chile muestra que usualmente este no 
es el caso y que una futura reincidencia es el escenario más probable (INDH, 
2013; Morales et al, 2012).

A nivel internacional existe evidencia empírica que vincula condiciones 
más dignas de confinamiento a menores índices de reincidencia postlibera-
ción (Katz, Levitt & Shustorovic, 2003; Chen & Shapiro, 2004) y, más aún, 
que el efecto disuasivo de un confinamiento severamente extremo era prácti-
camente nulo (Drago, Galbiati & Vertova, 2011). Asimismo, se ha encontrado 
evidencia que relaciona mejores condiciones de los sistemas penitenciarios a 
importantes incrementos en el orden y la seguridad al interior de las cárceles 
(Coyle, 2003; Crewe, 2005; Rocheleau, 2013) y que prolongar en el tiempo 
un abandono del sistema penitenciario traería como consecuencias negativas 
el fortalecimiento de organizaciones criminales al interior de los penales, 
particularmente el caso brasilero (Dias, 2011; Teixeira, 2012).

Dado lo anterior, es fundamental comprender que la inversión e interven-
ción por medio de políticas públicas coherentes en el contexto carcelario se 
torna fundamental. Tanto desde la perspectiva de los individuos con dignidad 
y derechos humanos que ingresan en los penales como desde la perspectiva 
del ciudadano con altos niveles de percepción de inseguridad y con descon-
fianza en el sistema judicial y penitenciario. 

La calidad de vida de las cárceles, como se ha expuesto, no solamente 
parece ser precaria, sino que sobre todo es olvidada y naturalizada, tanto por 
los individuos que participan de ella como por la sociedad en su conjunto. 
Tan asumida está la realidad violenta e insegura de las cárceles en Chile 
que no existe un sistema de diagnóstico que evalúe de manera integral su 
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funcionamiento. Lo que no se evidencia es que la delincuencia, la marginali-
dad, la invisibilización, la vulnerabilidad y la pobreza son parte de un mismo 
círculo; círculo que debe ser intervenido en alguna parte si es que se quiere 
erradicar alguno de sus componentes. De lo contrario, la invisibilización deja 
de ser tal y reaparece como problema público fundamental, reconvertido en 
delincuencia.

En suma, el asegurar condiciones dignas de reclusión y un trato adecuado 
para quienes cumplen condenas de privación de libertad no solo constituye 
un imperativo moral para un país civilizado (Couso, 2008; INDH, 2013), sino 
que también es una precondición para la reinserción social y la reducción de 
la reincidencia (Katz, Levitt & Shustorovic, 2003; Chen & Shapiro, 2004; 
Drago, Galbiati & Vertova, 2011), un facilitador de la seguridad al interior de 
las cárceles para internos y funcionarios (Coyle, 2003; INDH, 2012) e, inclu-
so, un contrapeso para el fortalecimiento del crimen organizado al interior 
de los penales (Dias, 2011).

En esta investigación se propone el estudio y diagnóstico de las cárceles 
chilenas, ejemplificado con el estudio específico del centro penitenciario ce-
rrado Colina II de la Región Metropolitana. La importancia a nivel de política 
pública de este estudio piloto es el paso fundamental de conocer empírica-
mente una realidad para poder intervenir de forma eficiente en ella. 

Se eligió Colina II para este estudio piloto por ser un penal de alta comple-
jidad, que incluye mayores índices de violencia en su interior en comparación 
al resto del sistema y porque aparece bastante baja en un índice comparativo 
de 75 cárceles chilenas realizado en 2013 que combinó infraestructura, acce-
so a programas, violencia al interior y apremios/torturas (Sanhueza, 2015b).

Respecto de las características objetivas del Centro de Cumplimiento Pe-
nitenciario (CCP) Colina II, tiene un tamaño de población que fluctúa entre 
los 2.320 a 2.600 internos según el año y periodo que se considere, con 
un porcentaje de sobrepoblación que bordea el 50% (tasa de ocupación de 
151,5%). La mayoría de los internos que allí habitan son de alto y mediano 
compromiso delictual1 (47% y 42%, respectivamente) y, de acuerdo a los 
registros de Gendarmería, es una cárcel de alto nivel de seguridad2. Allí 

1	 La clasificación de compromiso delictual es un procedimiento que utiliza Gendarmería para seg-
mentar a la población penitenciaria de manera de prevenir y controlar problemas carcelarios y 
contacto criminógeno indebido. Determina el grado de involucramiento delictual de los internos 
medido en términos de internalización de los patrones propios de la “subcultura carcelaria”. Se 
asigna un puntaje individual que se clasifica en alto, mediano (que incluye medio alto y medio 
bajo) y bajo compromiso delictual. Mide cuatro categorías principales: (i) apariencia, que incluye 
lenguaje, cortes y tipos de tatuajes; (ii) nivel de preparación, que considera variables relativas a 
continuidad de la escolaridad, capacitación laboral y estabilidad laboral; (iii) grupo de referencia, 
que incluye las relaciones familiares, grupo de pares, ocupación del tiempo libre e ingesta de alco-
hol; (iv) historia delictiva, que evalúan las variables sobre antecedentes antisociales en la infancia, 
edad en que iniciaron delictualmente y reincidencia delictiva.

2	 Datos administrativos de Gendarmería de Chile - Sistema SIG.
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trabajan unos 343 funcionarios, divididos en 21 oficiales (planta 1), 264 
suboficiales (planta II) y 37 profesionales (planta 3).

Ahora bien, considerando estos antecedentes se buscará identificar aque-
llos aspectos de la calidad de vida tanto generales como particulares de los 
internos encarcelados en Colina II, para poder identificar aquellas problemá-
ticas de mayor urgencia y, a la vez, aquellos aspectos que parecen funcionar 
correctamente. 

Objetivos del estudio

Objetivo general 

El objetivo general de nuestro estudio fue conocer en profundidad la calidad 
de vida al interior del recinto penitenciario Colina II, a la luz del concepto de 
“desempeño moral”. 

Objetivos específicos

1.	 Caracterizar a los internos de acuerdo a su información sociodemográfica.

2.	 Identificar las características físicas, ambientales y la dinámica social de 
Colina II descritas por los internos. 

3.	 Construir y cuantificar el indicador de desempeño moral representativo 
para la población penal de Colina II.

4.	 Interpretar y darle sentido a los datos cuantitativos sobre desempeño moral 
en conjunto con los datos cualitativos recolectados.

5.	 Realizar recomendaciones de política pública en base a los resultados en-
contrados. 

Respecto a los datos cuantitativos, se encuestó presencialmente a un total 
de 352 internos elegidos aleatoriamente y estratificados en 13 módulos, re-
presentativos de la población penal de Colina II (calculada en base a 2.500 
internos). Se les realizó una encuesta con 69 preguntas con alternativas y 
cuatro preguntas abiertas. Mediante esta muestra se encuestó al 13% de la 
dotación total de la cárcel, con un error muestral de 0,05 puntos para varia-
bles dicotómicas con varianza máxima. El análisis de los datos se llevó a cabo 
con el programa estadístico SPSS 21.

Respecto a los datos cualitativos, se realizaron siete entrevistas en profun-
didad a personas de diferentes módulos y con características etarias distintas. 

Diagnóstico y principales hallazgos 
Para llegar a definir un verdadero diagnóstico respecto a la calidad de vida 
al interior de la cárcel de Colina II, se realizó un análisis descriptivo de los 
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datos cuantitativos, seguido de un análisis factorial en la construcción de 
las dimensiones y del indicador de desempeño moral3 y se interpretaron los 
resultados en conjunto con la información cualitativa levantada en las entre-
vistas y expuestas en las preguntas abiertas del cuestionario. 

1.	P erfil sociodemográfico y trayectoria de cárcel de los internos en 
Colina II

El perfil del interno promedio de Colina II tiene características bastante de-
finidas. El interno promedio tiene 33 años, es chileno y alcanzó la educación 
media completa/incompleta (57%); es evangélico (61%) y dice no pertenecer 
a ningún pueblo originario. 

Los internos de Colina II llevan, en su mayoría, encarcelados en el CCP 
más de dos años (72%) y un 80% declara que no es la primera vez que está 
preso (en Colina II o en cualquier otro recinto penal). De este 80%, un 45% 
ha estado preso anteriormente, entre 2 y 5 veces. 

Además, un 70% de los internos declara haber consumido drogas antes 
de ser encarcelado y un 44% declara haber tenido problemas con las drogas. 
Respecto del alcohol, solo un 28,4% dice haber tenido problemas con este. 

2.	 Calidad de vida de los distintos ámbitos
A continuación se presentarán los hallazgos respecto a la calidad de vida 
en los diferentes ámbitos medidos en Colina II4. Se hará énfasis en aquellos 
aspectos que resaltan tanto en el análisis cuantitativo como en el cualitativo, 
se expondrá el índice de desempeño moral y se analizarán las preguntas 
abiertas del cuestionario. 

Siguiendo instrumentos parecidos empleados en otros países (HMIP, 
2012; Liebling, 2004), así como estudios previos realizados en Chile (Espi-
noza, Martínez y Sanhueza, 2014; Sanhueza, 2015a), los ámbitos considera-
dos para medir la calidad de vida en prisión incluyeron: (a) infraestructura, 
(b) trato y relaciones interpersonales, (c) sensación de justicia, (d) trato a las 
visitas, (e) violencia, (f) organización interna, entre otros aspectos. A conti-
nuación se presentan los resultados en detalle de cada dimensión. 

a)	 Infraestructura

	 Dado los problemas de hacinamiento que presentan muchas de las cárceles 
chilenas, el primer ámbito que se mide en el cuestionario es el de la infraes-
tructura. Las variables de infraestructura responden principalmente a las 
condiciones físicas de vida dentro de la cárcel Colina II. Los aspectos mejor 
evaluados de la infraestructura son el acceso a una ducha diaria, un 81% 

3	 Para mayor profundidad en la construcción de estos indicadores ver Anexo metodológico. 
4	 Los gráficos se encuentran en el Anexo metodológico.
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de los internos declara que siempre o casi siempre tiene acceso, y dormir 
en un lugar limpio, 76% dice dormir siempre o casi siempre en un lugar 
limpio. Los aspectos peor evaluados son tener una temperatura adecuada al 
interior del penal, un 44% declara que nunca o casi nunca la temperatura 
es adecuada, el frío es una de las mayores problemáticas de infraestructura 
declarada; y que el baño nunca o casi nunca está en buenas condiciones 
(41%). La infraestructura presenta una evaluación positiva y las dificultades 
de espacio en general y de espacio para otras actividades presentan niveles 
más bien bajos de incidencia (26% y 22%, respectivamente). 

	 Se construyó una escala de infraestructura que reunía toda la información 
de los distintos indicadores, en la que un 47% consideraba la infraestructu-
ra como buena, un 38% como regular y solo un 16% como mala5. Lo in-
teresante de esta información es que no necesariamente hay que intervenir 
o invertir en todos los aspectos de la infraestructura, sino que los recursos 
pueden ser enfocados en mejorar los servicios sanitarios, crear áreas ver-
des y, sobre todo, mejorar la temperatura que debido a la construcción de 
concreto se mantiene muy baja y empeora considerablemente en invierno. 
Además, es interesante tomar en cuenta que el hacinamiento no aparece 
como uno de los principales ítems problemáticos de la infraestructura, aun-
que sí es mencionado como problemática en las preguntas abiertas. 

b)	 Trato interpersonal

	 El trato interpersonal refiere a la relación que tienen los internos con los 
gendarmes y el trato que reciben en la cárcel en general, en términos ins-
titucionales. Respecto de las dimensiones de “trato interpersonal” aquellas 
situaciones relacionadas con los gendarmes son las que presentan una peor 
evaluación por parte de los internos. Un 54% considera que nunca o casi 
nunca “los gendarmes muestran preocupación y comprensión” y que no 
están disponibles para conversar con los internos (46%) y que nunca o casi 
nunca “parecen tipos honestos” (45%). En general, los aspectos negativos 
muestran mayor incidencia que los positivos, entre los cuales destaca “me 
llevo bien con los gendarmes de mi módulo” con un 47% que indica que 
esto sucede siempre o casi siempre, y aporta luces respecto a la sectoriza-
ción o a las diferentes realidades que se viven en el penal dependiendo del 
módulo en que se encuentren internos. El problema con los gendarmes y 
el tipo de relación que se tiene con ellos aparece también como un aspecto 
importante en la información cualitativa: 

“Se supone que Gendarmería está aquí y los capacitan a ellos 
para cuidar tu integridad física, psicológica, tu salud... y de re-
pente dejan harto que desear; lamentablemente, dejan harto que 
desear (…). Yo empezaría de la Escuela de Gendarmería o de la 

5	 Escala en Anexo metodológico. 
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Escuela de Suboficiales…de ahí tienen que empezar a cambiar 
las cosas” (E1).

“Yo pediría que no hagan abuso de poder solo por un traje” (E6).

“Aquí no todos los funcionarios son corruptos (...), hay funciona-
rios que deberían estar siempre en la institución y dentro de Colina 
II, porque han arreglado la unidad” (E2).

c)	 Justicia

	 La justicia es un concepto difícil de medir y de describir como resultado. 
La justicia fue medida al interior de Colina II por medio de una escala 
que hacía referencia a la aplicación de las leyes, a la discriminación o trato 
arbitrario a algunos internos, a la rapidez con que se interviene en casos 
de emergencia y a la claridad con que los internos entienden las medidas 
tomadas por Gendarmería. 

	 Las situaciones que aparecen mejor evaluadas como justas son  
principalmente la claridad con que los gendarmes dicen lo que se puede o 
no hacer (54%) y que no se discrimina por razones de raza, religión o delito 
cometido al interior de la cárcel (51%). Respecto de aquellos aspectos que 
tienen menor incidencia en términos de justicia, nuevamente se observa que 
aparece indicada la relación con los gendarmes, por ejemplo, que no tratan 
de manera justa a los internos cuando aplican las reglas (47%), que la cárcel 
responde rápido a peticiones o postulaciones de los internos (42% dice que 
nunca o casi nunca), que los gendarmes interpretan de igual manera las re-
glas (40% señala que nunca o casi nunca) y que los gendarmes responden 
rápido en caso de alarma o emergencia (39% dice que nunca o casi nunca). 

d)	 Visitas 

	 Tanto en terreno como en los datos se evidencia que los internos de Colina 
II valoran las visitas y el sistema de visitas de este penal en particular. Al 
momento de las encuestas, los internos comentan que tienen un régimen 
bastante holgado de visitas, tanto en tiempo como en facilidad de acceso de 
las mismas, lo que facilita el contacto con sus familias. 

	 En efecto, los datos muestran bastante conformidad con el régimen de 
visitas: los internos pueden efectivamente mantener un contacto cercano 
con sus familias (54%), el tiempo de las visitas es considerado por un 48% 
como suficiente y un 43% dice que las visitas son bien tratadas. Este aspec-
to constituye uno de los ámbitos de Colina II que muestra más altos niveles 
de satisfacción entre los internos y es valorado por ellos como una manera 
de sentirse aún parte de sus familias o entorno. 

e)	 Violencia y amenaza

	 Se introdujeron preguntas sobre ambiente y sobre dinámicas sociales al inte-
rior del penal que reflejaran las situaciones de amenaza y violencia que afec-
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tan la calidad de vida de los internos, de acuerdo a la literatura recopilada. 
Estas preguntas estaban mezcladas con otras preguntas positivas, pero para 
efectos del análisis se agruparon aquellas que hacen referencia a los aspectos 
negativos del día a día y a los sentimientos de los internos asociados a estos. 

	 De acuerdo a un 78% de los internos, la celda de castigo es la primera 
opción que utiliza Gendarmería cuando se rompe alguna regla. Un 58% de 
los internos se siente siempre amenazado o inseguro, un 55% declara que 
hay bastantes amenazas y violencia en general, un 51% dice que siempre o 
casi siempre el nivel de consumo de drogas al interior del penal es bastante 
alto y un 50% señala que su estadía en la cárcel ha sido dolorosa. Lo que 
tiene la menor incidencia es pensar en el suicidio. Solo un 10% lo hace 
siempre o casi siempre. La información se ve respaldada, a su vez, por los 
datos cualitativos, que reflejan este ambiente de constante violencia relacio-
nado con un alto consumo de droga:

“Siento pena y rabia; pena, por todo lo que sucede en mi entor-
no día a día: la droga, el alcohol, cabros peleando por nada, por 
nada (…), antiguamente se peleaba por una razón muy grande 
(…). Aquí, comúnmente, hoy en día se han perdido valores, se han 
perdido principios, dignidad como persona, hay personas humi-
llándose por droga” (E1).

f)	 Organización y funcionamiento 

	 En relación con lo anterior, en este ámbito se explicita cómo es percibido el 
funcionamiento general de la cárcel, la apreciación de los talleres y clases y 
el ambiente. 

	 En este ámbito es posible observar que los internos valoran la educación 
que reciben al interior del penal: un 64% la considera importante para su 
desarrollo personal. Además de la educación, un 59% de los internos va-
lora y considera positivo el que se pueda trabajar, seguido de un 57% que 
considera que la relación con los gendarmes es positiva para el desarrollo 
personal y un 53% dice que en la cárcel lo animan a trabajar y a cumplir 
metas. Es importante señalar que en terreno se menciona constantemente 
la importancia de los funcionarios y del área técnica para desarrollarse y 
para cambiar:

“Aquí hay buenos profesionales, me gusta cuando ellos se acercan 
de igual a igual, cuando nos ven como persona (…), eso te hace 
sentir cómodo” (E1).

	 Dentro de los indicadores que aparecen señalados como poco frecuentes 
(nunca o casi nunca), están “el sentirse protegido frente a amenazas de 
los gendarmes” (59%) y el “sentirse protegido frente a amenazas de otros 
internos” (48%), lo cual subraya la inseguridad como un aspecto de la vida 
diaria al interior del penal. 



59

El desempeño moral de las cárceles chilenas: un estudio piloto en Colina II
| Guillermo Sanhueza | Catalina Ortúzar | Eduardo Valenzuela 

g)	 Otros internos 
	 Para finalizar, se observan indicadores de las relaciones sociales con otros 

internos en los que se evidencia una fuerte desconfianza entre ellos, donde 
un 61% declara que no confía en los demás. Por otro lado, los demás indi-
cadores que llaman la atención inmediatamente es que “las drogas causan 
muchos problemas entre los internos” con un 69%, lo que nuevamente evi-
dencia el problema de las drogas al interior del penal. Un 57% cree que es 
tratado con respeto por otros internos y también un 57% dice llevarse bien 
con otros internos. Esto refleja que existen relaciones de amistad y respeto 
entre los internos, pero que problemas como la droga, las peleas y la violencia 
de Gendarmería deterioran la calidad de vida y las relaciones con los demás.

3.	 Lo más positivo y lo más negativo de la cárcel: preguntas abiertas
Con preguntas abiertas se pidió a los encuestados que escribieran lo más 
negativo de estar en la cárcel y lo que podían rescatar como positivo. Las 
preguntas fueron transcritas y luego codificadas. 

a)	 Aspectos más positivos de la cárcel
	 Como puede observarse en la Figura 1, el aspecto mejor evaluado es la rea-

lización de actividades dentro del penal. Trabajar, capacitarse y poder hacer 
deporte aparece como la primera opción de esta pregunta abierta, con un 
29% de las respuestas. Después de la realización de actividades, aparece 
una que es fundamental: educarse. Los estudios, ir a la escuela y terminar 
cuarto medio son menciones que fueron agrupadas en esta categoría y que 
demuestra no solo la valoración de los internos por las actividades, sino la 
necesidad inherente al ser humano de sentirse útil, activo y ocupado. Al 
mismo tiempo, la necesidad de valorarse como individuo y como persona, 
con intereses y capacidad de aprender. 

Figura 1. 	¿Qué aspecto podrías decir que es positivo de la vida en la cárcel? (pre-
gunta abierta)

*N=297
Fuente: elaboración propia a partir de la Encuesta de calidad de vida en cárceles chilenas, 2015. 
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	 Por otro lado, aparece la valoración de la familia y de la propia vida, puesto 
que muchos internos sienten que al estar presos empiezan a mirar con otros 
ojos las cosas que tienen afuera, lo cual se constituye en una de las motiva-
ciones tanto para trabajar como para reformarse. 

“Aquí echai de menos a la familia, a tus hijos, aquí se pierde todo 
po’h, de repente puede perder hasta la familia, hay gente que lo han 
dejado solo, gente que perdió a su familia, a su esposa, a sus hijos, 
por estar en este lugar” (E6).

	 Por último, se valora mucho el propio esfuerzo, el sentir que se ha cambia-
do, se ha reformado y que se quiere hacer las cosas de forma distinta. 

b)	 Aspectos más negativos de la cárcel

	 Ahora bien, respecto del peor aspecto de la cárcel (Figura 2), los encuesta-
dos tienen tres grandes categorías: la violencia, muerte y peleas entre los 
internos (18%); la violencia, abusos y castigos de gendarmería (17%); y el 
perder la libertad o los años encerrado (17%). 

	 Luego, para un 13% de los encuestados, aparece el perder o estar lejos de 
la familia y, finalmente, mencionan los problemas de infraestructura, princi-
palmente el hacinamiento y la temperatura (9%), y las pocas oportunidades 
de trabajar, capacitarse o realizar actividades (8%). El sufrimiento y la sole-
dad, y el problema del consumo de drogas, aparecen cada uno con un 6% 
de las menciones. 

Figura 2. 	¿Qué aspecto podría decir que es lo más negativo de su vida en la  
cárcel? (pregunta abierta)

*N=284
Fuente: elaboración propia a partir de la Encuesta de calidad de vida en cárceles chilenas, 2015. 
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La escala de desempeño moral fue construida a partir de la suma de todas 

Violencia, peleas y muerte entre internos

Violencia, abusos y castigos de gendarmería

Perder la libertad / perder años

Perder o estar lejos de la familia

Hacinamiento, frío

Pocas oportunidades de trabajo / desarrollo / reinserción

Sufrimiento y soledad

Drogas

Todo

18%

17,3%

17,3%

13,4%

8,8%

8,5%

5,6%

6,3%

2,5%



61

El desempeño moral de las cárceles chilenas: un estudio piloto en Colina II
| Guillermo Sanhueza | Catalina Ortúzar | Eduardo Valenzuela 

las escalas de los ámbitos que se han expuesto en la encuesta, luego de haber 
construido las escalas de cada ámbito con un análisis factorial confirmatorio 
que determinó diez grandes escalas de las dimensiones. 

Si bien la escala de desempeño moral es una escala cuya utilidad es po-
sicionar las distintas cárceles en un mismo medidor comparativo, para efec-
tos de esta investigación exploratoria son de mayor utilidad las dimensiones 
descriptivas, puesto que se profundiza en la complejidad y particularidad de 
una sola cárcel. 

La escala de desempeño moral construida en esta investigación cuenta 
con diez escalas, que en conjunto reúnen todos los ámbitos de la encuesta, 
que fueron sumados y convertidos en índices, para luego ser divididos en 
tres categorías: 1 bueno, 2 regular y 3 malo. El promedio de cada escala fue 
sumado y promediado para obtener la escala de desempeño moral, que tam-
bién va de 1 a 3. El promedio de Colina II es un 1,95, es decir, su desempeño 
moral –considerando todos los ámbitos de la calidad de vida en la cárcel– es 
regular. 

Figura 3.	 Promedios de escalas de ámbitos de calidad de vida y desempeño moral

*N=284.
Fuente: elaboración propia a partir de la primera Encuesta de calidad de vida en cárceles chilenas, 2015. 

El ámbito de justicia está compuesto por cárcel justa y trato justo, mien-
tras que el ámbito de organización y funcionamiento está representado por 
las escalas de trabajo y protección, y finalmente el ámbito de violencia y 
amenazas está compuesto por las escalas de miedo y castigos. 
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En los promedios de las figuras, es posible evidenciar que el peor pro-
medio (2,48) corresponde a los castigos, que concuerda con la información 
descriptiva. Lo sigue la escala de miedo (2,26), que refiere principalmente al 
ambiente de violencia. Ambas escalas pertenecen al ámbito de violencia y 
amenazas descrito anteriormente. 

Las escalas con mejor evaluación son la de visitas (1,57), la valoración del 
trabajo (1,64) que pertenece al ámbito de organización y funcionamiento y 
la infraestructura (1,70). 

De acuerdo a los resultados descriptivos antes expuestos, es posible evi-
denciar que los problemas se repiten de manera bastante clara y saturada, 
tanto en la encuesta, con preguntas cerradas y abiertas, como en las en-
trevistas. Los aspectos negativos y positivos reflejan una realidad violenta, 
tanto entre internos como entre gendarmes e internos, intensificada por las 
peleas, la droga y la poca intervención social. Por otro lado, se evidencia la 
necesidad y el agradecimiento por las intervenciones, capacitaciones, talleres 
y educación, lo que refleja tanto una carencia como una clara posibilidad de 
intervención en estos ámbitos. Sobre la infraestructura, si bien esta no apare-
ce en un lugar principal en la realidad de Colina II, siempre es un trasfondo 
necesario de considerar en la intervención, sobre todo en términos de espacio 
para realizar actividades, pero también de condiciones mínimas de calidad 
de vida de los internos. El frío y los baños insalubres son las peores proble-
máticas, lo que no quiere decir que no exista el hacinamiento, sino que este 
queda relegado a un lugar secundario en el contexto de las prioridades que 
se evidencia en las preguntas abiertas; si bien no aparece como el problema 
principal a nivel individual, sí se hace hincapié en que dadas estas condicio-
nes de infraestructura y de vida en general existen problemas más acuciantes 
que el hacinamiento, como el problema de la violencia.

Propuestas 
En base a la evidencia empírica recolectada, a la revisión de literatura –fun-
damentalmente el trabajo de Alison Liebling sobre el desempeño moral de 
las cárceles– y a la experticia profesional previa respecto a la estructura y 
funcionamiento del sistema penitenciario, como equipo investigador hemos 
preparado algunas propuestas de política pública respecto al sistema peniten-
ciario que buscan mejorar la calidad de vida al interior de las cárceles a tra-
vés del diagnóstico, la capacitación y cambios institucionales. Desprendidas 
de estos objetivos, pero de manera más específica, planteamos seis iniciativas 
de política pública:

a.	 Creación e implementación de una inspectoría de prisiones que realice me-
diciones periódicas, independientes y proactivas del sistema penitenciario.

b.	 Mejorar los incentivos para empresarios privados y Gendarmería para fo-
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mentar actividades productivas (trabajo remunerado) y capacitaciones para 
los reclusos al interior de los penales. 

c.	 Aumentar la cobertura y calidad de la intervención psicosocial con progra-
mas específicos de rehabilitación al interior de las cárceles. 

d.	 Propiciar la formación permanente de los funcionarios penitenciarios. 

e.	 Creación de una Ley de Ejecución Penal que unifique las iniciativas en 
materia de penas y reinserción.

f.	 Reactivación e institucionalización del Consejo para la Reforma Penitencia-
ria.

La forma en que estas propuestas operarían, así como el detalle de los 
objetivos a los cuales servirían, se señalan a continuación.
a.	 Creación e implementación de una inspectoría de prisiones que monitoree 

las cárceles del país
La creación de una instancia independiente de Gendarmería de Chile, que 
monitoree de manera sistemática y permanente el funcionamiento del siste-
ma penitenciario chileno, que contribuya a levantar diagnósticos permanen-
tes del mismo y que enfoque su gestión en la mejora continua del sistema 
penitenciario y determine en conjunto con Gendarmería los progresos a rea-
lizar con plazos acotados.

La inspectoría realizaría inspecciones no anunciadas e integrales a diver-
sas cárceles del país. Su puesta en marcha debería ser gradual y su funcio-
namiento debiera iniciarse, probablemente, examinando la situación de las 
cárceles con más problemas; una vez hechas las visitas, se deberían generar 
reportes de retroalimentación tanto para las propias autoridades penitencia-
rias como para el Ministerio de Justicia, también para los organismos preocu-
pados de los derechos humanos de los reclusos y para la sociedad en general. 

Uno de los productos esperados –especialmente en la etapa inicial de 
la inspectoría– sería un diagnóstico de los distintos penales, que incluya la 
realización de encuestas de percepción de usuarios (reclusos) en forma anual 
o bianual, a fin de que el sistema penitenciario tenga instancias permanen-
tes de autoevaluación de su gestión. Así, esta inspectoría tendría como un 
objetivo permanente de su quehacer el diagnosticar y medir los niveles de 
calidad de vida de todas las cárceles como base para la intervención y las 
modificaciones.

Para esto podría tomarse como base la experiencia de Her Majesty’s 
Inspectorate of Prisons (HMIP, 2012) en el Reino Unido, pero adaptada a 
la realidad e idiosincrasia nacional. Esta entidad podría estar alojada en 
el Ministerio de Justicia o en la recientemente creada Subsecretaría de De-
rechos Humanos, aunque debieran cautelarse dos aspectos clave para su 
adecuado funcionamiento: su independencia financiera y la forma en que 



64

Propuestas para Chile Concurso Políticas Públicas 2015

su máxima autoridad es nombrada (podría ser a través del sistema de Alta 
Dirección Pública).
b.	 Mejoramiento de los incentivos de empresas privadas y de la propia Gendar-

mería para aumentar la proporción de internos que trabajan al interior de 
los penales 

Diversos estudios señalan que una cárcel donde existen más oportunidades 
laborales y una mayor proporción de internos ocupando su tiempo en acti-
vidades de capacitación o productivas, es una cárcel con menores niveles de 
violencia entre internos, más segura para el personal y con un ambiente más 
favorable a procesos de reinserción social (Huebner, 2003; Steiner, 2009; 
Liebling, 2004; HMIP, 2012). Al mismo tiempo, en un estudio realizado en 
prisiones argentinas, en aquellas cárceles donde había mayores oportunida-
des educacionales, se reducía la violencia al interior de los penales (Alzúa, 
Rodríguez y Villa, 2010).

Este proyecto plantea la necesidad de aumentar la proporción de internos 
que acceden a oportunidades de capacitación y trabajo remunerado al interior 
de los penales, a través de incentivos tanto a privados como a la propia Gen-
darmería de Chile. Así, en el caso de los incentivos a privados, por ejemplo, se 
deben abaratar los costos de los centros laborales al interior de las unidades 
penales, a través de la creación de subsidios para la instalación de empresas6, 
ya sea a través de arriendos a bajo costo por el terreno o por el uso de gal-
pones ya instalados y destrabar procedimientos burocráticos que incluyan la 
posibilidad más expedita de contratar personas privadas de libertad.

En el caso de Gendarmería, se deben generar incentivos institucionales 
para que la reinserción, a través del trabajo, sea más prioritaria para los 
funcionarios. Así, por ejemplo, en el sistema anual de las metas de incentivo 
colectivo (a nivel nacional y regional) deberían incorporarse algunas que 
tengan relación con una determinada proporción de internos/módulos con 
instancias de trabajo, ajustados a la realidad y a condiciones de cada penal; 
esto debería plasmarse en las planificaciones estratégicas regionales que se 
realizan anualmente. De otro modo, la preocupación –y los incentivos– para 
que una mayor proporción de internos acceda a trabajar, quedará solo como 
iniciativa individual de algunos oficiales o gendarmes, como ocurre en la 
actualidad. El enfoque de esta medida es que el fomento del trabajo sea una 
política institucional coherente que no solo mejore la calidad de vida de los 
internos al interior del penal, sino que también les entregue herramientas 
para la reinserción social una vez que estén fuera. 

Al mismo tiempo, y más allá de las metas de incentivo colectivo que se 
planteen para cada región, es necesario establecer metas de aumento de in-

6	 Similar a lo que se hizo al lanzar el llamado “sector laboral” de Colina I hace algunos años.
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versión institucional –de largo plazo– en materia de reinserción, aumen-
tando el presupuesto destinado a esta misión (cerca de 3% anual), para que 
refleje más adecuadamente el balance que se quiere alcanzar entre custodia 
y reinserción, con el fin de invertir “en beneficio directo de los recluidos y 
los programas de reinserción” (Dammert y Díaz 2005, p. 5). Esto supone un 
mayor involucramiento del Ministerio de Justicia y su División de Reinserción 
Social con la Subdirección Técnica de Gendarmería y con la Dirección Nacio-
nal de la institución. 
c.	 Aumento de la cobertura y calidad de la intervención psicosocial en conjun-

to con programas específicos de rehabilitación al interior de las cárceles
Los programas de intervención psicosocial y la calidad y cobertura con que 
estos sean entregados son aspectos fundamentales para asegurar el progreso 
individual de los internos en materia de rehabilitación delictual y psicológica. 
Se propone mejorar la calidad de las intervenciones mediante un aumento de 
psicólogos y trabajadores sociales en el equipo técnico de Gendarmería, pero 
también mediante una cobertura mínima obligatoria en todos los módulos de 
los recintos penitenciarios. La realidad actual de este tipo de intervenciones 
refleja, en este sentido, una profunda carencia, debido a que en la actualidad 
no todo interno tiene la posibilidad de ser intervenido, puesto que existen 
áreas dentro de las cárceles con las que por distintas razones, no justificadas 
institucionalmente, simplemente no se trabaja en términos de intervención 
psicosocial. Como resultado existen amplias proporciones de internos en mu-
chas cárceles del país que ven desproporcionada e injustamente mermadas 
sus chances de, al menos, acceder a algún programa de intervención, debido 
a que ingresaron en uno de los módulos “sin intervención”. 

Por otro lado, dentro de los programas de intervención se hace crucial 
la necesidad de incluir programas de rehabilitación de drogas. Las drogas, 
como bien se expone en los datos recolectados, aumentan los niveles de vio-
lencia al interior de las cárceles, tanto entre reclusos como entre gendarmes 
y reclusos, al encontrarse estos últimos en un estado alterado de conciencia, 
lo que disminuye la calidad de vida tanto de los internos como de los funcio-
narios. Además, dificulta el proceso de modificación de las conductas delic-
tuales y el cambio necesario para la reinserción social. 

En este sentido, cabe recordar que las personas privadas de libertad están 
allí precisamente contra su voluntad –a nadie le gusta estar preso– y que el 
desafío de trabajar exitosamente en contextos penitenciarios supone –entre 
otras cosas– superar dicha barrera y lograr motivación allí donde no existe. 
Esto es congruente con la literatura especializada que señala que los mayores 
logros en términos de disminuir la reincidencia futura se dan, precisamente, 
cuando se focalizan los esfuerzos en aquellos que poseen un riesgo más alto 
y una peor conducta (Andrews, Bonta & Wormith, 2011).
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Al mismo tiempo, la literatura internacional especializada en reinserción 
social y en programas exitosos recomienda trabajar bajo el modelo de riesgo, 
necesidad y responsividad7 (RNR) (Andrews, Bonta & Wormith, 2011) para 
poder aspirar a una menor reincidencia futura. En este sentido, tal como se 
ha señalado en otras investigaciones (Espinoza, Martínez & Sanhueza, 2014), 
la incorporación del modelo de intervención por parte de Gendarmería no ha 
sido coherentemente implementado en la oferta programática que ofrece la 
institución. En este punto se recomienda que Gendarmería no aborde por sí 
misma la formación, sino que licite propuestas a universidades y otros centros 
académicos con mayor experticia que puedan ofrecer entrenamiento avanza-
do en este y otros modelos exitosos de intervención con reclusos.
d.	P ropiciar la formación permanente de los funcionarios penitenciarios 
La teoría de la gestión penitenciaria señala que los oficiales y las autoridades 
penitenciarias son quienes ejercen una influencia determinante en la marcha 
de las cárceles, incluyendo, por cierto, las situaciones de violencia que se 
pueden generar dentro de ellas. Quienes proponen este modelo señalan que 
las fallas en la gestión penitenciaria son responsables por las formas más 
severas de violencia carcelaria como los motines, homicidios de internos y 
agresiones entre reclusos (Reisig, 2002; Sparks y Bottoms, 1995; Useem & 
Kimball, 1989). 

Así, se sugiere perfeccionar y profesionalizar la carrera de funcionario 
penitenciario –oficiales y suboficiales– tanto en la Escuela de Gendarmería 
como en instancias de formación permanentes. En este sentido, se propone la 
revisión y actualización del perfil de egreso, de la malla curricular y las meto-
dologías de selección y formación tanto en la Escuela de Gendarmería como 
en la Escuela de Suboficiales. Asimismo, se debería profesionalizar y forma-
lizar ante el Ministerio de Educación la carrera de suboficial penitenciario, 
similar a lo que ocurre en academias de las Fuerzas Armadas. Al mismo 
tiempo, la Escuela de Gendarmería debería contar con profesores externos a 
ella con el fin de disminuir las posibilidades de que se transforme en un ente 
endogámico, cerrado al exterior. 

En este sentido, se debería repensar la asignación de título entregada por la 
institución a sus funcionarios uniformados, en la actualidad es otorgada inde-
pendientemente de la carrera y la institución en la cual el gendarme/oficial se 
gradúa, por lo que esta puede o no tener relación con el servicio que le presta 

7	 El modelo de riesgo-necesidad-responsividad (RNR) es una intervención que tiene su origen en 
Canadá y plantea, grosso modo, que los internos deberían ser adecuadamente clasificados en 
función del riesgo de reincidencia y que el blanco preferente de la intervención deberían ser 
aquellos que están en más alto riesgo (principio de “riesgo”); que se debe intervenir sobre las 
llamadas necesidades criminógenas (o factores criminógenos) específicos de cada individuo (prin-
cipio de “necesidad”); y que la intervención se debe adaptar a las características específicas de 
los usuarios, como el sexo, edad, etnia, entre otros, con el fin de asegurar una mejor capacidad de 
respuesta por parte del individuo al tratamiento (principio de responsividad).
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a la institución. Se plantea que deberían establecerse criterios de calidad y 
pertinencia de los contenidos y las instituciones que imparten dicha formación 
o bien, alternativamente, transformar dicha asignación por título a una por 
competencias demostrables en test permanentes u otra herramienta idónea. 

Una medida complementaria a la anterior dice relación con establecer una 
carrera funcionaria con un tronco común, pero con perfiles profesionales di-
ferenciados, avanzando hacia una mayor coherencia con la misión institucio-
nal –no solo de custodia, sino también de reinserción– y hacia el desarrollo 
de oportunidades de formación permanente para su personal. 

Finalmente, amén de los esfuerzos que Gendarmería ya ha realizado, se 
recomienda aumentar la inversión en mejorar la formación permanente del 
personal institucional –tanto de oficiales como de suboficiales y personal 
técnico–, incluyendo –pero no limitado a– un curso anual en derechos hu-
manos. Como lo señalan Espinoza, Martínez y Sanhueza (2014), las tareas de 
atención, custodia y reinserción de las personas privadas de libertad son de 
tan alta responsabilidad social que, en la actualidad, no tienen un correlato 
en reconocimiento, recursos y formación por parte del Estado hacia Gendar-
mería de Chile.
e.	 Creación de una Ley de Ejecución Penal que unifique las iniciativas legales 

en materia de penas y reinserción
En general, para que las propuestas de política pública aquí señaladas ten-
gan un impacto positivo y significativo en el ámbito penitenciario, deben 
ser políticas de Estado, que no dependan de gobiernos de turno ni fluc-
tuaciones políticas y que requieren, por tanto, de acuerdos político insti-
tucionales que le den sustentabilidad en el tiempo. La generación de una 
política penitenciaria integral, que parta por una modificación legal que 
consagre una Ley de ejecución de Penas y que supere, por tanto, lo que 
actualmente existe a nivel de reglamento penitenciario –y otras iniciativas 
legales fragmentadas y descoordinadas– es condición necesaria para el me-
joramiento del sistema penitenciario. Esta ley de ejecución penal no solo le 
dará un sustento legal, integrado al cumplimiento de penas en el país, sino 
que además debería ayudar a coordinar las distintas iniciativas en térmi-
nos de sanciones, condiciones carcelarias, programas de reinserción, entre 
otros. Asimismo, esta ley ayudaría a definir las facultades y alcance de los 
mecanismos de control externos (inspectoría), así como su relación con los 
órganos de control administrativo. Es deseable, con el fin de que esta poten-
cial ley sea eficaz y cumpla su objetivo, que en su diseño sean convocados 
académicos expertos de distintas disciplinas, Gendarmería de Chile y otros 
organismos relacionados.
f.	 Reactivación e institucionalización del Consejo para la Reforma Penitenciaria
Con el fin de lograr una vinculación sistemática y permanente del Ministerio 
de Justicia y Gendarmería de Chile con centros académicos especializados, 
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se propone la reactivación e institucionalización del Consejo para la Reforma 
Penitenciaria8 como organismo asesor del Ministerio de Justicia y Gendarme-
ría de Chile en materias de reinserción social. Este consejo estaría integrado 
por académicos expertos de distintas universidades y tendría como finalidad 
asesorar a quienes toman las decisiones en materias criminológicas y peni-
tenciarias y sesionaría una vez al mes. Para su adecuado funcionamiento, 
podría generarse un mecanismo9 que asegure la participación de los convo-
cados en esta instancia y, al mismo tiempo, incentive a las universidades para 
que apoyen la participación de sus académicos en una instancia como esta. 
Al mismo tiempo, debería destinarse alguna glosa presupuestaria dentro del 
Ministerio de Justicia que financie la actividad del Consejo –incluyendo una 
remuneración a los participantes–, con el fin de darle continuidad en el tiem-
po y sustentabilidad a su trabajo, más allá de los cambios de gobierno.

Conclusiones 
El tema central al que se apunta con esta propuesta de política pública es 
la generación de un ambiente penitenciario más favorable a los procesos de 
reinserción (Liebling, 2004), con énfasis en la disminución de la violencia 
al interior de los penales. La información recolectada nos señala que en un 
contexto violento se torna muy difícil crear un ambiente favorable a la rein-
serción y que mejorar las relaciones sociales y ambientales que se viven en el 
interior de las cárceles resultan prerrequisitos clave para pensar en la posibi-
lidad de la llamada reinserción social. En nuestro estudio piloto, la violencia y 
la inseguridad son protagonistas de la vida carcelaria, lo cual va en desmedro 
de los derechos humanos de los reclusos y de sus posibilidades de reinserción 
social futura, afectando, a su vez, a la sociedad en su conjunto a través de la 
reincidencia delictual. 

Esta propuesta de política pública necesita de la participación de diver-
sos actores, aunque en grados de involucramiento distintos. Entre los acto-
res responsables está el Ministerio de Justicia, en particular su división de 
Reinserción Social, organismo que debería velar, en primer término, por 
impulsar y preparar –considerando la participación de académicos y otros 
organismos relacionados— un proyecto de ley de ejecución penal e iniciar 
los pasos para su tramitación legislativa; esta es una pieza fundamental para 
integrar y mejorar las iniciativas fragmentadas y dispersas en materia de 

8	 En junio de 2009, el Ministerio de Justicia convocó a un consejo intersectorial con el fin de gene-
rar un espacio de reflexión que permitiera consolidar una propuesta de política penitenciaria de 
cara al Bicentenario de la República. Este Consejo para la Reforma Penitenciaria fue conformado 
por reconocidos académicos y expertos de diversas instituciones. Luego de varios meses de tra-
bajo, el consejo desarrolló lineamientos para la formulación de una nueva política penitenciaria, 
que incluía racionalizar el uso y crecimiento de la cárcel, aumentar y mejorar el sistema de penas 
alternativas a la prisión y mejorar los programas de reinserción, entre otras.

9	 Semejante, quizás, a la Comisión Asesora Presidencial para la reforma al Sistema de Pensiones.
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ejecución penal que existe hoy en Chile, incluyendo los controles adminis-
trativos externos, los programas de reinserción social, la infraestructura pe-
nitenciaria, entre otros.

En paralelo, mientras se avanza en una ley de ejecución penal, Gendar-
mería de Chile –fundamentalmente a través de su plana mayor– tendría la 
responsabilidad de ajustar la formación de su personal (tanto la inicial en 
la Escuela, como la formación permanente) a estándares internacionales en 
materia de derechos humanos y buenas prácticas penitenciarias. Para ello 
podrían asesorarse o licitar programas de capacitación con centros académi-
cos. Asimismo, el Ministerio de Justicia en conjunto con Gendarmería podría 
establecer la incorporación gradual de nuevas metas de incentivo colectivo 
que impulsen su dimensión de reinserción social.

En la medida que estas propuestas sean adecuadamente implementadas 
se deberían ver resultados positivos tanto en un mayor respeto a los derechos 
humanos de los internos, menores amenazas a la integridad física de los fun-
cionarios penitenciarios y mejores condiciones para la reinserción social. Con 
las propuestas que se han expuesto se verían beneficiados tanto los internos 
y los funcionarios como la sociedad en su conjunto. Además, mediante la po-
sibilidad de efectivamente trabajar y capacitarse al interior de las cárceles no 
solo los internos ocuparían una mayor parte de su tiempo de ocio en labores 
productivas, dignificándolos a ellos mismos, obteniendo un salario que les 
permita apoyar a sus familias y adquiriendo rutinas prosociales, sino que el 
sistema penitenciario ganaría una mayor legitimidad y reconocimiento social 
al abordar mejor el clamor de la ciudadanía para que los internos trabajen al 
interior de las cárceles y “se ganen” su sustento diario. 

Una agenda de investigación futura podría incluir estudiar en detalle el 
desempeño moral de varias cárceles, el grado de coincidencia del desempeño 
moral visto desde los internos con la perspectiva de los funcionarios, tal como 
lo hizo Liebling (2004) e, inclusive, el eventual impacto del desempeño moral 
en indicadores de política pública como la reincidencia delictual.
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Anexo metodológico
Al ser este estudio una investigación piloto, los datos se manejan principal-
mente para hacer descripciones acuciosas y reflejar la realidad que expresan 
los internos de Colina II de la manera más fiel posible. 

En el presente anexo se presentan los gráficos de cada una de las dimen-
siones de la calidad de vida al interior de la cárcel, el análisis factorial y las 
escalas que permitieron la construcción del índice de desempeño moral de 
Colina II. 

1.	 Gráficos para cada una de las dimensiones 

Figura 1. Infraestructura

Fuente: elaboración propia a partir de la primera Encuesta de calidad de vida en cárceles chilenas, 2015.

Figura 2. Trato Interpersonal

Fuente: elaboración propia a partir de la primera Encuesta de calidad de vida en cárceles chilenas, 2015.
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Figura 3. Justicia

Fuente: elaboración propia a partir de la primera Encuesta de calidad de vida en cárceles chilenas, 2015.

Figura 4. Régimen de visitas

Fuente: elaboración propia a partir de la primera Encuesta de calidad de vida en cárceles chilenas, 2015.
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Figura 5. 	Escala de violencia y amenaza 

Fuente: elaboración propia a partir de la primera Encuesta de calidad de vida en cárceles chilenas, 2015.

Figura 6. 	Organización y funcionamiento

Fuente: elaboración propia a partir de la primera Encuesta de calidad de vida en cárceles chilenas, 2015.
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Figura 7. Otros internos  

Fuente: elaboración propia a partir de la primera Encuesta de Calidad de vida en Cárceles Chilenas, 2015.

2.	 Construcción de escalas y del índice de desempeño moral 
Se construyeron diez escalas a partir de las dimensiones expuestas en la en-
cuesta y creadas por Alison Liebling. Las dimensiones de la encuesta están 
compuestas por una serie de indicadores que pueden evidenciarse en la mis-
ma. Estas dimensiones son siete: (i) ámbito de Justicia, (ii) ámbito de Organi-
zación y Funcionamiento de la cárcel, (iii) ámbito de Amenazas y Violencia, 
(iv) ámbito de Infraestructura, (v) ámbito de Trato Interpersonal, (vi) ámbito 
de Visitas, y (vii) ámbito de Relación con Otros Internos. 

Si bien cada ámbito tiene consistencia lógica interna, se realizó un análisis 
factorial de los mismos que arrojaba diez escalas. Todas construidas median-
te un análisis factorial de componentes principales con rotación varimax, y 
de acuerdo a los siguientes criterios: KMO > 0.5, explicación de la varianza 
mayor a un 50% y matriz de autovalor >1. 

Ahora bien, todos los ámbitos permanecieron idénticos menos tres: el ám-
bito de Justicia se dividió en Cárcel Justa y Trato Justo, el ámbito de Organi-
zación y Funcionamiento se dividió en las escalas de Trabajo y Protección, y 
el ámbito de Amenazas y Violencia se dividió en dos: Miedo y Castigos. 

Se generaron las escalas factoriales de cada uno de estos nuevos diez 
ámbitos que fueron recodificadas en tres categorías: bueno, regular y malo. 
Se sumaron los diez ámbitos convirtiéndose en un índice continuo que iba 
desde 1 a 19, con una media de 9,6. De 1 a 6 fue considerado como un buen 
desempeño moral, de 7 a 13 como un desempeño regular, y de 14 a 19 como 
un mal desempeño moral. Así se generó el indicador de índice de desempeño 
moral.
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Resumen
La instalación de infraestructura de transporte en un territorio modifica su 
accesibilidad, los patrones de movimiento de las personas y las demandas 
por suelo. Por este motivo, la literatura recomienda que toda infraestructura 
debe ser acompañada por algún plan que permita capitalizar y promover 
procesos de diversificación (nuevas actividades) e intensificación (densifica-
ción) del suelo del entorno. En Santiago, el Metro constituye la más relevante 
infraestructura de transporte público; es la columna vertebral del sistema 
de transporte colectivo de la ciudad, que además se articula en una serie de 
calles con carriles de uso exclusivo (corredores) para circulación de buses. 
Sin embargo, a pesar de su importancia y atractivas localizaciones, estudios 
recientes indican que los entornos de muchas estaciones del Metro son poco 
densos y, en conjunto, poseen suelo disponible para absorber hasta diez años 
del crecimiento urbano de la metrópoli. Es claro, entonces, que la implemen-
tación del Metro no estuvo acompañada de un plan de densificación o diversi-
ficación de actividades. Por otro lado, si bien no existen estudios comparables, 
los corredores de buses parecen haber seguido la misma lógica.

Comprendiendo que Santiago posee un marcado patrón de segregación, 
en donde los suelos centrales ofrecen una oportunidad para revertirlo, la 

1	 Agradecemos el apoyo al Centro de Desarrollo Urbano Sustentable (Cedeus, Proyecto Conicyt/
Fondap 15110020), a Fondecyt (Proyecto No. 1141096) y al Instituto Sistemas Complejos de Inge-
niería (ICM P-05-004-F, Conicyt FBO16).
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presente propuesta buscó investigar el complejo tema de densificación e in-
tegración socioespacial en torno a la infraestructura de transporte público. 
Para lograr este objetivo se estudiaron y clasificaron las estaciones de Metro 
y los corredores de buses según sus características morfológicas y sociales 
(sistema de información geográfica), para luego escoger un grupo selecto y 
consultar a desarrolladores inmobiliarios sobre su disposición a edificar en 
ellas (preferencias declaradas). Los resultados de este análisis multidiscipli-
nar muestran que en general existe una baja disposición a densificar con 
integración, mientras que la densificación sin integración depende de las par-
ticularidades de cada área. En ese contexto, la propuesta intenta promover 
ambos procesos con una mezcla de incentivos y herramientas territoriales y 
de gestión, que reconozcan las características de cada territorio y sustenten 
en el tiempo a los procesos de densificación e integración residencial.

Antecedentes

1. Introducción

La relación entre transporte y uso de suelo urbano es ampliamente reconoci-
da en la literatura; en efecto, la presencia de una nueva infraestructura modi-
fica la accesibilidad de un territorio y, con ello, altera la demanda por el suelo 
y el uso del mismo. Los nuevos patrones de uso de suelo, a la vez, modifican 
la demanda, lo que genera un proceso continuo de retroalimentación entre 
los territorios y sus infraestructuras (Wilson et al, 1977; de la Barra, 1989; 
Echenique et al, 1990; Simmonds, 2001; Martínez et al, 2010). Dada esta 
estrecha relación, surge inmediatamente la pregunta ¿quién gana y quién 
pierde tras la implementación de una facilidad de transporte?, y ¿cómo puede 
el inversor (ya sea el Estado, un privado o la sociedad misma) capitalizar el 
nuevo escenario? (Ortúzar y Willumsen, 2011).

Al respecto, Cervero (1998) indica que toda inversión en transporte de-
biese estar precedida por una visión de desarrollo urbano que permita maxi-
mizar sus ganancias económicas y sociales. Siguiendo esta línea, en distintos 
países del mundo se busca implementar desarrollos mixtos y densos, con 
medio ambientes amigables al peatón y servicios cívicos y comunitarios en 
las inmediaciones de las estaciones de transporte (Cervero et al, 2002; Ren-
ne, 2005; Holmes & Van Hemert, 2008). En Latinoamérica, ciudades como 
Bogotá y Curitiba (Smith y Raemaekers, 1998; Duarte y Ultramari, 2012; 
Rodríguez y Vergel, 2013) fueron pioneras en este sentido y muestran resul-
tados exitosos en algunos aspectos –como el aumento de la plusvalía del sue-
lo y densificación– y contradictorios en otros –como la expulsión de grupos 
vulnerables a la periferia–. 

En Chile, y más específicamente en Santiago, no hay políticas o planes que 
relacionen el transporte y sus efectos en la ciudad en forma explícita. Solo en 
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algunos casos la regulación local –bajo una lógica especulativa– se ha encar-
gado de generar normas propicias para incorporar mayores densidades y al-
turas, y aprovechar así la infraestructura de transporte público más relevante 
de la capital: el ferrocarril metropolitano, Metro. El Metro de Santiago cuenta 
con una red que pronto comprenderá 141 kilómetros de vías (siete líneas) y 
119 estaciones que atenderán 26 de las 34 comunas tradicionalmente con-
sideradas parte del Gran Santiago. Es la columna vertebral del sistema de 
transporte público masivo (Transantiago) de la ciudad, que incluye un grupo 
interesante de localizaciones adicionales (corredores, paradas y estaciones 
de intercambio), muy bien servidas por líneas de buses troncales y expresas; 
esta infraestructura debiera continuar mejorando en el tiempo (Figura 1).

Figura 1. Red de Metro, izquierda, y corredores de buses, derecha

Fuente: elaboración propia.

Es interesante señalar que dos estudios recientes (Minvu, 2013; CChC, 
2013) muestran que, a pesar de los notables atributos de accesibilidad y co-
nectividad de la red de Metro, en la mayoría de los casos esta no ha generado 
cambios relevantes en su entorno. De hecho, ambos estudios llegan a cifras 
similares y calculan que en el entorno de la red del Metro existe suficiente 
suelo disponible (22 millones de m2) para cubrir las necesidades de Santiago 
por al menos los próximos diez años. De cierta manera, como indican Galilea 
y Hurtado (1988), el Metro “alentó dinámicas especulativas sobre la estruc-
tura urbana, más que contribuir a una reorientación general de esta” (p. 43), 
desperdiciando su potencial como herramienta de renovación urbana. 

0
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Esta situación es especialmente grave en una ciudad tan segregada como 
Santiago, donde la tendencia general de las últimas décadas ha sido despla-
zar a los grupos de menores ingresos hacia una periferia urbana compuesta 
por grandes conjuntos de viviendas socialmente homogéneos, distante de sus 
fuentes de trabajo y centralidades urbanas, y desprovista de equipamiento 
y servicios de calidad (Ducci, 1997; Skewes, 2005; Rodríguez y Sugranyes, 
2004). El potencial de suelo subutilizado en torno a infraestructura clave, 
como el Metro y los corredores de buses, podría jugar un rol clave en una 
posible reversión del patrón de segregación endémico de Santiago.

En este escenario, nuestro estudio plantea investigar el complejo tema 
de densificación e integración socioespacial urbana, con miras a desarrollar 
instrumentos de política pública que promuevan la densificación habitacional 
en torno a estaciones de Metro y líneas troncales de buses especialmente se-
leccionadas. Esto incluye viviendas subsidiables, con el fin de incentivar una 
mayor integración socioespacial. 

2. Integración social en Chile
Sabatini y Brain (2008) señalan que la segregación en ciudades se puede 
producir de manera natural si grupos que se consideran parecidos entre sí 
tienden a buscar proximidad espacial. Destacan que la segregación tiende 
a ser más suave cuando se produce solo por factores naturales (decisiones 
individuales) sin la intervención de terceros (Estados centrales, por ejemplo). 
Para Brain et al (2007), el mismo fenómeno presenta una doble condición: la 
primera está asociada a la falta de proximidad física entre grupos distintos, 
y la segunda está ligada a la distancia y difícil acceso a servicios y equipa-
miento. También apuntan a que la carencia de proximidad favorece la des-
integración social, la destrucción de los contratos sociales y la “guetización”, 
mientras que los problemas de distancia “vuelven más pobres a los pobres” al 
dificultar el acceso a las oportunidades que ofrece la ciudad. 

En términos generales, Calavita et al (1997) indican que los subsidios 
otorgados por el sector público son las herramientas más comunes para ata-
car la segregación. Van de Walle et al (2004) señalan que estos incentivos 
pueden ser de dos tipos: (i) “zanahorias” que estimulan cierto comportamien-
to, y (ii) “garrotes” que restringen y obligan (usualmente menos aceptados 
por ser considerados como posibles obstrucciones a los mercados urbanos). 
El famoso Capítulo 40B de Massachusetts (Baker, 2005) es un incentivo tipo 
zanahoria que exime a los desarrollos inmobiliarios de algunas restricciones 
de zonificación (constructibilidad), con la condición de dedicar el 25% de las 
unidades a familias que tengan ingresos menores al 80% del ingreso prome-
dio de los habitantes de dichas zonas; esta norma “premia” al inversor con 
metros cuadrados. En cuanto a los incentivos de tipo garrote, Calavita y Ma-
llach (2009) señalan que los más extensivos son los programas de vivienda 
inclusiva (Inclusionary Housing, IH por su sigla en inglés) que “exigen” a los 
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desarrolladores inmobiliarios dejar entre 10% y 20% de las unidades para 
familias que no pueden adquirir viviendas a valor de mercado. 

De acuerdo a Sabatini et al (2010), en Chile existen dos formas de gene-
rar integración social: (i) colonización de áreas de bajos ingresos por grupos 
socioeconómicos altos o (ii) inclusión de familias de ingreso bajo en sectores 
habitados por grupos medios y altos. Para lograr cualquiera de estas integra-
ciones sociales existen cuatro tipos de instrumentos: (i) orientados a la vincu-
lación funcional de los vecinos y su entorno, (ii) que promueven la mezcla de 
personas, social y económicamente distintas, en un mismo espacio, (iii) que 
buscan que la mezcla se de en el mismo proyecto habitacional y, finalmente, 
(iv) que aprovechan el suelo público disponible. 

Los primeros instrumentos consideran programas como Quiero mi Barrio 
(QMB) y Protección al Patrimonio Familiar (3PF), que actúan localmente 
en el barrio (bienes públicos o viviendas) o regeneran un espacio que ya se 
encuentra edificado. Los segundos son el Subsidio a la Localización y los Pro-
gramas de Movilidad Habitacional (en constante polémica por los criterios 
de localización utilizados y la especulación del precio de suelo asociada al 
mercado). Los terceros corresponden a Subsidios a la Integración Social, tales 
como bonos por integración social a las viviendas o exigencia de un 30% 
de vivienda subsidiable en Proyectos de Desarrollo Urbano Condicionado. 
Estos últimos son herederos de los pioneros –y poco exitosos– intentos de 
producir integración social en la década de 1990 en zonas con Desarrollo 
Condicionado (5% en Zonas y Proyectos de Desarrollo Urbano Condiciona-
do). Finalmente, los cuartos corresponden a gestiones inmobiliarias en suelos 
públicos bien ubicados, para densificarlos, con la posibilidad de modificar la 
normativa de ser necesario2. 

A esta gama de instrumentos se agregan los Subsidios a la Integración 
Social (SIS) para el desarrollo de Proyectos de Integración Social (PIS), reco-
nocidos como relativamente exitosos por Sabatini et al (2014), estos destinan 
al menos 30% de las viviendas a estratos bajos o emergentes, y el reciente 
programa extraordinario de reactivación para Proyectos de Integración So-
cial (D.S. 116, Minvu, 2014a), que premia a los conjuntos de pequeña escala 
(hasta 300 viviendas), con buenas localizaciones en relación a equipamiento 
básico (salud, educación, etc.) y con diseños armónicos. 

Cabe destacar que gran parte de estos instrumentos constituye una res-
puesta al fuerte patrón de segregación ciudadana producto de las políticas pú-
blicas antes mencionadas, que desplazaron la pobreza a la periferia, atacando 

2	 Sabatini et al (2010) proponen explorar diferentes diseños de incentivos para desarrolladores 
inmobiliarios a fin de lograr los objetivos de integración social. En particular, señalan que se re-
quiere utilizar alternativas complementarias a los subsidios existentes, y aplicar el Capítulo 40B 
de Massachusetts ajustado a la realidad nacional.
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esencialmente los desarrollos en expansión urbana sin propiciar necesariamen-
te densificación al interior. Además, todos tienen un carácter reparatorio y, tal 
como lo indica la nueva Política Nacional de Desarrollo Urbano (2014), buscan 
“evitar el desarrollo de nuevas situaciones de segregación social urbana, a tra-
vés de programas de subsidio para la vivienda en que se evalúe no solo el valor 
del suelo y el costo directo de la construcción, sino también los beneficios y 
costos para los futuros residentes y la sociedad” (Minvu, 2014b, p. 4).

Objetivo y metodología 
El objetivo general del proyecto es diseñar estrategias de incentivo para apo-
yar la densificación de sectores aledaños a la red de transporte masivo de 
Santiago, que contribuyan a atenuar el patrón de segregación urbana que 
caracteriza su actual desarrollo. Para esto se requiere avanzar en la compren-
sión de variables que pudiesen estar inhibiendo la densificación de áreas bien 
servidas de la ciudad y la integración residencial entre grupos de distinto es-
trato socioeconómico. Así, se planteó categorizar las 119 estaciones del Metro 
y un conjunto selecto de paraderos localizados en corredores troncales de 
buses (BRT) según sus características urbanas y potencial de densificación.

Se utilizó Sistemas de Información Geográfica (SIG) para analizar estos 
lugares en cuanto a sus condiciones sociales, espaciales, configuracionales y 
territoriales, y a su actividad inmobiliaria, entre otras variables. Luego, se 
aislaron muestras de casos con distintas características (seis estaciones de 
Metro y seis paradas en corredores de buses3), abordando tipologías variadas 
y representativas de la realidad santiaguina. Por otro lado, se diseñó y aplicó 
encuestas de preferencias a representantes de la oferta (gestores inmobilia-
rios) y con los datos obtenidos se estimó modelos de elección discreta que 
permitieron deducir la disposición al incentivo de los constructores para de-
sarrollar oferta inmobiliaria, con y sin integración, en estas localizaciones. 

En el análisis SIG de las estaciones de Metro y BRT, se seleccionaron to-
das las manzanas intersectadas por una circunferencia de radio 500 metros 
centrada en cada una de las 119 estaciones de Metro y seis de BRT. Todas 
las manzanas intersectadas fueron aisladas, en modelos separados según la 
estación correspondiente, y para cada una se calculó una serie de indicadores 
basados en los últimos datos sociodemográficos disponibles (Censo 2002). 
Los indicadores fueron agrupados según las siguientes tipologías de análisis:

•	 Densidad: densidad habitacional neta (habitantes/ha, considera solo el es-
pacio privado), densidad de viviendas (vivienda/ha) y densidad de hogares 
(hogares/ha).

3	 Estaciones de Metro: Las Rejas (L1), Conchalí (L3), Matta (L3), Plaza Egaña (L4/L3), Los Quilla-
yes (L4) y San Ramón (L4A). Corredores de Transantiago (BRT): Pajaritos (altura Cuadro Verde), 
Pedro Aguirre Cerda (altura Lo Errázuriz), Santa Rosa (altura Departamental), Las Rejas Sur 
(altura 5 de Abril), Dorsal (altura Guanaco) y Grecia (altura Macul).



83

Densificación residencial e integración social en torno a estaciones de transporte masivo
| Margarita Greene | Juan de Dios Ortúzar | Cristhian Figueroa | Natan Waintrub

•	 Morfología urbana: número total de predios, tamaño promedio del predio 
(m2) y rendimiento de suelo (m2 construidos/m2 de superficie de suelo).

•	 Socioeconomía: distribución según grupo socioeconómico (%) e índice de 
hacinamiento (hogares/viviendas).

Una vez obtenidos los indicadores, se analizaron las estaciones en forma 
agregada e individual. La agrupación se realizó según los distintos momentos 
de construcción del Metro, distinguiéndose cinco etapas: 36 estaciones de la 
fase fundacional (1975-1987), 13 estaciones de la primera expansión de la 
red (1997-2000), 36 estaciones del periodo previo a la implementación de 
Transantiago (2004-2006), 15 estaciones posteriores a Transantiago (2010-
2012) y 19 estaciones en construcción.

Por otro lado, en el trabajo con actores inmobiliarios se recolectaron datos 
de preferencias declaradas (PD) y “mejor-peor” (Balbontín et al, 2015), que 
permitieran modelar las decisiones individuales frente a condiciones inexis-
tentes en la realidad o con atributos muy difíciles de medir en la práctica. El 
método requiere estudiar las respuestas de los individuos frente a un con-
junto de situaciones hipotéticas, evaluando alternativas con características 
y atributos distintos, y asumiendo un comportamiento racional (McFadden, 
1974). Esta información permite estimar modelos que asumen la existencia 
de una cierta función de utilidad de los desarrolladores inmobiliarios, que 
permite derivar la probabilidad de elegir una alternativa de desarrollo con 
características o atributos definidos (incentivos, por ejemplo). La teoría sub-
yacente postula que la función de utilidad de cada alternativa se compone 
de dos partes: (i) una sistemática o medible (Viq), que es simplemente una 
combinación de los atributos observados por el modelador, ponderados por 
su importancia relativa y (ii) una componente aleatoria εiq, de modo que:

Uiq=∑
k
 θki xikq+ εiq

donde θki son parámetros, a estimar, que se asumen constantes para todos los 
individuos, pero puede variar entre alternativas Ai; xikq es el atributo k–ésimo 
de la alternativa Ai para el individuo q.

El Modelo Logit Simple (MNL en adelante), que es el más sencillo, supone 
que la componente aleatoria εiq distribuye independiente e idénticamente 
(IID) Gumbel con media cero y varianza σ2 (Ortúzar, 2000). En este caso, la 
probabilidad de que el individuo q elija la alternativa Ai dados ciertos atribu-
tos, está dada por:

	 eλViq 
	 Piq=
	 ∑j∈A(q)eλVjq

donde el parámetro λ, conocido como factor de escala, no se puede estimar 
separadamente de los parámetros θki y se normaliza al valor uno. En este 
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trabajo se estimó modelos Logit Mixto, más complejos que el MNL, debido a 
que este no permite tratar correctamente la presencia de múltiples respuestas 
por cada individuo encuestado. Estos modelos no tienen una forma funcional 
cerrada como el MNL y deben ser estimados mediante simulación (Ortúzar y 
Willumsen, 2011; Train, 2009).

Como señalamos anteriormente, el estudio también incluyó un experi-
mento del tipo “mejor-peor” (en inglés best-worst, Louviere y Swait, 1997). 
Este ejercicio es más simple de responder para los entrevistados y permite 
mejorar la eficiencia de los parámetros estimados, especialmente respecto 
a la valoración relativa de los atributos. El enfoque “mejor-peor” permite 
construir un “termómetro” que facilita la comprensión de las preferencias 
de los desarrolladores inmobiliarios sobre ciertos incentivos y sus niveles, al 
ordenarlos según su valoración relativa.

En los experimentos de preferencias anteriores, se utilizó como atributos 
de cada alternativa un conjunto de incentivos que el Ministerio de Vivienda y 
Urbanismo (Minvu) pudiese generar para desarrollar densificación en áreas 
en torno al Metro. La promulgación de la Ley 20.741 en abril de 2014, que 
modificó el DFL 2 de 1959 del Ministerio de Obras Públicas, en su inciso 
octavo agrega “la categoría de ‘proyectos de viviendas integradas’ referida 
a proyectos que inducen o colaboran a mejorar los niveles de integración 
social urbana” y en su inciso noveno indica que “el Ministerio de la Vivienda 
y Urbanismo podrá establecer beneficios de normas urbanísticas para dichos 
proyectos en lugares determinados, previa consulta a la municipalidad res-
pectiva”, lo que permite gestionar estos beneficios en lugares estratégicos, 
como el entorno de una estación de Metro. Por otro lado, y bajo el mismo de-
creto, las Secretarías Ministeriales de Vivienda y Urbanismo podrán rebajar 
la dotación mínima de estacionamientos para condominios de vivienda social 
en proyectos asociados al transporte público.

De esta forma, se consideraron incentivos directos e indirectos a la oferta, 
además de incentivos directos a la demanda, que pudieran tener impacto en 
el actuar de los inmobiliarios. Los incentivos, que se describen a continua-
ción, fueron definidos acorde al objetivo de densificación e integración social 
del Minvu. Se trata de incentivos factibles de ser incorporados en un experi-
mento de PD; no obstante, también se mencionaron cualitativamente otros 
incentivos de implementación más compleja, que podrían eventualmente ser 
aplicados para densificar el entorno al transporte masivo pero que, debido a 
las condiciones políticas, sociales o económicas actuales del país, no podrían 
ser implementados de forma inmediata, o cuyos efectos no se podrían cuan-
tificar mediante instrumentos como los aquí utilizados.
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•	 Incentivos directos a la demanda
El primer beneficio está actualmente disponible en zonas de renovación ur-
bana o de desarrollo prioritario que no necesariamente son entorno de esta-
ciones, mientras que el segundo es una variación del anterior:

-	 Bono por cercanía al Metro a cualquier comprador: se entregaría un 
monto en UF a la familia que desee comprar un departamento en la 
zona en cuestión, siempre y cuando su valor sea menor o igual a 2.000 
UF. 

-	 Bono por cercanía al Metro a cualquier comprador con subsidio: monto 
en UF que se entregaría a aquellas familias que ya cuenten con un sub-
sidio habitacional o que puedan ser objeto de subsidio (aumento en UF 
por sobre el valor de ese subsidio). Las viviendas asociadas a este bono 
no podrán exceder las 1.400 UF.

•	 Incentivos directos a la oferta
-	 Bono por cercanía al Metro por tiempo limitado: monto en UF que 

se entregaría al inmobiliario por cada departamento construido en un 
proyecto para el cual se obtenga el permiso de edificación en un plazo 
menor a dos años desde aprobado el decreto. 

-	 Aumento de constructibilidad: incremento de los m2 disponibles para 
construir, gracias a un aumento en la altura máxima edificable. En rigor, 
el aumento podría lograrse mediante otras medidas que alteren los dis-
tintos factores que afectan la constructibilidad efectiva.

-	 Aumento de densidad: aumento porcentual del número de unidades 
construibles en un mismo volumen edificable, determinado por la dismi-
nución del factor “habitantes por vivienda”. Actualmente, el número de 
habitantes/vivienda utilizado para calcular la densidad de una zona es 
cuatro personas por vivienda. Dado que se analiza cambiar este factor a 
tres, debido a los resultados del último censo (2012), se tomó tres como 
nivel base y se presentaron variaciones al respecto.

-	 Disminución de la exigencia de estacionamientos: variación en el nú-
mero de estacionamientos exigidos por vivienda construida en edificios. 
Buscaba dar más flexibilidad a las inmobiliarias y, además, incentivar el 
uso del transporte público. El incentivo se presentó como porcentaje de 
disminución a la norma actual, es decir, si esta exigía dos estacionamien-
tos por departamento y se ofrecía 50% de disminución, significaba bajar 
la exigencia a un estacionamiento por apartamento. 

•	 Incentivos indirectos a la oferta
-	 Inversión pública en áreas verdes o infraestructura: corresponde al apor-

te de un monto en UF por cada departamento construido en los nuevos 
proyectos del entorno. Este monto sería invertido en m2 de áreas verdes 
o en dotación de infraestructura (iluminación, arborización, mobiliario, 
entre otros) para mejorar el entorno. 
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Los niveles de los incentivos utilizados en el experimento para los casos 
con y sin integración social se presentan en el Anexo 1.

Descripción del experimento de preferencias
El experimento de preferencias era relativamente complejo, pues utilizaba 
dos técnicas en forma conjunta: escalamiento “mejor-peor” y elección dis-
creta tradicional. Cada uno de los 71 desarrolladores encuestados (muestra 
total), debió responder las cuatro preguntas que se ilustran en la Figura 2, 
para el caso de tres localizaciones.

Figura 2. Diagrama del proceso de elección

Fuente: elaboración propia.

Así, cada situación de elección implicaba, en realidad, cuatro elecciones: 
(i-best), señalar el atributo más atractivo (mejor) del paquete considerado; 
(ii-worst), el menos atractivo (peor); (iii-ED), declarar si el encuestado en-
contraba atractivo construir un proyecto en la estación considerada, dado el 
paquete de incentivos presentados; (iv-P1SI), de responder “Sí” en (c), se le 
preguntaba si estaría dispuesto a construir con integración social, recibiendo 
incentivos superiores a los ya señalados, o (iv-P1NO) de responder “No” en (c), 
si estaría dispuesto a construir un proyecto con integración social, dado un 
nuevo paquete de mejores incentivos. Ejemplos de este proceso de elección se 
pueden encontrar en el Anexo 2. 

Principales hallazgos
Según las distintas etapas de construcción de la red de Metro, se observa 
que si bien la densidad habitacional es bastante estable (alrededor de 150 
hab/ha), esta tiende a ser mayor en el entorno de las estaciones más re-
cientes. Cuando se considera la superficie construida, las estaciones antiguas 
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presentan índices considerablemente mayores. De hecho, las más antiguas 
muestran una mayor superficie de m2 construidos que de suelo disponible 
(tasa superior a uno), lo que indica la presencia de construcción en altura; 
mientras las estaciones posteriores al año 2004 (con valores bajo 0,5) eviden-
cian entornos compuestos mayoritariamente de construcciones de un piso, lo 
que indica la presencia de predios eriazos o parcialmente ocupados. Además, 
dada la elevada densidad habitacional de estas últimas estaciones, se infiere 
que sus entornos se constituyen mayoritariamente de vivienda social en ex-
tensión en lotes pequeños (Tabla 1).

Tabla 1. Densidad en agrupaciones de estaciones

Periodo de  
construcción

Densidad habitacio-
nal neta (hab/ha)

Superficie construida
(m2 construido/m2 suelo)

Hacinamiento  
(N° hogares/N° viviendas)

1975-1987 147,1 1,4 0,933

1997-2000 126,4 1,1 0,951

2004-2006 155,0 0,4 1,019

2010-2011 154,1 0,4 1,002

Fuente: elaboración propia en base a datos del Censo 2002 (desagregados a nivel de manzanas por el Obser-
vatorio Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo).

El indicador de hacinamiento (hogares/viviendas) muestra que en los dos 
primeros grupos existe un mayor número de viviendas que de hogares, lo 
que sugiere que parte de las viviendas fueron transformadas a actividades 
distintas a la residencial (oficinas o comercios). Las estaciones más recientes 
(últimos tres grupos), exhiben valores sobre uno; es decir, son entornos ha-
bitacionales esencialmente monofuncionales donde existe allegamiento. La 
presencia de vivienda social nuevamente explicaría este último fenómeno en 
las estaciones construidas entre 2004 y 2011.

En cuanto a composición socioeconómica, los datos señalan que la distri-
bución de los grupos con alto poder adquisitivo muestra cierta homogeneidad 
en las agrupaciones de estaciones (15% aproximadamente en cada catego-
ría). En los estratos medios y bajos el panorama es distinto: el entorno de las 
estaciones más antiguas suele estar mayoritariamente habitado por grupos 
de ingreso medio, mientras que en las estaciones más recientes los estratos 
más bajos son dominantes (Tabla 2). 
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Tabla 2. 	 Composición socioeconómica de los entornos de las estaciones  
(en porcentaje)

Periodo  
de cons-
trucción

Nivel socioeconómico (en %) Indicador
NSEC

Alto Medio alto Medio Medio bajo Bajo

1975-1987 16,8 33,0 27,0 18,3 3,9 1,045

1997-2000 15,0 33,6 26,6 20,4 3,6 1,031

2004-2006 15,4 28,7 25,6 24,5 5,5 0,999

2010-2011 14,8 28,4 25,8 25,0 5,6 0,994

Fuente: elaboración propia en base a datos del Censo 2002 (desagregados a nivel de manzanas por el Obser-
vatorio Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo).

De esta manera, si se construye un indicador de nivel socioeconómico 
(NSEC), ponderando de 5 a 1 los grupos más a menos acomodados, se puede 
ver que el NSEC agregado ha bajado consistentemente con cada ampliación 
de la red (Tabla 2).

En relación al análisis mejor-peor con los desarrolladores inmobiliarios 
(Figura 3), el promedio de los incentivos (parte izquierda de la figura), indica 
que los bonos directos a la demanda son los más atractivos al momento de 
densificar alrededor de una estación de Metro o corredor de BRT; no existen 
diferencias relevantes entre el bono a cualquier comprador y el bono a cual-
quier comprador con subsidio. Luego, aparecen los incentivos directos a la 
oferta (en segundo lugar), entre los que resalta el bono por tiempo limitado. 
Asimismo, se constata que la inversión pública en espacio público y el aumen-
to en densidad serían los incentivos menos atractivos para los desarrolladores 
inmobiliarios. 
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Figura 3. Termómetro mejor-peor

Fuente: elaboración propia.

Este análisis también muestra (parte derecha de la Figura 3) que los bo-
nos a la demanda, en todos sus niveles medios y superiores, son los incentivos 
más atractivos. Por otro lado, los incentivos aumento en constructibilidad 
y bono por tiempo limitado están entre los más atractivos en sus niveles 
superiores, y todos los incentivos directos a la oferta restantes, así como el 
incentivo inversión pública en espacio público, son los menos atractivos. En 
particular, el incentivo (directo a la oferta) reducción del mínimo de estacio-
namientos parece ser muy poco atractivo, esto se explica porque los desarro-
lladores expresaron estar convencidos de que contar con estacionamientos 
aumentaba fuertemente cuán atractivo es un departamento. El incentivo 
inversión pública en espacio público resulta poco relevante, pues los inmo-
biliarios parecen no creer que realmente otorgue valor adicional a la zona, 
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aunque también se constató una cierta incredulidad sobre su eventual con-
creción por parte del gobierno.

Un modelo bastante complejo, estimado con todos los datos del experi-
mento4, permitió evaluar la probabilidad de que un desarrollador inmobilia-
rio estuviera dispuesto a construir con integración social (30% de viviendas 
subsidiadas por desarrollo); su aplicación al conjunto total de localizaciones 
estudiadas permite obtener los datos que se muestran en la Tabla 3.

Tabla 3. Probabilidad de densificar con integración social

Sin incentivos 3%

Con un incentivo

Bono a cualquier comprador 

50 UF/ depto. 4%

100 UF/ depto. 4%

150 UF/ depto. 5%

200 UF/ depto. 6%

Bono a cualquier comprador con subsidio

50 UF/ depto. 4%

100 UF/ depto. 4%

150 UF/ depto. 5%

200 UF/ depto. 6%

Bono por tiempo limitado

40 UF/ depto. 4%

80 UF/ depto. 4%

120 UF/ depto. 5%

160 UF/depto. 6%

Aumento en constructibilidad 

10% 4%

20% 5%

30% 6%

40% 7%

Aumento en densidad
50% 5%

100% 7%

Disminución del mínimo de estacionamientos
50% 4%

100% 5%

Inversión pública en espacio público

50 UF/depto. 4%

75 UF/depto. 4%

100 UF/depto. 4%

Fuente: elaboración propia.

4	 Este modelo consideró conjuntamente las respuestas i-best, ii-worst, iii-ED, iv-P1-SI y iv-P1-NO.
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Así, queda en evidencia que las probabilidades de densificar con inte-
gración social cuando solo está disponible un incentivo son muy bajas. De 
hecho, en el mejor de los casos la probabilidad de que un inmobiliario esté 
dispuesto a construir, según este modelo, sería de solo 7% con un aumento 
en constructibilidad de 40% o un aumento en densidad del 100%. Esto quie-
re decir que los desarrolladores inmobiliarios se muestran reacios a construir 
con integración social. Este poco interés sugiere que una política de subsidios 
aislados no lograría movilizar el mercado en este aspecto. Dado el rechazo a 
la integración social, destaca la alta preferencia por el incentivo a cualquier 
comprador con subsidio (150 UF/depto.) que se observa en el termómetro y 
que implica indirectamente integración social (Figura 3). Si bien no existen 
datos suficientes que expliquen tal contradicción, se puede inferir que los 
desarrolladores inmobiliarios asocian el concepto de integración social con 
grupos de muy bajos ingresos, que podrían dañar la imagen de sus proyectos 
y, en consecuencia, sus ventas. En contraste, el subsidio de 150 UF/depto. es 
asociado a grupos medios y emergentes, que ya atienden en algunos sectores 
pericentrales de la ciudad. Además, queda de manifiesto la reticencia a los in-
centivos tipo “garrote” antes indicados, ya que la integración presentada (del 
30%) sería una obligación, mientras que el incentivo a personas subsidiadas 
es obviamente una opción.

Es interesante señalar que estas tendencias generales cambian bastan-
te cuando se desagregan las estaciones sobre las cuales fueron calculados 
los valores anteriormente mostrados o se postulan “paquetes de incentivos” 
(Waintrub, 2015). Los nuevos valores encuentran explicación en entornos 
urbanos diversos que no pueden ser tratados con el mismo énfasis y para los 
cuales se requieren consideraciones que permitan impulsar desarrollos en 
densidad e integración que posibiliten su sustentabilidad en el tiempo.

Propuestas: hacia una política diferenciada de densificación  
e integración

1. Análisis urbano 

La revisión en detalle del entorno de las 119 estaciones de Metro mues-
tra ciertas características morfológicas (fragmentación de la propiedad y m2 
construidos) y sociales (densidad y estrato socioeconómico) comunes entre 
distintos territorios y permiten clasificarlas en cinco tipologías diferenciadas 
que se describen a continuación (sus detalles se muestran en la Tabla 4).

i. 	 Estaciones centrales mixtas: 25 estaciones ubicadas en las comunas de San-
tiago, Providencia y el poniente de Las Condes. Poseen altas superficies 
construidas y densidades relativamente bajas, cercanas el promedio de la 
red. La densidad promedio y las grandes superficies construidas indican 
la presencia de m2 de uso distinto al residencial. Son, entonces, estaciones 
de uso mixto que conllevan una fuerte presión y competencia por el suelo 
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disponible. Poseen un porcentaje menor de grupos de ingreso bajo, entre 
los que domina el C2. Los tamaños de predio son superiores al promedio 
de la red de Metro y son los mayores de las cinco tipologías.

ii	 Estaciones centrales de ingreso alto: 15 estaciones localizadas en las comu-
nas del sector oriente y sur oriente (La Florida) de Santiago. Poseen baja 
superficie construida (inferior a 1) y densidades bajo el promedio de la red 
de Metro. Son las que poseen el menor porcentaje de grupos de ingreso 
bajo y exhiben predios de grandes dimensiones, cercanos al promedio de la 
red. Al interior de este grupo destaca una clara diferencia entre las estacio-
nes ubicadas en Las Condes y las pertenecientes a Ñuñoa y el sur de Provi-
dencia. Estas últimas presentan superficies construidas considerablemente 
mayores (0,38 en Las Condes versus 0,7 en Ñuñoa).

iii.	 Estaciones pericentrales de ingreso medio: 19 estaciones en ejes radiales 
de la ciudad como Gran Avenida, Vicuña Mackenna y Pajaritos. Poseen 
tamaños de predio bajo el promedio de la red y presentan bajas superficies 
construidas. La densidad es cercana al promedio de la red y la presencia de 
grupos de ingreso bajo es reducida. Al interior del grupo existen diferencias 
entre el eje Gran Avenida (con predios y superficies construidas mayores) 
y Pajaritos y Vicuña Mackenna. En el caso de Pajaritos se observa además 
una fragmentación de la propiedad con valores cercanos a 250 m2 en esta-
ciones como Monte Tabor y Del Sol.

iv.	 Estaciones pericentrales industriales: 26 estaciones ubicadas en los límites 
de la comuna de Santiago y en las comunas que la rodean. Poseen superfi-
cie construidas bajas y las densidades más bajas de los cinco grupos, mos-
trando un proceso paulatino de abandono. Poseen un porcentaje elevado 
de personas pertenecientes a grupos de ingreso bajo, se ubican sobre el pro-
medio de la red y exponen empobrecimiento de antiguos barrios obreros 
ligados a industrias de producción secundaria, hoy cerradas. Poseen predios 
de grandes dimensiones. En este grupo destaca Alameda poniente, que 
presenta densidades más bajas que las otras estaciones industriales (menos 
de 100 hab/ha) y predios de mayores dimensiones.

v.	 Estaciones periféricas de vivienda social: 17 estaciones en las comunas del 
poniente y sur de la ciudad. Presentan las superficies construidas más bajas 
de toda la red y las densidades más elevadas del sistema (sobre 300 hab/
ha en algunos casos). Concentran la mayor cantidad de personas de bajos 
recursos, llegan a agrupar a más de 70% de personas de estratos D y E en 
algunas estaciones del sur de Santiago (Santa Rosa y San Ramón). El predio 
promedio es el más bajo de todas las tipologías de estaciones, es inferior a 
200 m2 en casos específicos como la estación Grecia.
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Tabla 4. Características de las cinco tipologías de estaciones

Tipo de 
estación

Tamaño predio 
promedio (m2)

Superficie  
construida

(m2 construidos/
m2 suelo)

Densidad
(hab/ha)

% de grupos 
D y E

i. Centrales 
mixtas

658,17 1,86 154,16 13,51

ii. Centrales altas 546,22 0,57 129,52 5,80

iii. Pericentrales 
medias

420,89 0,39 142,08 20,43

iv. Pericentrales 
industriales

525,51 0,54 116,15 40,72

v. Periféricas 
vivienda social

259,40 0,31 269,48 49,39

Promedio  
de la red

533,64 0,73 152,29 26,54

Nota: valores más altos en negrita y más bajos con subrayado.

Fuente: elaboración propia en base a datos del Censo 2002 (desagregados a nivel de manzanas por el Obser-
vatorio Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo).

Las características de las estaciones sugieren que los territorios más pro-
picios para densificar son las de los grupos (ii), (iii) y (iv), que presentan pre-
dios de grandes dimensiones (propiedad de suelo poco fragmentada) y áreas 
construidas bajas (construcciones de uno o dos niveles). Por el contrario, las 
estaciones centrales, correspondientes al grupo (i), y las de vivienda social, 
grupo (v), presentarían mayores problemas debido a la presión por el suelo 
o extrema fragmentación de la propiedad. La presión por el suelo también 
afectaría a las estaciones pertenecientes al grupo (ii), lo que dificultaría los 
procesos de integración social.

En la actualidad, cuatro de los cinco grupos de estaciones exhiben di-
námicas de inversión inmobiliaria. Todas las estaciones centrales muestran 
algún tipo de emprendimiento y se constata una situación similar en las esta-
ciones de ingreso alto, donde 14 de 15 muestran algún dinamismo. Salvo dos 
estaciones de ingreso alto, todos son desarrollos históricos (anteriores al año 
2000) ligados a la centralidad de Santiago y su expansión al oriente. En las 
estaciones de ingreso medio, 19 de 29 presentan inversión privada (siete de 
ellas son históricas, mientras que las otras 12 son desarrollos recientes). Las 
industriales exhiben un panorama parecido; 19 de 26 muestran inversión y 
12 son recientes. En ambos grupos (medias e industriales), la presencia de 
inversión sugiere la existencia de un fenómeno de colonización de nuevos sec-
tores impulsado por la rigidez de la normativa de algunas comunas centrales 
y el aumento de ingreso de sectores poco tradicionales (Conchalí, La Cister-
na, Estación Central). Finalmente, en contraste con todas las agrupaciones 
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anteriores, las estaciones de vivienda social no exhiben inversión, reciente o 
histórica y sus territorios se componen, casi exclusivamente, de operaciones 
estatales desarrolladas entre los años 1960 y 2000.

2. Modelación de elección discreta
El dinamismo de algunas estaciones versus otras evidencia distintas dispo-
siciones a densificar en cada localización. En este sentido, la desagregación 
de estaciones que posibilita el ejercicio de modelación solo con datos de “me-
jor-peor” y elección5 expone radicales diferencias entre una tipología y otra. 
La Tabla 5 muestra seis estaciones seleccionadas: una central en construc-
ción (Matta), una central de altos ingresos ya construida (Plaza Egaña), una 
industrial construida y una en construcción (Las Rejas y Cerrillos, respecti-
vamente) y dos de vivienda social construidas (Los Quillayes y San Ramón).

Tabla 5. 	 Modelación de probabilidades de densificar sin integración,  
según estación 

Central Alta Industrial Vivienda social

Matta Plaza 
Egaña

Cerri-
llos

Las  
Rejas

Los  
Quillayes

San 
Ramón

Situación sin 
incentivos 96% 79% 35% 58% 33% 25%

Con un incentivo  

Bono a cualquier 
comprador

150 UF/
depto. - 94% 74% 85% 40% 84%

100 UF/
depto. - 91% 62% 78% 38% 68%

Bono a cualquier 
comprador con 
subsidio

150 UF/
depto. - 84% 42% 65% 87% 32%

100 UF/
depto. - 83% 40% 63% 73% 30%

Bono por tiempo 
limitado

120 UF/
depto. - - 44% 71% 43% 38%

80 UF/
depto. - - 41% 67% 40% 34%

Aumento en cons-
tructibilidad

30% - - 45% - 45% 34%

20% - - 42% - 41% 31%

5	 Aquí se utilizó un modelo que solo considera en forma conjunta las respuestas i-best, ii-worst y 
iii-ED.

tabla 5 continúa en página siguiente 
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Aumento en 
densidad 50% 99% - - - - -

Disminución de 
estacionamientos 50% - - - - 36% -

Inversión pública 
en espacio público

75 UF/
depto. 97% 83% 40% 63% 37% 29%

50 UF/
depto. - 82% 38% 61% 36% 28%

Nota: En (-) incentivos que no aumentan la probabilidad para edificar.

Fuente: elaboración propia

En la situación sin incentivos destacan las estaciones Matta (central) y 
Plaza Egaña (central de ingreso alto), que presentan elevadas preferencias 
por densificar sin considerar bono alguno (96% y 79%, respectivamente). 
En el caso de Matta, solos dos incentivos influyen en la ya alta probabilidad 
de edificar. En Plaza Egaña se repite el mismo escenario, pero destaca el 
mayor efecto que poseen los bonos genéricos (a cualquier comprador) en 
comparación a bonos a compradores con subsidio. Este caso muestra que 
en estaciones centrales, en donde ya existe dinamismo, los desarrolladores 
confían en que el mercado les proveerá clientes suficientes para sostener un 
eventual proyecto.

En las dos estaciones industriales, la probabilidad de que un gestor in-
mobiliario construya un proyecto disminuye: a 58% en Las Rejas y 35% en 
Cerrillos. En ambos casos destaca, nuevamente, el aumento que producen los 
bonos a cualquier comprador por sobre los bonos a personas subsidiadas. En 
el caso específico de Las Rejas, con un proceso de densificación ya desatado, 
se observan valores cercanos a las estaciones centrales, mostrando nueva-
mente confianza en el mercado. En cambio Cerrillos, aún en construcción, 
expone una expectativa latente a que el mercado avance hacia ese sector una 
vez que se inaugure la estación. 

Por otro lado, las dos estaciones de vivienda social exhiben las probabi-
lidades más bajas de todos los casos estudiados, superan el 50% solo con el 
bono a cualquier comprador con subsidio en Los Quillayes y con el bono a 
cualquier comprador en San Ramón. Cabe destacar que el bono por tiempo 
limitado (ideado para colonizar nuevas áreas) solo tiene un efecto marginal.

Adicionalmente, se reconoce el efecto nulo de los aumentos de densidad 
y la disminución del mínimo de estacionamientos. En relación a la densidad, 
la regulación metropolitana y comunal (Plan Regulador Comunal, PRC por 
su sigla) usualmente indica valores elevados de densidad que los proyectos 
normalmente no alcanzan. Antes de llegar a los topes permitidos, otras varia-
bles –como las rasantes y la constructibilidad– limitan el tamaño del edificio 
y, en consecuencia, la densidad. En cuanto a los estacionamientos, si bien no 
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se recogieron datos específicos al respecto, los encuestados indicaron que 
contar con estacionamientos es parte fundamental del producto que se ofrece 
en la actualidad y que, aunque pudiesen ser disminuidos en número, de todas 
formas se construirían. 

En el caso de los corredores de buses (BRT), los resultados son poco 
auspiciosos (Tabla 6). Ninguno de los lugares modelados supera el 50% de 
probabilidad de densificar. De hecho, las probabilidades son tan bajas que en 
cuatro de los seis casos estudiados ninguno de los bonos considerados au-
menta el valor a más de 50%. Destaca el caso de Las Rejas Sur (intersección 
5 de Abril), que presenta porcentajes inferiores al 20% con todos los bonos, 
contrastando con los elevados valores (más de 50% sin incentivos en Tabla 
5) de la estación de Metro del mismo nombre, situada a menos de 850 metros 
de distancia.

Tabla 6.	 Modelación de probabilidad de densificar, sin integración,  
en estaciones de BRT

Pajaritos PAC Santa 
Rosa Las Rejas Dorsal Grecia

Situación sin incen-
tivos 35% 11% 7% 2% 1% 13%

Con un incentivo

Bono a 
cualquier 
compra-
dor

150 UF/ 
depto. 43% 14% 29% 9% 5% 37%

100 UF/
depto. 40% 13% 19% 5% 3% 27%

Bono a 
cualquier 
compra-
dor con 
subsidio

150 UF/
depto. 42% 62% 10% 19% 12% 16%

100 UF/
depto. 40% 40% 9% 9% 5% 15%

Bono por 
tiempo 
limitado

120 UF/
depto. 70% 15% 25% - - 19%

80 UF/
depto. 58% 13% 17% - - 17%

Aumen-
to en 
construc-
tibilidad

30% - - 11% 3% 2% -

20% - - 9% - - -

Aumento 
en densi-
dad

50% 57% 23% 16% 4% 4% 54%

TABLA 6 continúa en página siguiente 



97

Densificación residencial e integración social en torno a estaciones de transporte masivo
| Margarita Greene | Juan de Dios Ortúzar | Cristhian Figueroa | Natan Waintrub

Disminu-
ción de 
estaciona-
mientos

50% - 12% - - - -

Inversión 
pública en 
espacio 
público

75 UF/
depto. 40% 13% 9% - - 15%

50 UF/
depto. 38% 12% 8% - - 14%

Nota: en (-) incentivos que no aumentan la probabilidad para edificar.

Fuente: elaboración propia.

La comparación de la estación Las Rejas y el corredor homónimo podría 
indicar la existencia de problemas asociados a la figura del corredor de bu-
ses, que no es percibido como una mejora sustantiva a las condiciones de 
un lugar. Tal como indican Sabatini et al (2008), algunas veces las infraes-
tructuras lineales, como estas, pueden ser promotoras de deterioro urbano. 
Además, en el caso específico de corredores de buses, existen dificultades 
ligadas a la mala imagen de Transantiago y a la conflictividad social presente 
en casi todos los proyectos implementados (Figueroa, 2013), que podrían 
impedir que la infraestructura se capitalice positivamente por la sociedad y 
los agentes inmobiliarios.

3. Distritos de renovación urbana
Atendiendo las diferencias urbanas y las preferencias de los agentes inmo-
biliarios, se plantea la generación de distritos de densificación e integración 
diferenciados que, a la manera de los subsidios de interés territorial, reconoz-
can áreas de utilidad pública alrededor de las estaciones de Metro y algunos 
cruces relevantes de los corredores de buses. En estos distritos se espera la 
comparecencia de una serie de incentivos, en simultáneo, que generen densi-
ficación e integración siguiendo las características y oportunidades particula-
res que presenta cada tipo de estación.

Grupos (i) y (ii), estaciones centrales y centrales de ingreso alto: se propo-
nen paquetes de incentivos de promoción directa a la integración en el edifi-
cio o en proyectos considerando que, según los resultados de los modelos de 
preferencias, son lugares que ya presentan dinamismo inmobiliario y no re-
quieren mayores bonos de promoción; los incentivos debiesen ser específicos 
a promover la integración e ir orientados al arribo de grupos de ingreso bajo. 

Tomando en cuenta también la fuerte presión por suelo, se plantea la po-
sibilidad de articular estrategias conjuntas con los gobiernos locales para la 
adquisición de terrenos de pequeño tamaño y el desarrollo de conjuntos de 
menor escala, como los edificados recientemente en las comunas de Santiago 
y Las Condes (Minvu, 2009). 
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Grupos (iii) y (iv), estaciones pericentrales de ingresos medios e industria-
les: se proponen paquetes de incentivos de densificación para el desarrollo de 
proyectos en estaciones medias y de colonización en estaciones industriales. 
Al ser estaciones generalmente habitadas por grupos de ingreso bajo, la sola 
irrupción de nuevos habitantes puede modificar positivamente la cualidad 
urbana de los entornos y favorecer la integración por gentrificación. Por ejem-
plo, en el caso de la estación en construcción Cerrillos (L6), prácticamente 
la mitad de su población pertenece a los grupos D y E; así, la sola llegada de 
habitantes de mayor ingreso traería consigo nuevos servicios.

En las estaciones de ingreso medio se proponen paquetes de incentivos 
orientados a la demanda (bonos directos) y no a la oferta, debido a que se 
sitúan en barrios consolidados y en sectores donde existe rechazo a la cons-
trucción en densidad y altura (estaciones sobre el eje Gran Avenida). En ese 
sentido, incentivos a la oferta (como aumento de la densidad y constructibili-
dad) podrían ser complejos de implementar, independiente del atractivo que 
puedan tener para los gestores inmobiliarios. 

Las estaciones industriales no presentan tales complejidades, pues el te-
rritorio que las circunda se compone esencialmente de bodegas y actividades 
distintas a la residencial, por lo que no existen resistencias ciudadanas rele-
vantes aún. Además, si se considera que muchas estaciones de esta tipología 
aún no presentan dinamismo, una fórmula conjunta de bonos a la oferta y a 
la demanda podría, efectivamente, activar territorios rezagados.

Grupo (v), estaciones periféricas de vivienda social: el bajo interés de los 
gestores inmobiliarios, sumado a la compleja estructura de propiedad, no 
permite densificar e integrar con una fórmula de incentivos tradicionales. En 
este caso se requieren nuevas estrategias que modifiquen la estructura de 
la tierra (reajuste), proyectos demostrativos, nuevas formas de desarrollo en 
densidad en lotes pequeños o construcción de equipamiento que promueva 
centralidades o cambios en el imaginario existente sobre un lugar en particu-
lar (por ejemplo, parques).

Debido al bajo riesgo en que aparentemente incurrirían los desarrollado-
res inmobiliarios se plantea la posibilidad de articular proyectos piloto en las 
estaciones sin dinamismo inmobiliario e, incluso en un escenario de mayor 
flexibilidad, la edificación de iniciativas con nuevos instrumentos (inversión 
público privada, por ejemplo) en las estaciones identificadas como de mayor 
complejidad y menos proclives al cambio (centrales y periféricas). Los pro-
yectos de demostración también podrían tomar la forma de inversiones en el 
espacio público, incentivo en general poco valorado (en parte por desconfian-
za hacia el aparato estatal), pero que suscita beneficios que van más allá del 
edificio propiamente tal. A modo de resumen, en la Figura 4 se indican los 
distintos tipos de incentivo para cada categoría de estación.
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Figura 4. Tipos de incentivos en distintos tipos de estaciones de Metro

Fuente: elaboración propia.

En el caso del entorno de corredores de buses se requiere una estrategia 
de mayor agresividad, cercana a las propuestas para los distritos aledaños a 
estaciones de vivienda social (proyectos demostrativos y gestión de suelo). 
Los bonos son aparentemente insuficientes en todos los casos y evidencian la 
necesidad de políticas que promuevan un cambio de imagen de esta infraes-
tructura. En este sentido, podrían colaborar mejoras en la calidad y diseño 
de los proyectos que actualmente se construyen o programas enfocados en 
promocionar las bondades de vivir en las cercanías de un eje de transporte 
público de tales características. La problemática parece estar situada en un 
campo distinto al de las estaciones de Metro.

Sin embargo, aunque se logre actividad en el mercado e integración en el 
territorio o en los edificios, existe un riesgo latente de que el proceso sea de 
corto plazo y no forme parte de una solución integral al problema de segre-
gación de Santiago. Por ejemplo, de las 60 estaciones que suman las centrales 
de ingreso alto, las pericentrales de ingreso medio y las pericentrales indus-
triales, 15 presentan conflictos sociales asociados al rechazo a los procesos 
de densificación bajo las condiciones actuales (torres aisladas). El conflicto se 
traduce, finalmente, en el congelamiento de una serie de barrios centrales, 
con terrenos disponibles, con lo que se pierde la oportunidad de mejorar la 
localización de personas de bajos ingresos.
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Recomendaciones adicionales
Con tal de prevenir la problemática anterior, y dar sustentabilidad económi-
ca y social a los procesos de densificación en torno a estaciones de Metro, 
se plantean tres líneas de acción complementarias orientadas a: (i) evitar la 
expulsión de grupos vulnerables y mantener la mixtura social del barrio afec-
tado, (ii) velar por una coherente gestión del suelo y de la forma edificada, y 
(iii) promover la articulación de actores públicos y privados, y la construcción 
de lazos sociales mediante la regeneración del espacio público.

En relación al primer punto, se propone que a los incentivos indicados 
con anterioridad se sumen otros si existen poblaciones en riesgo de ser ex-
pulsadas (arrendatarios, tercera edad, entre otras). Por ejemplo, en Alameda 
poniente –que presenta un elevado número de personas que habitan el sector 
bajo la figura del arriendo– se propone diseñar incentivos adicionales para 
generar unidades arrendables en los proyectos y facilitadores para que los 
actuales habitantes del lugar sean beneficiarios de ellos. La identificación y 
asignación de estos incentivos particulares debiera ser un trabajo conjunto 
entre el gobierno local respectivo y las agencias especializadas del gobierno 
central (entidades dependientes del Ministerio de Desarrollo Social).

En segunda instancia, con el propósito de evitar, o al menos disminuir, la 
conflictividad social, se propone evaluar los nuevos proyectos de densifica-
ción considerando que estos cumplan con las condiciones normativas esta-
blecidas por la regulación local y que su implantación no genere perjuicios 
sobre el resto de las edificaciones (casas rodeadas por altas torres, falta de 
iluminación en calles y patios interiores, entre otros.). En este caso, y com-
prendiendo la complejidad normativa de muchas estaciones ubicadas en fron-
teras comunales, la creación de un área de interés territorial debiera venir 
acompañada por una herramienta de mayor alcance que el Plan Regulador 
Comunal (PRC) tradicional. 

En el contexto chileno, la figura del Plan Seccional permite definir morfo-
logías edificatorias al interior de la propiedad privada, mientras que el Plan 
de Diseño Urbano –en proceso de aprobación– avanza en la misma línea, 
pero incorpora el diseño del espacio público a las facultades del gobierno 
local. Es importante destacar que el Plan Seccional puede operar sin la exis-
tencia de PRC, condición favorable al reconocer que muchas comunas de 
Santiago aún carecen de normativa local6.

En este punto es importante destacar las posibilidades asociadas a nuevas 
tipologías urbanas y edificatorias. Si bien quedaron fuera del marco de esta 
investigación, constituye un campo abierto a la exploración la búsqueda de 
alternativas distintas al casi único modelo de densificación que se ha utiliza-

6	 Decreto N° 408, Minvu, 1976.



101

Densificación residencial e integración social en torno a estaciones de transporte masivo
| Margarita Greene | Juan de Dios Ortúzar | Cristhian Figueroa | Natan Waintrub

do en Santiago (torre aislada), la recuperación de las fachadas continuas, los 
patios interiores y la reinvención de pasaje tipo cité; todas estas podrían ser 
alternativas viables con densidades altas y rentables y con poca resistencia en 
las comunidades locales (Bonet et al, 2015).

Aunque el incentivo indirecto al espacio público no resultó de interés para 
los gestores inmobiliarios en nuestro experimento, en parte por desconfianza 
hacia el Estado central, se considera de capital importancia su mejoría, dado 
que es finalmente en este lugar donde la integración social puede afianzarse 
y porqué muchas localizaciones (especialmente estaciones de carácter indus-
trial) se encuentran altamente deterioradas. Por este motivo, para aumentar 
la calidad de vida de todos los habitantes del sector y derribar las desconfian-
zas con los gestores, se recomienda que cada delimitación de área de interés 
vaya acompañada por un plan de regeneración de espacio similar a Quiero 
Mi Barrio (QMB). El programa de espacios públicos propuesto involucra al 
gobierno central mediante sus Secretarías Ministeriales, a el(los) gobierno(s) 
local(es) y a todos los actores sociales relevantes. 

Además, como la regeneración de espacios públicos aumenta la plusvalía 
de los terrenos particulares, se plantea la posibilidad de incorporar a pro-
pietarios interesados en desarrollar proyectos de densificación e integración 
(suelos industriales en reconversión, por ejemplo) a que, mediante Aportes 
al Espacio Público7 (Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano, 2013) o Fi-
nanciamiento Urbano Compartido (Ley 19.865 de 2003), puedan contribuir 
a la recolección de fondos.

Finalmente, dada la complejidad asociada a sustentar en el tiempo los pro-
cesos de densificación e integración en torno a infraestructura de transporte 
masivo, se propone la creación de una figura de gestión encargada de encau-
zar los fondos y programas disponibles que no existe en la realidad chilena. 
Al respecto, destaca la experiencia inglesa que mediante el Single Regenera-
tion Budget (SRB) y su reforma en los Communities Plan aglutina y recoge 
los recursos públicos, organiza los actores relevantes (públicos, privados y 
sociales) y promueve un proceso de cambio integral en barrios y sectores de 
interés público (Tyler y Rhodes, 2007).

El proceso de densificación e integración propuesto se resume en la Figu-
ra 5, donde destaca en primera instancia la identificación del área de interés 
y los incentivos necesarios para promover nuevos desarrollos inmobiliarios. 
En la búsqueda de un proceso continuo y sostenible en el tiempo se plantean 
acciones adicionales que incluyen programas específicos ligados a grupos so-
ciales vulnerables, la forma urbana construida y la regeneración del espacio 
público. Todo se plantea bajo una nueva figura gestora del territorio.

7	 Modificación en curso de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.
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Figura 5. Gestión del área de interés territorial con incentivos

Nota: en gris instrumentos existentes, en blanco inexistentes, con (*) en proceso de aprobación legal.

Fuente: elaboración propia.

Conclusiones
El estudio del entorno de las estaciones de Metro y corredores de buses 
muestra que no existe una relación directa entre la presencia de infraestruc-
tura de transporte público y densificación. Estaciones localizadas en áreas 
centrales y en zonas de alto ingreso muestran diversidad de actividades, pero 
bajas densidades residenciales; mientras que otras localizadas en la periferia 
exhiben bajas superficies construidas y altas densidades. En cierta manera, 
las estaciones replican el patrón de segregación ya endémico de la ciudad 
de Santiago. Un análisis similar permite categorizar las estaciones según sus 
características morfológicas y sociales, y distinguir cinco grupos de estacio-
nes de Metro (centrales, de ingreso alto, industriales, de ingreso medio y de 
vivienda social) y uno de corredores de buses. De los cinco grupos de esta-
ciones, tres parecen ser propicios para densificación e integración (de ingreso 
alto, industriales y de ingreso medio), mientras que dos parecen tener mayo-
res dificultades ligadas a la fragmentación del suelo (de vivienda social) y la 
alta demanda por el mismo (centrales).

El ejercicio de preferencias y modelación de elecciones discretas con de-
sarrolladores inmobiliarios sugiere que los incentivos más eficaces para pro-
mover la densificación son aquellos directos a la demanda, seguidos por los 
directos a la oferta. Incentivos indirectos (como mejorías en el espacio públi-
co) resultaron ser poco atractivos para los inversionistas privados. Tampoco 
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existe mayor interés de los privados por densificar con integración social 
(30% de viviendas subsidiadas). No obstante, al desagregar la modelación 
según la tipología de estaciones propuesta, el resultado es dispar. Estaciones 
de ingreso alto o centrales, muestran dinamismo propio sin la necesidad de 
aplicar incentivos; estaciones industriales exhiben resultados que evidencian 
las expectativas del mercado, mientras que estaciones de vivienda social re-
sultarían exitosas con incentivos altamente específicos (incentivos a grupos 
subsidiados). Los corredores no exhiben resultados positivos.

Ante este escenario, la propuesta considera que los incentivos deben ser 
aplicados según las características de cada territorio (distritos): directos a la 
demanda y la oferta en los casos en donde aún no existe un mercado activo, 
pero sí interés (estaciones industriales y de ingreso medio), promotores de 
la integración al interior de los edificios donde sí existe mercado (estaciones 
centrales y de ingreso alto) y nuevas herramientas de densificación donde 
no existe interés ni mercado (estaciones de vivienda social y corredores de 
buses). Sin embargo, dado que los procesos de densificación en la actualidad 
gatillan conflictos sociales que impiden su sustentabilidad en el tiempo, se 
recomienda que sean acompañados por entidades gestoras que velen por la 
integración social (o su mantención si esta ya existe), la coherencia del barrio 
(torres que convivan con casas de 1 o 2 pisos) y el mejoramiento constante 
del espacio público como el lugar en donde puede afianzarse la diversidad.
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ANEXO

Niveles de los incentivos 

A continuación se define la forma en que los distintos incentivos considera-
dos fueron materializados en variables a incorporar en el ejercicio y cómo 
se evaluó la posibilidad de integración social. Posteriormente, se describe el 
proceso de elección al que se enfrentaron los desarrolladores inmobiliarios.

•	 Incentivos a la densificación
Los incentivos estudiados se asocian a las siguientes variables específicas y 
los niveles de variación considerados en el experimento se muestran en la 
Tabla 1. Debido al carácter del estudio se buscó optimizar la cantidad de 
incentivos por lo que se preguntaba por cada estación (a mayor cantidad de 
incentivos, más complejo y extenso resulta el ejercicio de elección). Por esto, 
y como parte del proceso de diseño, se crearon agrupaciones de estaciones 
donde se consultaría por los mismos incentivos.

Tabla 1. Incentivos a la densificación

Ámbito Nombre de la variable Niveles

Directos a la demanda

Bono por cercanía al Metro a comprador por 
viviendas de precio menor o igual a 2.000 UF

50 - 100 - 150 UF

Bono por cercanía al Metro a comprador a 
través de subsidio adicional

50 - 100 - 150 UF

Directo a la oferta

Bono por cercanía al Metro, por tiempo limitado 40 - 80 - 120 UF/dpto.

Aumento de constructibilidad 0 - 10 - 20 - 30%

Aumento de densidad 0 - 50%

Reducción del número mínimo de  
estacionamientos

0 - 50%

Indirectos a la oferta Inversión pública en espacios públicos 0 - 25 - 50 - 75 UF/dpto.

Fuente: elaboración propia.

En Gruta de Lourdes y Los Quillayes no se preguntó por aumento de 
constructibilidad y densidad, debido a que estas eran altas o libres en algu-
nas zonas del entorno. En Plaza Egaña y Cerrillos se consideró suficientes las 
áreas verdes e inversión municipal con que ya cuentan.

•	 Integración social
La integración social se evaluó mediante una propuesta de mejora en los be-
neficios definidos en el experimento inicial (incentivos a la densificación). Se 
planteó que para materializar la integración social se requería que al menos 
el 30% de las personas que accedieran a las viviendas del proyecto fueran 
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subsidiadas y que al menos 30% no tuviera subsidio; si el inmobiliario deci-
día tomar esta alternativa, todos los incentivos de la alternativa seleccionada 
tendrían niveles más beneficiosos que los planteados como base. Por ejemplo, 
se podía plantear que el bono de renovación urbana sin integración social era 
50 UF y con integración social 100 UF. El rango de variación y niveles per-
mitidos para cada atributo en la situación con integración social se presentan 
en la Tabla 2.

Tabla 2. Niveles de los incentivos considerando integración social

Ámbito de incentivo Incentivo (nombre de la variable que 
lo representa)

Niveles  
(con integración social)

Directos a la demanda

Bono por cercanía al Metro a compra-
dor por viviendas de precio menor o 
igual a 2.000 UF

50 - 100 - 150 – 200 UF

Bono por cercanía al Metro a compra-
dor a través de subsidio adicional

50 - 100 - 150 - 200 UF

Directo a la oferta

Bono por cercanía al Metro, por tiempo 
limitado

40 - 80 - 120 - 160 UF/depto.

Aumento de constructibilidad 10 - 20 - 30 - 40%

Aumento de densidad 0 - 100% 

Reducción del número mínimo de 
estacionamientos

0 - 100% 

Indirectos a la oferta Inversión pública en espacios públicos 25 - 50 - 75 - 100 UF/depto.

Fuente: elaboración propia.

Ejemplos del experimento de elección
Cada encuestado debía responder, inicialmente, cuál era el incentivo más 
atractivo (i-best), el menos atractivo (ii-worst) y si estaría dispuesto a cons-
truir dado el paquete de incentivos (iii-ED) presentado, según se muestra en 
la Figura 1. 
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Figura 1. Ejemplo de una situación, preguntas i-best, ii-worst e iii-ED

Fuente: elaboración propia.

Si el encuestado respondía que sí encontraba atractivo el paquete de in-
centivos para construir, se pasaba a la pregunta iv-P1SI, donde el individuo 
debía señalar si estaría dispuesto a construir con integración social (Figura 
2). En este caso, la primera opción mostraba los incentivos y niveles de la pre-
gunta iii-ED, mientras que la segunda opción proponía mayores incentivos.

Sin embargo, si el encuestado respondía que no encontraba atractivo el 
paquete de incentivos señalado en iii-ED, se le hacía elegir entre construir 
con integración social o no construir (Figura 3). En este caso, el perfil mostra-
do era superior al de la pregunta iii-ED para la estación analizada.
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Figura 2. Ejemplo de una situación, pregunta iv-P1SÍ

Fuente: elaboración propia.
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Figura 3. Ejemplo de una situación, pregunta iv-P1NO

Fuente: elaboración propia.
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Resumen 
Desde el punto de vista de los planes, programas y servicios sociales, las 
personas con discapacidad son consideradas en Chile como un grupo priori-
tario o vulnerable (Ministerio de Desarrollo Social, 2013). En nuestro país, 
este grupo equivale a alrededor del 12,9% de la población (Fonadis, 2005). 
Estas cifras seguirán en aumento debido al envejecimiento de la población y 
al incremento de la prevalencia de enfermedades crónicas. Esta investigación 
desea abordar esta problemática desde una perspectiva holística y proponer 
políticas públicas que aseguren la existencia de condiciones que mejoren la 
calidad de vida de las personas en situación de discapacidad en nuestro país. 

Este estudio hace especial énfasis en el subsidio complementario por 
discapacidad al que se puede postular en el programa Fondo Solidario de 
Elección de Vivienda. Es así que se buscó analizar críticamente la aplica-
ción e impactos del Decreto Supremo N° 49 relativos a las características y 
elementos de accesibilidad y habitabilidad que debe tener una vivienda para 
las personas con discapacidad (incluyendo el Cuadro Normativo y Tabla de 
Espacios y Usos Mínimos para el Mobiliario, así como el Itemizado Técnico 
de Construcción) y proponer acciones de mejoramiento.

El estudio del DS N° 49 y el diagnóstico desarrollado en esta investiga-
ción permitió identificar cuatro grandes áreas que pueden ser desarrolladas 
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a través de políticas públicas en nuestro país, donde se incluyen: (i) inclusión 
de elementos mínimos en la normativa, (ii) mejoramiento de base de datos y 
manejo de información, (iii) difusión, y (iv) certificación de la accesibilidad y 
el diseño universal en viviendas. Cada una de estas propuestas se presenta 
en detalle en el artículo. Junto a lo anterior, fue posible concluir que en los 
últimos 20 años Chile ha avanzado de forma importante a nivel país en te-
mas de discapacidad, especialmente asociado a la accesibilidad en el espacio 
público, por lo que aún existe un amplio campo de mejora en relación a la 
vivienda. Por otra parte, se destaca la necesidad de evaluar la incorporación 
de estas temáticas a nivel de proyectos privados, mejorar la integración entre 
el Estado y diferentes instituciones para el manejo de información sobre los 
programas habitacionales y, sobre todo, crear mayor conciencia en la pobla-
ción, dado que la inclusión no es un tema que sea solo responsabilidad del 
Estado, sino que de todos los ciudadanos.

Antecedentes 

1.	 Definición de discapacidad

De acuerdo a la Organización Mundial de la Salud (OMS, 2011), la palabra 
discapacidad es un término genérico que recoge las deficiencias en las fun-
ciones y estructuras corporales, las limitaciones en la capacidad de llevar a 
cabo actividades y las restricciones en la participación social del ser humano. 
Por su parte, la Ley 20.422 de 2010, que establece normas sobre igualdad 
de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, señala 
que una persona en situación de discapacidad es aquella que, teniendo una 
o más deficiencias físicas, mentales, o sensoriales, de carácter temporal o 
permanente, al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno, ve 
impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad, en 
igualdad de condiciones con las demás. En la actualidad la discapacidad es 
vista desde una perspectiva ecológica, resultante de la interacción entre la de-
ficiencia de una persona y las variables ambientales que incluyen el ambiente 
físico, las situaciones sociales y los recursos. Es así que las limitaciones de una 
persona se convierten en discapacidad solo como consecuencia de la interac-
ción de la persona con un ambiente que no le proporciona el adecuado apoyo 
para reducir sus limitaciones funcionales (Fonadis, 2006). Por tanto, una 
discapacidad no puede ser entendida en forma descontextualizada, sino que 
debe ser abordada desde un enfoque integral, sistémico y comunitario. La-
mentablemente, en muchos casos la sociedad se construye de una forma tal 
que se asume que cualquier persona puede ver las señales, leer instrucciones, 
escuchar anuncios, alcanzar botones y tener la fuerza suficiente para abrir 
puertas. También que tiene un ánimo, pensamiento y percepciones estables. 
Así, se crean barreras cuando la sociedad no se hace cargo de los impedimen-
tos que las personas pueden tener (New Zealand Ministry of Health, 2008). 
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En este sentido es importante considerar que la discapacidad es parte de 
la condición humana, ya que casi todas las personas tendrán una discapaci-
dad temporal o permanente en algún momento de sus vidas y quienes lle-
guen a la vejez experimentarán cada vez más dificultades de funcionamiento 
(OMS, 2011). De acuerdo a la Organización Mundial de la Salud (2011) se 
calcula que más de mil millones de personas –cerca de un 15% de la pobla-
ción mundial– viven con algún tipo de discapacidad. Estas cifras seguirán 
en aumento debido al envejecimiento de la población y al incremento de la 
prevalencia de enfermedades crónicas. Muchas personas desarrollan discapa-
cidades en épocas tardías de la vida relacionadas con el deterioro propio del 
envejecimiento o por la aparición de una enfermedad crónica (por ejemplo, 
diabetes) o una enfermedad degenerativa (demencia). Además, la probabili-
dad de experimentar graves discapacidades cognoscitivas y físicas aumenta 
de forma espectacular en edades más avanzadas (OMS, 2002). A nivel global, 
se espera que el número de personas mayores de 60 años aumente a más 
del doble, pasando de 841 millones en 2013 a más de 2 billones en 2050 
(Naciones Unidas, 2013), por lo que se vuelve necesario desarrollar políticas 
que favorezcan la permanencia de las personas en sus hogares por medio del 
mejoramiento y la adaptación de sus viviendas (Celade, 2011).

2.	 La discapacidad en Chile 
En Chile, la problemática de la discapacidad ha estado presente por más de 
40 años como una demanda importante de las organizaciones de la socie-
dad civil, cuya presión a principios de los años noventa generó la discusión 
y posterior promulgación del primer marco legal que beneficia a personas 
en situación de discapacidad, la Ley 19.284 de 1994 que establece normas 
para la plena integración social de personas con discapacidad. Algunos de 
los impactos de esta normativa incluyen la modificación por parte del Minis-
terio de Vivienda y Urbanismo (Minvu) del Decreto N° 41 de 1995 sobre la 
postulación a la vivienda por parte de personas en situación de discapacidad 
y el Decreto N° 40 que modifica la Ordenanza General de Urbanismo y 
Construcciones (OGUC), que incorpora normas sobre acceso de personas con 
discapacidad a vías y edificios públicos. El año 2004 el Minvu modifica nue-
vamente la OGUC, incorporando diversas obligaciones a favor de personas 
en situación de discapacidad a través del Decreto N° 259. En la actualidad 
–año 2015– el Ministerio de Vivienda y Urbanismo está tramitando una 
nueva modificación a la OGUC para incorporar nuevos elementos relativos a 
la accesibilidad y el diseño universal, especialmente en relación a proyectos 
para personas con discapacidad. 

A su vez, el año 2002 Chile ratificó la Convención Interamericana para 
la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas en 
situación de discapacidad y en 2008 firmó como Estado parte la Conven-
ción de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Disca-
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pacidad y su protocolo facultativo. Finalmente, el año 2010 se promulgó la 
Ley 20.422 que Establece Normas sobre la Igualdad de Oportunidades e 
Inclusión de Personas en situación de Discapacidad, bajo la que se crea por 
mandato el Servicio Nacional de la Discapacidad (Senadis). Esta última ley 
le asigna a Senadis un rol relevante en la elaboración y ejecución de un Plan 
de Acción de la Política Nacional para la Inclusión Social de las Personas 
con Discapacidad (Plandisc), que congrega las políticas públicas de todos los 
sectores involucrados y que materializa el compromiso del Estado hacia las 
personas en situación de discapacidad (Senadis, 2013). 

La Ley 20.422 define accesibilidad y diseño universal de la siguiente 
forma:

•	 Accesibilidad universal: la condición que deben cumplir los entornos, pro-
cesos, bienes, productos y servicios, así como los objetos o instrumentos, 
herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utilizables y practica-
bles por todas las personas, en condiciones de seguridad y comodidad, de 
la forma más autónoma y natural posible.

•	 Diseño universal: La actividad por la que se conciben o proyectan, desde el 
origen, entornos, procesos, bienes, productos, servicios, objetos, instrumen-
tos, dispositivos o herramientas, de forma que puedan ser utilizados por 
todas las personas o en su mayor extensión posible.

Además, dentro del capítulo asociado a la accesibilidad, destacamos dos 
artículos relevantes de la misma ley:

•	 Art. 23: “El Estado, a través de los organismos competentes, impulsará y 
aplicará medidas de acción positiva para fomentar la eliminación de barre-
ras arquitectónicas y promover la accesibilidad universal”.

•	 Art. 29: “El Ministerio de Vivienda y Urbanismo, dentro de sus programas 
habitacionales, contemplará subsidios especiales para adquirir y habilitar 
viviendas destinadas a ser permanentemente habitadas por personas con 
discapacidad.

	 La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones contendrá las exi-
gencias de accesibilidad que deban cumplir las viviendas destinadas a per-
sonas con discapacidad. Estas deberán contemplar adaptaciones tales como 
rampas de acceso, puertas más amplias, ascensores de escalas, señalizacio-
nes especiales, salidas de emergencia y todo otro requisito necesario para 
la seguridad, correcto desplazamiento y calidad de vida de la persona con 
discapacidad”.

Como resultado de todo el desarrollo descrito en materia de discapacidad, 
en 2013 se publicó la Política Nacional para la Inclusión Social de las Personas 
con Discapacidad para el periodo 2013-2020. Entre los objetivos específicos 
de esta política se encuentran temas relativos a salud, educación, atención 
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temprana, investigación, desarrollo e innovación, accesibilidad universal, ca-
pacitación e inclusión laboral, acceso a la justicia, adecuaciones normativas, 
promoción de derechos y generación de conciencia sobre discapacidad en la 
sociedad, participación en la vida política y pública, y cultura, recreación, es-
parcimiento y deporte. La accesibilidad y el diseño universal aparecen entre 
los principios que rigen esta política (Senadis, 2013).

En Chile, desde el punto de vista de los planes, programas y servicios 
sociales, las personas en situación de discapacidad son consideradas como 
un grupo prioritario o vulnerable (Ministerio de Desarrollo Social, 2013). En 
nuestro país este grupo equivale a alrededor del 12,9% de la población, don-
de un 39,5% se considera perteneciente a la clase socioeconómica baja, un 
55,4% a la media y un 5,1% a la alta (Fonadis, 2005). La Figura 1 presenta 
el detalle de las personas con condiciones permanentes o de larga duración 
en Chile, en función de los resultados de las Encuestas Casen 2006, 2009, 
2011 y 2013, donde se observa que en la última medición se consideró que 
un 6,5% de la población se encuentra en este grupo (Ministerio de Desarrollo 
Social, 2015). La Figura 2, por su parte, muestra que la condición de mayor 
prevalencia en la población chilena es la dificultad física o de movilidad, 
seguida por la dificultad de la visión y la dificultad para oír (Ministerio de 
Desarrollo Social, 2015). Es importante indicar que, si bien los datos de la 
Encuesta Casen aportan en la definición del contexto de la discapacidad en 
Chile, su objetivo es un análisis socioeconómico mucho más amplio, por lo 
que estos datos deben ser considerados como un referente que se verá com-
plementado en el futuro con los resultados del segundo Estudio Nacional de 
la Discapacidad en Chile realizado durante el año 2015. 

Figura 1. 	Número y porcentaje de personas con condiciones permanentes o de 
larga duración según Encuesta Casen 2006, 2009, 2011 y 2013

Fuente: Ministerio de Desarrollo Social, Encuesta Casen, 2006 a 2013.
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Figura 2. 	Tipos de condiciones permanentes o de larga duración

Fuente: Ministerio de Desarrollo Social, Encuesta Casen, 2006 a 2013.

Descripción del problema y objetivos 
Un apoyo importante para las personas con discapacidad es el instrumento 
Subsidio a Grupos Vulnerables, que corresponde al Fondo Solidario de Elec-
ción de Vivienda, Decreto Supremo N° 49 (DS N° 49) de 2012. Este progra-
ma está destinado a dar una solución habitacional definitiva preferentemente 
a las familias pertenecientes al primer quintil de ingresos, el Minvu –direc-
tamente o a través del Serviu– otorgará un subsidio destinado a financiar la 
adquisición o construcción de una vivienda que no podrá exceder las 800 
unidades de fomento (UF), sin que el beneficiario pueda optar a un crédito 
hipotecario para la adquisición o construcción de la vivienda. Este decreto 
propone algunos subsidios complementarios, tales como el de incentivo y 
premio al ahorro adicional, de densificación en altura o el subsidio para per-
sonas en situación de discapacidad. En este último caso, el DS N° 49 indica 
lo siguiente:

•	 “En caso que el postulante o uno o más integrantes del grupo familiar es-
tuviere afectado por discapacidad acreditada mediante copia de inscripción 
en el Registro Nacional de la Discapacidad, a que se refiere el artículo 55 
de la Ley N° 20.422, sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social 
de Personas con Discapacidad, el subsidio base se incrementará hasta en 
20 UF, siempre que la vivienda contemple la implementación de obras que 
contribuyan a paliar las limitaciones que afectan a quienes presentan tal 
condición de discapacidad en el grupo familiar del postulante”. 

•	 “Si en razón de su discapacidad el postulante o el integrante discapacita-
do del núcleo familiar se encuentre en condiciones de movilidad reducida 
acreditada, el subsidio base se incrementará hasta en 80 UF, debiendo 



119

Mejorando la accesibilidad y habitabilidad de la vivienda para personas en situación de discapacidad
| Ximena Ferrada | Alfredo Serpell | Claudia Valderrama | Claudia Alcayaga | Miriam Rubio

igualmente la vivienda contemplar la implementación de obras que con-
tribuyan a paliar las limitaciones que afectan a quienes presentan tal con-
dición de discapacidad, cumpliendo con los requerimientos establecidos 
en el Cuadro Normativo y en la Tabla de Espacios y Usos Mínimos para el 
Mobiliario”. 

Este decreto viene acompañado por dos documentos: el Cuadro Norma-
tivo y Tabla de Espacios y Usos Mínimos para el Mobiliario, y el Itemizado 
Técnico de Construcción para proyectos del Programa Fondo Solidario de 
Elección de Vivienda. Ambos documentos aportan a responder el mandato 
que la Ley 20.422 le hace al Minvu en temas de accesibilidad y diseño uni-
versal, incluyendo especificaciones particulares para las viviendas de per-
sonas en situación de discapacidad que se construyen dentro del marco del 
programa Fondo Solidario de Elección de Vivienda. Si bien estos desarro-
llos son sumamente importantes, no se cuenta con información que permita 
evaluar de forma detallada su implementación, desempeño y alcance, así 
como otras necesidades de las personas en situación de discapacidad que 
no estén cubiertas en estos documentos. Dado lo anterior, en este estudio 
se ha planteado analizar críticamente la aplicación e impactos del Decreto 
Supremo N° 49 relativos a las características y elementos de accesibilidad 
y habitabilidad que debe tener una vivienda para las personas con discapa-
cidad, proponiendo acciones de mejoramiento. Junto a lo anterior, se espera 
comprender el alcance de la normativa actual, su estado de aplicación y su 
operatividad real, comparar la realidad de Chile con la de países desarrolla-
dos que han estudiado e implementado mejoras a nivel país en estos temas 
por largo tiempo, identificar las mejores prácticas en esta temática y proponer 
una política pública que abarque a todos los niveles de nuestra sociedad.

Esta investigación desea abordar esta problemática desde una perspectiva 
holística, para proponer políticas públicas que aporten a mejorar la calidad de 
vida de las personas en situación de discapacidad de nuestro país, tomando 
como punto base de análisis el DS N° 49. En las próximas secciones, este ar-
tículo presenta el diagnóstico realizado, así como las propuestas de políticas 
públicas derivadas de él y finaliza con las principales conclusiones alcanza-
das en la investigación.

Diagnóstico, metodología y principales hallazgos

1. Metodología de investigación

El estudio llevado a cabo fue de tipo cualitativo, dado que buscaba entender 
la realidad y necesidades de personas discapacitadas en relación a la acce-
sibilidad y habitabilidad de sus viviendas. Este tipo de estudio nos permite 
entender cómo las personas interpretan sus experiencias, cómo construyen 
sus mundos y el significado que le atribuyen a esas experiencias (Merriam, 
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2009). En este sentido, lo más importante es entender la discapacidad desde 
la perspectiva de los participantes y no de los investigadores. Dados los plazos 
de la investigación, originalmente se definieron dos métodos de recopilación 
de información: revisión bibliográfica nacional e internacional, donde –entre 
otros– se revisaría la normativa y realidad nacional, así como la de países 
desarrollados en temáticas de habitabilidad y accesibilidad de viviendas para 
discapacitados, y grupos focales ( focus groups) con algunos beneficiarios del 
subsidio del DS N° 49 y profesionales de instituciones públicas y privadas en 
contacto directo con personas en situación de discapacidad.

A pesar de los distintos esfuerzos realizados para obtener datos de per-
sonas beneficiadas con el DS N° 49 que hubiesen recibido el subsidio com-
plementario por discapacidad para invitarlos a participar de la investigación, 
nos fue imposible acceder a ellos por la confidencialidad de los datos y el 
manejo ético de información de las distintas instituciones a las que contacta-
mos. Dado lo anterior, la estrategia cualitativa de grupos focales tuvo que ser 
modificada a entrevistas individuales. Se optó por esta metodología ya que 
cubre completamente los propósitos del proyecto. Por este motivo, el tipo de 
muestreo utilizado fue por conveniencia, debido a los breves plazos del estu-
dio y dado que el deseo de los investigadores no era obtener información re-
presentativa de la población, sino solo complementar la revisión bibliográfica. 
Los entrevistados fueron reclutados dentro de la comunidad UC, apoyados 
por el Programa para la Inclusión de Alumnos con Necesidades Especiales 
(Piane UC) y por contactos directos de los miembros del equipo investigador.

En función de los hallazgos de la revisión bibliográfica se desarrolló la 
guía de la entrevista, con un conjunto de preguntas preestablecidas. El pro-
ceso de análisis de la información siguió el modelo de análisis de contenido 
e incluyó las siguientes etapas: (1) desarrollo del informe de resultados de las 
entrevistas, (2) identificación de los patrones comunes de respuesta de los 
diferentes participantes, (3) conclusiones obtenidas en función de las respues-
tas de los entrevistados, (4) complementación de la revisión bibliográfica con 
resultados de las entrevistas, y (5) desarrollo de las propuestas de políticas 
públicas en base al estudio bibliográfico y a los resultados de las entrevistas. 
Junto a lo anterior se llevaron a cabo reuniones de trabajo con profesionales 
del Minvu para evaluar los avances del proyecto desde el punto de vista 
técnico, así como reuniones con profesionales de Teletón, Municipalidad de 
El Bosque y Fosis para compartir ideas respecto al alcance del proyecto y 
recibir su opinión profesional respecto a este tema.

2.	 Resultados del estudio bibliográfico
Esta sección complementa lo presentado anteriormente, se hace un análisis 
de la información relevante al tema en estudio tanto a nivel nacional como 
internacional. En este sentido, a nivel nacional se presentan datos para 
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cuantificar la información asociada a la discapacidad. Luego, se presenta 
un análisis del desarrollo de estos temas a nivel internacional, para pos-
teriormente hacer un análisis comparativo entre los requerimientos para 
las viviendas para personas con discapacidad que aparecen en el Cuadro 
Normativo y Tabla de Espacios y Usos Mínimos para el Mobiliario y en el 
Itemizado Técnico asociado al DS N° 49, con la experiencia internacional. 
Esta sección finaliza con un análisis sobre la certificación de viviendas para 
personas en situación de discapacidad.

a. A nivel nacional
La revisión bibliográfica permitió comprobar que la esperanza de vida en 
Chile ha aumentado desde la década de los noventa, tal como se muestra en 
la Tabla 1, donde se observa que los chilenos viven, en promedio, 80 años. 
Dado lo anterior, la necesidad de viviendas accesibles para personas con di-
ficultades físicas o de movilidad debería aumentar en los próximos años en 
el país, debido a que la probabilidad de experimentar graves discapacidades 
cognoscitivas y físicas aumenta en edades más avanzadas (OMS, 2002). Lo 
anterior refuerza la necesidad de estudiar más en profundidad la forma en 
que las viviendas se diseñan y construyen y cómo se va a dar respuesta a las 
necesidades futuras en estos temas a nivel país.

Tabla 1. 	E speranza de vida en Chile 1990 y 2012

Ítem Ambos sexos Hombres Mujeres

Año 1990 2012 1990 2012 1990 2012

Edad 73 80 69 77 76 83

Fuente: OMS (2014).

Además, fue posible tener acceso a los datos que indican la cantidad de 
personas que postulan al subsidio complementario por discapacidad asociado 
al DS N° 49. La Tabla 2 muestra los datos por año, obtenidos del Minvu, don-
de se identifica la cantidad de postulantes con discapacidad o con familiares 
con discapacidad beneficiados en relación al total de postulantes beneficia-
dos. Los resultados muestran que del total de postulantes, solo un pequeño 
porcentaje –no más del 3%– ocupa anualmente este beneficio. 
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El análisis del costo de las modificaciones a una vivienda ya construida 
para adecuarla a las necesidades de una persona en situación de discapacidad 
en comparación con el costo de la misma vivienda si los cambios se conside-
ran desde su diseño, es de suma importancia. En este sentido, el programa 
Abre de Teletón realizó un estudio de evaluación de costos para una vivienda 
social accesible, en el que se analizaron 15 casos de viviendas que pertene-
cían al subsidio FSV1. En este estudio se determinó que al realizar mejoras 
arquitectónicas desde el diseño, la variable UF/m2 disminuye o se mantiene 
estable por metro cuadrado que se añade a la vivienda original, puesto que 
la accesibilidad estaría asociada a la cantidad de superficie construida y no 
a un valor de construcción ligado a la calidad (Orrigoni et al, 2012). Este 
es un dato que entrega una primera aproximación al tema del costo de las 
modificaciones, pero se debe tomar en cuenta que al menos para los baños se 
consideró como área libre una circunferencia de 130 cm, veinte centímetros 
menos de lo universalmente recomendado (Prado et al, 2012).

b. Desarrollo internacional en políticas públicas sobre discapacidad
Junto a lo anterior, se analizaron diferentes políticas públicas sobre discapa-
cidad, con el objeto de entender cómo se tratan actualmente estos temas en 
distintas partes del mundo. A continuación se presenta un resumen de esta 
revisión.

Australia y Nueva Zelanda
Australia cuenta con la Estrategia Nacional para la Discapacidad, un plan a 
diez años que busca mejorar la calidad de vida de los australianos en situa-
ción de discapacidad, sus familias y cuidadores (Commonwealth of Australia, 
2011). Dentro de la estrategia antes mencionada, dicho país está trabajando 
en el proyecto National Dialogue for Universal Housing Design, que busca 
representar al gobierno, a la industria de la vivienda y a la comunidad, iden-
tificando la necesidad de mejorar la provisión de viviendas bien diseñadas y 
accesibles (National Dialogue on Universal Housing Design, 2010). Además, 
el país cuenta con el estándar AS 1428 Design for Access and Mobility Set, el 
estándar Disability (Access to Premises – Buildings) Standards 2010 y la guía 
Liveable Housing Design, que permite construir o remodelar una vivienda 
para acceder a una certificación respecto a la habitabilidad de la vivienda. 
Por otro lado, el año 2001 Nueva Zelanda publicó la New Zealand Disability 
Strategy. El país cuenta también con el Disability Action Plan 2014-2018 que 
reúne prioridades clave y acciones que requieren colaboración entre agencias.

Europa
En Europa, la inquietud sobre la accesibilidad ha estado presente en los textos 
legales hace más de diez años. Por ejemplo, la directiva 2000/78/CE del 27 
de noviembre de 2000 exige que todas las personas sean tratadas de la misma 
forma en el trabajo sin distinción de religión, convicción, discapacidad, edad u 
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orientación sexual. Por otra parte, el 2 de julio de 2008 una nueva proposición 
de la directiva fue adoptada por la comisión europea, en la que se amplió su 
rango de acción al conjunto de bienes y servicios. A su vez, el 13 de diciembre 
de 2006, la ONU adopta la Convención internacional relativa a los derechos 
de las personas con discapacidad, que en su artículo 2 define el concepto de 
los arreglos razonables1.

Desde el año 2008 el Reino Unido cuenta con un plan de trabajo llama-
do Independent Living Strategy. Además de lo anterior, cuenta con la guía 
de diseño Lifetime Homes que describe los requerimientos para viviendas 
accesibles que reconozcan las necesidades cambiantes de las personas a lo 
largo de su vida. A nivel regulatorio, Inglaterra y Gales cuentan con el marco 
regulatorio de construcción del año 2013 M-Access to and use of buildings. 
Irlanda, por su parte, cuenta con una estrategia de vivienda a nivel nacional 
llamada National Housing Strategy for People with a Disability 2011-2016. 

En Francia se cuenta con la Ley 2005-102 del 11 de febrero de 2005, la 
que incluye el derecho a la accesibilidad. Las condiciones de acceso para las 
personas en situación de discapacidad deben ser las mismas que las de otros 
establecimiento públicos (Reglamentación R111-18-1 y R111-18-6) de la orde-
nanza 111-7-4 del código de construcción y vivienda colectivas e individuales 
en sus artículos 111-7-5 al 111-7-11.

En Bélgica, la Convención internacional relativa a los derechos de las 
personas con discapacidad entró en vigor el 1° de agosto de 2009. Por otra 
parte, la ley antidiscriminación del 10 de mayo de 2007 prohíbe las discri-
minaciones sobre la discapacidad en el dominio de las viviendas, accesos a 
bienes y servicios y adquisición de bienes y servicios.

En España, según el Real Decreto Legislativo 1/2012 del 29 de noviem-
bre, se aprueba el texto refundido de la Ley General de derechos de las 
personas en situación de discapacidad y de inclusión social; esta presupone la 
estrategia de diseño universal o para todas las personas, sin perjuicio de los 
ajustes razonables que deban adoptarse. La Ley 51/2003 del 2 de diciembre 
aprueba los documentos básicos de seguridad de utilización y accesibilidad 
del código técnico de la edificación. Además, la norma ISO 21542 ha sido 
adoptada como norma española “Accesibilidad en el entorno construido” 
(UNE-ISO 21542). Finalmente, la Ley 51/2003 de igualdad de oportunida-
des, no discriminación y accesibilidad universal de las personas en situación 
de discapacidad ha introducido en su Disposición Adicional Tercera algunas 
modificaciones a la Ley 49/1960, del 21 de julio, de Propiedad Horizontal.

1	 “Por “ajustes razonables” se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecua-
das que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso 
particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de 
condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales”, ONU, 
2006. Disponible en: http://www.un.org/esa/socdev/enable/documents/tccconvs.pdf
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Estados Unidos y Canadá
Estados Unidos, por su parte, cuenta con el Fair Housing Act, dentro del que 
se encuentra el documento Architectural Barriers Act de 1968 que requiere 
que todas las edificaciones construidas con fondos federales, desde 1969, 
sean accesibles y utilizables por personas en situación de discapacidad. Junto 
a lo anterior, el país cuenta con el 2010 ADA Standards for Accessible Design. 
En Canadá, el código que reglamenta los requerimientos de los edificios para 
personas en situación de discapacidad es el British Columbia Building Code 
de 2006, en su sección 3.8, División B. Aunque este tipo de reglamentación 
se focaliza principalmente en espacios públicos, en algunas de sus secciones 
sí hace referencia a espacios interiores de la vivienda. 

c. Análisis comparativo
Como parte de este diagnóstico se realizó una comparación de los actuales 
requerimientos aplicables a viviendas para personas con discapacidad que 
aparecen en el Cuadro Normativo y Tabla de Espacios y Usos Mínimos para 
el Mobiliario y en el Itemizado Técnico asociado al DS N° 49 con la experien-
cia internacional de países que llevan un largo tiempo analizando estas temá-
ticas, tales como: (i) Bélgica, donde se estudió el documento Guide d’aide à la 
conception d’un logement adaptable; (ii) Australia, donde se revisó la guía de 
certificación de viviendas Livable Housing Design Guidelines, específicamente 
los requerimientos para el nivel platino, que está pensado para adultos ma-
yores y personas con problemas severos de movilidad; (iii) España, donde se 
estudió la guía ¡Pregúntame sobre accesibilidad y ayudas técnicas! de la Obra 
Social Caja Madrid y el Instituto de Mayores y Servicios Sociales (Imserso), 
dependiente del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales; (iv) Fair Housing 
Act de Estados Unidos; y (v) Canadá, donde se revisó The Building Access 
Handbook de British Columbia. El resultado de este análisis se presenta en la 
Tabla 1 del Anexo. Es posible observar que existe un importante avance en 
el caso chileno, donde muchos de los elementos considerados a nivel interna-
cional son incluidos, aunque en algunos casos con exigencias menores, como 
en el ancho libre de las puertas de acceso, espacios de circulación o el ancho 
libre frente al mobiliario de la cocina, por citar algunos casos. Esto entrega 
posibilidades de mejora a futuro, a medida que estos temas se consoliden a 
nivel país. Otras líneas de mejora se asocian con la inclusión de elementos 
que no están contenidos en el marco normativo, por ejemplo, el confort lumí-
nico y visual, que aportarían a mejorar la calidad de vida de los habitantes 
de estas viviendas.

d. Certificación de viviendas
Otro elemento importante a considerar en este diagnóstico es la certificación 
de las viviendas. La certificación se define como la emisión de un documento 
en que se certifica o se da por verdadera una cosa. En el contexto de este 
estudio, lo que se daría por verdadero debiera ser el cumplimiento de las 
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normativas nacionales existentes sobre las especificaciones que deben tener 
el diseño y construcción de una vivienda para personas con discapacidad. De 
esta forma se aportaría a mejorar las condiciones de vida de la sociedad en su 
conjunto. En este contexto, la certificación aporta a la promoción, integración 
y mejoramiento de características que son muy relevantes para las personas 
con discapacidad por medio de un mecanismo de verificación.

El estudio de la literatura indica que en países desarrollados existen certi-
ficados que verifican principalmente el diseño y la construcción de viviendas 
en cuanto al cumplimiento de las condiciones de acceso para discapacitados 
de viviendas nuevas o existentes (Wexford County Council, 2007), incluyen-
do la aproximación y acceso al edificio, la circulación dentro del edificio, el 
uso de instalaciones, habitaciones, entre otros aspectos. 

Otro enfoque interesante se presenta en la Norma de Nueva Zelanda, NZS 
8134.0:2008 (New Zealand Ministry of Health, 2008), donde se aplica un 
sistema de auditoría para verificar el cumplimiento de los estándares estable-
cidos, incluyendo categorías similares a los sistemas de medición de la madu-
rez de procesos. En este caso se utilizan los siguientes niveles de evaluación: 
no aplicable, no logrado, logro parcial, totalmente logrado y mejoramiento 
continuo. Posteriormente, en aquellos aspectos no logrados o parcialmente lo-
grados se hace un análisis de los riesgos asociados y se determinan las accio-
nes a realizar así como su urgencia. A su vez, el gobierno de Canadá (2006) 
cuenta con diferentes normas sobre los aspectos que debieran cumplir las 
viviendas al ser modificadas o construidas para satisfacer las necesidades de 
los discapacitados. 

En Chile existe el Sello Chile Inclusivo que es un reconocimiento que 
entrega el Estado de Chile a través de Senadis a las instituciones públicas y 
privadas (micro, pequeña, mediana y gran empresa) que realicen medidas 
de acción hacia la inclusión social de las personas en situación de discapaci-
dad a partir de políticas no discriminatorias, según la Inclusión Laboral de 
Personas en situación de Discapacidad, la Accesibilidad del Entorno Físico 
y la Accesibilidad Web. Además, a través de sus instituciones responsables, 
este sello reconoce la Accesibilidad Universal de parques, reservas naturales, 
plazas y museos (Senadis, 2015). En relación a certificación de viviendas 
accesibles no se encontró ningún desarrollo en Chile.

3. Entrevistas y reuniones
Para complementar la información obtenida a partir de la revisión bibliográfi-
ca, se llevaron a cabo entrevistas con personas con discapacidad y reuniones 
con profesionales relacionados con estos temas, cuyos principales resultados 
se presentan a continuación.
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a. Entrevistas
Se realizaron seis entrevistas, las que se enfocaron en personas que tuvieran 
condición de discapacidad. El grupo entrevistado incluyó a dos mujeres y 
cuatro hombres, todos ellos mayores de edad y dos de ellos adultos mayores. 
Todas las personas fueron contactadas personalmente por el equipo investi-
gador y se les explicó el proyecto y sus implicancias. Una vez que aceptaron 
participar en la investigación y firmaron el consentimiento informado, se gra-
bó cada entrevista, las que se realizaron en los lugares de trabajo o domicilio 
para mayor comodidad de los participantes.

La condición de discapacidad o dificultad de desplazamiento que tienen 
las personas entrevistadas corresponden a eventos y situaciones diferentes: 
neurológicas, secuela de tratamientos, traumatológicas, oncológicas y dete-
rioro por envejecimiento. Fueron seleccionadas de esta manera para incluir 
la amplia gama de orígenes de condición de discapacidad. Además, se intentó 
incluir personas con distintas ocupaciones y condiciones sociales para po-
tenciar los temas propuestos desde distintos prismas y visiones. Los temas 
abordados en estas entrevistas incluyeron: (i) adecuaciones que han debido 
realizar y otras que deberán realizar en su vivienda u oficina para facilitar 
el desplazamiento al interior de la edificación, (ii) conocimiento sobre los 
beneficios o subsidios orientados a realizar estas modificaciones, y (iii) suge-
rencias generales de los entrevistados para difundir más ampliamente esta 
información a la sociedad.

Los comentarios respecto a las modificaciones necesarias para facilitar el 
desplazamiento dentro de la vivienda u oficina se presentan en la Tabla 3, 
separados por recinto.

Referente al conocimiento sobre información de beneficios o subsidios, las 
respuestas indican desconocimiento de este tema: “No, nunca me ha llegado 
algo directamente, a pesar que yo estoy inscrito formalmente en el Senadis 
y todo, yo estoy en ese sentido con todo en regla, pero igual nunca me ha 
llegado ninguna información de forma directa”. En este sentido, se considera 
que la difusión y comunicación de beneficios a la vivienda es baja: “Nosotros 
hemos descubierto que hay ciertos beneficios y pareciera que la comunica-
ción, la implementación del beneficio, ha sido muy pobre, muy baja”.

Finalmente, se plantean algunas sugerencias para implementar estrate-
gias de comunicación: 

“Yo tengo un poco la fortuna de vivir aquí en Santiago con todo lo que ello 
implica, pero hay mucha gente con discapacidad que vive, no sé, en zonas 
rurales donde quizás la conectividad no es buena”. 

“Hace 15 años atrás yo creo que no tenía ni teléfono, vivía en otra casa, o 
sea, hay que hacer toda una actualización de las bases de datos con toda la 
difusión en términos de los niveles de atención”.
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Tabla 3. 	R esumen de los comentarios de los entrevistados respecto a las  
características de recintos de viviendas

Recinto Comentarios

Cocina

No tener cocina-pasillo, sino que favorecer cocinas cuadradas con espacio 
central.

Espacios amplios.

Mesones empotrados, es decir, mesones que permitan el acercamiento de 
una silla de ruedas, que no tengan muebles o cajoneras que imposibiliten 
el movimiento.

Baño

Plataforma plana, sin tina.

Lavamanos empotrado.

Barras de seguridad y barras para poder hacer transferencia. 

Acceso a vivienda

Rampa con ángulo adecuado de inclinación, ángulo de giro apropiado, con 
zona de descanso, con protección en ambos lados, superficie con baja 
resistencia.

Puertas anchas (que considere el ancho de la silla de ruedas, sobre 80 o 90 
cm), sistema de cierre, manillas de palanca tipo “L”.

Desplazamiento  
dentro de la vivienda

Espacios amplios.

Pasillos anchos.

Pisos con baja resistencia.

Eliminar escaleras.

Otros

Interruptores a media altura.

Enchufes a media altura, no debajo de mesones o mesas.

Ventanas livianas, de fácil apertura. 

Fuente: elaboración propia en base a entrevistas. 

Para el equipo investigador los resultados obtenidos en sugerencias de 
modificación a la vivienda no difieren mucho de lo encontrado en la literatura 
y lo aportado por los expertos. Las condiciones técnicas son coherentes con lo 
que las normativas internacionales sugieren en estos casos. Aunque el origen 
de la discapacidad es diferente, la edad en la que comenzó la condición de 
discapacidad o la edad de la persona, al parecer no hacen variar las sugeren-
cias generales respecto a mejoras en la vivienda. Si bien hay un proceso de 
incorporación cultural, es necesario continuar el trabajo en temas educativos, 
culturales y de estructura, tal como ejemplifican los siguientes comentarios 
de los entrevistados: 

“El diseñador va a decir ‘esta rampa es hermosa’, pero la utilidad… lamen-
tablemente lo estético no coincide muchas veces con lo práctico”. 

“Pero de qué me sirve que me construyas una rampa si me ponen un peldaño 
después”.
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Junto a lo anterior, toma fuerza el que la vivienda ya contenga las mo-
dificaciones necesarias para que una persona con dificultades en su despla-
zamiento pueda habitarla directamente, tal como señalaron algunos entre-
vistados: “Si uno comprara una vivienda, lo ideal es que desde un principio 
estuviera habilitada”.

Esto parece muy adecuado si se considera que en la vivienda habite algu-
na persona en esta condición o que eventualmente reciba a alguna persona 
en condición de discapacidad o con dificultades en el desplazamiento: 

“Sería mejor que la mayor parte de las viviendas cumplieran todos los requi-
sitos, si uno quiere ir de visita, a la casa del hermano, del primo, de la abuela, 
que todas las casas tuvieran la comodidad, eso sería inclusión”.

Es necesario considerar el aporte a la equidad social que puede hacer el 
desarrollo de este tema. Es de suma relevancia el respeto a la persona inde-
pendiente de su condición y que las características necesarias de su vivienda 
no limiten su capacidad de elección o movilidad social. Como plantea uno de 
los entrevistados: 

“Es como limitante el saber que solamente puedo vivir en esta casa y en este 
tipo de casa (…), por ejemplo, si no me gustaron los vecinos o el barrio se 
puso peligroso. En el fondo el poder acceder a otra casa que cumpla como 
la misma funcionalidad, es como cruel, encuentro yo, así casi como que me 
tengo que quedar aquí porque como esta casa cumple con todas mis necesi-
dades… en cambio, contar con una casa para toda la vida…”.

b. Reuniones con profesionales
Junto con las entrevistas, se llevaron a cabo reuniones con profesionales de 
Teletón, Municipalidad de El Bosque y Fosis para entender mejor la realidad 
de la discapacidad desde su experiencia práctica, así como para compartir 
ideas respecto al alcance del proyecto. En este sentido, las principales inquie-
tudes de estos profesionales se enfocaron en: (i) las soluciones constructivas 
de los distintos subsidios son estandarizadas en cuanto a materiales y costos, 
pero, además, son soluciones fijas sin capacidad de evolución con la discapaci-
dad; (ii) las soluciones solo abarcan a la discapacidad física; (iii) las soluciones 
que se adoptan en estos subsidios no son trabajadas dentro de un grupo mul-
tidisciplinario, (iv) la autoridad debe velar porque todos tengan los mismos 
derechos; y (v) falta de educación a la población sobre estas temáticas. Junto 
a lo anterior, se llevaron a cabo reuniones de trabajo con profesionales del 
Minvu para evaluar los avances del proyecto desde el punto de vista técnico, 
recibir su retroalimentación y complementar la información levantada por el 
equipo de investigación.
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Propuestas
El estudio del DS N° 49 y el diagnóstico presentado permitieron identificar 
cuatro grandes áreas que pueden ser desarrolladas a través de políticas públi-
cas en nuestro país, donde se incluyen: (1) inclusión de elementos mínimos en 
la normativa, (2) mejoramiento de bases de datos y manejo de información, 
(3) difusión, y (4) certificación de la accesibilidad y el diseño universal de las 
viviendas. Cada una de estas propuestas se presenta en detalle a continua-
ción.

1. Inclusión de elementos mínimos en la normativa.
Luego del diagnóstico realizado en este estudio, se hizo patente la necesidad 
de incorporar los elementos de accesibilidad incluidos en el Cuadro norma-
tivo y Tabla de espacios y usos mínimos para el mobiliario e Itemizado Téc-
nico para proyectos del Programa Fondo Solidario de Elección de Vivienda, 
junto a elementos presentes en documentos internacionales. En base a la 
comparación internacional y a las entrevistas tanto a personas en situación 
de discapacidad como a profesionales del área, se identificaron los siguientes 
elementos como prioritarios a incorporarse en una futura normativa:

•	 Contar con un desnivel constructivo adecuado entre nivel interior y exte-
rior de la vivienda que permita el ingreso a esta de cualquier usuario (con 
uso de silla de ruedas o de otros apoyos técnicos).

•	 Aumentar el ancho libre de los vanos de puertas y pasillos de la vivienda 
para garantizar el acceso no solo al interior, sino a todos los recintos. Se 
sugiere, inicialmente, considerar un ancho mínimo de 90 cm.

•	 Mejorar la habitabilidad del recinto de baño aumentando su superficie útil 
para transferencias al inodoro o ducha, donde al menos una de las dimen-
siones cumpla con los 150 cm de diámetro para giro de la silla de ruedas. 

•	 Incorporación de barras de acceso y un receptáculo seguro de ducha.

•	 Mejorar las condiciones de habitabilidad de la cocina, aumentando superfi-
cies de áreas de trabajo frente a los artefactos y muebles.

•	 Que la vivienda cuente con al menos un dormitorio completamente accesi-
ble.

•	 Cambio de posición de las ventanas para asegurar un confort visual al ex-
terior. Se debe definir una altura sobre el nivel de piso terminado al que 
deben colocarse obligatoriamente las ventanas.

•	 Garantizar seguridad en el desplazamiento de la persona en situación de 
discapacidad con la incorporación de pavimento antideslizante tanto en 
baño como en cocina.

•	 Garantizar acceso a dispositivos a través de la ubicación de interruptores y 
enchufes, tipo de grifería y apertura y cierre de puertas y ventanas.
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Luego de reuniones con profesionales del Minvu, se nos indicó que ac-
tualmente se realiza en la Contraloría General de la República la tramitación 
de una modificación a la OGUC que incluye los requerimientos definidos en 
el Cuadro Normativo y Tabla de Espacios y Usos Mínimos para el Mobiliario 
e Itemizado Técnico como requerimientos mínimos obligatorios a cumplir 
para programas habitacionales del ministerio, donde algunos de estos reque-
rimientos serán solicitados también a proyectos privados. Ante este escena-
rio, la propuesta inicial se reorientó a evaluar la necesidad y factibilidad de 
aumentar la exigencia que incorporará prontamente la OGUC, especialmente 
en relación a proyectos privados, que es el área que quedará más débil una 
vez actualizada la ordenanza.

En este sentido, se considera relevante evaluar cuál es el costo real de 
hacer viviendas más accesibles desde su diseño y no tener que modificarlas 
posteriormente. Es por esto que se decidió realizar una estimación prelimi-
nar del costo/ahorro si los elementos accesibles se incorporaran desde la eta-
pa de diseño. En este ejercicio se analizó en cada recinto cuál es el elemento 
prioritario a implementar, luego se entregan los valores recomendados que 
debieran incluirse en la Ordenanza General (algunos superiores a los valores 
que aparecerán en la nueva versión de la OGUC), posteriormente cuál es 
su forma de implementación, para finalmente entregar una estimación de 
costos (valores con IVA) que involucraría su implementación, información 
que se resume en la Tabla 4. Los valores utilizados para realizar el cálculo 
de costos se obtuvieron de Sodimac Constructor, son precios de mercado 
sin descuentos asociados. Posteriormente, se evaluó de forma preliminar la 
inclusión de elementos prioritarios en dos viviendas tipo del subsidio Fondo 
Solidario de Vivienda I (FSVI), información proporcionada por la Fundación 
Teletón y Chile Accesible (2012) y que representan al tipo de vivienda y 
sector socioeconómico que puede postular al subsidio DS N° 49, pero que 
además cuentan con la aprobación del Minvu, lo que se presenta en la Tabla 
5. Este análisis se hizo sin modificar el programa existente o la capacidad de 
uso de las viviendas, ni tampoco la superficie construida. El análisis global 
de las modificaciones indica que estas representan en promedio un 60% de 
aumento respecto del costo sin las modificaciones propuestas, es decir cerca 
de 36 UF. Es importante indicar que estas modificaciones consideran el costo 
diferencial de lo que habría que pagar extra al incluir estos elementos como 
exigencias mínimas de construcción. Claramente esta es una aproximación 
inicial a los costos, tema que deberá ser estudiado en mayor detalle en el 
futuro, especialmente en proyectos privados.
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Tabla 4. 	R esumen de elementos accesibles a incorporar en una vivienda

Recinto Propuesta Valores reco-
mendación

Implementa-
ción Costos Diferencia 

de costos

Estar 
come-
dor 
cocina

Ancho libre 
puerta acceso Minimo 90 cm

Desde el diseño 
- distribución de 
espacios

En lo posible no 
debiera haber costos 
asociados

0

Tipo de pavi-
mento Antideslizante

Incluir esta 
característica en 
las especifica-
ciones

Piso antideslizante 
30x30 $21.086 (m2) 
x 47 m2

Piso cerámico de 
30x30 $10.790 (m2) 
x 47 m2

$ 483.912

Baño

Espacio trans-
ferencia lateral 
inodoro

Un lado míni-
mo 150 cm

Desde el diseño 
- distribución de 
espacios

En lo posible no 
debiera haber costos 
asociados

0

Espacio trans-
ferencia lateral 
ducha

Un lado míni-
mo 150 cm

Desde el diseño 
- distribución de 
espacios

En lo posible no 
debiera haber costos 
asociados

0

Desnivel 
receptáculo 
ducha

Que no exista 
y que sea un 
pavimento 
antideslizante 
continuo con 
pendiente

Cambio de es-
pecificaciones

Tina de 120 x 70 cm 
$49.990 (c/IVA)
Ducha de 100 x 70 
cm $47.990 (c/IVA)

-$ 2.000

Esca-
lera Pasamano Doble altura en 

ambos lados

Incluir esta 
característica en 
las especifica-
ciones

Valor pasamano se 
agrega otra más 
$13.561

$ 13.561

Dormi-
torio

Dormitorio 
accesible

Siempre 1er 
piso e indepen-
diente

Desde el diseño 
- distribución de 
espacios

En lo posible no 
debiera haber costos 
asociados

0

Acceso

Acceso 
exterior 90 cm Cambio de es-

pecificaciones

Puerta de 90cm 
$29.490 (c/IVA)
Puerta de 80 cm 
$27.990

$ 1.500

Puertas 
interiores 90 cm Cambio de es-

pecificaciones

Puerta de 90cm 
$29.490 (c/IVA)
Puerta de 80 cm 
$27.990

$ 1.500

Confort Visual - vano 
ventana

Altura mín. 80 
y máx. de 160 
cm

Solo es bajar el 
antepecho de la 
ubicación de la 
ventana

En lo posible no 
debiera haber costos 
asociados

0

TABLA 4 continúa en página siguiente 
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Acce-
so a  
disposi-
tivos

Acceso a 
interruptores

Altura mín. 40 
cm y máx. de 
120 cm

Se realiza desde 
el diseño es ba-
jar la instalación

En lo posible no 
debiera haber costos 
asociados

0

Grifería 
de toda la 
vivienda

Monomando 
palanca en 
todo el recinto

Cambio de es-
pecificaciones

Llave monomando 
$6.990
Llave a presión 
$20.990

-$ 14.000

Acceso a 
interruptores

Altura mín. 40 
cm y máx. de 
120 cm

Se realiza desde 
el diseño es ba-
jar la instalación

En lo posible no 
debiera haber costos 
asociados

0

Cierre y  
apertura de 
ventanas

De palanca o 
presión, siem-
pre corredera

Incluir esta 
característica en 
las especifica-
ciones

Ventana corredera de 
100x100 con pestillo 
palanca $25.990
Ventana abatible de 
100x100 con pestillo 
palanca $ 32.140

-$ 6.150

Cierre y 
apertura de 
puertas

Altura 95 cm
palanca
interior abrir 
hacia afuera

Cambio de es-
pecificaciones

Cerradura manilla 
$10.490 (c/IVA)
Cerradura Pomo 
$2.990

$ 7.500

Pasillos

Ancho todos 
los pasillos Mín. 90 cm

Desde el diseño 
- distribución de 
espacios

En lo posible no 
debiera haber costos 
asociados

0

Total $ 485.823

Fuente: elaboración propia.

Tabla 5. 	 Detalle preliminar de los costos de modificaciones a viviendas

Elemento Vivienda N° 1 Vivienda N° 2

Consideraciones

- No se modifica ni el programa existente ni la capacidad de uso de las
  viviendas.
- No se modifica la superficie construida ni el perímetro.
- No se modifica la obra gruesa, salvo la ubicación de vano de ventana
  y de puerta de acceso.
- Las modificaciones y el análisis de costos se enfocan principalmente
  en las terminaciones.

Modificaciones

- Ancho de pasillo.
- Ancho libre de puertas.
- Cambio de piso en baño y
  cocina.
- Instalación de barra de apoyo
  al lado del inodoro.
- Cambio de dimensiones del
  receptáculo de ducha.
- Cambio de grifería.
- Desplazamiento de vano
  ventana.
- Desplazamiento de enchufes 
  e interruptores.

- Ancho de pasillo.
- Ancho libre de puertas.
- Cambio de piso en baño y cocina.
- Desplazamiento del inodoro a la
   pared lateral e instalación de barra
   de apoyo.
- Cambio de tina a ducha.
- Modificación de tabiques en cocina
   y logia.
- Cambio de grifería.
- Desplazamiento de vano ventana.
- Desplazamiento de enchufes e
   interruptores.

Costo sin modificaciones $1.226.063 $1.769.849

Costo con modificaciones $2.022.364 $2.751.227

UF 31,85 UF 39,25 UF

Fuente: elaboración propia. 
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En base a este análisis se considera que al incluir algunos requerimientos 
mínimos de accesibilidad y diseño universal desde el diseño de la vivienda, 
se reducen los esfuerzos y costos durante la ejecución o modificaciones poste-
riores del proyecto, lo que es especialmente beneficioso en proyectos sociales, 
pero sobre todo en los privados. Una constatación durante las entrevistas fue 
que la accesibilidad se apoya en gran medida en la experiencia y sensibilidad 
de los arquitectos o profesionales del área de la construcción más que en la 
incorporación de demasiados recursos adicionales para su implementación. 
Así, con estas iniciativas el sector privado podría crear otro nicho en su mer-
cado, sin necesariamente aumentar sustancialmente sus costos en relación 
con sus actuales proyectos.

Cualquier cambio que se realice a la ordenanza debe ser liderado por el 
Minvu, quien a través de mesas de trabajo interdisciplinarias deberá determi-
nar las modificaciones a incluir en el futuro en la OGUC, especialmente orien-
tadas al sector privado, donde además deberán participar entidades como la 
Cámara Chilena de la Construcción y otras organizaciones del rubro. Una vez 
definidas estas modificaciones deberán seguir todo el proceso de aprobación 
definido por el Estado para estos fines. Esta propuesta permitirá asegurar 
una base mínima de estándares de accesibilidad en la oferta habitacional 
chilena, que parta desde un contexto reglamentario, ya que la problemática 
aquí abordada demuestra que una situación de discapacidad la puede vivir 
cualquier ciudadano, pero además la vive su entorno. 

2. Mejoramiento de bases de datos y manejo de información
Contar con información de calidad e integrada entre las distintas agencias, 
instituciones y el Estado respecto de los beneficiarios de los subsidios es de vi-
tal importancia para caracterizarlos, evaluar los resultados de los programas 
e identificar nuevas necesidades insatisfechas, o bien, nuevos requerimientos 
o mejoras al actual sistema. Dado el auge de las tecnologías de información, 
todos estos datos se pueden manejar eficientemente en bases de datos. Según 
el diseño de esta base de datos y de los campos definidos en ella, va a ser 
más fácil o difícil acceder a la información sobre un determinado programa o 
beneficiario. Si bien en la actualidad existe información en el Minvu sobre los 
programas habitacionales y sus beneficiarios, esta no está sistematizada para 
un acceso expedito, ni está integrada con la de otros sistemas.

Se propone, entonces, realizar un rediseño de la base de datos donde 
se almacena la información sobre los subsidios que permita una búsqueda 
eficiente a través de distintos medios, de la información almacenada en ella. 
Parte importante de esta modificación es determinar en qué etapa del proce-
so se va a recoger la información. Se sugiere que esta se recoja en dos instan-
tes, durante la postulación y una vez que el proyecto pasa la calificación para 
obtener el subsidio, dado que es importante tener certeza de las necesidades 
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de las personas beneficiadas antes del inicio de la obra. Lo anterior permitirá 
conocer mejor cuántas personas optan a cada subsidio complementario, sus 
características, el número promedio de subsidios complementarios obtenidos 
por personas, número de subsidios complementarios entregados por catego-
ría, entre otros datos, los que permitirán una mayor comprensión del alcance 
de estos aportes y del contexto general asociado, así como una mejor toma 
de decisiones.

En el marco de este estudio que trata sobre la accesibilidad y habitabi-
lidad de viviendas para personas en situación de discapacidad, se propone 
que la información contenida en las bases de datos sobre el subsidio comple-
mentario esté disponible para el organismo a cargo de este tema, es decir, 
Senadis, con el objeto de integrar a los diferentes ministerios y servicios y que 
todos cuenten con la misma información. Lo anterior permitirá reducir las 
asimetrías del acceso a la información, de forma que todos tengan una visión 
global de los requerimientos y necesidades de las personas en relación con 
el tema de la discapacidad y, además, que exista trazabilidad de las personas 
favorecidas con algún subsidio complementario.

La solución propuesta, es decir, el rediseño de la base de datos de los 
subsidios otorgados por el Minvu, permitiría contar con información confia-
ble y completa para evaluar el impacto del DS N° 49 en relación al subsidio 
complementario por discapacidad. Al tener claridad sobre quién optó a este 
subsidio el Estado podrá realizar encuestas o entrevistas para valorar los 
resultados de estas ayudas, lo que en la actualidad se dificulta, pues no se 
cuenta con un acceso rápido y directo a esta información. Solo una vez que 
se tenga claridad en estos aspectos se podrá contar con un análisis crítico de 
su aplicabilidad real. 

El costo de implementación de esta propuesta estará asociado al núme-
ro de modificaciones que finalmente se determine realizar y a la forma en 
que la actual base de datos fue diseñada. Todo lo anterior deberá pasar por 
un proceso de licitación pública para ser implementado, por lo que el costo 
dependerá de las propuestas entregadas por los oferentes. En este caso un 
actor relevante para implementar esta propuesta es el Registro Civil ya que, 
al haber una postulación, el Minvu revisa los datos del Registro Civil y la 
Ficha de Protección Social del postulante. En este sentido, habría que evaluar 
la posibilidad de que fuera el Registro Civil quien recogiera la información 
asociada a la postulación, a través de un convenio con el Minvu. A través de 
esta institución también se podría articular la transferencia de información 
entre Senadis y el Minvu. La aplicación de esta política pública permitiría 
integrar información entre distintas instituciones a nivel nacional, mejorando 
el acceso a la información y la calidad de esta, lo que permitiría, a su vez, 
mejorar los procesos de toma de decisiones asociados.



136

Propuestas para Chile Concurso Políticas Públicas 2015

3. Difusión

a.	 Difusión del concepto de vivienda para todas las etapas de la vida
La vivienda es un elemento fundamental en la vida de cualquier persona, 
debido a que es el espacio donde la persona crea su propio ambiente y de-
sarrolla sus relaciones interpersonales más cercanas. Se conoce que una vi-
vienda satisfactoria puede ser beneficiosa para la promoción y prevención 
de la salud y el bienestar general de las personas (Organización de Naciones 
Unidas [ONU], 2002), además, influye favorablemente en los procesos restau-
radores de la salud, cuando sus espacios funcionales reúnen las condiciones 
apropiadas para los que fueron diseñados. Sin embargo, es importante consi-
derar que si las condiciones de la vivienda no son las adecuadas puede trans-
formarse en un factor de riesgo para posibles accidentes o enfermedades y 
finalmente repercutir en la calidad de vida de las personas. 

Es por esto que se hace necesario incorporar un nuevo concepto deno-
minado “vivienda para todas las etapas de la vida”, las cuales debiesen ser 
diseñadas y construidas para responder a las necesidades cambiantes de sus 
ocupantes a lo largo de su vida, de tal forma que pueda ser utilizada por una 
familia a lo largo de su ciclo de vida y que no quede exclusivamente restrin-
gida para personas en situación de discapacidad (Livable Housing Australia, 
2012; Prado et al, 2012). Estas viviendas deberían permitir a las personas 
realizar todas sus actividades básicas de la vida diaria como trasladarse, 
bañarse, comer, entre otras, y permitir establecer relaciones interpersonales 
saludables; garantizando la autonomía, la seguridad, la dignidad, el confort 
e independencia para el desempeño de todas estas actividades. Así también 
proporciona un ahorro de tiempo no solo de las personas que la habitan, sino 
también de aquellas que la visitan. Una persona además de encontrar una 
casa adecuada a su situación, debe poder acudir a cualquier reunión familiar 
o de amigos sin dificultad, lo que sin duda contribuirá a su plena integración 
social (ONU, 2002). Se puede pretender que una vivienda sea lo más adecua-
da para una persona en situación de discapacidad motora, ya sea porque el 
propio habitante la necesite o bien porque algún amigo o familiar con algún 
tipo de limitación funcional puede visitarlos.

En términos generales, estas viviendas deberían incluir elementos que 
faciliten el uso fácil y seguro de todos los espacios del hogar por todos los 
ocupantes, disminuyendo la obsolescencia física, desde el punto de vista fun-
cional, que los espacios pudieran adquirir en el tiempo (Prado et al, 2012). La 
“vivienda para todas las etapas de la vida” debería permitir: un acceso fácil 
a la entrada de la vivienda, moverse dentro de la vivienda sin dificultad, ser 
adaptadas de forma fácil y eficiente en costos y dar respuesta a las necesida-
des cambiantes de los ocupantes de la vivienda (Livable Housing Australia, 
2012). A continuación se detallan algunas condiciones que debería incluir la 
“vivienda para todas las etapas de la vida”.



137

Mejorando la accesibilidad y habitabilidad de la vivienda para personas en situación de discapacidad
| Ximena Ferrada | Alfredo Serpell | Claudia Valderrama | Claudia Alcayaga | Miriam Rubio

•	 Entrada a la vivienda: a ambos lados de la puerta de acceso a la vivienda 
debe existir un espacio libre a nivel del suelo que permita inscribir un cír-
culo de un diámetro de 1,50 m, para la maniobra de sillas de ruedas. Debe 
evaluarse la anchura y altura del hueco de entrada así como las caracterís-
ticas de los tiradores de la puerta (Imserso, 2005).

•	 Características generales del interior de la vivienda: idealmente viviendas de 
un solo nivel y en caso de dos pisos o más, considerar la accesibilidad de es-
caleras, rampas y ascensores. El piso debe ser antideslizante y sin desniveles. 

•	 Se debe garantizar el acceso a todas las dependencias de la vivienda y el 
espacio libre suficiente para la movilidad de una silla de ruedas, la anchura 
mínima recomendable de cualquier espacio de paso debe ser igual o mayor 
a 80 cm. Del mismo modo, es recomendable que exista un espacio libre mí-
nimo de 90 cm con lugares de giro de 1,50 m de diámetro, como máximo 
cada 10 m, necesario para poder girar una silla de ruedas con comodidad 
(Imserso, 2005).

•	 Puertas y pasillos: resultan de gran importancia al garantizar la movilidad 
entre diferentes espacios al mismo nivel. Un inadecuado diseño de puertas 
y pasillos puede representar un insalvable obstáculo para la vida diaria de 
las personas con movilidad reducida. En las puertas se recomienda no co-
locar pomos giratorios, sustituyéndolos por otros de manivela, deben tener 
un diseño ergonómico y poder ser manipulados con una sola mano o con 
otra parte del cuerpo (Imserso, 2005).

•	 Los pasillos deben considerar el desplazamiento de una silla de ruedas 
(ancho promedio de una silla de ruedas: 70 cm; ancho mínimo de paso en 
puerta o pasillo: 80 cm). La longitud de los pasillos debe permitir el giro de 
una silla de ruedas (Corporación Ciudad Accesible, 2014).

•	 Living-comedor: en caso de que existan alfombras se deben fijar al suelo 
con una red antideslizante de goma o con cinta adhesiva de doble cara, 
para evitar que se mueva y provoque una caída (Imserso, 2005). 

•	 Dormitorio: garantizar la utilización del mobiliario a través de la instalación 
de adecuados cajones, tiradores, puertas, entre otros. Puede ser necesario 
instalar elementos que ayuden a la incorporación desde la cama y evaluar 
la iluminación (Imserso, 2005).

•	 Baño: las dimensiones interiores del aseo o baño permitirán la inscripción 
de un círculo de 1,50 m de diámetro libre de obstáculos y fuera del barrido 
de la puerta. Esto permitirá a una persona usuaria de silla de ruedas o de 
bastones moverse de forma cómoda y segura (Imserso, 2005). Se debe 
incluir el uso de pasamanos o barandas para usar la tina, ducha e inodoro 
(Ministerio de Salud de Chile, 2010). En general no se recomienda el uso 
de tinas. Idealmente, el acceso a la ducha debe ser sin desnivel para permi-
tir el acceso a cualquier persona, se debe asegurar una inclinación para el 
desagüe del agua (Livable Housing Australia, 2012).
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•	 Cocina: se debe garantizar el acceso a la cocina y el espacio libre suficiente 
para la movilidad de una silla de ruedas, así como eliminar elementos que 
obstaculicen la aproximación frontal de la silla a los muebles. La altura de la 
encimera se recomienda a una altura entre 80 y 90 cm, pero si la persona es 
de talla baja o está en silla de ruedas, la altura será menor (Imserso, 2005).

b.	P lan estatal de sensibilización 
Si bien en Chile existe una Política Nacional para la Inclusión Social de las 
Personas en situación de Discapacidad, este tema aún no está en la conciencia 
del ciudadano promedio, quien solo se preocupa de ello si es que se ve enfren-
tado a nivel personal o familiar a una situación de discapacidad, ya sea de 
forma temporal o permanente. Dado lo anterior, se considera necesario con-
tar con un plan de sensibilización a nivel país sobre estas temáticas. En este 
sentido, se propone desarrollar un plan de medios que ayude a comunicar el 
mensaje a la comunidad. Para lograr lo anterior, es necesario llevar a cabo 
las siguientes etapas: (1) análisis del mercado y sector objetivo. En esta etapa 
se debe determinar a quiénes se desea llegar con el mensaje y qué factores 
internos y externos pueden afectar este plan; (2) definición de los objetivos de 
medios; (3) desarrollo e implementación de las estrategias de medios. En este 
sentido se propone usar una mezcla de estrategias que permitan entregar el 
mensaje en variados formatos. Dentro de este punto es importante considerar 
además la cobertura geográfica, la programación de las estrategias, el alcan-
ce y frecuencia de cada una de ellas y el presupuesto asignado al proyecto; 
y (4) evaluación y mejora. En este punto se debe evaluar la efectividad del 
plan de medios, para tomar las medidas correspondientes para su corrección.

De forma más concreta, se propone que en una primera instancia, esta 
campaña de difusión se centre en dos elementos centrales: (1) sensibilizar so-
bre la situación de las personas en situación de discapacidad en relación a la 
accesibilidad y habitabilidad de las viviendas, y (2) difusión del concepto de 
vivienda para todas las etapas de la vida, considerando los aspectos técnicos 
asociados.

Inicialmente los sectores objetivos a los que se orienta la campaña debe-
rían incluir a: (1) profesionales del sector de la construcción como arquitec-
tos, constructores civiles e ingenieros; (2) personas en situación de discapa-
cidad; (3) público general. Se propone que en una primera instancia se le dé 
mayor énfasis en la difusión al grupo de profesionales, pues de ellos surgen 
los diseños que luego son construidos tanto a nivel público como privado. En 
este sentido se propone complementar las mesas de inclusión realizadas por 
el Minvu a nivel interno, así como las futuras actividades con otras institucio-
nes como las Direcciones de Obras de las Municipalidades, con actividades 
específicas con el Instituto de la Construcción, la Cámara Chilena de la Cons-
trucción y los Colegios Profesionales, para llegar tanto a profesionales que 
trabajan en el ámbito público como privado. 
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En relación con la información a entregar, se propone desarrollar guías 
en al menos tres ámbitos: a) concepto de vivienda para todas las etapas de 
la vida, importancia y beneficios que pueden recibir las empresas inmobilia-
rias que se decidan a incorporar este tipo de directrices en sus proyectos, b) 
guías de apoyo para el diseño de viviendas para todas las etapas de la vida 
y c) guías de apoyo para la construcción o mejora de viviendas, siguiendo 
los principios de las viviendas para todas las etapas de la vida. Estas guías 
deberán contar con un lenguaje acorde a su público objetivo o se deberá 
considerar el desarrollo de dos versiones de cada guía, una con lenguaje 
técnico y otro para el usuario no especializado. Además, se recomienda que 
se incluyan fotografías y esquemas que favorezcan la comprensión de los 
requerimientos técnicos, para reducir errores de comunicación.

Junto a lo anterior se propone que toda la información asociada a dis-
capacidad, como guías, subsidios, normativa, entre otros, se encuentre dis-
ponible en el portal de Senadis, dado que es el lugar natural al que una 
persona se acerca a buscar información asociada a discapacidad. Ahí se 
pueden tener enlaces a otros ministerios o instituciones para quienes ne-
cesiten información más detallada sobre un tema específico. Este punto es 
altamente relevante, dado que el estudio mostró desconocimiento respecto 
al DS N° 49, tanto a nivel de usuarios como de algunas instituciones, por lo 
que se considera relevante que la información esté disponible de forma más 
directa. Complementando lo anterior, se considera necesario que la informa-
ción se encuentre no solo en formato digital, sino que también se encuentre 
en formato papel en municipalidades, juntas de vecinos, centros de salud 
familiar y otras organizaciones a las que las personas puedan acudir, así 
como en formato Braille o de audio, para quien lo requiera. Finalmente, se 
considera importante que la campaña incorpore breves cápsulas en radio y 
televisión que presenten esta temática a la ciudadanía. En cuanto a la televi-
sión, estas campañas podrían realizarse especialmente en horario matinal, 
para acceder a las dueñas de casa, y en horario de noticiarios centrales para 
llegar a una mayor cantidad de adultos.

c.	 Comentarios generales
En la actualidad los temas asociados a la accesibilidad y habitabilidad de 
viviendas para personas en situación de discapacidad no son de dominio 
público. Si bien hay organismos que tratan estos temas a nivel del espacio 
público, se ha avanzado muy poco en los espacios privados. Además, mucha 
de la información actualmente disponible sobre estos temas está relacionada 
con instrumentos de apoyo estatal al que no toda las personas pueden postu-
lar, por lo que en muchos casos la gente no sabe que esa información existe. 
El plan de difusión propuesto permitirá que tanto los prescriptores como la 
sociedad en su conjunto, y especialmente aquellos en situación de discapaci-
dad, puedan acceder a la información de manera fácil y directa, en variados 
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formatos adecuados a su conocimiento técnico, de forma de aumentar la cul-
tura del país en estas temáticas y no asociarla solo a un evento puntual como 
es la Teletón que se realiza periódicamente en el país.

Además, al difundir la importancia de las viviendas para todas las etapas 
de la vida, se espera influir en las decisiones de diseño de viviendas, así como 
en la valoración que la inclusión de estos conceptos pueda tener a nivel públi-
co y privado de las viviendas que los incorporen.

El costo de implementación de esta propuesta deberá ser considerado en 
el presupuesto de publicidad del Minvu, especialmente en relación con el 
desarrollo de las guías y la campaña de radio y televisión. En relación con 
las modificaciones a la página web de Senadis para que agrupe toda la infor-
mación relativa a los temas asociados a discapacidad, se tendría que evaluar 
si es necesario hacer adaptaciones a la página actual o solo incluir nueva 
información en su estructura actual. El punto más difícil de esta modificación 
es la recolección de la información y la articulación de las distintas entidades 
relacionadas, como los Ministerios de Vivienda y Urbanismo, de Desarrollo 
Social y de Salud, Servicio Nacional de Discapacidad y Servicio Nacional del 
Adulto Mayor. 

La aplicación de esta política permitiría iniciar un proceso de cambio 
cultural a nivel país, al darle la debida importancia a los temas relativos a la 
discapacidad y las viviendas para todas las etapas de la vida, los cuales son 
altamente reconocidos a nivel mundial. Lo anterior nos permitiría avanzar 
en el camino al desarrollo, dado que podríamos tener ciudades accesibles no 
solo a nivel público, sino que también en el espacio privado, que es donde las 
personas deben sentirse más a gusto y protegidas para lograr una vida plena, 
sin que el entorno genere barreras que se lo impidan.

4. Certificación de la accesibilidad y el diseño universal de las viviendas
En el contexto de este estudio, una certificación tiene varias aplicaciones de 
interés, entre ellas:

•	 Para fiscalizar y controlar aquellas viviendas públicas que se construyen 
para personas en situación de discapacidad, de modo que cumplan exhaus-
tivamente con la normativa vigente. 

•	 Para verificar que las modificaciones que se hagan a una vivienda con sub-
sidios especiales para este propósito cumplan correctamente con las nor-
mativas establecidas, asegurando de esta manera que el subsidio se ocupe 
efectivamente en aquello para lo cual se otorgó.

•	 Para verificar que cualquier vivienda cumpla con las características básicas 
que tomen en cuenta a las personas en situación de discapacidad actual y 
futura, tal como se propone en la propuesta anterior. Dichas características 
debieran estar normadas. 



141

Mejorando la accesibilidad y habitabilidad de la vivienda para personas en situación de discapacidad
| Ximena Ferrada | Alfredo Serpell | Claudia Valderrama | Claudia Alcayaga | Miriam Rubio

•	 Para verificar que las viviendas que se arrienden a personas en situación 
de discapacidad cuenten con las condiciones normadas o hagan las modi-
ficaciones requeridas para cumplir con la normativa vigente, lo cual podría 
transformarse en una ventaja de negocio para el arrendador. 

•	 Como un factor de negocio para proyectos inmobiliarios que tomen en 
consideración la incorporación de elementos razonables para la comodidad 
de las personas en situación de discapacidad y que esta oferta sea compro-
bada, incluyendo el concepto de la vivienda para todas las etapas de la vida. 
Esto podría ser un factor diferenciador en la oferta inmobiliaria.

En términos generales, para el desarrollo de un sistema de certificación 
de los requisitos para viviendas sociales y privadas, desde el punto de vista 
del cumplimiento de la normativa existente (y futura) que regula las condicio-
nes que deben cumplir estas viviendas para que sean aptas para personas en 
situación de discapacidad, se deberán lograr los siguientes objetivos técnicos:

1.	 En función de la normativa existente, generar las Bases de Certificación de 
los Requisitos de la Vivienda para personas en situación de discapacidad, 
que aseguren el cumplimiento de dichos requerimientos. Estas bases co-
rresponderían a la definición de los estándares mínimos que aseguren un 
buen desempeño de la vivienda para las personas en situación de discapa-
cidad. Toda vivienda debe cumplir este mínimo, partiendo por las viviendas 
sociales. Se podría plantear diferentes niveles de cumplimiento a partir de 
dicho mínimo en función de la oferta que se quiera entregar. Por ejemplo, 
desarrollos inmobiliarios que tengan como mercado objetivo a personas de 
mayor edad, podrían utilizar una oferta más completa y superior a los re-
quisitos mínimos. En este sentido se podría tomar la interesante experiencia 
australiana que incorpora tres categorías de desempeño de las viviendas: 
plata, oro y platino (National Disability Services, 2014). Tal como se plantea 
en esta publicación, a través de cumplir con los requerimientos para perso-
nas con discapacidad, las viviendas serán más fáciles de acceder, más segu-
ras para moverse en ellas, más capaces de una adaptación fácil y económica 
diseñada para anticipar de mejor forma y responder a las necesidades y 
capacidades cambiantes de las personas que viven en las casas. 

2.	 Desarrollar el proceso de certificación propiamente tal, el que incluiría dos 
etapas fundamentales: la revisión del diseño para verificar que este cumpla 
con los requisitos establecidos para la vivienda para personas en situación de 
discapacidad y la revisión de la construcción de modo de verificar que estos 
requisitos sean materializados en la forma correcta. Lo anterior tanto para 
viviendas nuevas como para viviendas existentes que sean modificadas.

La certificación que aquí se plantea permitiría asegurar que se cumplan 
los requisitos establecidos para las viviendas destinadas a personas en situa-
ción de discapacidad ya sean nuevas o modificadas, generando un estándar 
con diferentes alcances, comenzando con los requisitos mínimos que toda 
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vivienda debiera cumplir en el caso del concepto de vivienda para todas las 
etapas de la vida. Se podría desarrollar, además, una oferta certificada de 
viviendas para personas en situación de discapacidad, que se transformara 
en un factor de comercialización de estas viviendas. Adicionalmente, como 
política pública se podría buscar algún tipo de mecanismo para incentivar la 
incorporación de los requisitos para la discapacidad por medio de esta cer-
tificación, de modo que se masifique para el beneficio de una sociedad que 
está envejeciendo. 

Al igual que las experiencias internacionales, el costo de la certificación 
debiera ser asumido por el/los interesado/s o por la autoridad pública en el 
caso de los sectores más vulnerables. El desarrollo del sistema de certificación 
podría ser financiado con fondos de investigación gubernamentales que bus-
can generar beneficios para la sociedad, tales como los programas de bienes 
públicos de Corfo. Se considera que quienes deberían liderar una iniciativa 
de este tipo son el Minvu y Senadis, dado que incluyen aspectos relativos 
a la edificación propiamente tal, así como a las necesidades de las personas 
en situación de discapacidad, respectivamente. De esta forma, el sistema de 
certificación se podría transformar en un estándar nacional, tanto en relación 
con los requisitos mínimos exigidos, así como a aquellos que se incorporen 
en una oferta específica. La idea es que este sistema pueda ser aplicado por 
cualquier institución que esté debidamente acreditada a nivel nacional, en 
certificación de calidad o similar. De la misma forma se podría trabajar en el 
reconocimiento por parte del Estado, específicamente el Minvu, de “buenas 
acciones” que realicen las inmobiliarias en sus proyectos habitacionales, para 
disminuir las barreras arquitectónicas y dar accesibilidad universal a todas 
las personas que presenten cualquier tipo de discapacidad. Otra alternativa 
sería otorgar un sello de “vivienda para todas las etapas de la vida” o similar, a 
aquellas viviendas que cumplan con ciertas condiciones mínimas al respecto. 

Conclusiones
El análisis realizado en torno al tema de la discapacidad en Chile permitió 
evidenciar que en los últimos 20 años se ha avanzado de forma importante 
a nivel país en estos temas. En este sentido, tanto el Ministerio de Vivienda 
y Urbanismo como otras instituciones, como Chile Accesible o la Fundación 
Teletón, han puesto sobre la mesa temas relevantes como la accesibilidad y el 
diseño universal, donde se han logrado importantes avances especialmente 
en relación con los espacios públicos.

En el sector vivienda se ha avanzado, lo que se demuestra en la futura 
modificación de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones que 
incluirá requerimientos mínimos obligatorios a cumplir para programas ha-
bitacionales del Minvu. Sin embargo, aún queda un amplio campo de mejora 
a nivel de los proyectos privados. En este sentido cobra importancia realizar 
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estudios asociados al costo/ahorro de incorporar elementos accesibles en 
una vivienda desde la etapa de diseño, con el objeto de fomentar que estos 
conceptos sean incorporados en cada nuevo proyecto en desarrollo.

Un elemento importante que actúa como un impulsor es la difusión de 
estos temas en la sociedad, dado que hay que recordar que tener un país 
accesible no solo es responsabilidad del Estado, sino que de la sociedad en su 
conjunto. Por esto es necesario sensibilizar y mostrar la relevancia de estos 
temas, para que en el largo plazo se pueda generar un real cambio cultural en 
el país. En relación con este tema, se considera que la inclusión del concepto 
de “viviendas para todas las etapas de la vida” en el ámbito de diseño y cons-
trucción puede aportar en la identificación de elementos simples que, al ser 
incluidos en el diseño, pueden ayudar a que los habitantes de una vivienda 
tengan una mejor calidad de vida.

Junto a lo anterior, se reconoce en este estudio que dada la imposibilidad 
de acceder a beneficiarios con el subsidio complementario por discapacidad, 
no se pudo completar el análisis respecto a la efectividad del DS N° 49. En 
este sentido, se considera que un mejor manejo de la información a nivel del 
sistema público, y por sobre todo la integración de esta información entre 
diferentes servicios, sería una herramienta de gran apoyo para facilitar mu-
chos trámites y análisis, pero especialmente para estudiar el impacto real de 
diferentes programas, como el DS N° 49, y recibir retroalimentación de los 
beneficiarios.

Claramente, el estudio presentado en este artículo plantea distintas líneas 
de acción orientadas en las cuatro propuestas de políticas públicas aquí desa-
rrolladas y abre las puertas a nuevas investigaciones que permitan profundi-
zar más en estas temáticas. Consideramos importante evaluar la posibilidad 
de adaptar el Sello Chile Inclusivo, en su ítem Accesibilidad Universal, a 
viviendas, como una base para el desarrollo de una certificación de accesibi-
lidad y diseño universal. Por otra parte, se considera importante evaluar la 
conformación de un centro de estudio multidisciplinario que estudie temas 
relacionados a la accesibilidad y diseño universal y que proponga innovacio-
nes técnicas de menor costo, articulando esfuerzos de la academia con el sec-
tor público y privado en estos temas. Junto a lo anterior, es importante que se 
realicen capacitaciones para diseñadores y fiscalizadores de obras en temáti-
cas relativas a accesibilidad y diseño universal y requerimientos obligatorios 
que se necesitan en las construcciones nuevas llevadas a cabo por el Estado. 
Finalmente, es importante estudiar cómo incluir temáticas relativas a accesi-
bilidad y diseño universal en las mallas curriculares de carreras tales como 
arquitectura, construcción civil, ingeniería, diseño, entre otras, con el fin de 
crear profesionales con conocimiento y sensibilización en esta área, que les 
permita enfrentar estos desafíos y proponer soluciones aplicables para me-
jorar las condiciones de vida de las personas en situación de discapacidad.
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ANEXO

Tabla 1. 	R esumen comparación de requerimientos entre países 

Recinto Elemento Chile Bélgica Australia España Canadá EE.UU.

Estar- 
Come-
dor

Área de 
giro silla de 
ruedas 

mín. 150 cm = > = = >

Circulación 
libre

mín. 90 cm > > = >

Ancho 
libre puerta 
acceso

mín. 80 cm > > > > >

Pavimento n.a. n.a.
material 
antidesli-
zante

alfombra fija 
con red anti-
deslizante

n.a. n.a.

Cocina

Espacio 
libre frente 
a mobiliario

90 cm > > n.a. > >

Altura 
libre de 
mobiliario

70 cm 85 n.a. = n.a. =

Termina-
ciones de 
muebles

 bordes 
redondeados

lisa que 
permitan 
pegar 
ventosas

n.a.

redondeadas 
y de colores 
que faciliten 
localización

n.a. n.a.

Tipo de 
pavimento

piso antidesli-
zante

piso anti-
deslizante

piso anti-
deslizante

n.a. n.a. n.a.

Baño

Altura 
cubierta 
lavamanos

80 cm 90 cm n.a. < < >

Espacio 
libre bajo 
cubierta 
lavamanos

70 cm = n.a. =
25 a 
50 cm

48 cm

Grifería

Para 20 UF - 
monomando
para 80 UF 
- palanca o 
presión

tipo cuello 
de cisne

n.a.
a presión o de 
palanca

n.a.
monoco-
mando

área de uso 
lavamanos

entre 70 y 
80 cm

60*60 cm
76 x 121 
cm

Espacio 
transferen-
cia lateral 
inodoro

120*80 cm > n.a. =>75 cm n.a. 107 cm

TABLA 1 continúa en página siguiente 



147

Mejorando la accesibilidad y habitabilidad de la vivienda para personas en situación de discapacidad
| Ximena Ferrada | Alfredo Serpell | Claudia Valderrama | Claudia Alcayaga | Miriam Rubio

Recinto Elemento Chile Bélgica Australia España Canadá Usa

Baño

Altura 
inodoro

46 a 48 cm > = 45-47 cm n.a. 38 cm

Altura 
estanque

75 cm
entre 80 y 
110 cm

Espacio 
transferen-
cia lateral 
ducha

120*80 cm > > n.a. > >

Dimen-
siones 
receptáculo 
ducha

90*120 cm no hay > 135*135 cm
90*
150 cm

91*122 cm

Desnivel 
receptáculo 
ducha

0,5 cm 
ingreso, 2% 
pendiente

pendien-
te 2% 
máximo

n.a.
pendiente 2% 
máximo

n.a.
0 cm 
ingreso 
máx. 5%

Pavimento 
material anti-
deslizante

material 
antidesli-
zante

material 
antidesli-
zante

n.a. n.a. n.a.

Barra apo-
yo inodoro

largo mín. 90 
cm y altura 
75 cm desde 
NPT

2 barras 
largo 90 
cm y altura 
80 cm

n.a.
abatibles a 
70-75 cm 
altura

n.a.

largo entre 
61-106 cm 
y altura 76 
desde el 
NPT

Barras 
apoyo en 
ducha 

-de 90 de lar-
go, horizontal 
y entre 85 
y 90 cm de 
altura 
-de 60 cm de 
largo, coloca-
ción horizontal 
o vertical y a 
altura según 
necesidad

2 barras 
de apoyo 
de 90 cm 
de largo y 
altura 80 
cm

n.a. n.a.

2 altura 
a 75 cm 
desde el 
NPT

largo 61 
cm, altura 
de 84 a 
91 cm de 
altura, 
horizontal 
o vertical 
según 
necesidad

Silla 
abatible

n.a. sÍ n.a. sÍ sÍ sÍ

Escale-
ras

Huella mínima 28 cm
2H+G H60-
64cm y 
G18-25cm

n.a.

 dimensiones 
de huella 
y contra-
huella debe 
cumplir 62 
≤2CH+H≤64 
cm

n.a. n.a.

Contrahue-
lla cerrada

15-18 cm SÍ n.a. n.a. n.a.

Pasamano 
doble altura a 
95 y 70 cm de 
altura

a 90 cm de 
altura

continuo 
en ambos 
lados

n.a. n.a. n.a.

Ancho libre 
útil peldaño

90 cm = > > n.a. n.a.

TABLA 1 continúa en página siguiente 
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Recinto Elemento Chile Bélgica Australia España Canadá EE.UU

Dormi-
torio

Espacio 
circulación

60-90-150 cm 
según puerta 
de acceso

90 cm > n.a.

100 a 120 
cm según 
puerta de 
acceso

n.a.

Acceso

Superficie
pavimento 
antideslizante

pavimento 
antidesli-
zante que 
no cambie 
con con-
diciones 
climáticas

pavimento 
antidesli-
zante

n.a. n.a. n.a.

Ancho mín. 90 cm 85-95 = n.a. > n.a.

Puertas 
interiores

90 cm < > = = >

Rampa
Finalización 
recorrido

plana, sin 
pendiente

sin resaltes
área de 
150*150 
cm

n.a. n.a. n.a.

Confort

Visual n.a.
vistas al 
exterior

ventanas 
a 100 cm 
sobre NPT

n.a. n.a.

instalar 
comandas 
mecáni-
cas para 
termostato, 
luces, ven-
tilación y 
calefacción

Lumínico n.a. n.a. n.a.

lectura 
cómoda en 
dormitorios y 
salas de estar

n.a.

Acce-
so a 
dispo-
sitivos

Interrup-
tores

altura mín. 40 
cm y máx. de 
120 cm

altura entre 
80-110 cm

altura 
entre 90-
110 cm

n.a.
altura 
máx. 120 
cm

altura máx. 
122 cm

Mecanis-
mos de 
apertura

altura 95 cm 
- de palanca o 
presión y 95 
cm de altura

80 y 110 
cm

n.a. 85 y 110 cm n.a.
altura 122 
cm

Enchufes
altura mín. 40 
cm y máx. de 
120 cm

80-110
a 30 cm 
sobre NPT

n.a. 45 cm
a 38 cm 
sobre NPT

Pasi-
llos

Ancho min 90 cm 85 cm 120 cm n.a. 80 cm 101 cm

Fuente: elaboración propia en base a resultados de comparación internacional.
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Resumen
La contaminación atmosférica es un problema de gravedad en Chile. Jun-
to a los problemas ambientales y a la salud, las zonas saturadas o latentes 
muestran crecientes niveles de conflictividad por la vulneración de sus de-
rechos y entornos. Los mecanismos participativos de los recientes Planes de 
Descontaminación Atmosférica (PDA), 60 días de consulta ciudadana y los 
Comités de Recuperación Ambiental y Social han mostrado ser insuficientes 
e irrelevantes para las comunidades. En parte, hipotetizamos, porque estas 
no solo exigen más participación, sino que un tipo de involucramiento donde 
la capacidad experta esté más equilibradamente distribuida.

La presente propuesta pretende aportar al enriquecimiento y mejora-
miento de la participación ciudadana en los problemas de contaminación 
atmosférica del país. Enmarcada en el concepto de ciencia ciudadana, nuestra 
propuesta consiste en el diseño y la publicación de Guías de Ciencia Ciuda-
dana para los Planes de Descontaminación (Gccpd). Las Gccpd tienen por 
objetivo fomentar que las comunidades se interesen en producir su propia in-
formación científica y así involucrarse de forma más técnica en los Planes de 
Descontaminación Atmosférica. El objetivo no es reemplazar la información 
generada por expertos según estándares internacionales, sino permitir a los 
ciudadanos integrarse de otro modo en la toma de decisiones y así enriquecer 
las soluciones técnicas y científicas de los problemas convocantes. 

1	 Agradecemos muy sinceramente a los ayudantes de investigación de este proyecto, Constanza 
González (Facultad de Agronomía e Ingeniería Forestal) y Daniel Valenzuela (Instituto de Socio-
logía), por su invaluable trabajo y apoyo.
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Tomando Puchuncaví como caso de estudio, en el presente documento 
especificamos la estructura, el funcionamiento, la definición y gestión de con-
tenidos y la estimación de costos de implementación de las Gccpd. Esperamos 
que, más allá de su implementación, nuestra propuesta pueda abrir un debate 
dentro del Estado, las empresas y la academia sobre qué significa hacer par-
ticipación ciudadana democrática e inclusiva en el siglo XXI. 

In fact, it is likely that many of the [disease] clusters noticed by 
laypeople are valid observations. Rather than the problem being 
people’s overestimates based on proximity and familiarity, 
perhaps it is that science simply has not yet seen the clusters 
identified by laypeople and has not figured out appropriate 
methods to quantify hazards, exposures, and clusters. Indeed, 
there is growing evidence that laypeople are correct.

– Phil Brown, Toxic Exposures (2007, p. 5). 

Dado que el derecho a veces se muestra insuficiente debido a la 
corrupción, se requiere una decisión política presionada por la 
población. La sociedad, a través de organismos no gubernamen-
tales y asociaciones intermedias, debe obligar a los gobiernos a 
desarrollar normativas, procedimientos y controles más riguro-
sos. Si los ciudadanos no controlan al poder político –nacional, 
regional y municipal–, tampoco es posible un control de los 
daños ambientales.

– S.S. Francisco, Laudato Si, (2015, p. 138).

Antecedentes
La contaminación atmosférica es un problema crítico. En el año 2013 la 
Agencia Internacional para la Investigación del Cáncer de la Organización 
Mundial de la Salud incluyó a la contaminación atmosférica en su lista de 
cancerígenos conocidos. En Chile, por su parte, se estima que al menos diez 
millones de personas están expuestas a una concentración promedio anual de 
material particulado menor de 2,5 micrones (PM2,5) superior a 20 microgra-
mos por metro cúbico y que más de 4.000 personas mueren prematuramente 
al año por enfermedades cardiopulmonares asociadas a la exposición crónica 
de este material particulado. Estudios realizados en Santiago y en Temuco 
han confirmado que por cada 50 μg m3 de elevación de los niveles de PM10 
cada 24 horas, se produce en promedio un aumento del 3% de la mortalidad 
general. Estos estudios también han detectado que el aumento del mate-
rial particulado menor de 10 micrones (PM10) se asocia a un aumento de la 
mortalidad respiratoria y cardiovascular en la tercera edad. Otros estudios 
nacionales han encontrado que un incremento de la concentración de PM2,5 
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por encima de 70 μg m3 propicia el aumento de consultas por neumonías 
infantiles (Díaz-Robles et al, 2011; Oyarzún, 2010). 

A pesar de las regulaciones introducidas desde los años setenta, el proble-
ma de la contaminación atmosférica en Chile está lejos de ser resuelto. Por el 
contrario, el incremento del parque vehicular, los procesos de urbanización 
acelerada, el boom minero y la multiplicación de centrales termoeléctricas 
no solo han agravado la concentración de algunas sustancias contaminantes 
como el material particulado (PM) de 2,5 y 10 micrones, y el dióxido de 
azufre (SO2), sino que además han extendido el problema fuera de Santiago 
(Díaz-Robles et al, 2011). Áreas urbanas como Antofagasta, Quinteros, Ran-
cagua, Concepción y Temuco están al día de hoy catalogadas como saturadas 
(Díaz-Robles et al, 2011), sin contar la diversidad de cuencas, valles y locali-
dades menores que acogen actividades industriales, mineras o energéticas y 
que no son parte del monitoreo atmosférico oficial. 

En el año 2014 el Ministerio del Medio Ambiente lanzó los Planes de Des-
contaminación Atmosférica (PDA) con el objetivo de reducir efectivamente 
las emisiones en las 14 zonas declaradas como saturadas o latentes (Minis-
terio del Medio Ambiente, 2014). Asimismo, los PDA tienen por objetivo en-
frentar un desafío emergente que las instancias gubernamentales no habían 
colocado en la agenda técnica y política: la creciente conflictividad con las 
comunidades en zonas saturadas por la inefectividad de las medidas y la falta 
de participación ciudadana. 

En efecto, y tal como lo han mostrado los casos de Puchuncaví, Quintero, 
Huasco y Freirina, entre otros, la contaminación ha sido objeto de fuertes 
controversias ciudadanas. Junto con la judicialización, estos conflictos vienen 
acompañados de desconfianzas generalizadas y procesos de malestar sisté-
mico. La figura de las “zonas de sacrificio” es usualmente invocada para dar 
cuenta de la situación que viven muchas comunidades: territorios que han 
sido sacrificados por un Estado que ha priorizado la búsqueda de desarrollo 
económico como motor del bienestar por sobre las condiciones de vida de las 
comunidades afectadas. La contaminación atmosférica producto de centrales 
termoeléctricas o industrias contaminantes aparece en este contexto tanto 
como la representación última y como el efecto final de este modelo de de-
sarrollo. Se le suma a esta situación la dramática ausencia de instancias de 
participación directa y significativa. Es decir, junto con ver vulnerados sus 
derechos y entornos, las comunidades se ven marginadas del proceso demo-
crático de toma de decisiones. 

El Ministerio del Medio Ambiente, a través de los PDA, busca satisfacer 
este malestar comunitario. Sin embargo, lo que considera como participación 
ciudadana es solo una consulta ciudadana de 60 días. Adicionalmente, el 
ministerio ha apoyado la creación de los Comités de Recuperación Ambiental 
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y Social (CRAS) como espacio participativo. El resultado no ha sido, lamenta-
blemente, el esperado. Los CRAS de Puchuncaví y Quintero, por ejemplo, han 
sido difíciles de implementar y para muchos colectivos se trata de instancias 
escasamente participativas. La situación en Huasco es similar. Los colectivos 
ciudadanos llevan una década movilizándose en contra de la contaminación 
producida por varios complejos industriales y termoeléctricos –como Pascua 
Lama, Punta Alcalde y Agrosuper– y los CRAS no han logrado satisfacer la 
demanda por inclusión de la zona. En mayo de 2014, cuando el ministro Ba-
denier lanzaba el PDA para Huasco, Andrea Cisternas, parte del Movimiento 
Socioambiental del Valle del Huasco y miembro de la Asamblea de Freirina, 
declaraba enfática que “el Gobierno tiene que abrir diálogo con el Valle del 
Huasco [si quieren] demostrar que ellos realmente quieren hacer bien las 
cosas [dado que] el Gobierno ya perdió las confianzas con las comunidades” 
(Pérez, 2014). Por su parte, Juan Carlos Labrín, coordinador de la agrupación 
Huasco SOS, no solo criticaba en duros términos la falta de participación en 
el proceso general, sino que también apuntaba a situaciones específicas. De-
claraba, por ejemplo, que “se ha programado una reunión en una hora donde 
la población que es la más afectada por las enfermedades de la contamina-
ción no puede acceder” (Pérez, 2014), relevando la gravedad del problema.

Los casos de Puchuncaví y Huasco muestran que la participación ciu-
dadana se ha convertido en un elemento clave para las políticas públicas 
de descontaminación, pero muestran también un elemento adicional que las 
autoridades y empresas aún no reconocen del todo. A la hora de estructurar 
sus demandas y de plantear la urgencia de más y mejor participación, las 
comunidades y los grupos organizados movilizan con creciente intensidad ar-
gumentos técnico-científicos. La figura del grupo ciudadano que no articula 
más argumento que el eventual perjuicio utilitarista sin ninguna capacidad 
(ni voluntad) de sustentar su posición con evidencia ha perdido fuerza. Por 
el contrario, lo que comienza a emerger en los conflictos ambientales son 
colectivos y ciudadanos capaces de recopilar, entender, sistematizar e incluso 
producir información regulatoria, legal y técnica (Tironi, 2014). Una revisión 
de los sitios web de las organizaciones ciudadanas de Puchuncaví, Huasco o 
Freirina2 muestra el esfuerzo que han realizado consolidando documentos 
públicos, publicaciones científicas e información de prensa, y su capacidad 
para sustentar sus argumentos en dicha información. La existencia de repo-
sitorios abiertos y la ley de transparencia ha sido clave en este giro, así como 
las alianzas que los grupos ciudadanos establecen con ONG, universidades u 
otros organismos técnicos en la búsqueda de soluciones. Lo concreto es que 
las pugnas socioambientales ya no se estructuran en torno a técnicos, cientí-
ficos y reguladores, por un lado, y ciudadanos técnicamente desinformados 

2	 Ver por ejemplo http://freirinaconciente.blogspot.cl/,  http://consejoecologicovregion.blogspot.cl/ 
o http://migranito.cl 
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y sin más recursos que sus apreciaciones idiosincráticas por el otro, sino que 
alrededor de actores que movilizan distintos grados de experticias sobre el 
problema en cuestión (Tironi, 2014). En otras palabras, el desafío de los PDA 
no es solo involucrar a la ciudadanía en el proceso, sino pensar mecanismos 
de participación que den cuenta de la nueva naturaleza técnica de los colec-
tivos ciudadanos y de la ciudadanía en general.

El proyecto que se presenta en este capítulo intenta proponer mecanismos 
de participación ciudadana dentro de los PDA que arranquen precisamente 
de esta constatación: del hecho de que la ciudadanía no solo exige más par-
ticipación, sino que un tipo de involucramiento donde la capacidad experta 
esté más equilibradamente distribuida. Tomándonos de la noción de ciencia 
ciudadana (Bonney et al, 2009; Bonney et al, 2014; Brown, 2007), nuestra 
apuesta es que un proceso efectivamente democrático y exitoso de partici-
pación dependerá de su capacidad y voluntad para reubicar a la figura del 
ciudadano, sacándolo del campo de las percepciones, opiniones y emociones, 
e instalándolo en el de la experticia técnica y científica. Como veremos en lo 
que sigue, no se trata de eliminar los conocimientos de los múltiples profe-
sionales involucrados desde el Estado o el mundo privado, ni deslegitimar los 
protocolos científicos que siguen los agentes regulatorios para validar normas 
y monitoreos, sino de crear un espacio de decisión en el que se le otorgue a 
los ciudadanos un valor político que vaya más allá de entregar retroalimen-
tación emocional una vez que las decisiones técnicas han sido tomadas. Este 
giro no es fácil, ni por el lado regulatorio (las instancias de participación 
ciudadana no están aún preparadas para este salto) ni por el ciudadano. En 
efecto, y también como mostraremos más adelante, este giro hacia la ciencia 
ciudadana implica extender la capacidad técnica mostrada por los colectivos 
ciudadanos a la ciudadanía en general. Puesto de otro modo, implica contar 
con una ciudadanía que no solo se interese técnicamente en los problemas 
medioambientales que le aquejan, sino también que se convenza de que una 
exploración técnica de este valdrá la pena. Y este convencimiento, como ve-
remos, no está siempre presente.

Tomando como caso piloto a Puchuncaví, en este capítulo desarrollamos 
lo que hemos llamado Guía de Ciencia Ciudadana para los Planes de Descon-
taminación (Gccpd). Esta guía es un espacio web donde el público general 
puede encontrar información regulatoria explicada en términos sencillos y 
una serie de tutoriales para realizar experimentos científicos de bajo costo 
para el monitoreo atmosférico y ambiental. Nuestra propuesta es que cada 
PDA tenga una Gccpd ajustada a la realidad de la zona saturada en cuestión 
y vinculada al proceso del plan. La guía tendrá un formato web, dependerá 
de la Seremi del Medio Ambiente correspondiente y será preparada por un 
comité consultivo local. La apuesta es sencilla, pero significativa: se trata 
de crear un nuevo espacio de interacción técnica donde ciudadanos, regula-
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dores, científicos y profesionales puedan coaprender, enriquecer la toma de 
decisiones y expandir la naturaleza democrática de esta.

En la próxima sección anclamos nuestra propuesta en la literatura sobre 
ciencia ciudadana, participación y conflictos ambientales. Luego, en la tercera 
sección, resumimos brevemente el trabajo empírico realizado en Puchuncaví 
que sustenta la propuesta que detallamos en la cuarta sección. En esta des-
cribimos, tanto a nivel de contenido como en relación a su diseño, ejecución y 
gestión, la Guía de Ciencia Ciudadana para los Planes de Descontaminación. 
Por último, dibujamos algunas conclusiones de política pública relevantes.

1.	 Ciencia ciudadana
El concepto de ciencia ciudadana se define como proyectos científicos reali-
zados por el público general, ya sea con la colaboración o bajo la dirección 
de profesionales o instituciones ligadas a la esfera científica (Bonney et al, 
2009; Bonney et al, 2014; Brown, 2007). La participación del público en este 
tipo de iniciativas varía, puede ir desde la elección del objeto de estudio o 
elaboración de hipótesis hasta el diseño de estrategia de recolección de datos, 
análisis o redacción y difusión de las conclusiones (Bonney et al, 2009). En 
términos del grado de involucramiento y control de los participantes en un 
proyecto de investigación, este puede ser de contribución (personas recolec-
tan datos, pero el proyecto es diseñado y guiado por científicos), de colabora-
ción (los proyectos son diseñados por los científicos, pero los miembros de la 
comunidad pueden, además de recolectar datos, analizarlos y participar en 
las posibles modificaciones), o cocreación (proyectos diseñados conjuntamen-
te entre los científicos y miembros del público donde miembros de la comuni-
dad se encuentran inmersos en todas las fases del proceso de investigación) 
(Bonney et al, 2009). 

Lo fundamental de la ciencia ciudadana es el giro político y epistemológi-
co que conlleva. Como plantea Alan Irwin, el concepto de ciencia ciudadana 
“evoca una ciencia que ayuda a las necesidades y preocupaciones de los ciu-
dadanos (…). Al mismo tiempo, “Ciencia Ciudadana” implica una forma de 
ciencia desarrollada y promulgada por los propios ciudadanos” (Irwin, 1995, 
p. 9). La noción de ciencia ciudadana es, por tanto, clave para expandir y en-
riquecer los espacios de participación. Desde su perspectiva, la participación 
ya no puede ser un lugar de encuentro entre expertos y no expertos (Tironi, 
2013), sino una plataforma donde la experticia es resignificada y redistri-
buida. Esto, a su vez, conlleva una serie de beneficios políticos que son de 
especial interés en contextos como el chileno donde la participación es escasa 
y frágil (Tironi et al, 2011). 
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1.1	 ¿Quién hace ciencia y para qué? Las bases conceptuales de la  
ciencia ciudadana

Antes de reseñar las contribuciones de la ciencia ciudadana en el diseño de 
políticas y metodologías participativas, es importante situarla en un contexto 
conceptual ampliado. Enmarcada en una crítica al modo en que las socie-
dades contemporáneas han articulado ciencia y política (Jasanoff, 2010), la 
idea de la ciencia ciudadana emerge de una pregunta que ha preocupado a 
la sociología de la ciencia hace varias décadas: cómo actores sin preparación 
formal ni científica logran intervenir en arenas técnicas.

La respuesta a esta pregunta ha seguido, a grandes rasgos, dos líneas 
teóricas. La primera se ha enfocado en la capacidad de colectivos ciudadanos 
para validar, en contextos de conflictos, saberes tradicionales o experiencia-
les distintos al tecnocientífico (Wynne, 1991). Lo que se resalta desde esta 
perspectiva es la conformación de arreglos institucionales que privilegian 
el conocimiento positivo, universalista y cuantitativo, sin la capacidad –ni 
voluntad– para reconocer otras formas de conocimiento formal a la hora de 
entender y normar los problemas sociotécnicos. 

La segunda línea también critica la gestión tecnocrática de los conflictos, 
pero desde el argumento inverso: el problema está en la exclusión de los ciu-
dadanos de la producción de conocimiento científico (Barry, 2001; Callon y 
Rabeharisoa, 2008; Epstein, 1995; Murphy, 2012). Lo que dejarían ver los 
conflictos medioambientales o las actividades participativas que les siguen 
es la demarcación unilateral de quién está capacitado para crear y movilizar 
conocimiento científico (expertos) y quién no (la “señora Juanita”), con la 
consiguiente naturalización de los ciudadanos como actores condenados a 
producir argumentos no científicos (Tironi, 2014). Desde esta perspectiva, 
por tanto, el problema no estriba en la insensibilidad institucional para aco-
ger el sentir y pensar de la “señora Juanita”, sino en la exclusión de esta como 
productora científica. 

Los estudios sociales de la ciencia y tecnología han problematizado esta 
exclusión. Se ha sugerido que tal como la práctica científica está poblada de 
intuiciones, creencias y amateurismos (Latour y Woolgar, 1979), los legos a 
menudo utilizan argumentos técnicos y conocimientos científicos, sobre todo 
cuando participan en controversias sociotécnicas complejas. En estas situa-
ciones los colectivos ciudadanos no solo alinean sus estilos argumentativos a 
los marcos epistémicos de las instituciones o actores que denuncian (Hanni-
gan, 2006), sino que además pueden participar en la producción y difusión 
de evidencia técnica. Un caso paradigmático es el papel desempeñado por 
las organizaciones de pacientes en la investigación médica, por ejemplo, en 
relación con el virus VIH (Epstein, 1995) o la distrofia muscular en Francia 
(Callon y Rabeharisoa, 2008). A través de una serie de prácticas –acciones 
de lobby, ejecución de investigaciones independientes, alianzas con grupos 
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científicos, gestión de prensa– los pacientes, en lugar de jugar el papel de 
objetos de la investigación científica, se convirtieron en coproductores acti-
vos de los distintos tratamientos desarrollados. El auge de medios digitales, 
la cultura open source y de las nuevas tecnologías “hazlo tú mismo” de bajo 
costo no harían más que intensificar y multiplicar estas lógicas de coproduc-
ción (Corsín-Jiménez, 2014; Gabrys, 2014; Nold et al, 2011). Nociones como 
epidemiología popular (Brown, 1991), evidence-based activism (Brown, 2007; 
Rabeharisoa et al, 2014), modos de tecnificación (Tironi, 2014) o construc-
ción colectiva de conocimiento (Sannazzaro, 2014) apuntan precisamente a 
abordar la participación ciudadana y los conflictos que la suscitan desde la 
labor de los grupos ciudadanos diseñando, conduciendo, gestionando y eva-
luando el conocimiento científico. Estas formas de cooperación se convierten 
en espacios de especulación política donde activistas, investigadores, artistas 
y ciudadanos comunes traen sus conocimientos y metodologías para encon-
trar nuevas formas de problematización y demostración. 

1.2	 Impactos de la ciencia ciudadana
En los últimos años los proyectos de ciencia ciudadana han aumentado 
tanto en Canadá como en Estados Unidos (Fernández-Giménez et al, 2008; 
Whitelaw et al, 2003). Esto se debe, a grandes rasgos, a las siguientes ra-
zones: 

•	 Reducción de la capacidad del gobierno de monitorear ecosistemas especí-
ficos.

•	 Emergencia de problemas medioambientales complejos.

•	 Necesidad de involucrar a actores ciudadanos. 

•	 Crecimiento de la preocupación de parte de los ciudadanos sobre la protec-
ción del entorno en el que habitan. 

Los impactos de los proyectos de ciencia ciudadana son múltiples y han 
considerado diversas dimensiones. Bonney et al (2009) destacan los logros 
científicos y los relacionados a los aprendizajes de la ciudadanía. Con res-
pecto a los segundos, tres elementos son destacables. Primero, los proyectos 
de ciencia ciudadana incrementan el entendimiento que poseen sus partici-
pantes sobre temas científicos. Según Bonney et al (2009), los participantes 
demuestran alcanzar una mejor actitud e interés hacia las actividades científi-
cas y mejoran sus habilidades científicas. O, siguiendo las líneas conceptuales 
esbozadas anteriormente, la ciencia ciudadana permite problematizar de ma-
nera efectiva las demarcaciones epistemológicas que separan a ciudadanos 
y científicos.

En segundo lugar, la ciencia ciudadana permite que sus participantes se 
involucren de manera más activa en los problemas medioambientales que les 
aquejan. Específicamente, incrementa la sensibilidad hacia la conservación y 
el cuidado ecológico (Briggs, 2013) y, por último, los proyectos de ciencia ciu-
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dadana facilitan la conformación de conexiones entre los involucrados y las 
instituciones locales, regionales e internacionales. La capacidad de producir 
sus propios datos científicos otorga a los participantes una mayor capacidad 
para posicionar sus problemas en las agendas de las autoridades (Briggs, 2013). 
Brown (2007) muestra que estas experiencias incluso pueden transformar pro-
tocolos epidemiológicos establecidos y redefinir el modo en que los aparatos 
médicos catalogan afecciones y establecen medidas para su regulación.

1.3	 Ciencia ciudadana y monitoreo atmosférico
La contaminación atmosférica ha sido uno de los objetos favoritos de la cien-
cia ciudadana. Para efectos de nuestra propuesta hay dos modalidades de 
proyectos ciudadanos de monitoreo especialmente interesantes. La primera 
es la bioindicación y el biomonitoreo, o el uso de especies vegetales para de-
terminar contaminación atmosférica de ciertos contaminantes. 

El biomonitoreo, en un sentido general, es definido como el uso de organis-
mos biológicos para la obtención de información (cuantitativa) de ciertas ca-
racterísticas de la biosfera (Markert et al, 2003). Estos organismos utilizados 
corresponden a los bioindicadores. Si bien el uso de plantas para determinar 
los efectos por contaminación ambiental ha existido por siglos, su uso como 
indicadores de la exposición a ciertos contaminantes, ya sea a través de la 
atmósfera o a través del suelo, ha sido más reciente (Neil, 2012). En el ámbito 
de la ciencia ciudadana el uso de biosensores es aún escaso, pero con inte-
resantes resultados. Uno de los ejemplos más relevantes son las experiencias 
dirigidas por científicos italianos que consistieron en involucrar a estudiantes 
de educación primaria y secundaria de distintas escuelas en Italia central en 
un ejercicio de biomonitoreo de ozono troposférico mediante el empleo de 
plántulas de Nicotiana tabacum (tabaco) de dos variedades, Bel-W3 (muy 
sensible a la presencia de ozono) y Bel-B (resistente al ozono) (Lorenzini y 
Nali, 2004; Nali et al, 2004; Nali y Lorenzini, 2007; Pellegrini et al, 2014). 
El experimento incluyó la entrega de material didáctico y una preparación 
científica previa con los participantes para diferenciar entre el ozono estra-
tosférico (ozono “bueno”) y ozono troposférico (ozono “malo”). Más allá de los 
detalles de la experiencia3, el ejercicio demostró de forma válida y accesible 

3	 Los estudios consistieron en un mini kit de bioensayo, que utiliza plántulas de Nicotiana tabacum 
de las variedades Bel-W3 (muy sensible a la presencia de ozono) y Bel-B (especie control, resis-
tente al ozono), de 10 días de edad con un foliolo parcialmente extendido. Las 20 plántulas de 
Bel-W3 y Bel-B se dejaron germinando en un ambiente libre de ozono. En los siguientes días, las 
placas de almácigo se expusieron al aire libre, bajo una estructura de sombra. El umbral para 
la aparición de lesiones visibles en las plántulas es alrededor de 40-50 ppb (concentración en la 
cual el ozono normalmente está de manera natural en la tropósfera) en 4 horas de exposición. 
Si se superan esos niveles, los cotiledones y los primeros foliolos emergentes de Bel-W3 exhiben 
rápidamente manchas en las hojas. Las placas se mantienen en los sitios de estudio entre cinco 
y siete días y después permanecen un día más en el aire libre de ozono, donde se evalúan las 
heridas visibles en términos de porcentaje de área foliar (cotiledones y primeros foliolos) cubierto 
por tejido necrótico, donde 1 = sin lesiones; 2 = 1-10%; 3 = 11-25%; 4 = 26-50%; y 5 = >50% 
del área cubierta por lesiones.
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para los participantes que la calidad del aire en los lugares donde se realizó 
el experimento era pobre. Además, conectó un saber local (la horticultura) 
con una metodología científica de recolección de datos atmosféricos, lo que 
permitió que los participantes no fuesen simples ejecutores del proyecto, sino 
que pudiesen apropiarse de este y enriquecerlo con su propio conocimiento. 
Los proyectos ciudadanos de monitoreo atmosférico en base a bioindicadores 
pueden ser, por tanto, especialmente atractivos en zonas como Puchuncaví 
donde aún existe una extensa cultura campesina.

La segunda modalidad de proyectos de ciencia ciudadana relevantes para 
nuestra propuesta son aquellos basados en nuevas tecnologías disponibles 
para el monitoreo atmosférico. Los métodos de alta definición para toma de 
datos como páginas web, aplicaciones para teléfonos móviles (smartphones), 
sensores y análisis de imagen y sonido son los que mayor auge han tenido 
en el último tiempo (Epstein, 1995). Particularmente importante ha sido el 
auge de los sensores ambientales de bajo costo, principalmente aquellos que 
son portátiles y que mediante conexiones Bluetooth o wifi permiten a las 
personas recoger, compartir, comparar y participar en la interpretación de 
mediciones de su vida cotidiana (Austen, 2015; Treacy, 2013). Algunos de los 
principales sensores portátiles para el monitoreo de contaminación ambien-
tal son el Airbot, Sensordrone, Sensaris, Air Quality Egg, Smart Citizen Kit y 
Dustduino (Austen, 2015; Treacy, 2013).

Vale la pena destacar dos casos específicos de monitoreo ciudadano en 
base a tecnologías de bajo costo o “hazlo tú mismo”. El primero es un caso 
en Holanda donde aproximadamente 3.000 ciudadanos científicos ayudaron 
a mapear la contaminación por aerosoles a través de un pequeño dispositivo 
unido a sus teléfonos móviles (European Comission, 2015). A partir de los 
datos recolectados, los científicos a cargo del proyecto elaboraron mapas en 
los cuales se muestra la contaminación por aerosoles a lo largo de todo el 
país. A pesar de que la precisión de los dispositivos móviles es mucho menor 
que el de las estaciones de medición profesionales, el gran número de usua-
rios permitió que la numerosa cantidad de mediciones, al ser promediadas, 
mejoraran la precisión de los resultados. 

El segundo caso es Science for Change (Ciencia para el cambio). Este pro-
yecto trabaja con jóvenes residentes en Kosovo en una iniciativa de ciencia 
ciudadana para monitorear la calidad del aire en sus comunidades locales 
(Innovation Lab Kosovo, 2013). Los jóvenes desarrollaron herramientas de 
alta y baja tecnología, tales como tubos de difusión de gas para medir niveles 
de dióxido de azufre y dióxido de nitrógeno, toallitas de superficie para eva-
luar la contaminación a partir de la presencia de metales pesados y monitores 
digitales de bajo costo que permiten monitorear en tiempo real la presencia 
de monóxido de carbono y dióxido de nitrógeno, entre otros. Esta experiencia 
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permitió completar y mejorar la calidad del aire supervisado por la Agencia 
de Protección Ambiental de Kosovo. 

2.	 Contaminación y ciudadanía en Puchuncaví: posibilidades y límites 
de la ciencia ciudadana

En base al concepto de ciencia ciudadana, entre abril y mayo de 2015 reali-
zamos un trabajo de campo en Puchuncaví4 para: (i) conocer in situ prácticas 
y conocimientos populares potencialmente aprovechables para experimentos 
de ciencia ciudadana; (ii) evaluar el interés de las comunidades en métodos 
participativos de monitoreo atmosférico; y (iii) conocer percepciones de la 
comunidad sobre la contaminación atmosférica y ambiental de la zona.

El resultado del trabajo de campo se puede resumir en tres conclusiones 
principales:

•	 La contaminación atmosférica sigue siendo una preocupación ciudadana 
en Puchuncaví. A pesar de las mejoras tecnológicas y normativas introdu-
cidas en los últimos años, para los vecinos de Puchuncaví la contaminación 
del aire sigue siendo un problema acuciante. Se reconoce que con la insta-
lación de los “sombreros” en las chimeneas de Ventanas la contaminación 
ha disminuido considerablemente, pero no lo suficiente como para eliminar 
el problema o para resolver el daño tras décadas de polución. Por ejemplo, 
una familia de Los Maquis comentó que las tierras se han vuelto progresiva-
mente más “delgadas” para cultivar y que la creciente sequía ha redundado 
en bajos rendimientos agrícolas y la desaparición casi total de cultivos tra-
dicionales que sembraban y cosechaban años atrás, como lentejas y tabaco. 
Si bien se reconoce una serie de factores en esta situación (como la falta 
de lluvias), la contaminación atmosférica ocupa un lugar explicativo fun-
damental: para los vecinos es evidente que décadas de polución química 
dañaron progresiva e irremediablemente la agricultura del valle. Hablan, 
por ejemplo, del aceite negro que quedaba en las manos al cosechar el 
trigo y la avena. Asimismo, en Los Maitenes los vecinos relataron que aún 
se podía observar algunos problemas asociados a la pluma que emana de 
la chimenea, como por ejemplo el polvillo instalado en hojas de ciertos 
árboles y en la ropa. Con las nuevas tecnologías de captura instaladas en 
las chimeneas estos eventos ocurrían intermitentemente y en momentos es-
pecíficos, pero sin desaparecer del todo. Indicaban, además, que las plantas 
nuevas o débiles como el perejil se quemaban durante la noche por efecto 
de las emanaciones tóxicas.

•	 Los vecinos realizan prácticas cotidianas de monitoreo atmosférico ama-
teur o espontáneo. Los vecinos de Puchuncaví mantienen una rica cultura 
agrícola y de horticultura. Varios siguen ligados a la agricultura y la mayoría 

4	 El trabajo de campo consistió en entrevistas con vecinos de Los Maquis y Los Maitenes, así como 
con miembros de agrupaciones ambientalistas de la zona y funcionarios de la Municipalidad de 
Puchuncaví.
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mantiene prácticas como tener un huerto o árboles frutales. Hay, en otras 
palabras, una extendida y robusta experticia agrícola en la zona. Y esta 
misma se ha trasladado a prácticas de biomonitoreo amateur o espontá-
neo. Es muy común que cada mañana los vecinos evalúen la intensidad 
de la contaminación al salir a sus jardines y comprobar somáticamente 
los efectos de los químicos (carrasperas, dulzor en los labios, picor en los 
ojos, labios azulados). Además, y muy importante, los vecinos revisan sus 
plantas y comprueban la cantidad y naturaleza del material sedimentado 
en sus hojas durante la noche. El polvillo o el aceite negro se hacen visibles 
y medibles en esa sedimentación, y mediante ese biomonitoreo los vecinos 
calibran “cómo se viene el día”. Lo mismo con la germinación de papas u 
otros vegetales: observan y comparan su coloración para estimar la fuerza 
de la contaminación. 

•	 A pesar de la preocupación, no se vislumbra interés participativo. Las 
entrevistas también permitieron constatar que, si bien existe la voluntad de 
los vecinos de participar en proyectos ligados a la contaminación atmosfé-
rica, esta solo se presenta de forma individual y no necesariamente gatilla 
una participación cívica organizada. Tal vez la duración de la crisis –que ya 
lleva más de cuatro décadas– ha llevado al desencantamiento participativo 
o la cultura campesina de la zona ha hecho más aceptable –bajo la forma 
de una realidad fatídica difícil de cambiar– los problemas socioambientales 
(Sabatini et al, 1995). Del mismo modo, las organizaciones ciudadanas pre-
sentes en Puchuncaví que mantienen un interés en el tema atmosférico se 
encuentran dispersas y, por lo tanto, son difíciles de encontrar.

Propuesta 

1.	 Guía de Ciencia Ciudadana para los Planes de Descontaminación

En base a los resultados del trabajo de campo y tomando en consideración 
la literatura revisada, nuestra propuesta es diseñar una guía de ciencia ciu-
dadana que fomente la participación científica de la comunidad en el con-
texto de los Planes de Descontaminación del Ministerio del Medio Ambiente. 
Específicamente proponemos que cada Plan de Descontaminación diseñe 
y ejecute una Guía de Ciencia Ciudadana para los Planes de Descontami-
nación (Gccpd) como un modo de acercar a la ciudadanía a otra forma de 
involucrarse en los problemas ambientales que les aquejan.	

Antes de describir la propuesta, es importante resaltar que si bien las 
Gccpd tienen ante todo un objetivo pedagógico –abrir a las comunidades 
nuevas posibilidades de participación a través de la ciencia ciudadana–, este 
no debe tomarse desde la perspectiva del déficit y la alfabetización (Callon, 
1999). No se trata de educar a la ciudadanía para que entienda los aspec-
tos científicos –y por tanto “verdaderos”– de los problemas que le aquejan 
(Callon, 1999). Más bien, se trata se asumir que, dado que los ciudadanos 
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sin entrenamiento profesional alguno son capaces de recolectar datos empí-
ricos a través de su experiencia directa, el rol de los expertos es facilitarles 
herramientas concretas para dotar de fuerza científica sus argumentos. No 
se trata de corregir su “ignorancia” en temas científicos, sino de enriquecer 
su conocimiento de modo que sea robusto y válido en arenas políticas rele-
vantes para la solución de sus problemas (Brown et al, 2004; Murphy, 2012). 
El desafío es cómo lograr ese enriquecimiento en contextos donde el interés 
por involucrarse en experimentos participativos es bajo. La Guía de Ciencia 
Ciudadana para los Planes de Descontaminación que aquí presentamos es un 
intento por resolver esa pregunta.

1.1	 Objetivos y público objetivo
En el contexto planteado, el objetivo general de la propuesta es entregar a 
los ciudadanos de zonas saturadas por la contaminación atmosférica herra-
mientas concretas y de fácil aplicación para producir datos científicos sobre 
la polución de sus localidades, así como información relevante para participar 
en la toma de decisiones, con el fin último de promover que la ciudadanía 
organizada se involucre como agente activo y validado técnicamente en la 
discusión política sobre la descontaminación de sus comunidades.
Más concretamente, la Gccpd propuesta busca tres objetivos específicos:

•	 Informar a los miembros de la comunidad sobre el marco regulatorio y la 
institucionalidad vigente en materia de contaminación ambiental, mecanis-
mos de participación ciudadana y fuentes de información.

•	 Identificar y exponer posibles metodologías, basadas en dispositivos sen-
sores de diseño simple (como huertos u otros métodos) que podrían ser 
usadas para monitorear la calidad del aire en Puchuncaví por medio del 
involucramiento ciudadano.

•	 Fomentar la organización y el involucramiento comunitario en el contexto 
de los Planes de Descontaminación.

El público objetivo de las Gccpd es la ciudadanía organizada, por ejemplo 
juntas de vecinos, comunidades escolares, sindicatos, comités de adelanto, 
colectivos sociales, entre otros.

1.2	 Formato y contenidos
La Gccpd se implementará como un sitio web de libre acceso que comple-
mentará cada Plan de Descontaminación, ajustado a la realidad medioam-
biental, social y política de cada localidad. El funcionamiento y gestión de 
esta web se detalla más adelante.

Cada Gccpd estará estructurada en cinco secciones principales, las que 
para este caso se ajustaron a la realidad y necesidades de Puchuncaví. Las 
secciones son las siguientes:
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i.	 Entendiendo (e involucrándose en) la política de descontaminación y la 
regulación medioambiental en Chile. Explicación en detalle, pero de fácil 
comprensión de las normativas medioambientales a nivel nacional, regio-
nal y local; institucionalidad relacionada al medio ambiente; indicación de 
fuentes de información de libre acceso en temas medioambientales y atmos-
féricos; identificación de entidades fiscalizadoras a nivel nacional, regional 
y local; descripción de los procesos de denuncia medioambiental; guía de 
uso de la ley de transparencia sobre acceso a información en instituciones 
públicas y exposición de los mecanismos existentes para la participación 
ciudadana en materia medio ambiental.

ii.	 Herramientas de ciencia ciudadana I: métodos digitales y “hazlo tú mis-
mo”. Se especifica y explica de forma fácil dónde encontrar y cómo utilizar 
diferentes aplicaciones web y móviles para el monitoreo atmosférico. Asi-
mismo, se indica dónde encontrar distintos dispositivos de bajo costo para 
el monitoreo ambiental.

iii.	 Herramientas de ciencia ciudadana II: bioindicadores con plantas y ve-
getales. Tutoriales para utilizar plantas y otros vegetales como sistemas 
bioindicadores, desde la simple “lectura” del comportamiento de plantas 
hasta la confección de huertos u otros experimentos sencillos con vegetales. 
Estos tutoriales incluyen sugerencias metodológicas básicas, como periodos 
experimentales mínimos y protocolos de agregación.

iv.	 Herramientas de ciencia ciudadana III: otros experimentos de fácil apli-
cación. Tutoriales para realizar otros experimentos de fácil aplicación para 
el monitoreo ambiental, como test de alcalinidad de tierra y agua. Estos 
tutoriales incluyen sugerencias metodológicas básicas como periodos expe-
rimentales mínimos y protocolos de agregación.

v.	 ¿Cómo usar la información? Explica cómo utilizar la información obtenida; 
potencialidades y limitaciones; canales de participación existentes; tutoriales 
para implementar plataformas web para publicación de datos, entre otros.

1.3	 Estructura y funcionamiento de la Guía de Ciencia Ciudadana para los 
Planes de Descontaminación 

Las Gccpd serán específicas para cada Plan de Descontaminación, conside-
rando tanto el contexto geográfico, medioambiental, socioeconómico, cultu-
ral y político de cada localidad como la etapa de desarrollo en el que se 
encuentre el plan. En el siguiente apartado se detallará el esquema de imple-
mentación y validación de las Gccpd. Por ahora solo se especifica la estructu-
ra general del sitio web que acogerá las Gccpd.

•	 Las Gccpd estarán alojadas en sitios web independientes, para lo que se uti-
lizará espacio liberado de los servidores del Ministerio del Medio Ambiente. 
Este espacio no puede ser menor a 10GB. 

•	 El Ministerio del Medioambiente debe mantener este espacio por 36 meses 
(tres años) desde la fecha de lanzamiento de la Gccpd.
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•	 Los contenidos de las Gccpd seguirán el esquema delineado en el apartado 
anterior, pero deberán ser ajustados a la realidad local a través de un proce-
so liderado por la Seremi del Medio Ambiente de la región correspondiente 
(ver punto sobre definición y gestión de contenidos para más detalles).

•	 Adicional a los contenidos fijos, se debe incorporar espacios de interacción 
con los usuarios, los que el proveedor del sitio web debe diseñar e imple-
mentar (ver punto 1.5 sobre licitación de sitio web para Gccpd). Se estable-
cen dos tipos de espacios interactivos:

-	 Información (corto plazo): todas las Gccpd deben incluir una sección 
de preguntas frecuentes (FAQ) que incorpore respuestas breves a las 
preguntas de los visitantes. Esta se construirá a través de un apartado 
de contacto donde las personas pueden enviar sus dudas o comentarios 
respecto al sitio web.

-	 Colaboración (mediano plazo): en el transcurso de dos años, las Gccpd 
deben incorporar plataformas donde los actores involucrados compar-
tan los datos recolectados a través de las herramientas otorgadas por 
la guía o testimonios que registren las vivencias cotidianas de las per-
sonas con la contaminación atmosférica. Por ejemplo, consejos sobre 
cómo controlar los impactos de contaminación en las viviendas, relatos 
de estrategias comunitarias de monitoreo ambiental, información sobre 
eventos y reuniones, entre otros.

La información compartida por las personas, recolectada a través de mé-
todos de ciencia ciudadana, se incorporará en una base de datos de acceso 
público previa validación del equipo técnico encargado de la mantención 
del sitio web. Por su parte, los testimonios tendrán lugar en una sección en 
formato de blog donde las personas, previo registro en el sitio web, podrán 
ingresar sus aportes. Una vez aprobados por el equipo encargado, serán pu-
blicados en el blog, lo que abrirá la posibilidad de recibir comentarios e im-
presiones sobre cada testimonio.

1.4	 Cronograma de implementación 
Las Gccpd tendrán funciones específicas para cada etapa de los Planes de 
Descontaminación:

•	 Etapa 1: Declaración de zona saturada o latente. En esta fase el Ministerio 
del Medio Ambiente junto al Ministerio de Salud contemplan una serie de 
actividades de información y concientización de la población sobre los ries-
gos de la contaminación ambiental y la paralización de fuentes fijas de emi-
sión y restricción en el uso de la leña domiciliaria en situaciones de alerta, 
preemergencia y emergencia ambiental. Además, contarán con suficiente 
evidencia en términos de existencia de mediciones validadas que sustenten 
la declaración. En esta etapa la Gccpd cumplirá tres funciones:

-	 Complementar las labores informativas de los ministerios.
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-	 Facilitar a la ciudadanía el acceso a mecanismos de denuncia frente a 
posibles infracciones a las medidas sanitarias en situaciones de alerta, 
preemergencia y emergencia ambiental.

-	 Otorgar herramientas que permitan el monitoreo autónomo de la comu-
nidad que contribuya a las mediciones estandarizadas para las localida-
des que no cuenten con una declaración de zona saturada o de latencia 
y poseen situaciones de riesgo.

•	 Etapa 2 y 3: Formulación de anteproyecto, elaboración y ejecución del 
proyecto definitivo. En las localidades que se encuentran en la etapa de 
elaboración del anteproyecto, los Planes de Descontaminación contemplan 
una etapa de consulta pública (60 días) y consulta a los consejos consulti-
vos (30 días) con la finalidad de establecer observaciones al proyecto. La 
función de la Gccpd en esta etapa es otorgar herramientas a la comunidad 
para que respalde sus observaciones a los proyectos con datos generados 
autónomamente. Se espera que las Gccdp incentiven el involucramiento de 
la comunidad como agente activo y validado técnicamente en la discusión 
política sobre los Planes de Descontaminación.

1.5	 Definición y gestión de contenidos
Las guías serán específicas para cada Plan de Descontaminación y considera-
rán tanto el contexto geográfico, medioambiental, socioeconómico, cultural y 
político de cada localidad, como la etapa de desarrollo en el que se encuentre 
el plan. Como ya se mencionó, estas guías estarán alojadas en sitios web inde-
pendientes, pero utilizarán los servidores del Ministerio del Medioambiente.

El proceso de ajuste de contenidos y el diseño web recaerá en un provee-
dor externo bajo modalidad de licitación pública, la Seremi de Medio Am-
biente de la región correspondiente será su contraparte y seguirá el esquema 
general que se detalla a continuación:

•	 En base a la estructura ya descrita, la Seremi de Medio Ambiente de la 
región correspondiente hará una licitación pública para ajustar la Gccpd 
a cada realidad local. Específicamente, el proveedor tendrá las siguientes 
responsabilidades y tareas:

i.	 Definir los contenidos que deben ser ajustados.

ii.	 Validar estos ajustes de contenido con un comité ad hoc liderado por la 
Seremi de Medio Ambiente de la región correspondiente.

iii.	En base a los resultados de la validación, diseñar e implementar la plata-
forma web que alojará a la Gccpd. Esta plataforma debe incorporar los 
espacios de interacción ya señalados, así como un glosario que defina 
brevemente los términos técnicos que se usen en las guías.

iv.	Hacer community management (mantención, actualización y gestión) de 
la plataforma web por 36 meses a partir de la fecha de su lanzamiento.
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v.	 El proveedor debe asegurar competencias profesionales en: ciencias so-
ciales, participación ciudadana, y diseño y administración web.

El ajuste de los contenidos a la realidad local y el diseño final de la pla-
taforma web serán validados por el Comité Experto Local (CEL) convocado 
por la Seremi de Medio Ambiente de la región correspondiente. El proveedor 
será el encargado de gestionar dicho comité y de sistematizar sus resultados 
en base al siguiente esquema:

-	 El proveedor y la Seremi de Medioambiente de la región definirán la 
composición del CEL en función de las características de cada realidad 
local. Será requisito que el CEL esté compuesto por al menos: 

i.	 Una universidad o centro académico. 

ii.	 La municipalidad. 

El resto de los participantes pueden ser:

i.	 Reparticiones de gobierno (Seremi de Agricultura, Seremi de Salud, 
Conicyt, etc.).

ii.	 Grupos ciudadanos (organizaciones funcionales, juntas de vecinos, 
colectivos organizados, etc.).

iii.	Otros actores relevantes (sindicatos, empresas, expertos, etc.).

-	 El proveedor debe gestionar la sesión de este comité, así como sistema-
tizar sus resultados y hacer los ajustes necesarios en base a estos.

1.6	 Estimación de costos y cronograma de implementación
Las Gccpd tendrán financiamiento por tres años con la finalidad de adecuar-
se al cronograma y a las fases de los Planes de Descontaminación Atmosféri-
ca. El diseño, ajuste, implementación y gestión de cada Gccpd estará a cargo 
de un proveedor a través de licitación pública abierta (ver punto anterior). 
Los servicios que debe entregar el proveedor son los siguientes:

•	 Estudio para ajuste de contenidos de Gccpd, incluyendo gestión de comité 
experto y sistematización de sus resultados.

•	 Diseño de Gccpd en formato web, tomando en consideración los requisitos 
operativos ya descritos.

•	 Community management de plataforma web por 36 meses.

En la Tabla 1 se especifican los montos estipulados para cada servicio con 
su respectivo tiempo de ejecución.
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Tabla 1. Cronograma y valores de servicio 

Actividad Mes Presupuesto

Estudio para ajustar contenidos 1 - 3 $9.000.000

Diseño de plataforma web 4 - 6 $6.000.000

Administración de plataforma web 7 - 36 $10.000.000

Costo total del proyecto $25.000.000

Fuente: elaboración propia.

Conclusiones
La participación ciudadana ya no es opcional en Chile. Hoy en día no hay 
proyecto, intervención o plan que no la contemple. Este incremento partici-
pativo va de la mano con el aumento, tanto en cantidad como en intensidad, 
de los conflictos socioambientales. La paradoja es que los grupos ciudadanos 
involucrados apuntan con creciente fuerza a la falta de participación como 
una de las causas de la disputa que los convoca. En otras palabras, a pesar 
de los esfuerzos gubernamentales por incluir espacios de participación, estos 
siguen siendo pocos e irrelevantes para muchos ciudadanos. 

La pregunta que anima la propuesta que se acaba de detallar es cómo se 
puede enriquecer y mejorar la participación que se despliega en situaciones 
de disputas socioambientales. Nuestra apuesta es que, más allá del instru-
mento específico –el que acá presentamos es solo un intento especulativo–, 
la clave está en asumir que un involucramiento ciudadano más robusto y 
democrático pasa por disolver la separación política y epistemológica que ha 
naturalizado a los ciudadanos como actores no expertos y sin conocimiento 
científico: desarmar un patrón participativo que asume que el rol de los ciu-
dadanos es entregar opiniones, percepciones y emociones, pero nunca invo-
lucrarse en temáticas técnicas. Estas, por el contrario, están reservadas para 
cuadros profesionales específicos validados para producir, entender y aplicar 
conocimiento científico.

Las Guías de Ciencia Ciudadana para los Planes de Descontaminación 
que aquí se presentan no buscan deslegitimar la experticia de abogados, bió-
logos, economistas, sociólogos o cualquier profesional involucrado desde el 
Estado o la empresa en conflictos ambientales. Buscan, más bien, permitirles 
a las comunidades que produzcan su propia información científica, no para 
reemplazar la confeccionada en laboratorios y universidades, sino para per-
mitir a los ciudadanos integrarse de otra forma –de un modo más significati-
vo, directo y abierto– a la toma de decisiones y, así, enriquecer las soluciones 
técnicas y científicas de los problemas convocantes.

Esto último es de especial importancia, pues en la medida en que los con-
flictos ambientales como la contaminación atmosférica involucran decisiones, 
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procesos y soluciones inminentemente técnicas, es importante que la ciuda-
danía tenga un entendimiento mínimo de los aspectos científicos involucra-
dos en la discusión. No para desplazar otro tipo de conocimientos –experien-
ciales, corporales o populares– sino para robustecerlos. Al mismo tiempo, 
si la dimensión tecnocientífica es fundamental en las disputas ambientales, 
entonces relegar el involucramiento ciudadano a todo lo que no es técnico o 
científico es, en la práctica, impedir que los ciudadanos tengan acceso a los 
temas y debates que realmente importan. 

El argumento que moviliza las guías que aquí proponemos es que la 
justificación usualmente esgrimida para no abrir la dimensión técnica a un 
debate con la ciudadanía –que esta no maneja conceptos ni conocimiento 
acorde– ya no puede sostenerse. Primero, porque la comunidad organiza-
da ha demostrado manejar conocimiento científico. Y segundo, porque si la 
comunidad no posee dicho conocimiento es entonces menester del Estado 
proveérselo si efectivamente aspira a una democratización efectiva. Las guías 
que proponemos deben leerse en esa perspectiva: como un intento por crear 
nuevos espacios participativos en los que no se aísle a las comunidades como 
agentes científicamente analfabetos, para así disminuir la sensación genera-
lizada de déficit democrático que abunda en comunidades involucradas en 
conflictos ambientales. 

Sin duda las guías propuestas, de implementarse, no resolverán el pro-
blema. De hecho, estas se proponen explícitamente como un instrumento 
en extremo básico: intentan ayudar en el establecimiento de una cultura de 
exploración científica en la población afectada por la contaminación atmos-
férica. No hay prescripciones ni más incentivo que la motivación cívica por 
involucrarse científicamente en el problema de la polución. Podrían diseñarse 
intervenciones más directas, como un programa sistemático de monitoreo 
ciudadano a través de la distribución masiva de sensores. Sin embargo, como 
pudimos constatar en terreno, esas intervenciones corren el peligro de nau-
fragar si la comunidad no presenta una motivación política por participar ac-
tiva y colectivamente en la resolución de sus problemas ambientales. En este 
sentido, las guías, de ser exitosas, podrían dar pie a programas de formación 
a largo plazo, como capacitaciones a colectivos, escuelas o juntas de vecinos, 
la inclusión curricular de la ciencia ciudadana como materia pedagógica, o el 
establecimiento de programas conjuntos con asociaciones locales para el es-
tablecimiento de una red de monitoreo comunitario. Apostamos, no obstante, 
a que estas guías puedan abrir un debate no solo en la comunidad, sino que 
también dentro del Estado, las empresas y la academia sobre qué significa 
hacer participación ciudadana democrática e inclusiva en el siglo XXI. 
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Resumen
La magnitud del proceso de urbanización y el impacto que tiene sobre las 
culturas, los recursos naturales y los territorios donde se insertan las ciuda-
des requiere de un mayor análisis de las tendencias y modelos de ocupación 
territorial. Actualmente se evidencia un proceso de expansión urbana difusa 
con consecuencias negativas para los espacios rurales y naturales, lo que a 
su vez se condice con el estado de la planificación territorial en Chile, que 
como demuestra esta investigación adolece de un sesgo urbano, una visión 
sectorial y limitada articulación territorial. Esta visión ha privilegiado el de-
sarrollo urbano sobre el rural y la escasa conservación de espacios naturales, 
generando una fragmentación de las estructuras del paisaje y una alteración 
de sus funciones socioecológicas. Se argumenta que para la elaboración de 
un enfoque territorial sostenible es necesario un vuelco epistemológico en la 
concepción y valorización de estos espacios.

La presente propuesta busca aportar al desarrollo de la planificación terri-
torial en Chile de manera que sea capaz de reconocer la complejidad y mul-
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tifuncionalidad de este, integrando los vínculos que existen entre lo urbano, 
rural y natural. Basado en enfoques teóricos como los principios de la bio-
rregión urbana y la ecología del paisaje, junto con sus aportes a los servicios 
ecosistémicos, la propuesta elabora lineamientos para revertir la degradación 
de la interfase urbano, rural y natural (IURN) mediante la integración de las 
estructuras del paisaje.

Asimismo, la propuesta en el ámbito de la gestión explora nuevos marcos 
de asociatividad entre actores con un alcance regional, con el objetivo de 
consolidar la relación normativa entre los distintos elementos de la interfase 
en un sistema territorial que se denomina Red Estratégica Integrada (REI). 
Un cambio en el modelo de planificación territorial en esta dirección tiene 
la potencialidad de promover un crecimiento urbano configurado en regio-
nes con identidad territorial que a su vez proteja los valores de los espacios 
rurales y naturales, mejorando la calidad de vida en un desarrollo territorial 
descentralizado y sostenible. 

Finalmente, es importante indicar que este trabajo es producto de un es-
fuerzo intelectual multidisciplinario donde convergieron saberes provenien-
tes de áreas tan disímiles entre sí como son urbanismo, agricultura, ecología 
del paisaje, ciencia política y filosofía. Por otra parte, el equipo estuvo com-
puesto por científicos y profesionales con experiencias muy diferentes, lo cual 
le da a su contenido un carácter interdisciplinario. 

Antecedentes 

1. Crecimiento urbano y la pérdida de los paisajes rurales y naturales
En el contexto de globalización se produce un nuevo tipo de centralización 
donde la concentración de capital físico, humano y tecnológico atrae mayor 
capital de inversión, lo que genera economías de aglomeración y conforma-
ción de grandes urbes (Sassen, 1991; De Mattos, 1999 y 2002; Naranjo, 
2009). Las transformaciones territoriales que responden a las economías de 
aglomeración se evidencian en la estructura morfológica y funcional de las 
ciudades, al mismo tiempo que se concentran consolidando metrópolis-regio-
nes y liberan centrífugamente procesos de expansión urbana. El crecimiento 
difuso de las ciudades genera un consumo excesivo de suelo, empobrecimien-
to de recursos, presión ambiental, congestión urbana, homogeneización de 
las culturas y fragmentación de ecosistemas, entre otros (Magnaghi, 2011).

En Chile, el doble proceso de concentración y expansión de la urbaniza-
ción se evidencia tanto en las áreas metropolitanas como en ciudades inter-
medias. Este modelo de ocupación es el resultado de un proceso de desarro-
llo económico donde el territorio es concebido como un soporte técnico de 
este, donde no se consideran sus cualidades y especificidades, lo que trae por 
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consecuencia la no existencia de confines físicos ni límites al crecimiento. Así 
también existe una visión hegemónica donde lo urbano tiene un valor supe-
rior a lo rural y natural, espacios que se han considerado en los instrumentos 
de gestión territorial como un vacío residual a la espera de un futuro proceso 
de urbanización (Folch, 2003). 

En esta perspectiva se ha tendido a desvalorizar los espacios no construi-
dos y a considerarlos como ámbitos excluyentes e incluso opuestos, invisi-
bilizando las interconexiones entre estos. Esta exclusión epistemológica de 
dicotomía urbano-rural influye en cómo son abordadas las áreas de transi-
ción entre estos espacios por los instrumentos de planificación, espacio que 
denominamos como interfase urbano, rural y natural (IURN). Se define la 
IURN como un espacio complejo y con una dinámica espaciotemporal donde 
el uso del suelo varía en una gradiente desde lo densamente construido a lo 
predominantemente natural. Es un espacio único y particular que no puede 
ser categorizado como urbano, rural y natural ya que tiene usos particulares 
de interfase1.

La liberalización económica que comenzó en la década de los ochenta 
marcó un punto importante en la desregulación territorial en Chile, donde se 
favoreció la comercialización del suelo y el auge del mercado inmobiliario más 
allá del límite urbano, especialmente en estas áreas hoy “indeterminadas” o 
excluidas del desarrollo urbano. Hasta 1975, las políticas que regulaban la 
subdivisión de predios agrícolas eran bastante restrictivas, con orientaciones 
a la protección y conservación del recurso natural y del suelo (Odepa, 2012). 
A partir de 1980, la eliminación del límite urbano para favorecer el supuesto 
equilibrio del mercado de suelo2 introduce la gestión urbana como política 
territorial que acompañaría a una serie de normas que han generado grandes 
desajustes entre los espacios urbano, rural y natural (ver sección 2).

El modelo de planificación actual tiene efectos concretos para los espacios 
urbanos, rurales y naturales, así como la interfase que los integra. Los procesos 
de suburbanización y periurbanización desdibujan los límites de las ciudades 
homogeneizando las distintas cualidades de cada una, produciendo espacios 
con equipamientos y transporte público deficiente, sin mixturas de servicios, 
espacios públicos, áreas verdes, entre otros. Además, se configuran nuevas ur-
banizaciones privadas sin mayor relación con la identidad del lugar tipo condo-

1	 La interfase es un espacio multifuncional donde algunos de sus usos actuales están determina-
dos por la localización de agroindustria e industrias de otra índole, vertederos, galpones, torres 
de energía y otros usos expulsados de la ciudad por sus efectos negativos o bien por la extensa 
ocupación de tierra que requieren. También existe un avance de la urbanización con presencia de 
nuevas urbanizaciones de tipo cerradas y viviendas sociales.

2	 Ese mismo año se dicta el Decreto Ley 3.516 que permite dividir predios rústicos de aptitud 
agrícola, ganadera o forestal bajo ciertas condiciones, lo que provocó que una gran cantidad de 
hectáreas con alta potencialidad agrícola se dividieran libremente al amparo de un lucrativo y 
especulativo negocio dando origen a las conocidas parcelas de agrado (Odepa, 2012).
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minios, ya sean viviendas sociales o de clase media, o bien parcelas de agrado.

Por otra parte, las áreas rurales3 han sido largamente relegadas en la 
planificación territorial del país. El sesgo urbano se traduce en la falta de 
valoración de la ruralidad en relación a su aporte al desarrollo económico, 
ambiental y cultural de la sociedad. Se hace más evidente aun cuando se 
observa el enfoque productivista que ha tendido a favorecer la agricultura 
industrializada orientada a la exportación, por sobre la agricultura familiar 
o campesina. Actualmente no existe una valoración de los servicios ecosis-
témicos, los saberes, el paisaje e identidad cultural que produce este tipo de 
agricultura de menor escala e impacto ambiental dedicada al consumo local.

Bajo este modelo el espacio natural también es un perdedor, ya que la 
expansión urbana y el mercado inmobiliario incrementan el valor del suelo 
desplazando grandes extensiones de cultivos sobre espacios naturales. Las 
políticas existentes sobre el espacio natural tienen un enfoque conservacio-
nista para su protección, donde las áreas naturales son consideradas como is-
las que hay que proteger de la actividad humana conducida por el desarrollo 
económico. En términos normativos son definidas dentro de los instrumentos 
de planificación urbana como áreas excluidas del desarrollo urbano. Incluso 
existe un sesgo en ubicar la mayoría de las áreas protegidas en elevaciones o 
pendientes más pronunciadas y distantes de carreteras y ciudades, es decir, 
que están aisladas del resto del paisaje (Joppa y Pfaff, 2009).

El progresivo avance del límite urbano sobre áreas rurales y de estas, a su 
vez, sobre las naturales, genera vulnerabilidad en la interfase urbano, rural 
y natural. Ellas son, a su vez, espacios estratégicos por su potencial para el 
desarrollo sostenible, pues concentran múltiples recursos y actividades com-
plementarias al funcionamiento de las grandes ciudades (Naranjo, 2009). 

El problema del crecimiento urbano difuso y sus consecuencias para los 
territorios rurales y naturales es de gran relevancia en el contexto nacional, 
en el que se ha tomado el desafío de promover la descentralización, el desa-
rrollo regional y la sostenibilidad. El país se ha puesto como meta avanzar en 
temas de descentralización promoviendo la equidad interterritorial a la vez 

3	 Se reconocen los desafíos existentes en la definición de ruralidad donde se busca avanzar de 
definiciones dicotómicas (lo no urbano) u otras que incluyan variables de densidad que permitan 
cuantificar mejor los territorios rurales, construyendo una gradiente desde lugares predominante-
mente urbanos a predominantemente rurales (Ver Política Nacional de Desarrollo Rural [PNDR], 
2014). Definiciones más cualitativas buscan reconocer la importancia que actualmente tienen las 
actividades secundarias y terciarias en los modos de vidas de los habitantes rurales. No obstante, 
esta investigación considera los territorios rurales por sus características físicobióticas como es-
pacios abiertos y el uso de suelo para actividades silvoagropecuarias, reconociendo a la vez que 
la pérdida de las actividades primarias y la identidad en torno a estas en los territorios rurales 
tienen relación con un avance de la urbanización y la destrucción de la diversidad de modos de 
vidas. Se valoran los indicios de evolución desde un enfoque productivista a uno territorial en la 
PNDR donde se valoran los recursos naturales, servicios ecosistémicos, el paisaje y la cultura de 
los territorios rurales.
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que se reemplaza la lógica homogeneizante que afecta hoy a la instituciona-
lidad pública en general por el reconocimiento de la diversidad territorial4.

La presente propuesta busca contribuir a este objetivo a través de un en-
foque de planificación territorial que considere los principios de la ecología 
del paisaje, la gestión de los espacios abiertos y un marco normativo con 
nuevas formas de asociatividad, de manera de aportar al desarrollo territo-
rial sostenible del país. Un cambio en el modelo de planificación territorial 
en esta dirección tiene la potencialidad de promover un crecimiento urbano 
configurado en regiones policéntricas con identidad territorial que, a su vez, 
proteja los valores de los espacios rurales y naturales, mejorando la calidad 
de vida y sostenibilidad territorial.

2. Instrumentos y normativa de planificación territorial en Chile
La gestión del territorio en Chile está sujeta a dos clases de instrumentos 
normativos (Figura 1): aquellos que contemplan un proceso de planificación 
sobre un diagnóstico territorial, a partir del cual se generan zonificaciones 
en función de los objetivos de desarrollo definidos, y aquellos que no contem-
plan un proceso de planificación, pero que inciden en el territorio promovien-
do determinados usos y accesos a él.

La primera clase de instrumentos está a cargo exclusivamente del Minis-
terio de Vivienda y Urbanismo (Minvu) mediante la Ley General de Urbanis-
mo y Construcciones (LGUC), operacionalizada en los respectivos planes re-
guladores. Como reflejo de la institucionalidad promotora de estos, la LGUC 
omite el concepto de planificación territorial y se refiere solo al concepto de 
planificación urbana. De esto deriva que los planes reguladores se hayan tra-
ducido solo al ámbito urbano, relegando las áreas rurales y naturales fuera 
de los márgenes de la planificación. 

La Ordenanza General de Urbanismo y Construcción, además, define área 
rural como “territorio ubicado fuera del límite urbano”, mientras que define al 
área urbana como “superficie del territorio ubicada al interior del límite urba-
no, destinada al desarrollo armónico de los centros poblados y sus actividades 
existentes y proyectadas por el instrumento de planificación territorial”.

Estas definiciones, que se podrían considerar como tautologías, dan cuen-
ta de una dicotomía epistemológica, donde lo rural es opuesto a lo urbano y 
este se define por exclusión. Hay una lógica implícita que genera no solo una 
asimetría en términos de la regulación de ambos territorios, sino que además 
se reduce a la idea de que solo lo urbano es sujeto de planificación territorial. 
De tales definiciones se puede desprender, y por consecuencia de esta lógica 

4	 Directrices 2 y 4 del Informe de Descentralización y Desarrollo Regional de la Comisión Asesora 
Presidencial, 2014.
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lineal, que el área rural es concebida como un simple espacio potencial sujeto 
a la expansión urbana, desconociendo sus atributos y sus cualidades como 
parte del desarrollo socioespacial de los asentamientos humanos. Esta visión 
promueve el crecimiento urbano que, al carecer de presión externa que lo 
contenga, se asienta sobre un espacio rodeado de vacío solo en espera de su 
urbanización para consolidarse.

Los instrumentos de planificación urbana a cargo del Minvu no son los 
únicos que determinan el uso del territorio. Los distintos sectores guberna-
mentales cuentan con una serie de normas y herramientas con la capacidad 
de incidir en él según los objetivos propios de cada uno de ellos. Es el caso 
del Ministerio de Agricultura y los instrumentos asociados a la gestión de 
suelo pertenecientes al Servicio Agrícola y Ganadero (SAG) y áreas silvestres 
protegidas de la Corporación Nacional Forestal (Conaf).

Figura 1. Instrumentos normativos que inciden en el territorio

figura 1 continúa en página siguiente 
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Fuente: elaboración propia.

Ambas clases de instrumentos operan de manera paralela y no existe nin-
gún mecanismo de articulación entre ellos que contemple, por ejemplo, instan-
cias que convoquen a las diversas autoridades en la generación, actualización o 
aplicación de ellos. Los instrumentos sin planificación se encuentran dispersos 
sectorialmente bajo la responsabilidad de distintos organismos sin una estruc-
tura asociativa y de una figura que sea garante de articular los intereses de 
cada sector a partir de objetivos de desarrollo definidos de manera conjunta. 

Esta desintegración normativa y sectorial genera discrepancias entre la 
visión y objetivos que se plantean para el desarrollo socioespacial de un mis-
mo territorio, generando posteriores conflictos sobre el uso del suelo. Actual-
mente, no existe entonces un instrumento que planifique el territorio de ma-
nera integral y no solo sectorial, que considere los valores urbanos, rurales 
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y naturales de manera articulada que esta propuesta considera central para 
el desarrollo territorial descentralizado y sostenible del país. No obstante, la 
Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (Subdere) actualmen-
te está desarrollando un instrumento que permitiría avanzar sustancialmen-
te en este sentido: el Plan Regional de Ordenamiento Territorial (PROT) que 
busca espacializar los objetivos contenidos en las Estrategias de Regionales 
de Desarrollo (ERD).

La visión y definiciones detrás del marco regulatorio vigente y la secto-
rialidad que predomina en la gestión territorial generan limitaciones para 
planificar espacios complejos donde los vínculos urbanos, rurales y naturales 
cobran especial importancia como lo es la IURN. Actualmente, estos espacios 
que trascienden la categoría urbano, rural y natural son el resultado del cre-
cimiento urbano más que de una planificación territorial explícita.

Marco teórico y conceptual 

1.	 Enfoque territorialista y biorregión urbana

Este enfoque para la planificación territorial reconoce la actual crisis de los 
modelos de planificación, en los que se ha privilegiado una visión técnica 
y económica del territorio, relegando a un segundo plano la ordenación a 
partir de sus características morfológicas, ecológicas y culturales. Alberto 
Magnaghi, principal propulsor de esta perspectiva, define territorio como un 
producto histórico de largos procesos de coevolución entre el poblamiento 
humano y el ambiente, entre la naturaleza y la cultura (Magnaghi, 2011).

Este autor considera que las reglas actuales de urbanización que interpre-
tan los espacios abiertos y el territorio histórico como vacío residual han per-
dido la sabiduría ambiental provocando un desarrollo poco sostenible. Mag-
naghi define sostenibilidad como la construcción de sistemas de relaciones 
virtuosas entre los componentes del propio territorio: el ambiente natural, el 
construido y el ambiente antrópico, considerándolo no como un problema 
sectorial, sino relacional (Magnaghi, 2011).

Esta visión propone una relectura del territorio, donde la capacidad de 
reproducción de ciertas características ambientales y del paisaje es la base 
para constituir una biorregión urbana, principal propuesta de este enfoque. 
La biorregión se considera como una alternativa a la megalópolis y se plan-
tea como objetivo conformar una región policéntrica o gran ciudad-red, con 
ciudades finitas y diversas conectadas entre sí, para lo cual es fundamental 
la valorización de los espacios abiertos, que permitirían restituir fronteras 
verdes en torno a las ciudades. En este sentido, la biorregión se propone 
regenerar la complejidad territorial superando la condición de periferia y 
marginalidad que se origina en la metrópolis.
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La propuesta le da un valor central a la agricultura al otorgarle un rol his-
tórico en la defensa del territorio por su capacidad de renaturalizar sistemas 
ambientales degradados, construir corredores ecológicos, conectar redes eco-
lógicas y por los servicios de alimentación y compostaje de residuos que ofre-
ce a la ciudad. Este nuevo acuerdo ciudad-campo describe una organización 
territorial capaz de reproducir su ciclo de vida armonizando las dinámicas 
productivas, culturales, sociales, medioambientales y estéticas.

2.	 Ecología del paisaje: el paisaje como principio de planificación 
La ecología del paisaje es una ciencia que sitúa su ámbito de saber entre la 
ecología y la geografía, lo que permite generar nuevos modelos territoriales 
capaces de integrar en un solo sistema las interacciones que ocurren entre 
elementos físicos, bióticos y sociales que ocurren en la ciudad, el campo y el 
espacio natural. La comprensión del paisaje como el espacio donde convergen 
valores sociales, culturales y ecológicos conduce a una nueva forma de aproxi-
marse al territorio, orientando una gestión integrada que reconoce la relación 
estructural y funcional entre sus características urbanas, rurales y naturales.

De la ecología del paisaje se desprenden herramientas que pueden ser 
utilizadas para integrar los espacios abiertos como elementos estructura-
les dentro de los procesos de desarrollo urbano. La obra de Ian L. McHarg 
(1969) “Proyectar con la naturaleza” anticipa un cambio de modelo en la 
planificación, desplazando la mirada basada en la distribución de usos a una 
basada en el entendimiento ecológico del territorio (García y Borobio, 2012). 
A través de su método de cruzado de capas, McHarg proporciona un método 
de análisis para identificar de forma objetiva las capacidades y vulnerabili-
dades del territorio desde una perspectiva ecosistémica. Bajo la constatación 
de que los paisajes no son estáticos se vuelve relevante su forma, disposición 
espacial y sobre todo su conectividad para poder sostener las interacciones 
entre especies, poblaciones y comunidades, y asegurar así sus funciones en 
el ecosistema. En el ámbito territorial esta comprensión es conceptualizada 
bajo el modelo del mosaico territorial (Forman & Godron, 1986), modelo 
de análisis del paisaje para integrar los espacios abiertos y las funciones del 
ecosistema en su totalidad. 

Estructura del paisaje: mosaico territorial. Desde la perspectiva territorial, 
el mosaico territorial es el lenguaje espacial que se desprende de la ecología 
del paisaje para relevar la heterogeneidad e integralidad del territorio (Pino 
et al, 2006). Su perspectiva provee un cuerpo teórico enfocado en el reor-
denamiento espacial de los usos de suelo para sustentar tanto los sistemas 
naturales como a las personas y sus diversas actividades (Forman, 2004). El 
objeto de análisis es fundamentalmente complejo y multiescalar, el paisaje se 
entiende como un conjunto de teselas menores que se acoplan sometiéndose 
a una matriz mayor. 
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El mosaico territorial se constituye estructuralmente por los elementos 
parche-corredor-matriz, sobre los cuales los elementos físicos, las especies, 
poblaciones y comunidades cumplen funciones ecológicas, como el flujo de 
nutrientes, movimientos de animales, dispersión de plantas y flujo del agua; 
y culturales, como la recreación, salud, turismo, identidad y apreciación esté-
tica, ambas fundamentales para la existencia del ser humano (Figura 2). Las 
características particulares de cada uno de estos elementos y sus posibilida-
des combinatorias inciden en las funciones socioecológicas –y viceversa– que 
se interrelacionan en el territorio, lo que genera las variedades de paisaje 
y sus propiedades inherentes. Pese a que como modelo no busca diseñar 
directamente el territorio, como herramienta de análisis territorial sugiere 
implícitamente la importancia de la continuidad estructural del paisaje para 
garantizar la integridad de los ecosistemas componentes y sus funciones 
(Mashini, 2014). 

Figura 2. 	Representación de elementos básicos con los cuales se configura  
un paisaje

Fuente: elaboración propia.

Los principales problemas de la pérdida de biodiversidad en el territorio 
están fuertemente relacionados a la dinámica de cambio de uso de suelo y 
lo que genera el aislamiento de sus hábitats. Este proceso, estimulado prin-
cipalmente por efectos antrópicos, se traducen en altas pérdidas de hábitat 
natural y disminución del contacto de las comunidades con estos espacios. La 
consolidación de los elementos del paisaje conformada por parches y corredo-
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res interconectados, junto a una matriz de base, potencia la reproducción de 
los servicios ecosistémicos que aumentan la calidad de los hábitats y mayores 
beneficios de interacción entre las personas y los espacios urbano, rural y 
natural. 

Algunos autores se han referido a la necesidad de interconectar los ele-
mentos del paisaje en ecosistemas principales o estructuras ecológicas de 
soporte (Márquez y Acosta, 1996) para ser traducidas a políticas de orde-
namiento territorial. El fundamento para avanzar hacia el diseño de herra-
mientas de planificación territorial y política pública se basa en el hecho de 
que los elementos que componen la red de espacios abiertos prestan servicios 
ecosistémicos de los cuales depende la viabilidad de procesos ecológicos y la 
sostenibilidad de la sociedad.

3.	 Servicios ecosistémicos
La valoración de la naturaleza y de los espacios verdes ha tomado cada día 
mayor importancia en la planificación territorial, se reconocen los beneficios 
concretos que producen en la calidad de vida de las personas, en la capacidad 
de resiliencia de las comunidades frente a eventos extremos y en la sustenta-
bilidad de las ciudades (Ahern, 2013). La captura de contaminantes del aire, 
el control de los flujos hídricos superficiales y subterráneos, la fertilidad de 
los suelos, el control de la temperatura, la biodiversidad biológica, la recrea-
ción y lo simbólico son algunos de los beneficios que las personas reciben de 
la naturaleza, los cuales hoy son llamados servicios ecosistémicos.

De acuerdo a De Groot (2002), los bienes y servicios ecosistémicos que 
entregan los elementos del paisaje pueden dividirse en cuatro grandes cate-
gorías: (i) servicios de provisión, relacionados con la producción de alimentos, 
materias primas, agua potable y productos para medicinas; (ii) servicios de 
regulación, donde se incluyen clima local y calidad del aire, secuestro de car-
bono, moderación de eventos extremos, tratamiento de aguas contaminadas, 
prevención de la erosión, polinización y control biológico; (iii) servicios de 
soporte de hábitat, principalmente de especies de flora y fauna y la manten-
ción de la diversidad genética; y (iv) servicios culturales donde se considera 
la recreación y la salud física y mental, turismo, apreciación estética y sensi-
bilidad espiritual.

Dado que muchos de estos servicios están principalmente asociados a 
procesos ecosistémicos que ocurren en espacios rurales y naturales que ro-
dean e ingresan a las ciudades, la integración de ellos debe ser un aspecto 
fundamental de la política e instrumentos de planificación territorial. En este 
marco se han propuesto diferentes estrategias para incluir la provisión de ser-
vicios ecosistémicos en la planificación territorial a diferentes escalas (Ahern, 
2013; Gagné et al, 2015). Dentro de ellas se encuentran las acciones que 
llevan a la provisión de la biodiversidad, manejo de la conectividad ecológica, 
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consideración de la multifuncionalidad en planes y diseños, la promoción de 
la redundancia-modularidad y la consideración de las singularidades de las 
comunidades locales.

Considerando la relación inherente entre la dimensión estructural y fun-
cional del paisaje, se entiende que la planificación de los componentes del 
paisaje incide directamente en la provisión de sus servicios ecosistémicos. El 
uso de este concepto en la planificación de los espacios en el IURN permite 
evaluar el efecto que tienen los componentes del paisaje y de los ecosistemas 
sobre la calidad de vida y la capacidad de resiliencia de las comunidades, 
asegurando así un desarrollo sustentable y ambientalmente equitativo.

Propuesta
El modelo de ocupación territorial en Chile, mediante sus instrumentos de 
planificación y la normativa que incide en este, no ha sido capaz de recono-
cer la relación dinámica entre los componentes del paisaje y ha impuesto un 
sesgo urbano en desmedro de la estructura y funciones que otorga el espacio 
rural y natural. 

En este sentido, la presente propuesta busca aportar al desarrollo de la 
planificación territorial en Chile de manera que sea capaz de reconocer la 
complejidad y multifuncionalidad de este, avanzando desde un modelo de or-
denamiento territorial que propone una separación rígida en el uso de suelo 
a uno más acorde a los procesos ecosistémicos que ocurren en la naturaleza 
(Albrechts, 2004; Gallent et al, 2006). 

El objetivo de la propuesta es integrar de forma explícita en los instrumen-
tos de planificación los elementos del paisaje que están presentes en la IURN, 
de manera que se puedan aprovechar los vínculos entre estos tres espacios 
para promover un desarrollo territorial descentralizado y sostenible. 

Para esto se utilizan elementos de la biorregión urbana y de la ecología 
del paisaje para proponer un desarrollo integral de la IURN a escala regional, 
principalmente considerando que:

a.	 La IURN es un espacio actualmente invisibilizado y sin definición en el 
marco regulatorio que incide en el territorio. Este es un espacio complejo, 
caracterizado por vínculos urbano, rural y natural y que no se pueden ca-
tegorizar como sistemas excluyentes. Por lo tanto, es un espacio que no es 
planificado y en el que los instrumentos actuales tienen diversas limitacio-
nes para promover un desarrollo integral. 

b.	 Es un espacio vulnerable y, a su vez, es de alto interés ecológico y estratégi-
co para el futuro de las ciudades. La vulnerabilidad se asocia a que está en 
abandono a la espera de la urbanización y es objeto de la especulación de 
suelo, expulsando otros usos y funciones no urbanas. Al mismo tiempo es 
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un espacio estratégico, pues ofrece distintos tipos de servicios ecosistémicos 
relacionados con el cierre de ciclos naturales del agua, con el manejo de re-
siduos, con la provisión de alimentos cercanos, con actividades recreativas 
y áreas verdes para ciudades resilientes y con mejor calidad de vida.

A partir del marco teórico presentado, la propuesta elabora lineamientos 
para la planificación territorial que reconocen la estructura y función del 
paisaje que forman parte del territorio. La propuesta consta de dos partes: la 
integración físico-estructural y la de gestión territorial. 

La integración físico-estructural tiene como eje central y estructurador la 
identificación de un sistema de parches de vegetación y sus corredores con el 
fin de valorizar la continuidad de estos sistemas en la IURN. Esto favorecería, 
por una parte, la reversión de los procesos de degradación de los hábitats 
naturales y, por otra parte, el aseguramiento de los servicios ecosistémicos de 
provisión, regulación, mantención y soporte que entregan los espacios rurales 
y naturales a la sociedad dentro del proceso de desarrollo territorial. 

Además, el reconocimiento de la estructura, la continuidad de los elemen-
tos naturales y las funciones que cumplen los sistemas urbano-rural-natural 
requiere vincularlo a determinados modelos de gestión territorial que serán 
revisados en el siguiente apartado. Las escalas y dimensiones por abordar 
hacen referencia, necesariamente, a los actores, institucionalidades, instru-
mentos de planificación y normativas que deben ser consideradas para armo-
nizar los desajustes en esta interfase territorial y lograr una gestión territorial 
multiescalar y multisectorial.

Para mostrar la aplicabilidad de esta propuesta se muestra un ejemplo de 
“imagen resultado” asociado al eje territorial Quillota-La Calera-La Cruz-Hi-
juelas ubicado en la Región de Valparaíso, Chile, que hoy presenta uno de 
los mayores procesos de expansión urbana a nivel del país. Por medio de un 
proceso de interpretación de imágenes de satélite a escala comunal se explica 
el territorio con una visión basada en los instrumentos de planificación actua-
les y luego se busca reconocer en este los elementos estructurales del paisaje 
para el desarrollo de una imagen de integración físico-estructural que incluye 
una red interconectada de espacios abiertos en la IURN.

1.	P ropuesta de integración físico-estructural
La propuesta de integración físico-estructural busca valorizar los vínculos 
entre los espacios urbanos, rurales y naturales mediante la integración de 
espacios abiertos como variable estructural dentro de los procesos de de-
sarrollo territorial. Para revertir la fragmentación presente en la IURN y 
configurar un espacio interconectado en su estructura y función se propone 
dos operaciones. La primera, busca abordar la complejidad de cada compo-
nente del paisaje que aporte a revertir el sesgo urbano. Para esto se propone 
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una serie de directrices de ordenamiento territorial para el espacio urbano, 
rural y natural que favorece la conectividad, diversidad, complejidad y mul-
tifuncionalidad del paisaje en la interfase. En segundo lugar, se busca relevar 
nuevas formas de conexión en una red estratégica interconectada para garan-
tizar la continuidad entre los elementos del paisaje que permiten conciliar los 
desajustes estructurales y funcionales de la interfase territorial. Esta nueva 
configuración asegura la entrega de servicios ecosistémicos de provisión, so-
porte, regulación y culturales necesarios para un desarrollo sostenible de la 
interfase (Figura 3). A continuación se describe cada una de ellas. 

Figura 3. Propuesta físico-estructural para la ordenación territorial integrada 

Fuente: elaboración propia.

a. Directrices de ordenamiento territorial. Para integrar los distintos espacios 
que componen la interfase es necesario compensar el sesgo urbano existen-
te en la planificación urbana (que se refleja, por ejemplo, en la LGUC). Las 
directrices buscan aumentar la conectividad, diversidad, complejidad y mul-
tifuncionalidad, de los espacios rurales y naturales respecto a los urbanos, 
para facilitar su integración proporcional dentro de los distintos niveles de 
planificación (Tabla 1). 
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Tabla 1. Directrices y principios para el ordenamiento territorial

Directrices para el ordenamiento 
territorial

Planificación territorial

Conectividad Diversidad Complejidad Multifunciona-
lidad

Grandes parches de vegetación 
natural interconectados por corre-
dores ecológicos

x x  x

Buffer entre áreas protegidas o de 
alto interés ecológico (acuíferos, 
humedales) y otros usos de suelo

x x x  

Corredores de vegetación asocia-
dos a ejes hídricos x x x  

Parques agrícolas multifuncionales 
(alimentos, espacio libre, hábitats 
de transición)

x x x x

Cercas vivas en suelo rural x x   

Buffer de protección en zonas de 
riesgo y de usos incompatibles x  x  

Protección de suelos fértiles    x

Integrar espacios de recreación a 
corredores y parches verdes x   x

Franjas o trama verde intersticial 
en los asentamientos urbanos x x x x

Fuente: elaboración propia.

b. Red Estratégica Interconectada. Mientras las directrices de ordenamiento 
territorial permiten dar nuevos espacios de reconocimiento y valorización 
conceptual de los elementos de la interfase, se propone una Red Estratégica 
Interconectada (REI) para proporcionar ecosistemas esenciales dentro de la 
planificación territorial. La REI se define como una estructura socioecológica 
que interconecta espacios abiertos –sean estos urbanos, rurales o silvestres– 
para aportar servicios ecosistémicos necesarios para un desarrollo social y 
territorial sostenible. 

Dentro de la estructura de la REI sus componentes proporcionan distintos 
beneficios que deben observarse tanto parcialmente como dentro del sistema 
al que pertenecen. Por una parte, las grandes áreas o parches de vegetación 
natural aportan beneficios únicos por su masa crítica, tales como la protección 
de la calidad de los acuíferos; hábitat para sostener poblaciones de especies en 
el interior y la conservación de la biodiversidad, valores estéticos y una amplia 
gama de posibilidades de ocio, excursiones y educación ambiental (Forman, 
2004). No obstante, gran parte de estos atributos funcionan en la medida en 
que se sostengan las conexiones ecológicas mínimas para asegurar la circula-
ción fluida de las especies a largo plazo y accesibilidad de las personas. 
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Así como la REI es multifuncional, aborda estructuras del paisaje multies-
calares. Como tal, y en su estado idóneo, posee la capacidad de interconectar 
un parche de alto valor ecológico asociado a una reserva natural con el 
sistema de áreas verdes urbanas, definido por la Ordenanza Plan Regulador 
Metropolitano de Santiago (1994) como espacios urbanos predominantemen-
te ocupados con árboles, arbustos o plantas y que permiten el esparcimiento 
de las personas. Por esto, consolidar la REI implica planificar los espacios 
abiertos del territorio reconociendo parches de vegetación silvestre de gran 
tamaño, corredores en espacios urbanos, rurales y naturales y parques de 
pequeño tamaño (áreas verdes urbanas independiente de las características 
urbanas, rurales y naturales) que puedan incidir en él (Amit-Cohen y Marua-
ni, 2007). 

•	 Parches de vegetación silvestre de gran tamaño. Las grandes áreas de vege-
tación natural (parches de mayor tamaño) proporcionan beneficios específi-
cos por su escala, el tamaño del hábitat interior y las funciones que repro-
ducen. Aquellas de mayor valor ecológico se encuentran retiradas de los 
centros urbanos, en torno a áreas silvestres o de características rurales. Esto 
se debe a que su tamaño (>20 hectáreas) tiende a no ser económicamente 
rentable para establecer en áreas urbanas. La dificultad por cuantificar los 
servicios ecosistémicos –o sus externalidades en términos económicos– re-
duce su poder de demanda de localización sobre suelos urbanos con ma-
yor valorización o rentabilidad económica (Amit-Cohen y Maruani, 2007). 
Asimismo, las áreas de mayor valor natural son propicias en territorios 
con menores niveles de intervención antrópica o potencial degradación por 
usos incompatibles con los objetivos de conservación. 

	 Si bien las funciones se sostienen de manera interdependiente, se distinguen 
conceptualmente entre aquellas asociadas al ámbito de la biodiversidad, 
del sistema de aguas y socioculturales. Aquellas asociadas a aspectos de 
biodiversidad incluyen el resguardo de hábitats para sostener poblaciones 
de especies y sus interacciones que requieren superficies más extendidas, 
el realce de los ecosistemas y propiciar mayor diversidad de especies. En 
cuanto a los sistemas de agua se destaca la protección a la calidad de los 
acuíferos, suministros de agua limpia, control de las crecidas y depuración 
de las aguas. Asimismo se destaca una amplia gama de actividades sociales 
de ocio y esparcimiento, pero de alcance más limitado, como actividades de 
picnic, observación de pájaros silvestres, excursiones y senderos interpreta-
tivos para educación ambiental. 

•	 Corredores en espacios urbanos, rurales y naturales. Dentro de la REI, 
los corredores son fundamentales para mantener las relaciones efectivas 
del sistema socioecológico. Los corredores se entienden como compo-
nentes lineales del paisaje que ofrecen ventajas en términos de movi-
miento, flujo e intercambio, conectando elementos del paisaje a distintas 
escalas y cumpliendo múltiples funciones en el ámbito ecológico y social 
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(Vásquez, 2015). El objetivo principal de los corredores es proporcionar 
conectividad al paisaje para facilitar la circulación de especies y perso-
nas. Por una parte, un territorio conectado permite reproducir funciones 
ecológicas que aportan a un aumento gradual de la biodiversidad. Su 
efectividad depende de la continuidad, la complejidad estructural de la 
vegetación y la capacidad de aislación del entorno urbanizado. Por otra 
parte, los corredores permiten el diseño de senderos peatonales que pro-
porcionan conectividad para las actividades de ocio y excursionismo en 
distintos contextos. Su disposición en medio de entornos urbanos permite 
mayor accesibilidad a áreas verdes urbanas lineales y otras asociadas a la 
REI. Asimismo, permite conectar transversalmente los espacios naturales, 
rurales y urbanos en las distintas escalas del territorio. Corredores de 
transición urbano-rural, por ejemplo, parques agrícolas o cercas vivas ru-
rales ayudan a integrar parte de la actividad agrícola periurbana y protege 
el suelo agrícola del crecimiento urbano.

•	 Parques de pequeño tamaño: áreas verdes urbanas. Los parches de me-
nor tamaño cumplen otras funciones relevantes cuando son desarrollados 
dentro del espacio urbano. Por el hecho de estar localizados en un con-
texto de mayor intervención se han alterado los componentes del paisaje, 
sus procesos naturales y, por tanto, su valor ecológico. No obstante, como 
masa crítica y aportando a la continuidad de los espacios abiertos pueden 
contribuir con valores ecológicos como mayor biodiversidad o reducir la 
contaminación e islas de calor urbano.

Las funciones que cumplen se asocian a la provisión de espacios de re-
creación, que realzan la calidad de vida y aportan valores en los patrones 
de uso de los espacios públicos (Amit-Cohen y Maruani, 2007). Estos, mate-
rializados en el concepto de plazas o parques (Ordenanza PRMS), generan 
espacios que son demandados para el encuentro barrial, para el desarrollo de 
actividades como deportes o recreación y otras de carácter pasivo como des-
canso o contemplación. Así, cumplen servicios ecosistémicos de valor escéni-
co, social, psicológico y ecológico. A diferencia de los beneficios atribuidos a 
los parches de mayor tamaño, estos son más demandados como espacios de 
interacción entre las personas, factor que refuerza el apego a la comunidad y 
a su entorno barrial (Reyes et al, 2010). 

Finalmente, la Figura 4 presenta la configuración del corredor Quillota-La 
Cruz-La Calera-Hijuelas donde se han identificado los elementos de la REI, 
considerando las directrices respecto a que cumplen con los principios de 
ordenamiento territorial de conectividad, diversidad, complejidad y multi-
funcionalidad.
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Figura 4. 	Representación de la Red Estratégica Interconectada (REI) a (a) escala 
intercomunal y (b) escala local sector Quillota

Fuente: elaboración propia. 

2. Propuesta de gestión territorial

2.1	Introducción de principios en la normativa vigente
Para aproximarse a una gestión territorial transversal a sus componentes ur-
banos, rurales y naturales es necesario introducir principios de conectividad, 
complejidad, multifuncionalidad y diversidad en el marco del ordenamiento 
regional actual de Chile. Para esto se plantea la introducción de definiciones 
de orden sistémico, como la que se ha configurado en torno a la REI con el 
objetivo de aportar servicios ecosistémicos necesarios para un desarrollo so-
cial y territorial sostenible. Por una parte, su definición evidencia un carácter 
sistémico, que más allá de sistematizar categorías normativas nuevas, busca 
consolidar un enfoque relacional y sinérgico entre aquellas que actualmente 
orientan la localización de actividades, usos y proyectos. 

Para incidir en las distintas escalas, y así propender a una mayor cohe-
rencia territorial, es necesario introducir el concepto REI a nivel nacional a 
través de la LGUC y a nivel regional en el PROT. Se reconoce que, si bien el 
primero se traduce de una política de alcance nacional, tiene parcial validez 
en relación a los objetivos de la propuesta, puesto que es responsabilidad ex-
clusiva del Minvu y orienta instrumentos de planificación territorial con un 
sesgo urbano. En el segundo se prevén mayores oportunidades de introducir 
conceptos orientados a la valorización de los espacios abiertos en marcos 
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normativos regionales que deberían ser coherentes con los que corresponden 
a los gobiernos locales. Para que esto sea efectivo es necesario, por una parte, 
la transferencia de capacidades sectoriales de manera integrada a los gobier-
nos regionales y, por otra, mayor reciprocidad en la elaboración conjunta de 
Instrumentos de Planificación Territorial (IPT) de las ciudades y las regiones. 

Por último, la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) es otra herramien-
ta que configura una garantía para la incorporación efectiva de la REI dentro 
de los IPT. La EAE5 es el procedimiento de evaluación de políticas y planes 
de carácter normativo que tengan impacto sobre el medio ambiente o la 
sustentabilidad. El proceso de elaboración del IPT en todas sus escalas terri-
toriales debe incorporar un informe ambiental en la etapa de anteproyecto, 
tal como designa la Guía para la Evaluación Ambiental Estratégica de los 
IPT elaborada en conjunto por el Minvu y el Ministerio de Medio Ambiente 
(Rivas, 2011). La integración de la REI como principio mínimo dentro del in-
forme ambiental garantizaría la formulación de planes territoriales que pro-
muevan un desarrollo de la IURN sostenible. En esta línea, las directrices de 
ordenamiento territorial de la propuesta asociadas a servicios ecosistémicos 
facilitarían la incorporación de principios de sostenibilidad en la planificación 
del territorio en sus distintas escalas. 

2.2	Integración de componentes del paisaje normativos en la Red Estratégi-
ca Interconectada (REI)

Actualmente, los PROT definen territorio desde las posibilidades de gene-
rar un sistema de ordenamiento territorial para los asentamientos urbanos 
y rurales, sin mayores consideraciones por la conservación de los espacios 
naturales, esencial para alcanzar un desarrollo territorial sostenible. Para 
sostener el análisis metodológico, la Subdere determina en el PROT cuatro 
componentes o unidades territoriales: análisis urbano, rural, cuencas hidro-
gráficas y borde costero. La clasificación sistematiza el espacio urbano, rural 
y natural –este último limitado a las cuencas hidrográficas– segregando las 
costeras como una unidad aparte. Esto no permite concebir las relaciones 
que se generan entre los distintos espacios identificados en el IURN. Para 
revertir la segregación de los componentes se vuelve necesario profundizar 
en el análisis integrado de los sistemas referidos en los PROT, que más que 
la sumatoria de las partes se refiere a su potencial relacional. Este análisis 
debe corresponderse con los planteamientos de la Subdere para articular el 
PROT con los instrumentos de planificación sectorial vigentes, constituidos 
sobre los principios de cohesión socioterritorial, gobernabilidad, diversidad, 
solidaridad territorial, subsidiariedad y complementariedad. 

5	 Ley 20.417, 2010.
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“El plan regional de ordenamiento territorial podrá establecer, 
con carácter vinculante, áreas de protección en razón de su va-
lor ambiental, cultural o paisajístico, de acuerdo a la legislación 
respectiva, y las condiciones de localización para la disposición 
de los distintos tipos de residuos y sus sistemas de tratamientos. 
Asimismo, podrá determinar condiciones para el desarrollo de las 
infraestructuras y actividades productivas en zonas no comprendi-
das en la planificación urbanística, junto con la identificación de 
las áreas para su localización preferente, ajustándose en lo ante-
rior a lo establecido en las políticas, estrategias y normativas sec-
toriales vigentes. El incumplimiento de estas condiciones provocará 
la caducidad de las autorizaciones respectivas, sin perjuicio de las 
demás consecuencias que se establezcan.

El plan regional de ordenamiento territorial será de cumplimiento 
obligatorio para los ministerios y servicios públicos que operen en 
la región y no podrá regular materias que tengan un ámbito de 
influencia u operación que exceda del territorio regional ni áreas 
que estén sometidas a planificación urbanística”6.

La integración del REI y las directrices de ordenamiento territorial en 
el PROT supone una oportunidad para la metodología de análisis integrado 
de los sistemas. Como tal, implica planificar los espacios abiertos asociados 
al área urbana, rural y natural y, con esto, armonizar los desajustes en la 
IURN y aumentar la provisión de servicios ecosistémicos. En la propuesta 
físico-estructural se establecen los tres componentes del REI: parches de 
vegetación silvestre de gran tamaño, áreas verdes urbanas y corredores. 
Dentro de estos se pretende identificar y relacionar categorías normativas 
preexistentes junto con proponer elementos de reconexión del paisaje. 

a. Los parches de vegetación silvestre de gran tamaño para la conservación de 
la biodiversidad pueden integrar los territorios del Sistema Nacional de Áreas 
Silvestres Protegidas del Estado, dependiente de la Conaf; los Santuarios de 
la Naturaleza, establecidos por el Consejo de Monumentos Nacionales; y los 
Parques y Reservas Marinas dependientes del Servicio Nacional de Pesca 
(Sernapesca). Actualmente, está en vigencia el proyecto Creación de un Siste-
ma Nacional Integral de Áreas Protegidas para Chile (GEF-SNAP), iniciativa 
ejecutada por el Ministerio del Medio Ambiente y el PNUD como la agencia 
de implementación ante el Fondo para el Medio Ambiente Mundial (GEF), 
con el objetivo de generar un modelo de gestión institucional y financiero 
para las áreas protegidas terrestres y acuáticas, tanto públicas como privadas 

6	 Proyecto de ley actualmente en segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados (Bole-
tín Nº7963) que introduce modificaciones a la Ley 19.175 Orgánica Constitucional sobre Gobier-
no y Administración Regional.
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del país (MMA, 2011). Es necesario avanzar en el potencial aporte de nuevos 
actores, incluyendo las comunidades y propietarios en la administración, y en 
la gestión y manejo de las áreas protegidas para una conservación sostenible. 
No obstante, la REI debe integrar las áreas reconocidas a nivel normativo 
por su valor natural a otros parches adyacentes, incluyendo zonas de amor-
tiguamiento y corredores que puedan aumentar la biodiversidad regional y 
aproximar los servicios ecosistémicos de provisión y soporte de los asenta-
mientos humanos. 

b. Las áreas verdes urbanas son reconocidas a escala local en los planes regula-
dores intercomunales y metropolitanos, comunales y seccionales. En la LGUC 
se aborda una única definición de área verde limitada a aspectos urbanos 
y con funciones de utilidad social, al ser entendida como una “superficie 
de terreno destinada preferentemente al esparcimiento o circulación pea-
tonal, conformada generalmente por especies vegetales y otros elementos 
complementarios”. A nivel territorial los IPT han sistematizado áreas ver-
des en distintas categorías normativas asociadas al sistema de áreas verdes. 
Ejemplo de esto es el Plan Regulador Metropolitano de Santiago (PRMS) que 
ha segregado dentro del área urbana metropolitana: parques metropolitanos, 
parques intercomunales (parques, parques quebrada, avenidas parque, entre 
otros) y áreas verdes complementarias (cementerios parque, áreas de interés 
histórico y cultural, entre otros); mientras designa como áreas excluidas al 
desarrollo urbano aquellas de valor natural o de interés silvoagropecuario. 
La REI busca revertir la fragmentación de estas áreas relevando las posibles 
conexiones entre el sistema de áreas verdes urbanas, integrando aquellas po-
tenciales reconocidas en sitios eriazos, terrenos residuales y espacios abiertos 
no consolidados.

c. Corredores en espacios urbanos, rurales y naturales. Pese a que los corredo-
res se entienden en sus dimensiones multiescalares y multifuncionales, a ni-
vel normativo se abordan de manera fragmentada. Las mínimas referencias a 
ellos se obtienen a nivel de plan regulador, cuando se establecen dentro de los 
sistemas de áreas verdes como avenidas parques, o bien, cuando acompañan 
cursos hídricos, dentro de las áreas de alto riesgo para los asentamientos hu-
manos, por riesgo de inundación y protección de cauces naturales (Iturriaga 
et al, 2012). Este último, si bien es clave para sostener los ecosistemas locales, 
es comprendido como una franja de protección frente a los asentamientos 
humanos limitada al área urbana. Por su alcance a distintas escalas, que tras-
ciende los espacios urbanos, rurales y naturales, es necesario reconocerlos 
normativamente dentro del PROT como elementos conectores claves para 
la consolidación de la REI a nivel regional. Su consolidación reproduce los 
principios establecidos en las directrices de la propuesta: conectividad, com-
plejidad, multifuncionalidad y diversidad. 
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Los corredores pueden dar continuidad a espacios de vegetación en una 
matriz urbana de alta densidad si se integran las áreas verdes lineales dis-
ponibles en avenidas arboladas; a lo largo de cursos hídricos como canales, 
quebradas, esteros y ríos; o bien, en espacios abiertos menos convencionales 
como franjas residuales de transmisión eléctrica que pueden extenderse a la 
interfase rural. En áreas rurales, los corredores pueden tomar forma en la 
sumatoria de cercas vivas, buffers de protección a canales o, en un nivel de 
mayor planificación, en los parques agronaturales propuestos por Forman 
(2004) para la Región Metropolitana de Barcelona. En estos es posible ge-
nerar un marco de incentivos condicionados para que los predios agrícolas 
destinen entre un 10% y un 20% de su terreno como aporte parcial para la 
consolidación de la franja de un corredor que pueda ofrecer continuidad a un 
sistema ecológico mayor. 

2.3	Gobernanza multinivel / multiescalar e intersectorial
El reconocimiento de los vínculos de los sistemas territoriales en la IURN y la 
constitución de REI sin duda conllevan un desafío de coordinación institucio-
nal que permita promover el trabajo colaborativo intersectorial y superar los 
límites administrativos que hoy impiden un desarrollo territorial integrado. De 
esta manera, se requiere un desarrollo institucional capaz de vincular a los dis-
tintos sectores horizontalmente, de modo que permita superar la división tradi-
cional de urbano y rural e integre a los distintos actores sectoriales avanzando 
hacia un enfoque territorial en el diseño y ejecución de políticas públicas. 

A su vez, se requiere que estas instancias institucionales dialoguen en las 
distintas escalas, vinculándose más allá de los límites políticoadministrativos, 
para articular de manera más coherente las agendas locales de desarrollo 
territorial con aquellas existentes a otras escalas. En este sentido, la partici-
pación social de los habitantes de los territorios, es decir en la escala local, 
es clave para articular procesos de planificación desde la base, articulando 
a los distintos actores de la sociedad en los planes o estrategias locales de 
desarrollo.

Actualmente el país está en un proceso de reforma que apunta a la pro-
fundización de la descentralización regional, el cual se materializa en las 
modificaciones a la Ley 19.175, orgánica constitucional sobre gobierno y ad-
ministración regional, que se encuentra en segundo trámite legislativo en 
la Cámara de Diputados. Dicha reforma representa oportunidades para la 
gestión territorial, sobre todo en lo que refiere a la transferencia de compe-
tencias a los gobiernos regionales.

2.3.1. El rol de los gobiernos regionales y locales

Para avanzar en una gestión territorial participativa, multiescalar e intersec-
torial se requiere fomentar el rol de los gobiernos regionales y locales, defi-
niendo claramente las competencias de los gobiernos regionales en materia 
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de planificación y ordenamiento territorial y establecer procesos participati-
vos con incidencia real en la planificación local. El Informe de la Comisión 
Asesora Presidencial en Descentralización y Desarrollo Regional (2014) re-
conoce la planificación como parte de una serie de competencias exclusivas 
del Gobierno Regional (GORE), que se deben distinguir en la constitución de 
estos. Por su parte, los municipios tienen atribuciones claras en cuanto a su 
rol planificador en el territorio comunal, pero no cuenta con las atribuciones 
fiscales para llevar a cabo una agenda de desarrollo local relevante.

En la modificación a la Ley 19.175 se incorpora formalmente el PROT como 
un instrumento de ordenamiento territorial a cargo de los GORE, buscando el 
reemplazo de la Política Regional de Desarrollo Urbano. Además, se explicita 
de manera más concreta cuál es el rol en planificación y se contempla el tras-
paso de atribuciones desde los servicios públicos a los gobiernos regionales.

“Diseñar, elaborar, aprobar y aplicar las políticas, planes y programas 
de desarrollo de la región, las que deberán ser coherentes con la política 
nacional de desarrollo, el presupuesto de la Nación y la estrategia regional 
de desarrollo. Asimismo, en dicha labor deberán considerar los planes co-
munales de desarrollo”7.

Dentro de este mismo trabajo se plantea la necesidad de realizar los cam-
bios normativos necesarios para establecer las condiciones que permitan que 
los gobiernos regionales tengan relaciones más estrechas de cooperación con 
las municipalidades de la región respectiva, en el cumplimiento de objetivos 
mínimos. Este vínculo es relevante para la gestión de espacios que involucran 
a los municipios, pero exceden sus límites administrativos; además es necesaria 
para alcanzar la coherencia entre los distintos planes; la participación de las 
municipalidades en el PROT y, al mismo tiempo, la asesoría de los GORE en la 
elaboración de los Planes de Desarrollo Comunal (Pladeco) y planes regulado-
res. La relación entre ambos niveles de gobierno permite sinergias favorables, 
ya que el municipio, por sus vínculos más directos con la comunidad, puede do-
tar de legitimidad las acciones del GORE y este, que cuenta con más atribucio-
nes financieras, puede dar viabilidad a acciones estratégicas de los municipios.

2.3.2 Colaboración estratégica para la planificación territorial

En esta propuesta se sugiere promover instancias asociativas para el desa-
rrollo local y regional estratégico que involucren la concertación de actores 
claves en el territorio y no solo intersectoriales, pero con participación de la 
comunidad. En estas instancias debiesen participar los gobiernos locales y 
regionales, secretarios regionales del gobierno central (Seremis)8, gremios, 

7	 Ibid
8	 Por ejemplo del Minvu, Minagri (Conaf/Indap), MBN, MOP, Subdere, Ministerio de Economía, 

entre otros.
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asociaciones productivas y organizaciones comunitarias del territorio para la 
elaboración y ejecución de planes de desarrollo local.

En la experiencia internacional estas instancias de colaboración estraté-
gica surgen como un esfuerzo por descentralizar y democratizar la ejecución 
de las políticas públicas incluyendo a representantes de distintos sectores, 
permitiendo un desarrollo integral y diverso para cada territorio. Experien-
cias asociativas como estas existen en Europa, especialmente en Inglaterra, 
las que favorecen la colaboración horizontal y vertical.

En Inglaterra se introducen formalmente las Alianzas Estratégicas Loca-
les (Local Strategic Partnerships, LSP por su sigla en inglés) en el año 2000 
a través de la Ley de Gobiernos Locales. Esta instancia agrupa a distintos 
actores, funcionarios públicos, el sector privado y la comunidad, quienes bajo 
un enfoque de planificación estratégica definen de manera conjunta las prio-
ridades de acción y las estrategias de desarrollo local9. Por su parte, la Unión 
Europea, debido a su carácter supranacional también ha debido promover el 
desarrollo de instituciones locales e inclusivas que permitan profundizar su 
proceso de democratización, un ejemplo son los Grupos de Acción Local del 
programa LEADER de desarrollo rural, donde se elaboran y desarrollan las 
estrategias de desarrollo local.

Las Alianzas Estratégicas Locales responden a una agenda de planifica-
ción espacial que ya no se limita a identificar distintos usos de suelo en el 
territorio. En este sentido, la planificación no es necesariamente llevada a 
cabo por los actores públicos, sino construida en alianzas estratégicas que 
no buscan solo controlar el uso del suelo, sino también reunir intereses que 
permitan manejar la complejidad territorial (Gallent et al, 2006).

En Chile existen algunas experiencias de colaboración estratégica entre 
servicios públicos para la inversión territorial. Los convenios de programa-
ción son un buen ejemplo de acuerdos institucionales para la inversión en 
determinados territorios: “son acuerdos formales entre un Gobierno Regio-
nal, ministerios, SSPP (servicios públicos), una o varias municipalidades y 
privados que definen acciones de gestión o inversión sobre un territorio o 
sector relacionadas con estudios, proyectos de inversión o programas que 
concuerdan realizar en un plazo de tiempo determinado”10. Sin embargo, los 
convenios de programación son limitados en cuanto son instrumentos para 
el financiamiento, además aún no logran establecerse como un mecanismo 
de articulación descentralizada debido a los cambios de modelo de toma de 
decisión que conlleva. 

9	 Para mayor información sobre Local Strategic Partnerships, ver: http://www.oecd.org/cfe/
leed/37728868.pdf, A.J.  Scott et  al.

10	Definición de Subdere, disponible en: http://www.subdere.gov.cl/sites/default/files/documentos/
articles-80573_archivo_fuente.pdf
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Las modificaciones aún en trámite de la Ley 19.175 facilitarían la ejecu-
ción de estos convenios de programación a través de la transferencia de com-
petencias hacia los gobiernos regionales. Además, se contempla incorporar 
a los convenios de programación territoriales entre gobiernos regionales y 
municipalidades “el procedimiento de transferencia de funciones y atribu-
ciones es de carácter administrativo y permite que una o más competencias 
dejen de ser ejercidas por un ministerio o servicio público, para ser desempe-
ñadas por uno o más gobiernos regionales, sin necesidad de modificaciones 
orgánicas”11.

Si bien se identifican avances importantes en el diseño de arreglos insti-
tucionales que permiten mayor colaboración y flexibilidad para el diseño de 
políticas territoriales, es necesario profundizar en mecanismos que permitan 
involucrar ampliamente a los actores del territorio en estrategias de desarro-
llo local. 

2.3.3	 Participación de actores locales para la planificación estratégica 

Las Alianzas Estratégicas Locales que se mencionan tienen un enfoque de 
participación más institucionalizado y de mayor alcance que los existentes en 
Chile. Actualmente el único instrumento de planificación territorial que con-
templa un proceso participativo es el Pladeco, el cual debe realizar audien-
cias informativas para dar a conocer el proyecto, lo cual ha sido catalogado 
como insuficiente y limitado en su alcance, ya que no constituye un proceso 
verdaderamente participativo, sino solo informativo.

En el Plan de Ordenamiento Territorial (PROT), desarrollado entre los 
años 2010 y 2014, se contempló la creación de un comité técnico donde 
además del GORE y Subdere se considera la participación de distintas 
secretarías regionales ministeriales; en esta instancia técnica no se amplió la 
participación a otros actores sociales del territorio. No obstante, en las mo-
dificaciones a la Ley 19.175 se identifica un proceso participativo del PROT 
donde dice que se deberá considerar la participación de actores regionales 
públicos y privados. Sin embargo, no se menciona mayores detalles sobre 
el proceso, por lo que no se puede anticipar su alcance, carácter o nivel de 
participación real. 

En las experiencias de Alianzas Estratégicas mencionadas impera un enfo-
que de planificación estratégica, donde la construcción de una visión común 
del territorio, de manera participativa e inclusiva por los diversos actores, es 
central para la elaboración y ejecución de planes de desarrollo local. Estas 
instancias promueven una articulación y participación de actores más institu-

11	Proyecto de ley actualmente en segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados (Bole-
tín Nº7963) que introduce modificaciones a la Ley 19.175 Orgánica Constitucional sobre Gobier-
no y Administración Regional.
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cionalizada y permanente en el tiempo a diferencia de un comité técnico o el 
proceso informativo o consultivo, que son atingentes solo a una fase del pro-
ceso y no son vinculantes. Generar una visión común compartida facilita las 
conexiones entre lugares, escala e instituciones; mientras la participación en la 
planificación estratégica permite integrar las distintas agendas y aspiraciones 
de las personas, además de generar un mayor sentimiento de pertinencia.

Conclusiones
La planificación de los espacios urbanos, rurales y silvestres se ha caracteri-
zado por una hegemonía de la visión urbanista sobre una visión integradora 
territorial, lo que ha tenido como consecuencia que los valores provenientes 
de otros espacios del territorio sean ignorados y muchas veces eliminados. 
La necesidad de un desarrollo social sustentable obliga a replantear la forma 
en que hoy se planifica el territorio, lo que lleva a la necesidad de romper el 
paradigma sectorial y fragmentario que hoy posee la planificación en Chile.

Este objetivo se logra por medio de la incorporación explicita de visio-
nes integrales del territorio, las que incluyen elementos de su morfología, 
ecología y cultura. En esta línea, los conceptos de biorregión, ecología del 
paisaje y servicios ecosistémicos son de gran aporte al momento de repensar 
el territorio, en una articulación conjunta permiten lograr de forma explícita 
el objetivo de integración de los espacios urbano, rurales y silvestres bajo un 
marco de sustentabilidad territorial.

La incorporación de estos nuevos elementos en la planificación actual se 
puede realizar en un principio por medio de los instrumentos de planifica-
ción de carácter regional hoy en desarrollo, los cuales tendrán, además, un 
carácter vinculante. La incorporación a nivel local se presenta más compleja 
debido a la estructura y rigidez de la normativa actual. En este aspecto, los 
procesos de participación ciudadana y las evaluaciones ambientales estraté-
gicas se presentan como herramientas promisorias para la incorporación de 
nuevas visiones de planificación territorial del espacio urbano, rural y silves-
tre considerado en este estudio.
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Resumen
En solo una década, durante los años ochenta, Chile pasó de ser un país con 
problemas de desnutrición infantil a un país que se iniciaba en otro problema 
de salud pública, el de la obesidad infantil debido a diferentes factores que 
influenciaron esta situación.

Según la Organización Mundial de la Salud (OMS) el sobrepeso y la obe-
sidad se definen como una acumulación anormal o excesiva de grasa que 
puede ser perjudicial para la salud. Un niño que es o ha sido obeso es un 
futuro adulto que puede tener asociados diferentes problemas de salud que 
podrían afectar de forma importante su calidad de vida adulta. La obesidad 
infantil es un problema multifactorial, donde los hábitos alimentarios son un 
factor importante. Las escuelas son consideradas un ambiente propicio para 
generar y reforzar cambios de hábitos, por lo cual aparece como un lugar 
idóneo para generar políticas públicas que permitan atacar desde la infancia 
los problemas de obesidad que afectan a la población chilena. Sin embargo, 
las intervenciones que se han realizado en el pasado no han sido del todo 
exitosas, ya que la obesidad infantil no ha disminuido. Es en ese marco que 
este proyecto de política pública plantea una propuesta que espera generar 
cambios en distintos niveles, de manera de abordar el problema de forma 
más integral que hasta ahora.

Esta propuesta incluye incorporar la mirada nutricional en distintos nive-
les. El primer nivel consiste en hacer más explícito a nivel constitucional la 
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responsabilidad del Estado de Chile en la salud nutricional de las personas. Lo 
anterior permitirá tener un mandato constitucional para generar los cambios 
legales requeridos con mayor facilidad. Adicionalmente, se propone desarro-
llar una política de alimentación saludable escolar vinculante que permitirá 
ejercer una influencia más integral en el problema de la obesidad infantil. 
Esta política, generada por el Ministerio de Salud (Minsal) y el Ministerio 
de Educación (Mineduc), empoderará a la Junta Nacional de Auxilio Escolar 
y Becas (Junaeb) con un mandato legal que incorpore en forma explícita el 
objetivo nutricional en sus programas de alimentación. En un segundo nivel 
de acción, y en un plano más operacional, se sugiere modificar las caracte-
rísticas y el foco del Programa de Alimentación Escolar (PAE) para abordar 
de mejor manera el problema del sobrepeso y obesidad en sus beneficiarios 
y fortalecer los sistemas de monitoreo y evaluación nutricional actuales. En 
un tercer nivel se plantea complementar las medidas antes propuestas con la 
construcción de hábitos de alimentación saludable con el apoyo de la Agen-
cia de la Calidad de la Educación e incorporar nutricionistas en los colegios 
en el marco de las orientaciones de gasto de la Ley de Subvención Escolar 
Preferencial.

La obesidad infantil es un problema de salud pública que cada día tie-
ne mayor relevancia en nuestro país, por lo que la mirada multifactorial y 
abordarla desde distintos niveles y de manera integral debería facilitar la 
implementación de medidas que efectivamente generen un cambio de hábitos 
alimentarios, lo que debería redundar en una disminución de la obesidad 
infantil en Chile.

Antecedentes 
Según la OMS, la obesidad infantil es uno de los problemas de salud pública 
más graves del siglo. A nivel mundial se estima que en 2013 el número de 
niños menores a cinco años con sobrepeso superaba los 42 millones. Cerca 
de 31 millones de ellos viven en países en desarrollo (OMS, 2015a).

Los niños obesos y con sobrepeso tienden a seguir siendo obesos en la edad 
adulta y tienen asimismo mayores probabilidades de padecer a edades tem-
pranas enfermedades crónicas no transmisibles, tales como diabetes, cáncer 
y enfermedades cardiovasculares. Un 60% de todas las muertes en el mundo 
y en las Américas se debe a este tipo de enfermedades (OMS y FAO, 2005).

En el caso de Chile la obesidad es el principal problema nutricional del 
país y uno de los mayores problemas de salud pública, tanto por sus implican-
cias para la economía y la sociedad como por la mayor carga generada sobre 
el sistema de salud. El sobrepeso, la obesidad y las enfermedades conexas 
son en gran medida prevenibles, por consiguiente es necesario dar una alta 
prioridad a la prevención de la obesidad infantil. 
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Las escuelas ofrecen gran parte de los alimentos que los niños comen y 
esta fracción ha aumentado con la ampliación de los programas de desayunos 
escolares, programas de comidas de verano y programas de la cena en algu-
nos países. Esto sumado a que la escuela es un lugar ideal para la enseñanza 
de conocimientos básicos en alimentación, nutrición y salud (FAO, 2015) las 
hace especialmente adecuadas para implementar políticas integrales para la 
prevención de la obesidad infantil. La Organización de las Naciones Unidas 
para la Alimentación y la Agricultura (FAO por su sigla en inglés) promueve 
un enfoque de “escuela completa” para la educación nutricional, donde el 
aprendizaje en el aula está vinculado a actividades prácticas, reforzado por 
un entorno escolar favorable a la nutrición y la salud y con la participación 
de todo el personal de la escuela, las familias y la comunidad. Combinar la 
educación nutricional con la alimentación de las escuelas incide directamente 
en la salud y nutrición de los niños y les permite desarrollar buenos hábitos 
alimentarios. Este trabajo plantea un conjunto de intervenciones en el ámbito 
escolar que buscan abordar dicho objetivo.

1. El Programa de Alimentación Escolar (PAE)
En Chile el Programa de Alimentación Escolar (PAE) tiene como finalidad 
entregar diariamente servicios de alimentación –desayuno, almuerzo, once, 
colaciones y cena según corresponda– a los alumnos en condición de vul-
nerabilidad de establecimientos educacionales municipales y particulares 
subvencionados del país durante el año lectivo, en los niveles de educación 
parvularia (prekínder y kínder), básica y media, con el objeto de mejorar su 
asistencia a clases y contribuir a evitar la deserción escolar. Este programa, 
dependiente del Ministerio de Educación y ejecutado a través de la Junta 
de Auxilio Escolar y Becas (Junaeb), fue reconocido como uno de los cinco 
mejores del mundo en el año 2002 por el Programa Mundial de Alimentos 
(PMA), organismo dependiente de las Naciones Unidas.

El programa se focaliza en estudiantes en condición de vulnerabilidad, 
con el objeto de mejorar su asistencia a clases y evitar la deserción escolar. 
Los servicios de alimentación son ejecutados a través de licitaciones públicas 
para las distintas unidades territoriales. En las bases técnicas de licitación se 
establecen las exigencias nutricionales y de inocuidad alimentaria de los pro-
veedores de servicios de alimentación, con el objetivo de “garantizar que es-
tudiantes en condición de vulnerabilidad reciban un servicio de alimentación 
escolar saludable, variado, nutritivo e inocuo, que contribuya a su desarrollo 
físico y mental, que favorezca y estimule la concentración y aprendizaje ne-
cesarios para su éxito académico”. Durante los últimos 15 años, el Programa 
ha ampliado el presupuesto destinado a transferencias al sector privado para 
los distintos componentes del PAE, en términos reales, en 285% (casi tres 
veces), alcanzando en 2015 un monto de 840 millones de dólares, con la 
distribución que se observa en la Figura 1.
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Figura 1. 	Participación en las transferencias al sector privado que realiza la Ju-
naeb para el Programa de Alimentación Escolar (PAE)

Fuente: Ley de Presupuesto 2015.

Pese a la ampliación en la cobertura y el reconocimiento que ha tenido 
el PAE, evaluaciones recientes han identificado la existencia de ciertos pro-
blemas. En primer lugar, la premisa de que la alimentación entregada por 
este programa es un factor relevante para evitar la deserción escolar de los 
estudiantes se ha visto cuestionada. En evaluaciones se ha encontrado que no 
existen impactos asociados a ser beneficiario del PAE en relación a la condi-
ción de permanencia en el sistema escolar (Villena, 2013).

En segundo lugar, no se observa una vinculación apropiada entre el PAE 
y los planes educativos llevados a cabo por el Mineduc, sino más bien activi-
dades desconectadas respecto al aprendizaje sobre alimentación saludable. 
Esta desvinculación se observa tanto a nivel curricular como en la ejecución 
del programa en los colegios. Este último caso se puede ejemplificar con el 
hecho de que en cada colegio existe un encargado de gestión del PAE, que 
puede ser un profesor, un paradocente u otra autoridad del establecimiento. 
Los encargados son responsables del registro diario de servicios efectivamen-
te entregados por las empresas e informan a Junaeb respecto a la calidad de 
la alimentación que entrega el proveedor. Su rol, y por tanto la participación 
que el colegio tiene en el programa, es más bien como controlador (adminis-
trativo) y no enfocado en el cambio de actitudes. 

Respecto a los efectos del PAE en la condición nutricional de los niños, en 
el estudio de evaluación de impacto del PAE realizado en 2003, se indica que 
el 29,5% de los niños desayunan, almuerzan y toman once en sus hogares 
y en el establecimiento educacional, lo que por un lado induce al sobrepeso 
y obesidad y por otro podría indicar un problema de focalización de los 
recursos del PAE (Villena, 2013). Otro estudio reciente del Instituto de Nu-

25%
57%

11%
7%
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1	 Informe de Resultados del Estudio Nacional de Educación Física 2014 de la Agencia de la Cali-
dad. Disponible en: http://www.agenciaeducacion.cl/destacado/estudio-nacional-de-educacion-fi-
sica-2014/

trición y Tecnología de los Alimentos (INTA) concluye que un 48,7% de los 
desayunos y un 47% de los almuerzos contiene un mayor aporte calórico de 
lo recomendado por las tablas nutricionales elaboradas por el Minsal (Barrios 
et al, 2013).

2. De la desnutrición a la obesidad
El PAE se inicia a mediados de los años sesenta, periodo caracterizado por 
una alta prevalencia de desnutrición infantil, que en 1960 era del 37% en 
niños y niñas menores de seis años. La aplicación continua de una política de 
Estado en contra de la desnutrición infantil en el país permitió erradicarla, 
por lo que la cifra disminuyó a un nivel de 2,9% en el año 2000. Una serie de 
factores contribuyeron de manera sinérgica a este resultado, entre los que se 
cuentan políticas de salud y de alimentación, así como políticas nutricionales 
en el ámbito educacional. Dentro de estas últimas está la entrega de alimen-
tos a los niños de enseñanza básica en todas las escuelas públicas del país. 

Junto con la reducción de los niveles de desnutrición, Chile ha experi-
mentado un sustancial aumento en sus niveles de ingreso: ha pasado desde 
los 600 dólares per cápita a principios de la década de los sesenta a apro-
ximadamente 15 mil dólares en la actualidad (2014). Estos mayores niveles 
de ingreso han permitido que aumente el gasto en alimentos de la pobla-
ción. Desafortunadamente, los productos cuyo consumo más aumentó fueron 
principalmente alimentos procesados con alto contenido de grasas, azúcar y 
sodio. Por el contrario, el consumo de cereales, legumbres y otros alimentos 
ricos en nutrientes saludables (vitaminas, fibra y antioxidantes, entre otros), 
como frutas y hortalizas, permaneció estable o disminuyó (Crovetto, 2002).

El aumento del consumo de alimentos con alta densidad energética y del 
sedentarismo hizo que la obesidad tuviera un crecimiento explosivo, aumen-
tando desde un 7,5% en el año 1987 a 22,1% en 2011 en escolares de prime-
ro básico (Olivares y Zacarías, 2013). Estos altos niveles se han mantenido, 
como se observa en los preocupantes resultados del Simce de Educación 
Física 2014, administrado por la Agencia de la Calidad de la Educación a 
estudiantes de 8º año básico. Las mediciones de antropometría realizadas a 
través del Índice de masa corporal (IMC) revelan que el 41% de los escolares 
chilenos a quienes se les administró el test (9.919 estudiantes) presentan 
sobrepeso u obesidad1. Esta prueba se aplica desde 2010 y, en general, ha 
mantenido un patrón relativamente estable si se observa que en 2012 el 44% 
estaba en similar condición. Al observar su distribución por grupos, esta 
cifra es levemente superior en las mujeres (44%) que en los hombres (39%) 
y exhibe marcadas diferencias según el nivel socioeconómico; mientras que 
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el 43% de los estudiantes de NSE bajo presenta sobrepeso u obesidad, en el 
grupo alto esta cifra llega al 27%.

Frente a la transición nutricional ocurrida en Chile en los años ochenta, 
donde se pasó de la desnutrición a la obesidad en una década, no hubo con-
cordancia temporal en la modificación de la alimentación entregada por los 
programas de alimentación, lo que podría haber contribuido al incremento 
del sobrepeso y la obesidad en el país (Uauy y Kain, 2002). 

En resumen, la transición nutricional observada en el país no fue abor-
dada de manera adecuada y oportuna, modificándose las políticas públicas 
coincidentemente con los nuevos desafíos, por lo que estas han estado desac-
tualizadas para las condiciones nutricionales en las que se encuentra el país 
(Vio et al, 2008). Específicamente, el PAE no se ha adaptado con la rapidez 
requerida y aunque ha incorporado progresivamente criterios de dieta salu-
dable en las bases de sus licitaciones2 aún no se alcanzan las recomendacio-
nes internacionales. 

3. El derecho a una alimentación adecuada
La Junaeb fue creada en 1964 por la Ley 15.720. Esta institución es “respon-
sable de administrar los recursos estatales destinados a velar por los niños, 
niñas y jóvenes chilenos en condición de vulnerabilidad biopsicosocial, para 
que ingresen, permanezcan y tengan éxito en el sistema educativo”3.

En el reglamento de Junaeb se señala que las actividades de la institución 
son medidas conducentes a hacer efectiva la igualdad de oportunidades ante 
la educación4. Y dichas medidas consistirán en diversos beneficios que se 
señalan en el mismo artículo 4°, en las que se incluyen ocho diferentes ac-
ciones, tales como alimentación, vestuario, útiles escolares, transporte, becas, 
préstamos, internados y hogares, atención médica y dental; y una novena 
medida general, cualquier otra de carácter asistencial. Como se puede adver-
tir, la alimentación cumple un rol asistencial (no nutricional) y tiene la misma 
significación que las otras acciones indicadas.

Como se ha señalado, parece evidente que la alimentación es uno más de 
los objetivos de Junaeb y que el concepto de “nutrición” no aparece mencio-
nado en dicho reglamento. Tampoco se encuentra este concepto en la Ley 
15.720. En resumen, Junaeb no tiene un mandato legal que le permita hacer-
se cargo de manera adecuada del desafío nutricional que presentan los niños 
beneficiarios del PAE en la actualidad. 

2	 Por ejemplo, en la última licitación se puso como requisito que se entreguen ocho a diez frutas y 
diez ensaladas al mes, lo que va en la dirección correcta respecto a fomentar los factores protec-
tores, como consumo de frutas y verduras. 

3	 Para más información revisar: http://www.junaeb.cl/quienes-somos 
4	 Artículo 4°, Decreto N° 5311 de 1968.
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Nos enfrentamos entonces a la pregunta de cómo transformar una polí-
tica pública que fue concebida en el año 1964 como una política orientada 
al auxilio y apoyo de alumnos en situaciones de desventaja socioeconómica 
(que fue correcta y ajustada a los requerimientos de la sociedad chilena de 
la época), a una que se adecúe a una verdadera política nutricional y que, 
además, tome en cuenta los datos de sobrepeso y de obesidad infantil que 
tiene nuestro país.

Transformar dicha política es necesario puesto que en su aplicación actual 
no sería congruente con el derecho a una alimentación adecuada, el que está 
reconocido en diversos instrumentos de derecho internacional, entre los que 
destaca el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(Pidesc). Chile es uno de los 164 estados que ha ratificado este tratado mul-
tilateral general, que reconoce derechos económicos, sociales y culturales y 
establece mecanismos para su protección y garantía.

Según la Observación general N° 12 del Comité de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales, el derecho a la alimentación adecuada “se ejerce 
cuando todo hombre, mujer o niño, ya sea solo o en común con otros, tiene 
acceso físico y económico, en todo momento, a la alimentación adecuada o a 
medios para obtenerla” (Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales, 1999).

Un ex Relator Especial de Naciones Unidas sobre el derecho a la alimenta-
ción5 afirma que “el derecho a la alimentación no puede limitarse al derecho 
a no pasar hambre. Debe incluir también el derecho a una dieta adecuada 
que proporcione todos los elementos nutritivos que una persona necesita para 
llevar una vida sana y activa, y los medios para tener acceso a ellos. Los 
Estados tienen el deber de proteger el derecho a una dieta adecuada, en par-
ticular regulando el sistema alimentario, y de hacer efectivo el derecho a una 
alimentación adecuada reforzando proactivamente el acceso de su población 
a los recursos necesarios para poder tener dietas adecuadas” (De Schutter, 
2011).

El derecho a la alimentación adecuada, al igual que cualquier otro dere-
cho humano, impone obligaciones a los Estados parte del Pidesc, entre ellas el 
que “cuando un individuo o un grupo sea incapaz, por razones que escapen 
a su control, de disfrutar el derecho a una alimentación adecuada por los 
medios a su alcance, los Estados tienen la obligación de realizar (hacer efec-
tivo) ese derecho directamente” (Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, 1999). No obstante, los Estados tienen un margen de elección 
para decidir sus propios enfoques para aplicar el derecho a una alimentación 
adecuada (Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos, 2015).

5	 Para mayor información ver: http://www.ohchr.org/SP/Issues/Food/Pages/FoodIndex.aspx
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Propuesta 
Como se ha indicado anteriormente, Chile pasó muy rápidamente de la des-
nutrición a la obesidad, lo que no pudo ser seguido adecuada y oportuna-
mente por políticas estatales que estarían afectándola. La siguiente propuesta 
busca asegurar una alimentación saludable a niños en edad escolar y tiene 
por objetivo proponer cambios que incorporen la mirada nutricional a nivel 
estatal, generando los cambios legislativos necesarios para involucrar y vin-
cular al Minsal con los programas de alimentación de la Junaeb y entregar 
un mandato nutricional a esta, lo que le permitirá incorporar el componente 
nutricional en sus programas e incluir a nivel de colegio la incorporación de 
nutricionistas que permitan generar en los educandos cambios en sus hábitos 
alimentarios, con el fin de reducir la obesidad infantil en Chile. La elabora-
ción de esta propuesta de política pública se hizo en base a revisión de biblio-
grafía de experiencias nacionales e internacionales, entrevistas y talleres de 
discusión con expertos en la materia.

1. 	El origen está en la ley
De nuestro diagnóstico se desprende que existe un desfase entre el mandato 
que hoy tiene Junaeb y los actuales desafíos que presenta la salud pública. 
Por ello, nuestra propuesta consiste en implementar cambios sustantivos en la 
estructura y el actual mandato que está contenido en la Ley 15.720. Para ello 
se requiere abordar con una visión integral la política de nutrición pública, no 
solo con pequeños ajustes sin continuidad.

Para contar con una misión y mandato congruente y preciso desde la 
base misma del orden jurídico nacional se plantea incluir una garantía cons-
titucional que reconozca el derecho a la alimentación adecuada, la que hoy 
no existe, sino por vía indirecta del derecho a la salud y derecho a la vida o, 
alternativamente, especificar mejor dicho mandato como parte del derecho 
a la protección de la salud en la Constitución chilena, que requiere el voto 
favorable de 2/3 de los miembros de ambas cámaras.

Dicha garantía facilitaría generar una Política de Alimentación Saludable 
Escolar, en línea con lo planteado por Salinas, Correa y Vio (2013), que fije 
un marco adecuado a los requerimientos contemporáneos de los niños. Se 
sugiere que el Minsal, en conjunto con el Mineduc, elabore esta política de 
alimentación saludable, en donde se aborde claramente el rol del Estado en 
la nutrición. Debería incorporar el actual estado del debate alimentario y sus 
desafíos concretos, ya que en nuestra realidad no se trata solo de asegurar 
alimentos para sobrevivir, sino que debe tratarse de una alimentación ade-
cuada, sustentable, con trazabilidad y transparencia en los aspectos significa-
tivos de sus contenidos y riesgos, cuando ellos existan. Una nueva política de 
alimentación saludable debe tener en consideración, además, aspectos parti-
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culares culturales de algunas etnias, como también las condiciones locales en 
las que determinada alimentación o productores de las zonas retiradas de las 
grandes urbes puedan ser un factor enriquecedor para la mejor alimentación 
de la población. 

Si bien consideramos que incorporar una garantía constitucional y gene-
rar una política de alimentación saludable es muy relevante para entregar 
claros énfasis de las normas de menor jerarquía y el actuar de las institu-
ciones y funcionarios, subsidiariamente, no puede la falta de esta garantía 
o política retrasar una acción de especial protección de los niños, dado el 
actual estado de sobrepeso y obesidad de estos. Por ello se debe modificar 
con suma urgencia la norma que actualmente rige para Junaeb, incluyendo 
un mandato prioritario de nutrición, el que no sería excluyente de las demás 
herramientas que se señalan como vestimenta, apoyos en salud pública, entre 
otros. Del mismo modo, parece necesario ajustar a estos objetivos de salud 
pública y mejor nutrición el reglamento de la referida ley que entrega la pauta 
orientativa a las importantes tareas que actualmente desarrolla Junaeb. En 
todo lo anterior, el involucramiento complementario del Minsal en la defini-
ción de los futuros programas nutricionales que mejoren la alimentación, y 
que actualmente provee el Estado, nos parece un aporte muy necesario para 
una mejor calidad y eficacia de las futuras políticas públicas que se describen 
en este estudio.

2. 	El PAE debe tener un objetivo nutricional
Como se ha mencionado anteriormente, el foco del PAE es asistencial y no 
nutricional. Si bien a lo largo de los años el PAE ha incorporado elementos 
de mejor nutrición, estos han sido insuficientes y los resultados han sido des-
critos en el diagnóstico. Actualmente el PAE sigue siendo una política de en-
trega de alimentos estandarizada, con foco fundamentalmente asistencialista 
(que los niños asistan al colegio), pero que no se hace cargo del creciente 
problema de sobrepeso y obesidad, sobre todo en sus beneficiarios, que co-
rresponden a la población más vulnerable del país. De esta manera, el énfasis 
del PAE debe cambiar desde una perspectiva asistencialista y de retención 
escolar a ser un programa enfocado en lo nutricional y en la generación de 
buenos hábitos alimentarios, sin perder su foco de estar dirigido a la pobla-
ción escolar más vulnerable.

Las mejoras que se han hecho al PAE han limitado la entrega de calorías 
a través del programa y también ha aumentado tímidamente la incorporación 
de frutas y verduras; sin embargo, esto ha sido insuficiente y aún dista mucho 
de las recomendaciones de las guías alimentarias del Minsal. 
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En esta propuesta se sugiere no solo que las guías alimentarias del Minsal 
sean vinculantes y, por lo tanto, que sea obligatorio considerarlas en las bases 
de licitación del PAE, sino que además el Minsal participe activamente de la 
elaboración de dichas bases. Lo anterior permitiría, entre otros beneficios, 
aumentar sustancialmente la cantidad de frutas y verduras entregadas a los 
beneficiarios, acercándose a las cantidades recomendadas por organismos de 
salud nacionales e internacionales6. Asimismo, se espera que el Minsal pueda 
participar activamente en la evaluación de las minutas que finalmente serán 
entregadas a los estudiantes en las escuelas. 

Como se ha mencionado antes, el PAE actualmente es un servicio de 
alimentación escolar que atiende a niños de familias vulnerables con un ob-
jetivo asistencial y de retención escolar. En esta propuesta se sugiere que, 
más allá del objetivo asistencial y de retención escolar, es importante que el 
PAE tenga un objetivo nutricional. Esto permitiría involucrar al Minsal y sus 
especialistas en el sistema de alimentación escolar, lo que debería dar como 
resultado esperado que tanto las bases de licitación del PAE como las mi-
nutas que se entregarán en las escuelas receptoras estén más alineadas con 
los requerimientos nutricionales de la población escolar beneficiaria y, por 
consiguiente, debería disminuir la situación de obesidad infantil.

3. 	Focalización del PAE
En esta propuesta de política pública en la que se pasa de una política asis-
tencialista a una política nutricional se sugiere mantener un porcentaje (a 
evaluar) del presupuesto PAE para raciones completas, asegurando la alimen-
tación al grupo de alumnos vulnerables que realmente necesita esta alimen-
tación, es decir, eliminar las raciones completas para los alumnos que reciben 
doble ración y para los alumnos que están considerados en el programa, 
pero que no la consumen. Junto con esta disminución de raciones completas 
se debe mejorar el ámbito nutricional de las mismas, incorporando mayor 
contenido de frutas y verduras, acorde a las recomendaciones del Minsal. 
Con el porcentaje del presupuesto restante –que no se está utilizando en las 
raciones completas– se propone hacer una “colación nutricional”, en base a 
frutas y verduras, complementaria a la ración que se recibe en la casa. Al ser 
una colación complementaria, de menor costo que la ración completa, esta 
debería llegar a un mayor número de niños en la población escolar, por lo 

6	 Los expertos afirman que hay pruebas convincentes de que las frutas y verduras reducen el riesgo 
de obesidad y enfermedades cardiovasculares y que probablemente también reduzcan el riesgo 
de diabetes (OMS, 2015b). La OMS y la FAO recomiendan como objetivo poblacional el consumo 
de un mínimo de 400 g diarios de frutas y verduras. El consumo actual estimado de frutas y ver-
duras es muy variable en todo el mundo, oscila entre 100 g/día en los países menos desarrollados 
y aproximadamente 450 g/día en Europa occidental. En Chile, de acuerdo a la Encuesta Nacional 
de Salud 2009, llegó a solo 178 gramos por persona al día. Esto a pesar de que Chile es el mayor 
exportador de muchas frutas de clima templado en contraestación.
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que el PAE aumentaría su cobertura, pero con un enfoque netamente nutri-
cional7 (Figura 2).

Figura 2. Distribución de raciones

7	 En Chile una experiencia interesante de intervenciones que involucran entrega de frutas con 
evaluación es la de González et al (2014).

Fuente: elaboración propia.

Con esta propuesta de refocalización de los recursos del PAE, pero con 
objetivo nutricional, se haría un uso más eficiente de los recursos y se abor-
darían de manera congruente los siguientes problemas detectados:

• 	 Alumnos que reciben doble ración: se debería eliminar esta situación al 
disminuir el número de raciones completas.

• 	 Alumnos que son considerados en el PAE, pero realmente no lo consumen: se 
debería eliminar esta situación al disminuir el número de raciones completas.

• 	 Obesidad escolar: debería disminuir al entregar raciones de mejor conteni-
do nutricional, en el caso de los niños que reciben raciones completas. 

A su vez, se deberían obtener los siguientes beneficios:

• 	 Aumento de la cobertura del PAE con colaciones nutricionalmente adecua-
das: si bien disminuyen las raciones completas, las colaciones nutricionales 
de frutas y verduras permitirán aumentar la cobertura del programa, pero 
solo en la porción que no es entregada en la casa.

• 	 Exposición a mayor variedad de frutas y verduras: debe considerarse tener 
en este programa una amplia variedad de frutas y verduras en las cola-
ciones saludables, de manera que los niños las conozcan y quieran seguir 
consumiéndolas.
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4. 	Contratación de nutricionistas en los colegios como ítem de gasto de 
los recursos de la Ley SEP 

Las siguientes dos propuestas se orientan a vincular de una mejor forma el 
PAE con los planes educativos llevados a cabo por el Mineduc. Se espera que 
las actividades de educación nutricional afecten las actitudes de los estudian-
tes, lo que llevaría a un aumento de consumo de alimentos más saludables. 

Hasta el año 2008, fecha en que se promulgó la Ley SEP, el esquema de 
financiamiento en Chile se caracterizó por otorgar a cada establecimiento 
educacional subvencionado un monto fijo de subvención escolar. En ese es-
quema, cada niño, independiente de su origen socioeconómico, recibía el mis-
mo financiamiento para su educación por parte del Estado. Una limitación 
gravitante de ese esquema que la Ley SEP revirtió fue introducir el principio 
ampliamente aceptado en el análisis de política educativa de que existe una 
relación inversamente proporcional entre el origen socioeconómico y el gasto 
en la educación de cada niño. 

Entre las características de implementación de la Ley SEP destacan: la de-
finición de niños prioritarios afectos al beneficio, la creación de un convenio 
para el traspaso de recursos entre el Mineduc y cada sostenedor haciendo 
voluntaria la medida, la prohibición de la selección para colegios que se incor-
poran y la firma de un Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia 
Educativa en el marco del que los recursos se traspasan8.

Respecto del traspaso de recursos, el Convenio de Igualdad de Oportu-
nidades y Excelencia Educativa detalló los usos y límites de gastos, donde 
se incluyen partidas para la contratación de asistencias técnicas externas o 
contracción de profesionales que fortalezcan el desarrollo del proyecto de 
mejoramiento regulado por el Convenio. Así, el convenio obliga al sostenedor 
de un establecimiento educacional a presentar al Mineduc un Plan de Mejo-
ramiento Educativo (PME) mediante el cual se proponen metas y acciones 
de mejoramiento en cuatro áreas de gestión principales: liderazgo escolar, 
gestión curricular, convivencia escolar y gestión de recursos.

Los recursos SEP deberán ser utilizados para materializar cualquiera de 
las acciones especificadas en el PME del establecimiento en esas cuatro áreas. 
El Mineduc regula y estipula el tipo de gastos en los que se puede incurrir 
al interior de cada una de las cuatro áreas mencionadas anteriormente, en 
general ejemplifica con cinco u ocho ítems de gasto en cada área9. Así, por 
ejemplo, en el área de convivencia escolar los gastos pueden cubrir aspectos 
como “Apoyo sicológico y de asistencia social a los alumnos y a sus familias” 

8	 Para un análisis del impacto de la Ley SEP consultar Valenzuela et al (2013) y Carrasco et al 
(2015). 

9	 Para más detalles, ver Orientaciones para el uso de recursos SEP, disponible en: http://www.
mineduc.cl/usuarios/usuario_sep/doc/201311111633350.UsodeRecursos.pdf 
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o también “Fortalecimiento del Consejo Escolar”. Por su parte, en el área de 
gestión curricular es posible financiar el “Mejoramiento de los sistemas de 
evaluación de los alumnos” o la “Modificación del tamaño de cursos o contar 
con profesores ayudantes”10.

Es sintomático que de la veintena de posibilidades de gasto no exista 
ninguna mención al desarrollo nutricional de los estudiantes. Como hemos 
argumentado en secciones anteriores, la salud nutricional es parte integral de 
la formación y desarrollo de los niños. 

Dada la ausencia de conocimiento experto al interior de los colegios sobre 
la organización, promoción y desarrollo de política alimentaria intraescuela, 
la propuesta específica es que el Mineduc incluya en las orientaciones de gas-
to de la Ley SEP la contratación permanente de un profesional nutricionista. 
Esto contribuirá a otorgar una educación de mayor integralidad a los niños 
de mayor desventaja socioeconómica del país.

5. 	Incluir apoyo efectivo en políticas de alimentación saludable por 
parte de la Agencia de la Calidad de la Educación

El 11 de agosto del año 2011, el Presidente de la República promulgó la Ley 
20.529 que creó el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la 
Educación Escolar, que incorporó dos nuevos organismos al sistema escolar 
chileno: la Superintendencia de la Educación y la Agencia para la Calidad de 
la Educación. Esta última en especial constituye una estrategia de mejora y 
cambio educacional que apunta a transformar la relación existente entre el 
Estado, las familias y los establecimientos educacionales, mediante el uso de 
dos estrategias relacionadas: la clasificación de escuelas construida a partir 
de los resultados en pruebas estandarizadas de aprendizaje y, en segundo 
lugar, el apoyo mediante visitas evaluativas. 

Para ese fin, una de las innovaciones del sistema fue la creación de los 
Otros Indicadores de Calidad (OIC), que contemplan aspectos como partici-
pación y formación ciudadana o retención escolar11. Uno de los ocho indica-
dores son los “hábitos de vida saludable”, cuya medición incluye tres indica-
dores: hábitos alimentarios, hábitos de vida activa y hábitos de autocuidado. 
La existencia o no de estos hábitos es capturada mediante encuestas autoad-
ministradas a los estudiantes. Los resultados de esos indicadores, junto a los 
otros siete OIC, forman parte del 33% con el que se construye la clasificación 

10	Algunas de las indicaciones generales para la utilización de los recursos SEP son las siguientes: 
(1) El 100% de los recursos de la Subvención Escolar Preferencial deben destinarse al PME y sus 
actividades asociadas; (2) Los gastos realizados deben contar con el respaldo documental y legal 
correspondiente; (3) Las instituciones contratadas para asistencia técnica de las escuelas deberán 
estar inscritas en el Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.

11	Para más detalles, descargar: http://www.agenciaeducacion.cl/coordinacion-sac/otros-indicado-
res-de-calidad-educativa/
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de desempeño de cada establecimiento educacional, donde el 67% corres-
ponde a la prueba Simce12.

Si bien la incorporación de esta dimensión es valiosa en cuanto introduce 
una preocupación pública por la salud física y alimentaria, nos parece que en 
cuanto a política de promoción de la salud nutricional adolece de marcadas 
limitaciones. En particular, porque no contribuye a construir actitudes, prác-
ticas y hábitos, sino solo a medirlos. 

En consecuencia, nuestra propuesta en este ámbito consiste en que el 
área de apoyo a las escuelas de la Agencia de la Calidad de la Educación, en 
particular las visitas de Evaluación y Orientación que la Ley le encomienda, 
incluyan en sus protocolos de visita la entrega de herramientas para generar 
capacidades en hábitos de alimentación saludable y provea una plataforma de 
recursos que permita a los establecimientos activar políticas en esta materia.

6. 	Fortalecimiento de los sistemas de monitoreo y evaluación en el PAE 
actual

Como se observa en el diagnóstico, el presupuesto para el PAE ha creci-
do de manera significativa desde la década de los noventa. Esto junto con 
la exigencia de la reorientación que dicho programa requiere para abordar 
los problemas de salud pública de la población objetivo hacen necesario el 
fortalecimiento de los sistemas de monitoreo y evaluación para maximizar 
el impacto del programa y minimizar los costos, así como aprender de las 
experiencias previas (Gelli y Espejo, 2013; Peñaloza et al, 2012).

La evaluación de este programa debe realizarse en dos niveles; primero, so-
bre el impacto que el programa tiene en los niños y luego en la implementación 
de este en los colegios, incluyendo el proceso y la prestación de los servicios.

Al igual que en otros programas financiados por el Estado, la Dirección 
de Presupuestos (Dipres) realiza evaluaciones de impacto del PAE. La más 
reciente fue efectuada en 2013 (Villena, 2013), pero, si bien son muy com-
pletas, dichas evaluaciones no contemplan impactos del programa en la nu-
trición de los niños. 

Por su parte, Junaeb realiza un monitoreo de la prestación del servicio 
del PAE de manera de verificar que se está cumpliendo con las bases de 
licitación. Específicamente, se monitorea que las minutas propuestas por las 
empresas cumplan con las bases y que las empresas provean las minutas a los 
colegios. Sin embargo, el nivel de fiscalización en los colegios es esporádico 
y no se registra cuánto de lo que está establecido en las bases de licitación 
realmente llega al plato del niño y es consumido por este (Figura 3). Dado 

12	Para detalles de la Ley y la metodología ver San Martín y Carrasco (2012, 2013).
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que las evaluaciones no dan cuenta de qué alimentos y en qué cantidades lle-
gan a los niños, se hace difícil identificar los efectos concretos del programa.

Figura 3. Esquema del monitoreo de lo que los niños reciben del PAE

Fuente: elaboración propia.

Los cambios realizados en las bases del PAE no han contemplado eva-
luaciones específicas. Por ejemplo, la última licitación, realizada en 2014, 
incorporó aspectos que incentivarían el consumo de frutas y verduras, como 
el aumento en la variedad que los proveedores deben entregar; sin embargo, 
la efectividad de esta medida no está contemplada en la evaluación.

Es entonces necesario ampliar las evaluaciones, incorporar los objetivos 
de salud pública, medir los efectos de la alimentación entregada a los escola-
res según su estado nutricional y el efecto de la educación nutricional en la 
adquisición de hábitos alimentarios más saludables. Específicamente: 

•	 Es necesario medir, en primer lugar, la evolución del estado nutricional de 
la población escolar beneficiaria del PAE. Esta evaluación debe ser parte in-
tegral y complementaria de los programas actualmente existentes de salud 
pública (control del niño sano).

•	 Se debe evaluar la cantidad y tipo de alimentos realmente consumidos y el 
consumo total de energía, lo que permite inferir si existe sustitución entre 
alimentos más saludables por otros menos saludables en los casos que hay 
cambios en las especificaciones del programa. Otros factores a evaluar son 
el consumo de otros alimentos, incluyendo las colaciones consumidas por 
los niños y los cambios en las actitudes de los estudiantes respecto al consu-
mo de alimentos más saludables debido al cambio en la alimentación que 
reciben en los colegios.
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•	 Por último, debe evaluarse el efecto de la educación nutricional proporcio-
nada a los estudiantes, como parte del currículo escolar.

Estas evaluaciones deben ser incorporadas como parte integral en la ley 
que autoriza el programa, pues así se garantiza que existan los recursos para 
llevarlas a cabo. Tal es el caso de programas realizados en países desarrolla-
dos como el Fresh Fruit and Vegetable Program (FFVP) en Estados Unidos, 
en que se incorpora legalmente la obligación del Ministerio de Agricultura 
de llevar a cabo las evaluaciones que permitan determinar si el programa 
aumenta el consumo de frutas y verduras, induce otros cambios en la dieta, 
como la disminución del consumo de alimentos menos nutritivos o si tiene 
influencia en otros resultados entre los niños de los colegios participantes 
(Bartlett et al, 2013).

Conclusiones 
El presente estudio da cuenta de una realidad que se refiere al creciente pro-
blema de sobrepeso y obesidad infantil en Chile, especialmente en la pobla-
ción más vulnerable. Se plantean soluciones concretas cuya implementación 
mejorará la condición nutricional de los niños beneficiarios del PAE, lo que 
contribuirá a reducir el problema de obesidad en dicha población. Las pro-
puestas han sido agrupadas en tres categorías.

En primer lugar, desde una perspectiva legal se propone modificar el mar-
co normativo existente, ya sea incorporando una garantía constitucional o ge-
nerando una política de alimentación escolar saludable en la que participen 
tanto el Minsal como el Mineduc. Sin embargo, con el objeto de no retrasar 
la especial protección de los niños, se propone modificar de inmediato la 
norma que actualmente rige para Junaeb, incluyendo un mandato prioritario 
de nutrición.

La modificación del marco normativo permitirá intervenir específicamen-
te el PAE, reorientar su aplicación hacia un objetivo nutricional y focalizarlo 
en la utilización de los recursos disponibles. En esta etapa es importante el 
involucramiento del Minsal tanto en la elaboración de las licitaciones como 
en la posterior entrega de alimentos y evaluación de los efectos que estos ge-
neran en los niños. La implementación de estas políticas no debería requerir 
aumentar el actual presupuesto dedicado al programa PAE, sino más bien 
reenfocarlo a que llegue a los beneficiarios que requieren un subsidio en esta 
materia.

En tercer lugar, debe desarrollarse una interacción adecuada entre el 
proceso de alimentación y el aprendizaje de hábitos alimentarios saludables 
por parte de los niños. Se presentan dos propuestas para vincular de una me-
jor forma el PAE con los planes educativos llevados a cabo por el Mineduc, 
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haciendo participar a la Agencia de la Calidad de la Educación en el apoyo a 
las escuelas para incorporar dichos contenidos y mediante la contratación de 
nutricionistas en los colegios a través de la Ley SEP. 

De cualquier modo, no podemos obviar que algunas de las medidas su-
geridas requieren un importante apoyo político que dependerá, primero, de 
contar con una decisión del poder ejecutivo y, también, reunir los quórums 
requeridos para un cambio normativo, ya sea de orden constitucional o legal 
según corresponda. Para lograr un proceso exitoso de transformación de 
una política pública, nos parece muy importante desarrollar una adecuada 
estrategia comunicacional que acompañe el proceso con información fluida, 
completa, relevante y con posibilidades de responder a las inquietudes de los 
stakeholders, de manera de evitar que las familias y escolares interpreten la 
focalización como la pérdida de un derecho adquirido que ya tiene 50 años.

En este sentido, debe explicarse la situación del estado actual nacional de 
la mala nutrición de los niños y de la efectividad real que tienen los progra-
mas del PAE, su contenido, a quiénes da cobertura, el porcentaje de alumnos 
que efectivamente cubre y que consume alimentos una vez o más cada día y 
los escolares que podrían no requerir de este apoyo en alimentación.

Como posibles estudios futuros, en el ámbito legislativo se propone eva-
luar experiencias comparadas respecto de la incorporación del derecho a 
una alimentación adecuada en los sistemas legales nacionales, lo que per-
mitirá encontrar la fórmula más adecuada a la realidad chilena. Asimismo, 
se podrían realizar estudios que hagan seguimiento a la manera en que la 
protección del derecho a la alimentación ha realizado mejoras concretas en 
los programas de alimentación escolar y, en especial, sistemas que lo han 
incluido como parte del proceso educativo. Por otra parte, la reorientación y 
focalización del PAE exige una evaluación profunda de la aplicación actual 
del programa que permita adecuarse de mejor manera a los requerimientos 
de sus beneficiarios.
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Resumen 
La formación de profesores de excelencia descansa, fundamentalmente, en 
procesos formativos centrados en la práctica en establecimientos educativos. 
Esta es la experiencia internacional de los países que tienen sistemas escola-
res de calidad. Más énfasis en la práctica significa, al mismo tiempo, nuevas 
relaciones de la formación con los saberes disciplinares y profesionales.

Esta propuesta define las prácticas formativas como foco de una política 
cuyo objetivo es regular y mejorar la calidad de las prácticas profesionales 
contempladas en los currículos de formación de profesores.

El dispositivo de práctica profesional alude a la organización institucional 
de los diferentes requerimientos para la realización de las actividades prácti-
cas. En este se consideran aspectos tales como gestión de los centros de prác-
ticas, la selección y formación de profesores y tutores, la organización interna 
del trabajo, coordinaciones y comunicaciones entre actores involucrados, las 
actividades diseñadas para la práctica; espacios de reflexión y análisis de la 
práctica, entre otros. 
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Para la elaboración de la propuesta se realizó un análisis documental y 
bibliográfico, un estudio en profundidad de tres casos de unidades de prácti-
ca (UMCE, Facultad de Educación y Facultad de Medicina UC) y se llevaron 
a cabo reuniones de trabajo y discusión con equipos técnicos del Ministerio 
de Educación, Elige Educar, Educación 2020, Agencia Qualitas de acredi-
tación, sostenedores y directores de escuelas. Además, forma parte de los 
antecedentes de la propuesta una experiencia de investigación anterior del 
mismo equipo que analizó las prácticas clínicas en la carrera de Medicina y 
las prácticas formativas en Educación (Martinic et al, 2014).

Esta propuesta descansa en tres pilares centrales: estándares formativos, 
unidades docentes y coordinación interinstitucional.

En todo el análisis y diseño de la propuesta se consideró como referen-
cia la experiencia de las Escuelas de Medicina de Chile en la organización 
y desarrollo de las prácticas clínicas. Si bien es cierto que existen muchas 
diferencias entre ambas profesiones, coinciden en la importancia que tiene la 
práctica para la formación y el buen desempeño profesional (Elmore, 2010; 
Grossman et al, 2011). 

El análisis de la experiencia en medicina ayudó, por ejemplo, a relevar la 
importancia de factores que se destacan en esta propuesta, como contar con 
estándares formativos claros y la valoración del profesor guía o colaborador 
como profesional y docente copartícipe de la formación universitaria de los 
futuros profesores, el carácter interdisciplinario del equipo y la participación 
de profesores de la Escuela de Medicina y con experiencia en prácticas clíni-
cas, entre otros. 

Antecedentes 
En Chile, más de 60 instituciones ofrecen programas de formación de pro-
fesores de educación básica, los que suman aproximadamente 120 mil estu-
diantes (Cox, Meckes & Bascopé, 2010; Sotomayor et al, 2013; CIAE, 2015). 
Existe poca regulación de las carreras y el Estado incide en ellas, principal-
mente, a través de la acreditación obligatoria de las carreras (Ley 20.129) y 
los convenios de desempeño del Ministerio de Educación (Mineduc)1. 

La acreditación es obligatoria para todas las carreras de Pedagogía. La 
mayor parte de los programas tienen tres o menos años de acreditación, lo 
que es bajo en la escala de 0 a 7 años que ha definido el sistema (Domínguez 
et al, 2012). Y, más aún, un 30% de las instituciones no cuenta con acredi-
tación. 

1	 Mayor información en http://www.mecesup.cl/index2.php?id_portal=59&id_seccion=3605&id_
contenido=14986
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Los convenios de desempeño son instrumentos competitivos de adjudica-
ción de recursos públicos y que aportan financiamiento en base a resultados 
medidos periódicamente. Con este instrumento se espera que las Institucio-
nes de Educación Superior (IES) formen los profesores del siglo XXI, con com-
petencias profesionales de alto nivel y que produzcan cambios notables en la 
calidad de los aprendizajes en las escuelas, particularmente en los entornos 
más vulnerables2. 

Por otra parte, expertos internacionales (OCDE, 2004) y nacionales (Co-
misión sobre FID, 2005; Consejo Asesor Presidencial, 2006; Panel de ex-
pertos, 2010) han relevado las carencias de la formación de profesores y las 
distancias que esta tiene con las necesidades y desafíos del sistema escolar 
(Ruffinelli, 2014). 

El actual debate sobre la carrera docente ha relevado la importancia del 
acceso y de la calidad de la formación inicial de los profesores como uno de 
los focos de la discusión del proyecto de ley en el Parlamento3. 

La experiencia de los países que destacan en los resultados de aprendi-
zaje es que han avanzado en el rediseño de los programas de formación de 
profesores con el fin de responder a los desafíos actuales de la sociedad del 
conocimiento y a una escuela más compleja y heterogénea en las trayectorias 
de socialización, capacidades e intereses de sus alumnos (Shulman, 1998; 
Darling-Hammond & Bransford, 2005). 

En este rediseño, la experiencia práctica en contextos auténticos de tra-
bajo es un elemento central para el aprendizaje de las habilidades, conoci-
mientos y actitudes propias del futuro profesor (Darling-Hammond, Chung 
y Frelow, 2002; Schön, 1998; Hascher, Cocard y Moser, 2004). En efecto, a 
nivel internacional la formación de profesores ha evolucionado hacia mode-
los centrados en el aprendizaje de las competencias en la experiencia y ob-
servación de prácticas en contextos auténticos de desempeño (Schön, 1998; 
Darling-Hammond, Chung y Frelow, 2002; Hasting, 2004; García, Enríquez 
& Carranza, 2008; Zabalza, 2011). 

Como señala el informe McKinsey, el aprendizaje en la práctica del co-
nocimiento profesional es el factor común en la formación inicial de los paí-
ses con mejores resultados en los aprendizajes de sus estudiantes (Barber & 
Mourshed, 2008)4. Muchos de esos sistemas han realizado cambios en la 
formación inicial, desarrollando nuevas modalidades de formación práctica 

2	 Para una descripción de estos convenios ver: www.mecesup.cl
3	 A la fecha, noviembre de 2015, el proyecto de ley que crea el Sistema de Desarrollo Profesional 

Docente y modifica otras normas se encuentra en su segundo trámite constitucional en el Senado. 
Boletín 10008-04.

4	 Por ejemplo, Finlandia, Holanda, Inglaterra, entre otros. 
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en conexión directa con las escuelas del sistema escolar (Niemi, 2013; Run-
te-Geidel y Lorente, 2014; Ibáñez, 2014; Ramírez, 2015).

Para aprender las competencias del profesor del siglo XXI, este debe tener 
una fuerte experiencia y dominio de su oficio y ello solo es posible a través 
de la práctica y aprendizaje en contextos reales de desempeño (Grossman et 
al, 2008; Hill & Grossman, 2013). Para mejorar la calidad de la formación de 
profesores es importante fortalecer el componente de formación de práctica 
y redefinir el tipo de relación que tienen los programas formativos con los 
establecimientos escolares y que actuarán como centros de prácticas. Este es 
el sentido de la propuesta de política pública que se presenta a continuación.

Para su elaboración se ha seguido el método Marco Lógico (Aldunate, 
2005). Este es ampliamente difundido en el campo del diseño y evaluación 
de políticas públicas; organiza las propuestas en base a relaciones lógicas 
entre las actividades y objetivos, y considera las condiciones o supuestos ex-
ternos que inciden en el logro de los objetivos. Las relaciones establecidas 
descansan en hipótesis o en una teoría de acción que da sentido y viabilidad 
a la propuesta. Es un método centrado en resultados y, por ello, los objetivos 
se expresan como resultado o meta a lograr. 

1.	 Diagnóstico

1.1.	 El problema
En Chile, en concordancia con las tendencias internacionales, en 1997 se 
inició un proceso de revisión de los currículos de formación de profesores, 
buscando una mayor integración teórico-práctica a través de la inserción en 
espacios educativos reales. 

El Proyecto de Fortalecimiento de la Formación Inicial Docente (FFID) del 
Ministerio de Educación (1997-2002) apoyó en 17 facultades de Educación 
la organización de prácticas profesionales progresivas, con vínculos fuertes 
entre las universidades y los establecimientos del sistema educativo. La idea 
se extendió más allá de estas facultades y hoy día las prácticas progresivas 
constituyen una referencia y realidad en todos los programas de formación 
de profesores (Ávalos et al, 2005; Contreras et al, 2010)5. 

Las instituciones universitarias que forman profesores de educación bá-
sica tienen estructuras curriculares similares. Sin embargo, existen impor-
tantes diferencias en la organización de las prácticas progresivas y, particu-
larmente, en la calidad de las oportunidades de aprendizaje práctico en los 
establecimientos escolares. Este es el problema que se aborda en la presente 
propuesta.

5	 Por prácticas progresivas se entienden actividades profesionales que se realizan en contextos 
escolares reales. A medida que se progresa en la formación se avanza también en autonomía y 
ejercicio profesional en las escuelas (Grossman, Compton, Igra & Ronfeldt, 2011).
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En general, las facultades de Educación no cuentan con campos de prác-
tica propios como es el caso de los hospitales clínicos en medicina. Por ello, 
esta actividad descansa en convenios de cooperación voluntaria con estable-
cimientos educativos o bien en redes de cooperación construidas por medio 
de contactos personales de los docentes de las universidades y de sus exalum-
nos, entre otros mecanismos. 

La formalización de estos convenios ocurre, por lo general, después de 
un tiempo de trabajo conjunto entre las escuelas y las universidades. Por 
ello, predomina como experiencia en el campo formativo una relación no 
formal entre universidades y escuelas, la que es construida, en muchos casos, 
a partir de la iniciativa de los mismos estudiantes interesados en realizar su 
práctica. 

La formalización del acuerdo se realiza a través de la firma de un conve-
nio. Este puede ser caso a caso (convenios con escuelas y liceos en forma indi-
vidual) o con redes de establecimientos o con una Corporación de Educación 
Municipal que administra grupos de establecimientos. 

El acuerdo se firma con el director o con un representante del equipo 
directivo de las escuelas. Las actividades de los profesores en formación se 
realizan en sala de clases bajo supervisión de profesores colaboradores, quie-
nes no tienen una vinculación directa con la universidad. 

Por lo general, la comunicación entre los centros de formación y los es-
tablecimientos educativos se efectúa a través de la figura del supervisor, un 
docente que pertenece a la facultad en una jornada flexible, que orienta las 
actividades que los estudiantes realizan en el campo práctico y genera dispo-
sitivos de reflexión de su práctica a través de talleres y reuniones de asesoría 
en forma individual o grupal. El supervisor es responsable también del víncu-
lo con el profesor colaborador que recibe al estudiante en práctica en su sala 
de clases en el establecimiento escolar. Ni el centro escolar ni los profesores 
colaboradores reciben una retribución material o económica por su trabajo 
de apoyo como centro de práctica.

Diversos estudios demuestran las diferencias que existen en las prácticas 
formativas. Estas se distinguen, por ejemplo, en los propósitos, tiempos de 
dedicación6, el concepto mismo de práctica, competencias a aprender y mé-
todos de trabajo implementados, entre otros (Ávalos, 2011; Contreras et al, 
2010; Montecinos, Cortez & Walker, 2015; Martinic et al, 2014). 

Estas diferencias afectan los resultados de la formación, los que se ob-
servan, por ejemplo, en el bajo dominio de los conocimientos disciplinares y 

6	 En educación se constata que en el currículo las prácticas no ocupan más del 19%, lo que se 
diferencia significativamente de medicina donde esta alcanza un 54% del currículo (Contreras, 
Ritterhaussen, Montecinos, Solís & Núñez, 2010). 
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pedagógicos al egresar y en las dificultades para un buen desempeño en el 
inicio de la carrera laboral. Las insuficiencias de conocimiento disciplinar y 
pedagógico han sido medidas por la prueba Inicia. Pese a sus problemas de 
representatividad, los resultados dan cuenta de un bajo dominio de conoci-
mientos especializados y pedagógicos de los egresados7. Por otra parte, di-
versos estudios han relevado problemas típicos en el primer año de inserción 
laboral del profesor novato: la inseguridad en los contenidos y pedagogía de 
enseñanza; dificultades en el manejo de las rutinas escolares, en la resolución 
de conflictos y control de disciplina de los alumnos; relación con apoderados, 
entre otros (Avalos, 2005; Ruffinelli, 2014). 

1.2.	Causas del problema
La diversidad de experiencias prácticas y de los problemas asociados se ex-
plica por múltiples factores. Entre ellos destacamos los siguientes: falta de 
estándares formativos compartidos, distintos modos de relación de la univer-
sidad y el centro de práctica y, finalmente, falta de regulación de los sistemas 
y convenios de prácticas.

1.2.1 Limitaciones en el alcance y uso de los estándares de formación 

Desde el año 2011 se cuenta con estándares para la formación inicial docen-
te (Ministerio de Educación, 2011), los que fueron elaborados, por encargo 
del Ministerio de Educación, por los centros de investigación más importan-
tes del país y con consultas a actores claves del proceso formativo8. 

En el documento se definen diez estándares centrales y 88 manifesta-
ciones del cumplimiento de los mismos. Además, el documento orienta la 
formación en los conocimientos en las diferentes áreas que deben enseñar 
los futuros profesores, incluyendo Lenguaje y Comunicación, Matemáticas, 
Historia, Geografía y Ciencias Sociales y, finalmente, Ciencias Naturales (Mi-
nisterio de Educación, 2011).

Existe consenso entre las autoridades de las carreras de Pedagogía en 
educación básica que los estándares son pertinentes para su carrera y han in-
cidido en el mejoramiento de aspectos curriculares, de evaluación, monitoreo 
y diseño del perfil de egreso, entre otras (Ceppe, 2015). 

Sin embargo, como los estándares son referenciales y no tienen un carác-
ter obligatorio se constata una diversidad de definiciones tanto de los perfiles 
de egreso como de los objetivos y contenidos curriculares que contribuyen al 

7	 En el año 2012 solo un 14% de los egresados rindió la prueba. En 2013 no se aplicó y en 2014 
se inició un nuevo ciclo realizando cambios en el instrumento y en su aplicación. Se espera una 
mayor cobertura y confiabilidad de los resultados.

8	 Participaron en este proceso el Centro de Investigación Avanzada en Educación (CIAE), el Centro 
de Modelamiento Matemático (CMM) y el Centro de Estudios en Políticas y Prácticas en Educa-
ción (Ceppe).
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logro de dichas definiciones. Por ello los resultados de la formación fortalecen 
más los sellos particulares de cada institución formadora que un núcleo co-
mún y compartido de competencias válido para todo profesor, independiente 
de la institución y lugar de su formación inicial. 

Esta situación se aprecia, particularmente, en los estándares de conoci-
mientos profesionales, los que están formulados de un modo general incidien-
do en distintas definiciones operacionales que afectan una visión compartida 
de la identidad y formación profesional de los futuros docentes. Por ejemplo, 
“el profesor de Educación General Básica está preparado para promover el 
desarrollo personal y social de los estudiantes” (Mineduc, 2011 p. 17).

1.2.2	 Desconexión universidad-centros de práctica

Se observa una desconexión o desajuste entre las lógicas, los conocimientos y 
lenguajes propios de la formación inicial y los conocimientos y lenguajes del 
contexto escolar.

Diversos estudios dan cuenta del desajuste (o desacoplamiento) entre la 
formación inicial y el medio escolar (OCDE, 2004; Montecinos et al, 2011; 
Montecinos, 2014). En general se plantea que existen limitadas conexiones 
entre el proceso formativo, el desarrollo profesional y las necesidades de los 
establecimientos educacionales. Ello se expresa en tensiones entre lo que se 
aprende en la universidad y el desempeño práctico que deben realizar en la 
escuela (Ruffinelli, 2014). 

Este desajuste o tensión se explica, entre otros, por los siguientes aspectos: 

•	 Los establecimientos perciben que las prácticas formativas no consideran su 
realidad particular ni involucran al conjunto del establecimiento. Se cons-
tata que no hay una articulación coherente entre el quehacer cotidiano del 
establecimiento educativo, su proyecto educativo y los objetivos planteados 
para los estudiantes en formación por las universidades. 

•	 Las universidades incluyen en su formación prácticas que la evidencia cien-
tífica considera efectivas para el aprendizaje de los estudiantes, pero que no 
necesariamente se encuentran en las salas de clases de las escuelas. Estas 
diferencias producen tensiones y críticas de los estudiantes en práctica ha-
cia los profesores colaboradores y sus escuelas. 

•	 Tutores o profesores colaboradores no participan en los programas formati-
vos ni son reconocidos como una voz importante en su diseño y evaluación. 
Por lo general, los profesores colaboradores no tienen una relación contrac-
tual con las unidades académicas; tampoco existen incentivos económicos 
para ellos y en pocos casos suele haber un reconocimiento de tipo sim-
bólico o formativo. Los profesores colaboradores no son parte del cuerpo 
académico formativo y, en muchos casos, su experiencia y estatus no es 
validado por estudiantes ni supervisores. 
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En síntesis, hay problemas serios en los intercambios y cooperación que 
se establecen entre instituciones, profesores, supervisores y estudiantes de 
Pedagogía en los contextos de prácticas formativas. Las universidades están 
centradas en el desarrollo de su propio currículo formativo más que en la 
integración de la realidad de la escuela y de sus problemas a la formación. 
Las escuelas, a su vez, están sometidas a presiones externas y a una dinámica 
interna que deja poco espacio para la innovación y la formación de nuevos 
profesores. Universidades y escuelas se utilizan mutuamente, pero no desa-
rrollan fines ni sentidos compartidos para la formación profesional de los 
nuevos profesores. 

1.2.3 	Falta de institucionalidad de los vínculos entre universidad y establecimientos  
	 educativos

La selección de los centros de práctica en la formación inicial de profesores 
está en manos de cada universidad y se realiza en base a criterios y moda-
lidades de colaboración ad hoc. Por otro lado, este ámbito del currículo no 
está presente de manera explícita en la organización general de la formación 
pedagógica. Por ejemplo, en los estándares formativos no se definen criterios 
organizativos de las prácticas que puedan ser asumidos por las unidades aca-
démicas. Del mismo modo, en los criterios de acreditación de las carreras de 
pedagogía no se pone una atención particular en los modos de organizar ni 
en los tiempos y aprendizajes esperados en la práctica. Por ello cada unidad 
académica establece sus propios criterios; incluso al interior de cada una pue-
den existir diferencias y poca coordinación entre los programas formativos 
por nivel (párvulos, básica y media) o por tipo de disciplina. 

Los profesores colaboradores o guías, quienes trabajan directamente con 
los estudiantes, no reciben incentivos ni se les asignan tiempos para poder en-
señar en forma sistemática e intencionada a los estudiantes de pedagogía. La 
relación entre los actores implicados en la formación es escasa y esporádica, 
lo que se traduce en una falta de coherencia en la formación. 

La preocupación de las escuelas de educación ha estado centrada en el 
diseño de sus sistemas de prácticas y su coherencia con el currículo; es me-
nor la preocupación por la ejecución de las mismas en los establecimientos 
educativos, la formación de profesores colaboradores o tutores y cómo estas 
prácticas se organizan y se insertan en la realidad del establecimiento y su 
trabajo pedagógico para mejorar los aprendizajes. Un aspecto complejo de 
la vinculación se asocia a la necesidad de contar con un número importante 
de centros de práctica que puedan cubrir las necesidades de generar cam-
pos para tantos estudiantes, en distintas disciplinas y en distintos niveles de 
formación.

Por otro lado, a diferencia de lo que ocurre con medicina y otras carreras 
de la salud, no se ha desarrollado una regulación pública que defina están-



227

Diseño de dispositivo de práctica profesional y docencia universitaria en establecimientos escolares con subvención pública
| SERGIO MARTINIC | CARLOS REYES | RODRIGO MOReNO | MAGDALENA MüLLER | FERNANDO PIMENTEL | MARIBEL CALDERÓN

dares y condiciones de funcionamiento de los centros de prácticas y que 
establezca deberes y derechos tanto para los establecimientos como para las 
unidades académicas.

En efecto, en el campo de la salud se busca el desarrollo de perfiles ade-
cuados para las necesidades de atención en el sector público y por ello se pro-
mueve una relación óptima entre la formación de la educación superior y las 
necesidades públicas de la salud (Minsal, 2007). La relación entre docencia y 
función asistencial en el campo de la medicina es de larga data, comenzó con la 
fundación de la Universidad de Chile en 1842 y se ha mantenido con adecua-
ciones hasta el presente. Por ello en el país se construyó una cultura de hospital 
docente asistencial, donde los funcionarios asistenciales y los académicos coo-
peran en el cumplimiento de roles asistenciales y de formación (Minsal, 2007).

El desafío en el campo de la formación en educación es el de construir 
una relación flexible y que integre a las escuelas y las universidades en un 
propósito común de formación de nuevos profesores y de mejoramiento per-
manente de la calidad de los aprendizajes de los estudiantes de los estableci-
mientos educativos.

En la Figura 1 se sintetiza la representación de los problemas planteados 
en relación a la problemática mayor respecto a la heterogeneidad de las prác-
ticas de formación en pedagogía. 

Figura 1. Causas del problema (árbol de problemas)

Fuente: elaboración propia. 
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Propuesta 

1.	 Descripción

Para resolver el problema planteado se propone una estrategia que fortalece 
los vínculos entre la universidad y la escuela a través de unidades de docen-
cia. Estas unidades comprometen a instituciones formadoras (universidades 
acreditadas) y establecimientos educacionales en el desarrollo de un campo 
de práctica centrado en el aprendizaje del conocimiento profesional y peda-
gógico. Las unidades de docencia descansan en la cooperación y el diálogo 
entre actores en función de propósitos comunes. 

La experiencia internacional demuestra que los buenos programas de 
formación de profesores promueven una cooperación estrecha entre las ins-
tituciones formadoras y las escuelas en las cuales desarrollan sus prácticas 
formativas. Entre estos ejemplos cabe mencionar el Programa de Formación 
de Profesores de la Universidad de Stanford (STEP), la experiencia de la Uni-
versidad de Michigan, de la Universidad de Melbourne y de las instituciones 
de formación en Alemania, España, Francia e Italia, entre otros. Todos ellos 
establecen una relación estrecha e interactiva con centros de prácticas ge-
nerándose “un tercer espacio de colaboración” o encuentro entre profesores 
prácticos y académicos en función del aprendizaje y desarrollo de los futuros 
profesionales (Hammerness, 2006; Khasnabis, Reischl, Stull & Boerst, 2013; 
Montecinos et al, 2014; Ramírez, 2015; Zeichner, 2010).

A nivel nacional distintas universidades han desarrollado experiencias in-
novadoras en dicha dirección, fortaleciendo redes de trabajo con estableci-
mientos y comunidades de práctica con algunos establecimientos. Por tanto, 
esta es una propuesta que descansa en una experiencia acumulada. Entre estas 
destacamos la Universidad Metropolitana de Ciencias de la Educación (UMCE) 
y la Facultad de Educación de la Pontificia Universidad Católica de Chile, la de 
la Universidad Diego Portales y la de la Alberto Hurtado, entre otras.

Para organizar las unidades de docencia y enfrentar los problemas identifi-
cados se requiere: (i) una visión compartida de las competencias o aprendizajes 
que se debe alcanzar en los cursos y en las prácticas; (ii) contar con estándares 
bien definidos que se utilicen como guía para el desempeño y la evaluación 
tanto de los cursos como de las prácticas; (iii) contar con relaciones robustas, 
basadas en conocimientos y creencias comunes entre universidades y escuelas 
comprometidas en la formación (Hammerness & Darling-Hammond, 2005); y 
(iv) un marco de reglas y normas claras de coordinación y cooperación entre 
establecimientos educativos y universidades.

Para lograr este tipo de relaciones se propone una política pública que, 
por un lado, presione externamente a los programas formativos hacia la or-
ganización de buenos sistemas de prácticas de las universidades y, por otro, 
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fortalezca capacidades internas mejorando el estatus académico de los profe-
sores colaboradores y la calidad de su interacción con supervisores y docen-
tes de las instituciones formadoras.  

En el país existe una interesante definición de estándares, la que cons-
tituye un punto de partida de esta política. Se debe mejorar la formulación 
de aquellos que parecen ser más generales y poco operacionales para su 
seguimiento y evaluación. En particular, se debe precisar todos aquellos es-
tándares profesionales que tienen una estrecha relación con las prácticas for-
mativas que ocurren en los establecimientos educativos.

Con el fin de lograr los cambios en las relaciones planteadas se propone 
fortalecer la acreditación de las carreras de pedagogía, elevando los criterios 
de exigencia relacionados con el componente de prácticas progresivas del cu-
rrículo de formación. Esta mayor exigencia es consistente con la experiencia 
internacional, que otorga mayor centralidad a las prácticas en el currículo y, 
a su vez, las define como un estándar fuerte de los procesos de acreditación9. 

Por otra parte, la experiencia nacional demuestra que la acreditación tiene 
una incidencia más fuerte que los estándares formativos para promover cam-
bios en la organización y contenidos curriculares. Así lo informa el estudio 
del Ceppe (2015) que entrevistó a 15 jefes de carrera de Pedagogía en educa-
ción básica, quienes atribuyen mucha importancia a la acreditación, porque 
ha instalado una cultura de evaluación y ha posibilitado a las carreras y las 
instituciones el desarrollar procesos de mejora permanente (Ceppe, 2015). 

La experiencia de medicina, que promovió estándares comunes, fue exito-
sa porque contaba con una institucionalidad fuerte y legítima frente a todas 
las escuelas de medicina del país: la Asociación de Facultades de Medicina de 
Chile (Asofamech). En efecto, esta asociación realizó un trabajo participativo 
de definición de estándares que permitió construir un amplio consenso sobre 
los mismos en todas las facultades de medicina del país. 

En el campo de la educación, en cambio, existen distintas redes y asocia-
ciones de facultades y no una instancia única de representación. Al mismo 
tiempo, la regulación actual limita la autoridad del Mineduc para exigir a las 
universidades cambios en su organización curricular, tanto por ausencia de 
normas que lo permitan como por el principio de autonomía, que es muy 
cuidado por las universidades. 

De este modo, tanto los estándares formativos como la nueva institucio-
nalidad de la acreditación y las fuertes consecuencias de la misma son impor-

9	 Ver, por ejemplo, la experiencia de Estados Unidos, cuyo Consejo de instituciones acreditadoras 
define las prácticas formativas como uno de los estándares de calidad de la formación inicial de 
profesores (National Council for Accreditation of Teacher Education [NCATE]). Más información 
en: http://www.ncate.org/Public/AboutNCATE/tabid/179/Default.aspx
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tantes condiciones para garantizar el éxito de implementación de la política 
que se propone. 

2.	 Objetivos de la propuesta
A continuación se presentará la propuesta siguiendo las recomendaciones de 
la metodología de marco lógico asumida para su diseño.

Objetivo general10

Prácticas formativas de calidades equivalentes y articuladas con las necesi-
dades de las escuelas.

Objetivos específicos o componentes

1.	 Construir un núcleo de estándares comunes asumidos en la definición de 
perfil de egreso y competencias a aprender en la carrera de Enseñanza 
General Básica (EGB).

2.	 Contar con una unidad de docencia de prácticas formativas en escuelas 
municipales y particular subvencionadas. 

3.	 Definición de la regulación pública entre establecimientos educativos y uni-
versidades para la realización de prácticas.

La Figura 2 presenta los objetivos, estrategia y componentes de la política 
propuesta. 

Figura 2. Objetivos de política y estrategia de acción (árbol de objetivos)

10	Siguiendo la recomendación de la metodología de marco lógico los objetivos se definen como 
resultado a lograr.

Fuente: elaboración propia. 
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3.	 Descripción de la política por componentes

3.1.	Componente núcleo de estándares formativos comunes
a.	 Descripción

Las escuelas profesionales como las de educación y de salud preparan a 
sus estudiantes para que al egresar alcancen un determinado perfil de egre-
so. Este puede definirse como competencias a lograr o como un conjunto 
integrado de conocimientos, habilidades, destrezas y actitudes. Para el de-
sarrollo de la formación, este perfil de egreso debe estar predefinido con 
suficiente detalle para orientar el diseño de los programas de estudios, de 
las asignaturas y de las actividades que las constituyen. 

	 La calidad de los programas formativos se define, en gran parte, en 
función del logro del perfil de egreso de las instituciones formadoras y la 
consistencia del currículo y de los procesos de apoyo con dicho perfil. Los 
procesos de acreditación de las instituciones y programas están fuertemente 
asociados a un análisis de la coherencia y consistencia interna de los proce-
sos formativos con el perfil de egreso y la misión de la institución. 

	 Los estándares permiten a las instituciones formadoras compartir un 
núcleo curricular en la formación, actualizado y en estrecha relación con 
los requerimientos que la sociedad demanda de sus profesores (Monteci-
nos, 2014). 

	 Los estándares han tenido efecto en el rediseño de las mallas curricu-
lares de los programas formativos (Ceppe, 2015). Sin embargo, como se 
señaló anteriormente, gran parte de ellos se formula de un modo general, 
muchos programas los consideran solo como referencia o los reinterpre-
tan y redefinen con el fin de ajustarlos a su perfil de egreso y contenidos 
curriculares. 

	 En las facultades de medicina, en cambio, la realidad es diferente. La 
Asofamech definió un perfil de egreso que incluye ocho competencias ge-
nerales y 93 subcompetencias recomendadas como mínimas y comunes. 
Este perfil de egreso lo aplican todas las escuelas de medicina y se ocupa, 
además, en los procesos de acreditación para evaluar el cumplimiento de 
los estándares de la Comisión Nacional de Acreditación (CNA). Ello ha per-
mitido que los profesionales egresados de diferentes escuelas de formación 
dominen las competencias comunes requeridas para un adecuado desem-
peño en el campo profesional. 

	 Actualmente, en la formación en educación los perfiles de egreso son 
diversos y no todos consideran los estándares formativos definidos pública-
mente. Ello incide en la diversidad de las ofertas formativas y en las dife-
rencias en las competencias aprendidas por parte de los futuros profesores. 
Falta definir un núcleo de competencias comunes a todos los programas, los 
que deben aprenderse y observarse en su desempeño práctico.
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b.	 Estrategia

Para abordar el problema se propone un trabajo de actualización de los 
estándares vigentes y de armonización con las definiciones de estándares 
definidas en distintos documentos tales como el Marco de la Buena Ense-
ñanza del Mineduc y los criterios de evaluación de las carreras profesiona-
les de la Comisión Nacional de Acreditación, entre otros11. 

	 Existe un avance en cuanto a definiciones y estas son el punto de par-
tida de esta propuesta. Se propone que el Mineduc convoque un grupo 
de representantes de instituciones formadoras de diferentes regiones del 
país con distintos enfoques y experiencia en la materia, con la tarea de 
actualizar los estándares formativos y armonizar dichos estándares con las 
definiciones que se utilizan para la evaluación docente en servicio o para 
los procesos de acreditación de las carreras de pedagogía.

	 El equipo deberá proponer un núcleo de estándares formativos que 
deben ser comunes a la formación de profesores de educación básica y 
focalizar en los conocimientos pedagógicos y profesionales que deben ser 
observados en las prácticas profesionales del currículo. Con el fin de iniciar 
en forma progresiva esta política se propone comenzar con la definición de 
estándares de los cursos de prácticas avanzadas, que corresponden a los 
dos últimos semestres del currículo de las carreras.

	 Se espera que un núcleo común de estándares sea validado con un alto 
nivel de participación por parte de las instituciones formadoras que, a su 
vez, deben involucrar en la consulta a los docentes de los cursos concurren-
tes o cercanos a las prácticas y a los supervisores. Para ello se realizarán 
actividades de difusión y talleres formativos con el fin de que estas defini-
ciones sean conocidas y aplicadas en las instituciones. 

c.	 Objetivos 

•	 Las instituciones de formación acordarán un núcleo común de com-
petencias específicas del componente práctico que se expresarán en el 
perfil de egreso, en la malla curricular y en las actividades evaluativas 
de las carreras de pedagogía. 

•	 Definición de un núcleo de competencias específicas que se observarán 
y evaluarán en las actividades de prácticas formativas en los estableci-
mientos educativos donde las realizan. 

•	 Realización de actividades de difusión, validación y consulta en las insti-
tuciones formadoras sobre este núcleo de competencias específicas. 

11	Ver https://www.cnachile.cl/Criterios%20y%20Procedimientos/DJ%20009-4%20Criterios.pdf
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Los indicadores de logro de estos objetivos se recogen en la Tabla 2.

Tabla 2. Indicadores de logro del primer objetivo y medio de verificación

Nombre del indicador Definición o descripción Medio de verificación

Estándares formativos comu-
nes en la carrera Pedagogía en 
educación básica

Núcleo de estándares y compe-
tencias observables en perfiles 
de egreso y en contenidos de 
cursos.

Documento elaborado por la 
comisión de trabajo.

Estándares específicos obser-
vables en prácticas profesiona-
les avanzadas (que se realizan 
en los dos últimos semestres) 

Núcleo de estándares obser-
vables en actividades definidas 
en los dos últimos cursos de 
prácticas formativas.

Documento elaborado por la 
comisión de trabajo.

Tres seminarios regionales para 
el análisis de propuestas del 
núcleo de estándares

Informe narrativo y de activida-
des de presentación y principa-
les contenidos resultantes de la 
discusión.

Memoria del seminario 
regional. 

Manual de estándares de las 
prácticas formativas con una 
descripción detallada de los 
mismos

Bases conceptuales y defini-
ciones operacionales de los 
estándares de las prácticas 
progresivas finales.

Impresión y distribución 
manual.

Fuente: elaboración propia. 

d.	 Actividades

	 Las principales actividades a desarrollar para el logro de los objetivos son 
las siguientes:

i.	 Constituir un equipo de trabajo con representantes de las universidades, 
del Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pe-
dagógicas (CPEIP) y otros investigadores.

ii.	 Organizar comisiones técnicas con representantes de las instituciones 
formadoras para analizar los estándares actuales y acordar una propues-
ta de núcleo común a observar en las prácticas en escuelas.

iii.	Convocar a representantes de las instituciones formadoras (acreditadas), 
a una muestra representativa de directivos y profesores colaboradores 
de centros de prácticas (escuelas municipales y particulares subvencio-
nadas) y egresados para validar las competencias propuestas. 

iv.	Organizar tres seminarios técnicos regionales con participación de repre-
sentantes de diversas instituciones, en los que se presenta y analiza una 
propuesta de estándares.

v.	 Elaboración final de una propuesta de estándares que recoja los insumos 
de las instituciones.

vi.	Elaborar manuales de estándares que cuenten con descripciones y he-
rramientas de observación.
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vii.	Diseño y puesta en marcha del sitio web con estándares, documentación 
de apoyo y actividades virtuales de intercambio y difusión de los avan-
ces de la propuesta.

e.	 Supuestos

	 Ya existen estándares definidos, los que constituyen un buen punto de par-
tida para el trabajo a realizar en este componente de la política pública. 

	 En el marco actual, el Ministerio de Educación tiene pocas posibilidades 
de regular a las universidades y, particularmente, de obligarlas a asumir 
definiciones curriculares. El Mineduc puede orientarlas, pero no obligarlas, 
por lo que solo a través de convenios de desempeño o de las acreditacio-
nes puede incidir en cambios curriculares y definiciones alineadas con los 
estándares formativos. 

	 Los estándares deben describir competencias de los egresados. Para 
cada competencia, a su vez, deben explicitar el nivel de logro alcanzable 
al egreso con los medios habitualmente disponibles en las instituciones for-
madoras. Estos deben incluir aspectos pedagógicos y disciplinarios y deben 
estar formulados con la precisión suficiente para guiar los planes de estudio, 
incluyendo la evaluación de su logro.

	 Las universidades deben tener libertad para desarrollar los métodos de 
enseñanza y aprendizaje que les permitan lograr los estándares y, al mismo 
tiempo, para integrar otros nuevos y aumentar los niveles de logro al mo-
mento del egreso.

	 Por otra parte, deberán tener sistemas de evaluación que permitan dar 
cuenta de los niveles de logro de los aprendizajes y el desempeño de los 
estándares que forman parte del núcleo del currículo demostrado en las 
prácticas. Estas evaluaciones deben ser informadas en los procesos de acre-
ditación de las carreras.

	 Las carreras, por lo general, tienen sistemas de evaluación de prácticas 
muy diversos y con distinto grado de confiabilidad. El uso de rúbricas, 
portafolios y registro en video de clases realizadas por los estudiantes en 
prácticas son métodos cada vez más extendidos en los programas y pueden 
ser recomendados desde los procesos de acreditación para dar cuenta de 
los resultados de las prácticas formativas.

3.2. Componente Unidad de docencia en escuelas

a.	 Descripción

	 Las unidades de docencia integran a las escuelas y las universidades en 
actividades compartidas para la formación. Esta relación debe desarrollarse 
con un mínimo marco de regulaciones observadas desde el Ministerio de 
Educación y el sistema de acreditación.

	 La unidad de docencia propone cambios en los límites y en los modos de 
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comunicación que existen entre las instituciones y los actores en los contex-
tos de las actuales prácticas. Los límites aluden a las distinciones o diferen-
cias que se establecen entre las experiencias formativas en las universidades 
y en los establecimientos. Por lo general, se entiende que en las universida-
des se aprende el conocimiento de la disciplina y lo pedagógico y que luego 
se aplica en los centros de prácticas. La escuela funcionaría más bien como 
un espacio de recepción o de aplicación de lo aprendido en la universidad, 
tendría una participación pasiva y los problemas, conocimientos y prácticas 
de la vida diaria de las escuelas no serían objeto de los contenidos del cu-
rrículo. Las escuelas, a su vez, desconocen los planes de estudio, métodos y 
sistemas de evaluación que se desarrollan en las prácticas progresivas.

b.	 Estrategia

Para realizar los cambios en los límites y en las comunicaciones descritos 
en el acápite anterior se propone la creación de un tercer espacio de cola-
boración, en el cual convergen los espacios propios de los establecimientos 
educativos y de las universidades con sus propuestas e intereses y acuer-
dan, según reglas y normas establecidas públicamente, un programa de 
colaboración que dure, al menos, la formación de una cohorte (cinco años). 

	 En este periodo se garantizará el aprendizaje de los estándares que defi-
nen las prácticas progresivas, la formación y acreditación académica de los 
profesores colaboradores, la constitución de una comunidad de aprendizaje 
entre docentes de la universidad y docentes de la escuela, y el desarrollo de 
proyectos internos de innovación y de reflexión pedagógica que contribuya 
a mejorar la profesionalización docente y el aprendizaje de los estudiantes 
de la escuela. 

	 La escuela será considerada como un espacio de formación universita-
ria, adquiriendo un estatus de copartícipe de la formación de nuevas gene-
raciones de profesores. Designará un coordinador académico de la unidad 
de docencia que trabajará en conjunto con el coordinador de prácticas o 
supervisor de la universidad en la definición del plan de trabajo, segui-
miento y resolución de problemas, organización del acceso de estudiantes 
universitarios, designación y formación de profesores colaboradores (ge-
neral y de especialidad), y contextualización de contenidos pedagógicos y 
profesionales a aprender en el transcurso de las prácticas. 

	 La unidad de docencia será la responsable de animar la participación 
de profesores de la universidad y de los establecimientos en una o más co-
munidades de aprendizaje en torno a problemas didácticos, pedagógicos u 
otros que afecten la formación de los estudiantes. Realizará actividades in-
ternas de formación y de discusión de problemas que afectan la enseñanza 
y dispondrá de un espacio físico al interior de los establecimientos de forma 
que garanticen un espacio de conversación, de consultas de documentación 
online, cuidado de materiales y de recursos de apoyo que se ocupan en el 
proceso formativo de la práctica. 
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c)	 Objetivos 

•	 Existencia de un acuerdo formal entre universidades y centros de prác-
ticas construido en diálogo y que integrará requerimientos del estable-
cimiento y núcleo común de competencias a aprender y evaluar en la 
práctica.

•	 Organización y funcionamiento de la Unidad de docencia como comu-
nidad de aprendizaje que promueva un lenguaje común y el trabajo 
conjunto entre ambas instituciones. 

•	 Tutores capacitados y reconocidos por la universidad para el acompaña-
miento y la formación inicial de los futuros docentes. 

En la Tabla 3 se detallan los indicadores y las actividades para lograr cada 
uno de estos objetivos.

Tabla 3. Indicadores de logro del objetivo específico 2

Nombre del indicador Definición o descripción Medio de verificación

Convenio formal de organiza-
ción de la Unidad de docencia

Se explicitan deberes y dere-
chos, número de estudiantes a 
recibir y profesores colaborado-
res, compromisos de formación 
y desarrollo de la comunidad de 
aprendizaje. 

Documento elaborado y 
firmado por las autoridades de 
universidades y escuelas.

Profesores colaboradores 
capacitados y acreditados por 
la universidad

Profesores colaboradores son 
capacitados por la universidad 
con el fin de desarrollar un len-
guaje común e interpretaciones 
convergentes de las prácticas.

- Número de profesores  
  capacitados.
- Diploma que acredita la  
  formación o grado.

Comunidad de aprendizaje 
organizada 

La comunidad está compues-
ta por el responsable de las 
prácticas del establecimiento 
educativo, un supervisor, pro-
fesores colaboradores y otros 
profesores interesados. Cuenta 
con un plan de trabajo y realiza, 
al menos, una reunión mensual.

- Número y cargo de  
  participantes.
- Actas de reuniones  
  periódicas.

Alineamiento de la universidad 
y la escuela, para que exista 
coordinación mutua de inter-
pretaciones y de acciones para 
alcanzar las metas definidas.

La institución formadora y las 
escuelas realizan un trabajo con-
junto de resolución de conflictos 
y evaluación de los procesos 
formativos. 

- Actas de reuniones.
- Informes de casos.

Trabajo conjunto de profesores 
de la universidad y el centro de 
práctica

Desarrollo de proyectos, ma-
teriales y reuniones de trabajo 
entre profesores especialistas de 
la universidad y de los centros 
de prácticas.

- Nombre y descripción del
  proyecto ejecutado. 
- Número de actividades  
  realizadas por profesores 
  de ambas instituciones. 
- Publicaciones que den 
  cuenta del trabajo conjunto.

Fuente: elaboración propia. 
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d.	 Actividades

i.	 Formalización de convenios de trabajo. 

	 Se propone que en un proceso de un año de duración, las universidades y 
los establecimientos educativos construyan el acuerdo formal de trabajo con 
un horizonte mínimo de cinco años, que corresponde al tiempo de forma-
ción de una cohorte. Es recomendable que el proceso se inicie con estable-
cimientos con los cuales ya existe contacto y experiencia de colaboración. 

	 Se realizarán reuniones de trabajo con las autoridades de los estable-
cimientos y de las escuelas de educación, presentación del currículo y del 
programa de prácticas progresivas, conocimiento del Proyecto Educativo 
Institucional (PEI) y necesidades del establecimiento. 

	 Las escuelas deben proponer profesores colaboradores o guía y un res-
ponsable de la Unidad de docencia por parte del establecimiento. 

ii.	 Organización de la Unidad de docencia. 

	 La Unidad de docencia estará organizada bajo los principios de una comu-
nidad de aprendizaje. Estará compuesta por el responsable de prácticas del 
establecimiento, un supervisor, profesores colaboradores y otros profesores 
interesados tanto del establecimiento como de la institución formadora. 

	 Su primera tarea consistirá en definir un plan estratégico de trabajo 
en el cual se contemplen actividades de formación de los profesores de la 
escuela, recepción y acompañamiento de estudiantes en práctica, análisis y 
evaluación de actividades y de procesos reflexivos específicos. La Unidad 
de docencia, a su vez, deberá habilitar un espacio físico en la escuela para 
reuniones y entrevistas y garantizar el acceso a internet y documentación 
de los estudiantes en práctica.

iii.	Talleres de formación de profesores guías o colaboradores.

Los talleres son actividades formativas realizadas por las universidades y 
están orientados a producir un lenguaje y conocimientos compartidos entre 
los profesores de la escuela, los supervisores y docentes de las universida-
des. En otras palabras, se trata de construir un alineamiento entre la escuela 
y la universidad, con interpretaciones consensuadas y una eficaz coordina-
ción de acciones para alcanzar las metas propuestas (Montecinos, 2014).

	 Estas actividades formativas tendrán como objetivo la formación de nue-
vos profesores y estarán centradas en los problemas de dicha formación. 
Por otra parte, la Unidad de docencia animará las reuniones de trabajo y el 
estudio de casos relacionados con las problemáticas que afectan los apren-
dizajes y el desarrollo profesional docente en la realidad de la escuela. 

iv.	Reuniones temáticas o clínicas en la escuela.

	 Las reuniones clínicas de los médicos y sus estudiantes en el campo clínico 
son un buen modelo para educación (Elmore, 2010). Los profesores de los 
establecimientos, con la participación de estudiantes en práctica y docentes 
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de la universidad con la cual ha establecido convenio, deben organizar al 
menos dos reuniones de trabajo o reuniones clínicas para abordar proble-
mas, resultados de alguna experiencia o abordar temas en los cuales exista 
interés12. Se debe promover también un mayor intercambio entre docentes 
de la universidad y profesores de la escuela más allá de la relación que 
existe con los supervisores. A modo de ejemplo, un docente de didáctica de 
las matemáticas puede trabajar de manera más cercana con los profesores 
de matemáticas de las escuelas para implementar alguna innovación en ac-
tividades de gestión y de docencia o diseñar material educativo, entre otras 
posibilidades. 

v.	 Actividades de inserción e intervención de estudiantes en práctica.

	 Los estudiantes en práctica se integran a la Unidad de docencia, la que debe 
animar actividades de inducción en la escuela, conocer y apoyar sus activi-
dades en el marco del currículo y de los estándares formativos a aprender 
y poner en práctica en el contexto escolar. 

	 Entre estas actividades distinguimos: (a) observación y participación en 
acciones relacionadas con el Proyecto Educativo Institucional y la vida es-
colar (por ejemplo, reuniones de profesores, talleres internos, reunión con 
apoderados, reforzamiento, entre otras); (b) Diseño e implementación de dos 
unidades (de seis a ocho horas pedagógicas cada una) en las asignaturas de 
especialidad observado por profesor guía; (c) reuniones de retroalimentación 
y de supervisión; (d) desarrollo de proyectos de innovación en sala de clases 
y presentados a los profesores de la escuela; (e) evaluación por parte del pro-
fesor colaborador y supervisor de las actividades de práctica de estudiantes.

e.	 Supuestos

	 Para el funcionamiento de la unidad de docencia se requiere que profeso-
res guías o colaboradores dispongan de tres a cinco horas a la semana de 
tiempo no lectivo. Ello es necesario para su labor de tutoría, reuniones de 
retroalimentación, participación en talleres y reuniones animadas por la 
Unidad de docencia.

	 En el proyecto de carrera docente en discusión en el parlamento se 
plantea que en forma progresiva los profesores tengan un 40% de tiempo 
no lectivo. En esta política se propone que parte de este tiempo pueda ser 
asignado a labores de tutoría y que esta sea reconocida en la carrera docen-
te con un estatus similar a la labor de mentoría. 

	 En efecto, en la actual propuesta de carrera docente se definen cinco eta-
pas en la trayectoria de los profesores: (1) Inicial, (2) Temprana, (3) Avanzada, 
(4) Superior y (5) Experta. Las tres primeras etapas serían obligatorias y las 

12	En la mayor parte de las universidades suelen realizarse actividades de formación con los profeso-
res guías o colaboradores. Por lo general se trata de talleres o cursos que se realizan en la misma 
universidad y que integran a profesores de distintas escuelas. Los talleres por escuelas aumentan 
los costos, ya que son más horas asignadas para supervisores y docentes. 
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últimas dos voluntarias. Para acceder a la primera etapa, los profesores nova-
tos contarían con el apoyo de un mentor durante un año, para luego rendir 
un examen que les permitiría ingresar al primer tramo: profesor inicial. Un 
profesor podría mantener ese estatus por un máximo de ocho años, plazo du-
rante el cual debería certificarse para acceder al tramo de profesor avanzado. 

	 Es en esta trayectoria que debería incluirse, además de las evaluaciones, 
que los profesores certifiquen experiencias como colaboradores, guías o 
mentores de práctica para profesores en formación. Actualmente, el rol de 
profesor colaborador, que es clave como modelo inicial para la formación 
docente, no es reconocido dentro de su trayectoria profesional. Los profe-
sores que cumplen este rol lo hacen de forma voluntaria y muchas veces 
sin las condiciones que les permitan guiar un proceso de acompañamiento 
efectivo. Incluir este rol tan relevante en la formación de futuras genera-
ciones de profesores en el proyecto de carrera docente sería una forma 
de darle reconocimiento e institucionalizarlo. Una vez ingresado al tramo 
Inicial, los profesores con tres años de experiencia laboral podrían ser pro-
fesores guías para estudiantes de pedagogía. Para pasar al tramo avanzado 
los profesores tendrían que certificar que han guiado prácticas un mínimo 
predefinido de semestres. Esta experiencia, a su vez, debería considerarse 
como prerrequisito para quienes postulen a ser mentores en el proceso de 
inducción. Es imperativo que se reconozca el rol de profesor guía (mentor, 
colaborador) en la formación inicial, pues es determinante en las experien-
cias formativas de los estudiantes de pedagogía.

	 Los profesores colaboradores deben ser reconocidos por la universidad 
como profesor adjunto (el caso de medicina) o profesor colaborador de 
la formación. Al mismo tiempo, es importante que la formación otorgue 
grados y que en su interacción con las instituciones formadoras el profesor 
participe en reuniones y actividades que se realizan en la universidad. 

3.3 Componente normas de regulación de prácticas formativas 

a.	 Descripción

	 El problema que se aborda en este componente es la falta de regulación en 
la relación existente entre universidades y establecimientos educativos. Ello 
afecta la formalidad y estabilidad de la cooperación y, al mismo tiempo, la 
calidad de las interacciones y del diálogo entre las instituciones.

	 Como se ha señalado, las universidades establecen relaciones con los 
establecimientos educativos con distintos grados de interacción y de forma-
lidad. Por lo general, estas tienen contactos preliminares con establecimien-
tos conocidos que cumplen con los estándares o criterios definidos para un 
establecimiento en práctica. Después de uno o más años de experiencia en 
prácticas formativas se establece un convenio formal en el que se explicitan 
reglas de funcionamiento, deberes y derechos en la colaboración entre las 
instituciones. 
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	 Existen universidades que tienen redes de establecimientos consolida-
dos con convenios vigentes y un grupo de establecimientos en fase de eva-
luación que, proporcionalmente, suele ser mayor que el primero. En otros 
casos, no existen convenios de colaboración y la búsqueda de un centro de 
práctica es responsabilidad del estudiante.

	 Una de las tareas más complejas de la universidad es, precisamente, con-
tar con centros de práctica que respondan al sello formativo que imprimen 
a los futuros docentes. En general, las universidades establecen relaciones 
con centros que tienen buenos resultados de aprendizaje, con profesores 
colaboradores con interés de formar a futuros profesores y que cuenten con 
la especialidad o mención en una disciplina en los casos que lo requieran. 
En la mayor parte de las ciudades y comunas del país son muy pocos los 
centros que tienen un perfil como el definido. Los que cumplen con están-
dares como los señalados pueden tener dos o más universidades realizando 
prácticas en su establecimiento. Por ello, se debe ampliar las relaciones 
hacia diferentes tipos de establecimientos, de modo que los estudiantes de 
pedagogía conozcan diferentes realidades sociales e institucionales.

	 Por otra parte, en los criterios de acreditación de las carreras de peda-
gogía no existe una atención especial en los modos de organizar ni en los 
tiempos y aprendizajes obtenidos en la práctica. Al no existir un estándar 
a alcanzar en la materia, cada unidad académica desarrollará sus propios 
criterios, con poca coordinación y comunicación con otras universidades. 
Incluso al interior de las mismas universidades pueden existir diferencias 
y poca coordinación entre los programas formativos por nivel (párvulos, 
básica y media) o por tipo de disciplina de la especialidad.

b.	 Estrategia

La relación entre las universidades y las escuelas es una preocupación 
central en los mejores programas de formación de profesores. Entre las 
experiencias internacionales uno de los referentes es el Programa de For-
mación de Profesores de la Universidad de Stanford (STEP) dentro de cu-
yos principios de formación está establecer una relación de calidad entre 
la universidad y los centros de práctica, consistente con sus orientaciones 
curriculares y en que la universidad paga a los colaboradores alrededor de 
US$300 anuales, además de ofrecerles instancias de desarrollo profesional 
(Hammerness, 2006). 

	 Otro de los programas reconocidos es el de la Universidad de Michigan, 
que en relación al vínculo con los centros de práctica ha desarrollado ins-
tancias formativas de inmersión en la escuela. En estas se facilitan experien-
cias compartidas entre profesores colaboradores y profesores en formación, 
mediadas por los profesores de la universidad. Estas instancias requieren 
de una estrecha relación entre la universidad y la escuela que permita 
establecer estructuras que sean beneficiosas para todos los involucrados 
(Khasnabis, Reischl, Stull & Boerst, 2013).
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	 En Estados Unidos, dada la centralidad que tiene esta dimensión en 
la formación, existe una preocupación pública por el problema, la que se 
expresa en los criterios de acreditación de las instituciones. La agencia de 
acreditación NCATE, que evalúa los programas de formación de profesores, 
define como un estándar de calidad la organización de un sistema de prác-
ticas fuerte, pedagógico y cooperativo con las escuelas (NCATE, 2008). 

	 En este componente de la propuesta de política pública se propone au-
mentar los estándares de exigencia del componente de prácticas en los 
procesos de acreditación de las carreras. Contar con una red de estableci-
mientos de prácticas, con convenios formales, con unidades de docencia y 
comunidades de aprendizaje, entre otros, deben ser criterios a especificar 
en la orientación de la acreditación. Es un elemento central de la formación 
de pregrado y que hoy se analiza de un modo muy general. 

	 Más aún, y tal como existe para la formación de médicos, se recomienda 
que el Ministerio de Educación establezca normas básicas de regulación de 
los centros de prácticas y de la interacción administrativa y pedagógica en-
tre las universidades y los establecimientos educativos. Los temas a regular 
son muchos y entre ellos destacan aspectos legales y administrativos de los 
convenios de colaboración, la asignación de tiempo y reconocimiento de los 
profesores colaboradores, los contenidos de aprendizaje y su relación con 
los estándares formativos; aspectos didácticos y de evaluación de la forma-
ción práctica, entre otros (Zabalza, 2011)13. La actual falta de regulación y 
de coordinación afecta la calidad de la formación práctica en los estableci-
mientos.

c.	 Objetivos

•	 Definición de normas de regulación pública de establecimientos munici-
pales y particulares subvencionados como unidad docente de las institu-
ciones formadoras. 

•	 El sistema de acreditación –CNA junto a las agencias acreditadoras– de-
finen los criterios específicos y estándares exigentes para la acreditación 
obligatoria de las carreras de Pedagogía.

13	En el caso de medicina, los estándares de la CNA para la carrera definen en su estándar 4.10: 
“La unidad debe tener suscritos los convenios necesarios para la utilización de campos clínicos, 
hospitales y consultorios en que se realizarán las actividades prácticas, incluyendo el periodo de 
entrenamiento clínico intensivo y supervisado, habitualmente conocido como Internado. Esto 
debe ajustarse a lo establecido por la normativa vigente, específicamente lo especificado por la 
CONDAS y la Norma General Administrativa N° 18 establecida en la resolución exenta N° 949 
del Ministerio de Salud”.
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Los indicadores de este objetivo se presentan en la Tabla 4.

Tabla 4. Indicadores de logro del objetivo específico 3

Nombre del indicador Definición o descripción Medio de verificación

Norma de las prácticas profe-
sionales en pedagogía

Definición de las orientaciones 
y normas que estandaricen 
la calidad de los convenios, 
diálogo y rendición de cuentas 
de los sistemas de prácticas.

Decreto publicado.

Evaluación del componente de 
las prácticas progresivas en 
programas acreditados

Definición de la rúbrica e 
indicadores que verifiquen la 
calidad del componente de las 
prácticas progresivas consi-
derando estándares a lograr y 
aprendizaje de competencias 
definidas. 

Documento elaborado. 

Manual de estándares de las 
prácticas formativas para el 
proceso de acreditación 

Bases conceptuales y defini-
ciones operacionales de los 
estándares de las prácticas 
progresivas consideradas en el 
proceso de acreditación. 

Impresión y distribución del 
manual.

Fuente: elaboración propia. 

d.	 Actividades

i.	 Redacción de las normas de regulación de las instituciones formadoras y 
los centros de prácticas (Decreto interno del Mineduc).

	 El Ministerio de Educación organiza reuniones de consulta con las ins-
tituciones formadoras, sostenedores de establecimientos educativos y re-
presentantes de las instituciones formadoras para analizar las experiencias 
del convenio de colaboración y definir las áreas de preocupación y las que 
merecen una mayor regulación. 

	 Se redacta el primer documento de normas (Decreto interno del Mine-
duc) y se define el proceso de consulta y de validación, se realiza la redac-
ción final de las normas que incluya la propuesta de un formato común de 
convenios de centros de prácticas e instituciones formadoras. Se organiza 
un consejo entre las instituciones formadoras y el Mineduc para evaluar y 
resolver conflictos relacionados con la ejecución de los convenios entre los 
centros de prácticas y universidades. 

	 La CNA organiza un equipo técnico que define los criterios de calidad 
que deben cumplir las prácticas progresivas en la formación de pregrado.

	 Se establecen definiciones operacionales y de rúbrica que permitan ve-
rificar la calidad del componente de prácticas progresivas considerando es-
tándares formativos y aprendizaje de competencias definidas. Se realizarán 
reuniones con agencias de acreditación, pares evaluadores y universidades.
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ii.	 Manuales con descripciones de los criterios e indicadores a lograr.

Elaborar manuales con descripciones explícitas de los criterios e indicado-
res a lograr en la organización y funcionamiento de los sistemas de prácti-
cas progresivas de las universidades. Desarrollar bases conceptuales y defi-
niciones operacionales de estándares de prácticas progresivas consideradas 
en el proceso de acreditación. 

e.	 Supuestos 

Los estándares de este componente se refieren a la organización del siste-
ma, calidad de funcionamiento, seguimiento y evaluación. 

	 Un aspecto que se debe considerar es el respeto a la autonomía de las 
instituciones universitarias. Por ello, la elaboración de normas o regulacio-
nes deben ser construidas con la participación de las mismas universidades 
y sus docentes. Se deben generar espacios de validación de las mismas. Las 
normas deben ser vinculantes y observadas en acreditación.

	 Uno de los problemas más importantes es la falta de un organismo don-
de confluyan las distintas facultades de Educación, como ocurre en el caso 
de las facultades de Medicina con la Asofamech; es decir, contar con una 
autoridad autónoma del Estado y que integre a las facultades de educación 
en una entidad superior. Esta debiera ser un organismo de gran fuerza 
técnica, que pueda conducir los cambios. El papel del Estado, entonces, 
puede ser entregar los incentivos para crear o apoyar a esa asociación, para 
redactar las normas y para que los centros formadores y centros de práctica 
adhieran a ellas.

Conclusiones 
El objeto de esta política es la creación de Unidades de docencia que integren 
a universidades o instituciones formadoras y establecimientos educativos en 
una unidad regulada a través de normas del Mineduc y, a la vez, observada 
con atención en la acreditación de las carreras de pedagogía.

Para el funcionamiento de la unidad de docencia se requiere que pro-
fesores guías o colaboradores dispongan de tres a cinco horas a la semana 
de tiempo no lectivo. Ello es necesario para su labor de tutoría, reuniones 
de retroalimentación y participación en talleres de formación. Esto implica 
un cambio en la dinámica actual de funcionamiento de las escuelas. Las 
universidades, a su vez, deben favorecer un reconocimiento académico de 
sus profesores colaboradores para facilitar la participación en actividades de 
especialización y de postgrado, trabajo conjunto en proyectos de innovación, 
publicaciones y otras actividades que dan cuenta de un trabajo en equipo.

El actual debate en torno a la carrera docente ha puesto en discusión el 
rol del profesor mentor en los procesos de inducción para el profesor novato. 
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Proponemos que el profesor colaborador tenga un estatus similar y que sus 
actividades sean reconocidas como antecedente para la evaluación y progre-
so en las etapas de la carrera docente. De este modo se establece una relación 
directa y fluida entre formación de pregrado e inserción profesional.

Los profesores colaboradores deben ser reconocidos por las universidades 
como profesor adjunto (es el caso de medicina) o profesor colaborador de la 
formación. Al mismo tiempo, es importante que la formación otorgue grados 
y que en su interacción con las universidades participe en reuniones y acti-
vidades relacionadas con el diseño y evaluación de las prácticas formativas. 
Para que se produzca una mayor integración del mundo escolar y el mundo 
de la formación de docentes se deben flexibilizar los límites que separan am-
bos contextos de trabajo y, para ello, es fundamental el reconocimiento que 
las universidades realizan de los profesores colaboradores. 

Para el funcionamiento de la Unidad de docencia se requieren defini-
ciones alineadas con los estándares formativos y una mayor evaluación del 
componente en los procesos de acreditación. Existen estándares definidos 
que constituyen un buen punto de partida para este componente. Sin embar-
go, se debe avanzar en su formulación y armonización con otros estándares 
vigentes. 

Se sugiere que el Mineduc convoque a una comisión técnica de alto nivel, 
compuesta por representantes académicos y profesionales para que formule 
un núcleo de estándares comunes y los defina de un modo operacional. Ello 
implica que los estándares describan, al menos, las competencias que deben 
demostrar los egresados. En esta política se propone avanzar gradualmente y 
comenzar con las definiciones de estándares de prácticas formativas avanza-
das (último año de la formación).

En cuanto a la acreditación, y en el marco de la discusión de reforma 
del sistema de educación superior, se propone elevar el nivel de observación 
de las prácticas profesionales, que en las pautas actuales se disuelve en la 
observación general de los procesos formativos de pregrado. Se propone una 
vinculación con el grupo de trabajo de educación de la CNA para abordar el 
tema, definir estándares y orientaciones para pares evaluadores.

Tomando en cuenta la experiencia de las facultades de Medicina, en Edu-
cación se debe constituir un referente que convoque y congregue a todas las 
facultades y escuelas de Educación y se convierta en un referente técnico 
para las definiciones curriculares y nuevo estatus de las prácticas profesio-
nales. Esta entidad debe integrar a representantes de todas las universidades 
acreditadas. 
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Resumen
La Política Nacional de Desarrollo Urbano (PNDU) ha relevado la temática 
del patrimonio como un tema central que forma parte de la agenda país. Por 
una parte, el patrimonio en las últimas décadas ha demostrado ser una preo-
cupación creciente en las relaciones de las comunidades con el desarrollo de 
sus ciudades y territorios y, por otra, la misma política pública ha establecido 
como objetivo fortalecer la educación patrimonial. En este contexto, la ela-
boración de orientaciones técnicas que apunten al desarrollo de iniciativas 
en educación patrimonial desde el nivel local resulta un trabajo relevante y 
prioritario. 

Las orientaciones técnicas para la elaboración de planes y programas co-
munales de educación patrimonial en Chile que se desarrollarán en este 
trabajo aspiran a contribuir en tres ámbitos. En primer lugar, buscan ser un 
aporte a la implementación de la PNDU, a nivel local, considerando que una 
política pública de calidad debe incorporar orientaciones, contenidos, instru-
mentos, mecanismos, definiciones o modificaciones institucionales y análisis 
de resultados. La propuesta que se presenta a continuación tiene que ver jus-
tamente con orientar en la formulación e implementación de planes, en tanto 
estrategias o lineamientos que se relacionan con el diseño de programas, 
proyectos y acciones en línea con una visión del patrimonio desde el enfoque 
del desarrollo local. En segundo lugar, se propone relevar a la educación en 
el patrimonio como un mecanismo que promueve la formación de una comu-
nidad con sentido de identidad, fomentando su participación de manera in-
formada, constructiva y programática. Y, en tercer lugar, estas orientaciones 
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podrán aportar a la conservación del patrimonio cultural, a la protección de 
los entornos naturales y materiales. El cuidado de los entornos y los benefi-
cios que ello puede significar para el desarrollo de la propia comunidad es, 
sin duda, una valiosa oportunidad. 

Antecedentes 

1.	 Descripción del problema público a abordar
El creciente protagonismo en nuestro país de las comunidades en los procesos 
de patrimonialización, por una parte, y el reconocimiento de la conservación 
del patrimonio local como aporte de la calidad de vida, por otro, ha colocado 
a la educación patrimonial en las últimas décadas como una preocupación 
constante. Debido a que han surgido relaciones que se vinculan a procesos de 
interpretación, significación y valoración, las políticas locales en materia de 
patrimonio han comenzado a exigir incorporar procesos participativos a par-
tir de los cuales las autoridades en conjunto con la comunidad puedan definir 
y establecer enfoques y programas de acción específicos orientados al desa-
rrollo patrimonial. De esta manera, se ha hecho evidente que la participación 
de la comunidad es imprescindible para que iniciativas en materia de patri-
monio sean sostenibles y, eventualmente, permitan un desarrollo a nivel lo-
cal. De ahí que la referencia a educación patrimonial exija considerar aquella 
concebida como formal y también como no formal, en tanto sus actores y sus 
beneficiarios no solo son niños y jóvenes, sino que es la comunidad completa.

La PNDU, promulgada el año 2013, cuyos principios, objetivos y líneas de 
acción apuntan a mejorar la calidad de vida, plantea como uno de sus cinco 
contenidos la temática de “Identidad y patrimonio”1. Si bien dicha política 
releva la identidad y patrimonio con una mirada desde lo local, no existen 
mecanismos que apoyen su desarrollo en tanto no se cuenta con instrumen-
tos que permitan implementar y potenciar esa materia. Por el contrario, el 
diagnóstico nacional que ha levantado este estudio demuestra que en Chile 
existe una serie de iniciativas aisladas que surgen de distintos esfuerzos por 
parte del escenario local. El problema es que las diversas iniciativas que 
existen a menudo no cuentan con permanencia o no logran plantearse como 
programas de desarrollo que beneficien a toda la comunidad y, por tanto, re-
quieren profundizarse, sistematizarse, evaluarse y desarrollarse en términos 
de mayor permanencia. Pero muy especialmente, requieren reunir esfuerzos. 

Actualmente, tampoco existen recursos económicos para impulsar inicia-
tivas en materia de educación patrimonial. Por tanto, un número significativo 

1	 Además de “Identidad y patrimonio”, los ámbitos temáticos de la PNDU son “Integración social”, 
“Desarrollo económico”, “Equilibro ambiental” e “Institucionalidad y gobernanza.”
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de estas depende de los recursos de sus municipios, de la postulación a fon-
dos específicos –por ejemplo del Consejo de la Cultura o fondos del gobierno 
regional– por parte de diferentes sectores, o bien ser parte de programas del 
gobierno central. 

Otro antecedente, que se refleja en la Ley 17.288 de Monumentos Nacio-
nales, es que no existen incentivos económicos para quienes detentan bienes 
patrimoniales, recurso fundamental para el desarrollo de iniciativas patrimo-
niales a nivel local. La falta de sinergia de recursos en las iniciativas se expli-
ca por la carencia de una política pública en la materia y, en parte, debido a 
que la actual institucionalidad a nivel central reparte las tareas vinculadas al 
patrimonio y, por tanto, los recursos económicos.

A partir de la información diagnóstica que se ha levantado en este estu-
dio, es posible sostener que solo un 23% de las iniciativas locales responden a 
proyectos gestionados por los municipios sin la colaboración de otros agentes 
locales o del nivel central. De un total de 38 proyectos analizados, nueve 
fueron implementados de manera exclusiva por parte de algún departamento 
municipal, la mayor parte producto de la alianza entre organismos privados 
e instituciones públicas (ONG y municipios principalmente). Esto explica la 
importancia de estas alianzas público-privadas para desarrollar planes o pro-
gramas en esta línea. 

Actualmente, no existen orientaciones técnicas –desde el ámbito del desa-
rrollo urbano– para la formulación e implementación de planes o programas 
en la línea de identidad y patrimonio. La falta de recursos y la dispersión de 
experiencias locales y comunitarias en el escenario nacional no se alinea con 
el espíritu de la PNDU en cuanto a que la mejora del patrimonio solo podrá 
visualizarse en la medida “del reconocimiento y valor que a dichos principios 
le otorgue la ciudadanía” (PNDU, Tema IV, 2013). De ahí que este proyecto 
se propone identificar las orientaciones técnicas que permitan promover ini-
ciativas de educación patrimonial que beneficien a la comunidad local. 

2.	 Antecedentes conceptuales 
El objetivo principal de la PNDU es “guiar los destinos de las ciudades y 
poblados para mejorar la calidad de vida de sus habitantes, más allá de los 
cambios administrativos de gobierno” (PNDU, Tema IV, 2013). Dicha política 
se refiere a la “identidad” como la relación de los habitantes con sus entor-
nos y a “patrimonio” como un bien social “conformado tanto por las obras y 
manifestaciones de las personas como por el entorno natural en que viven” 
(PNDU, Tema IV, 2013), y entiende patrimonio cultural como aquel que tiene 
un significado para el país o para una comunidad en particular.

En términos específicos, uno de los principales objetivos que plantea esta 
política en materia de “Identidad y patrimonio” es “valorar el entorno físico, 
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construido o natural, formador de la identidad de las comunidades” (PNDU, 
Tema IV, 2013), el cual plantea, entre otras metas, incorporar la dimensión 
del entorno como parte de la educación, lo que implicaría, a su vez, enseñar 
sus valores y su incidencia sobre la calidad de vida. Un segundo objetivo 
se refiere a “valorar la identidad cultural de cada zona geográfica” (PNDU, 
Tema IV, 2013) y contempla la generación de sistemas adecuados de partici-
pación en la formulación de los instrumentos de planificación territorial que 
respondan a la identidad e idiosincrasia local. En este sentido, el patrimonio, 
en un mundo global, contribuye a proteger las identidades particulares. Por 
último, un tercer objetivo esbozado es “conocer, valorar, proteger y gestionar 
el patrimonio cultural” (PNDU, Tema IV, 2013) y plantea, entre otros fines, 
reconocer las diferentes expresiones del patrimonio cultural en todos sus 
niveles e incluir la valoración de este en los sistemas de evaluación social en 
proyectos de carácter público.

Ciertamente, el espíritu de la PNDU se alinea con el debate existente a 
nivel mundial en relación al vínculo entre identidad y patrimonio. Si bien 
este vínculo no es reciente, gradualmente ha cambiado la manera de abor-
darlo, especialmente en las últimas décadas, cuando han quedado atrás 
las identidades nacionales –comprensivas– en favor de la emergencia de 
múltiples identidades (Norá, 2009). La consideración de diversas identida-
des, no excluyentes unas de otras (Garretón, 2003) y más o menos esta-
bles (Subercaseaux, 2012), es fundamental en la construcción de políticas 
culturales en tanto implica reconocer la diversidad de manifestaciones y 
significaciones de una comunidad y no reducirlas a la comprensión de una 
identidad única. 

La relación entre identidad y patrimonio cobra relevancia en tanto es 
posible situarla en un espacio, lo que evidencia la importancia de conocer 
el entorno que se habita, un objetivo de la educación patrimonial. Méndez 
define identidad “como un proceso que se va construyendo en las interac-
ciones que tienen las personas con los diferentes grupos y contextos socia-
les con los que se desenvuelven día a día” (Méndez, 2012, p. 42), y añade 
el carácter de continuo cambio del concepto, mientras destaca el patrón 
que lo diferencia o asemeja a otra colectividad. En ese sentido, el espa-
cio –situación física donde se producen las relaciones sociales y escenario 
donde entran en relación los objetos– aparece como un configurador de la 
identidad y, al igual que al patrimonio, el contexto le otorga un permanente 
dinamismo (Méndez, 2012).

Sin embargo, abordar la relación entre identidad y patrimonio requiere 
concebir el patrimonio como un “proceso de significación simbólica soporta-
da por un objeto (artístico, etnológico, arquitectónico, hasta inmaterial) que 
se vuelve patrimonial y compartido por un grupo” (Dormaels, 2011, p. 8). 
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Esto porque, pese a los distintos contextos y experiencias, el patrimonio siem-
pre opera de igual manera: se constituye como tal cuando es aclamado por 
una comunidad (Dormales, 2011). De ahí que la noción de identidad tenga 
que ver con ese proceso, con esa aclamación y con esa relación, espíritu que 
ha recogido la PNDU.

La comprensión vigente del patrimonio exige, entonces, reconocer la 
educación patrimonial como un importante mecanismo de diálogo e in-
tercambio donde la comunidad juega un importante papel en la patrimo-
nialización, proceso mediante el cual uno o más sujetos reconocen y signi-
fican un objeto como bien patrimonial. En las últimas décadas, la mirada 
educativa se ha planteado como un canal fundamental “para conseguir 
que el patrimonio sea conocido, comprendido, valorado y transmitido por 
la sociedad que lo recibe y que lo lega” (Calaf y Fontal, 2006, p. 18). Los 
beneficios de la educación patrimonial se deben entender en tres direccio-
nes: en primer lugar, como un camino para que la comunidad proteja en el 
tiempo su legado histórico-cultural, sea material o inmaterial; en segundo 
lugar, la educación patrimonial comprendida en términos de competencias 
permite fortalecer el sentido crítico, la reflexión y la formación ciudadana 
(Calaf, 2009); un tercer beneficio apunta a que la educación patrimonial 
constituye un mecanismo de fortalecimiento del desarrollo local, puesto 
que promueve procesos de construcción de identidad territorial y de auto-
estima comunitaria (Sabaté, 2004).

En síntesis, bajo la concepción de que la comunidad es la base de todo 
proceso de patrimonialización, la educación patrimonial se entiende como un 
vehículo para que la participación de la comunidad sea informada, propositi-
va y programática, mientras se concibe tanto en términos formales como in-
formales. La educación formal es aquella desarrollada en el marco de planes 
y programas de escuelas, liceos y otros establecimientos educacionales, mien-
tras la educación informal es aquella que se lleva a cabo en el marco de otros 
ámbitos, como museos, programas culturales, sociales, entre otros. En el más 
amplio sentido, la educación patrimonial permitirá que el patrimonio sea co-
nocido y, por tanto, identificado y reconocido. En la medida que la comunidad 
reconoce su patrimonio permite su recuperación y su gestión dependerá del 
conocimiento del mismo y de los procedimientos que existen para el destino 
del bien. De esta manera, la educación patrimonial, en tanto apunta a una 
participación de la comunidad en su sentido más positivo, permite que los 
beneficios de este proceso posibiliten el desarrollo local mediante la cons-
trucción de identidad y apropiación del entorno involucrado. Se tratará de 
un desarrollo cultural de la comunidad, de un desarrollo de su identidad y 
de un posible fortalecimiento de su autoestima, pero en reconocimiento y en 
armonía con su entorno natural y construido (Figura 1).
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Figura 1. Antecedentes teóricos y conceptuales

Fuente: elaboración propia.

Los antecedentes referidos a la situación actual dan cuenta de que la 
educación patrimonial a nivel local es un camino fundamental de contacto 
entre la comunidad y sus bienes patrimoniales, y tiene la virtud de promover 
el desarrollo comunitario –tanto material como en términos de identidad– y, 
a su vez, de proteger su entorno natural y construido.

Metodología y principales hallazgos
La elaboración de las orientaciones técnicas que se proponen en las siguien-
tes páginas se basa en el análisis de experiencias internacionales y nacionales 
que permitió relevar, por un lado, cómo se implementan este tipo de planes 
y estrategias a nivel internacional y conocer cuál es el estado del arte de las 
iniciativas existentes en Chile, por el otro. Junto a ello se revisó literatura 
especializada y los resultados fueron retroalimentados por actores relevantes 
en el ámbito nacional2. 

1.	  Metodología utilizada en la etapa diagnóstica 
Con el objetivo de identificar componentes y enfoques de la experiencia com-
parada en materia de educación patrimonial se analizaron tres casos como 
referentes internacionales y se hizo un levantamiento de las iniciativas exis-
tentes en el escenario nacional en el nivel local, acompañado de algunas 
referencias respecto de iniciativas de la sociedad civil y del gobierno central.

2	 Comentarios recogidos en los talleres organizados por el Centro de Políticas Públicas UC, realiza-
dos el 24 de abril y 1 de julio de 2015.
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Respecto al diagnóstico internacional, la selección de casos respondió a la 
experiencia que presentan en materia de educación patrimonial y que invo-
lucra a diversos actores sociales. Los casos de estudio fueron Cuba, España 
y la Unesco. 

El caso cubano –que fue analizado en base a nueve iniciativas– se justi-
fica porque dicho país tiene vasta experiencia en materia de educación pa-
trimonial desde la década del noventa. España –que contempló cinco ex-
periencias– se consideró debido a la labor que ha realizado un grupo de 
académicos en esta línea y porque existió una proliferación de este tipo de 
iniciativas alrededor de los años 20003. De la Unesco se recogieron cuatro 
experiencias, porque este organismo puso en el año 1972 –a través de la Car-
ta de París– en la agenda internacional el tema de la educación patrimonial  
a fin de promoverla en diferentes contextos mediante programas y planes 
concretos. 

Los tres casos dieron cuenta de un total de 19 iniciativas en la materia4. 
La recolección de datos se realizó a través del análisis de documentos y las 
fuentes de información fueron las páginas web de instituciones públicas y 
privadas con experiencia en educación patrimonial en los tres casos de es-
tudios elegidos como referentes. Los criterios de selección de las iniciativas 
obedecieron a que las experiencias refirieran a educación en patrimonio, que 
se desarrollaran en el nivel local (comunal o barrial) y que involucrasen a la 
comunidad. El análisis de los datos tuvo un carácter inductivo, es decir, se uti-
lizaron categorías definidas a priori y categorías emergentes. Las categorías 
de análisis fueron: dependencia de gestión, focalización etaria, tipo de activi-
dades involucradas, enfoque sobre patrimonio y escala de la implementación. 
Se sistematizó la información en rejillas y se realizó un análisis de contenido.

Respecto al diagnóstico de la realidad local en el nivel nacional se consi-
deró a las 346 comunas del país. Se identificaron aquellas iniciativas (progra-
mas, planes y proyectos) que se orientan a difundir, comunicar y educar en 
materia patrimonial (de manera formal e informal), que se estén implemen-
tando o hubieren implementado en territorios locales (comunas y barrios) y 
que involucrasen la participación de la comunidad. Se consideraron también 
aquellas iniciativas que desde el gobierno central son implementadas en las 
comunas. Las categorías de análisis que se utilizaron fueron: tipo de depen-
dencia de gestión, enfoque de patrimonio, grupos etarios focalizados, escala 
de implementación y metodologías de trabajo. Se realizó un análisis de ca-
rácter documental y las principales fuentes de información utilizadas fueron 

3	 Cabe destacar los trabajos de Roser Calaf y Olaia Fontal. Y entre iniciativas de interés, la con-
formación de la Red Internacional de Educación Patrimonial en el II Congreso Internacional de 
Educación Patrimonial organizado, entre otros, por entidades públicas y académicas españolas y 
desarrollado el 31 de octubre de 2014.

4	 Ver en Anexo el listado completo de las experiencias internacionales revisadas.
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las páginas web5 de instancias públicas y privadas que estuvieran implemen-
tando iniciativas de educación, extensión y difusión del patrimonio con invo-
lucramiento comunitario en las comunas del país. El trabajo tuvo un carácter 
inductivo (se consideraron categorías iniciales y emergentes) y la información 
fue sistematizada utilizando rejillas de vaciamiento de información y luego 
se realizó un análisis de contenidos. Se establecieron finalmente seis criterios 
de análisis: enfoques de patrimonio utilizado, instituciones u organizaciones 
a cargo, tipo de actividades involucradas, focalización (grupos o territorios 
como población objetivo), recursos involucrados y duración de las iniciativas 
(sustentabilidad). Se utilizó Excel para procesar los datos. 

2.	 Datos recolectados a nivel internacional
Respecto a la experiencia internacional, las 19 iniciativas recogidas –nueve 
de Cuba, seis de España y cuatro de Unesco– fueron sistematizadas y anali-
zadas. Como se da cuenta en el siguiente gráfico (Figura 2), el análisis eviden-
ció que, en términos de dependencia de gestión, existe una multiplicidad de 
organizaciones involucradas en la realización de experiencias de educación 
patrimonial con involucramiento comunitario. En general, son los gobiernos 
nacionales y locales los que poseen gran representatividad en las distintas 
experiencias, aunque también da cuenta de una participación significativa de 
distintas organizaciones no gubernamentales (ONG).

Figura 2. Tipo de dependencia de gestión (%)

5	 Cabe señalar que, si bien el uso de las páginas web puede producir una “cifra negra” al quedar fue-
ra del análisis todas aquellas iniciativas no publicadas, se optó por estas como fuente primaria de 
información dado que permitirían acceder en corto tiempo a todo el escenario nacional y porque 
se parte del supuesto que, en materia de difusión y comunicación de iniciativas, estas constituyen 
un espacio privilegiado.

Fuente: elaboración propia.

34% 60%
25%

66% 40%
75%
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También se observa un predominio de escala de gestión local en esta 
materia, las iniciativas mayoritariamente se desarrollan en el nivel de barrio 
y en localidades particulares. La única excepción observada fue el caso de 
Aula Museo, programa social infantil que vincula contenidos de las asigna-
turas escolares con las potencialidades didácticas que ofrece el ambiente 
histórico patrimonial. Esta iniciativa comenzó en el centro histórico de La 
Habana, pero luego se replicó en otros municipios del país y alcanzó difu-
sión nacional. 

Respecto a la focalización social, destaca que sobre el 50% de las inicia-
tivas se orientan a menores de edad (niños y adolescentes), pero también 
llama la atención que un 75% tiene distinción etaria, es decir, se enfocan en 
grupos definidos de la comunidad. En relación a la visión de patrimonio que 
se promueve, la mayoría de las experiencias involucra una mirada al patrimo-
nio como un bien que debe ser puesto en valor, fomentando su conservación. 
Pocas de estas lo consideran como un medio de activación de otros procesos 
socioculturales, económicos y de desarrollo de los territorios. Dentro de esta 
visión, destaca en Cuba el Programa Social de Atención al Adulto Mayor que 
incorpora un grupo etario fundamental dentro de la escala local, desde las 
iniciativas que promueve y desarrolla la Oficina del Historiador (principal 
entidad gubernamental en esta materia). Desde Unesco resulta interesante 
destacar los talleres de participación comunitaria implementados en Ocosin-
go, Chiapas, programa que busca identificar los valores patrimoniales, cultu-
rales y naturales que caracterizan a la comunidad, con énfasis en la visión 
desde los habitantes y usuarios del espacio, junto a las necesidades locales y 
alternativas expresadas por los actores locales. En tanto en España destaca el 
Proyecto Dinamización Comunitaria, impulsado por la Concejalía de Partici-
pación Ciudadana en el ayuntamiento Lora del Río, que busca promocionar 
el acceso de los adultos a los bienes culturales, fomentando el acceso a la 
participación, a la dinamización del contexto sociocultural, creando espacios 
intergeneracionales de convivencia y solidaridad en toda la comunidad. Es-
tos tres programas recogen ambas concepciones, una visión más tradicional 
junto a una mirada más práctica de cómo desarrollar la comunidad en torno 
a esta materia. 

Respecto a los enfoques del patrimonio y su vínculo con el tipo de activi-
dades que involucran las 19 experiencias, es interesante relevar que en las 
actividades desarrolladas se privilegia la aproximación al patrimonio como 
un fin en sí mismo y se trabaja con métodos que se orientan a su puesta en 
valor, protección y sensibilización. 
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Figura 3. Tipo de actividades involucradas

Fuente: elaboración propia.

Como da cuenta la Figura 3, la mayor parte de las actividades consisten 
en talleres orientados a facilitar el conocimiento y valoración de patrimonio y 
visitas a centros culturales, museos y recorridos urbanos, entre otros. En es-
tas actividades prima el enfoque más tradicional sobre patrimonio en cuanto 
se centra en el patrimonio material y monumental de las ciudades. En este 
sentido, en el universo de los referentes internacionales analizados hay solo 
dos experiencias de educación patrimonial que pueden considerarse como 
gestoras del desarrollo de habilidades e insumos para la comunidad. Un caso 
es el proyecto Youth Path de Unesco, que tiene como objetivo ser un dinami-
zador sostenible en la cultura y la economía local y que, por tanto, involucra 
a las comunidades en tres etapas distintas. La primera es una fase de inves-
tigación comunitaria, en la que se recogen valores, intereses y propuestas; le 
sigue una etapa más bien de gestión cultural; y el programa concluye con una 
tercera etapa de emprendimientos culturales de jóvenes. Otra propuesta de 
interés desde esta perspectiva son los talleres de oficios de La Habana. Estos 
son impulsados por organizaciones no gubernamentales y tienen por objetivo 
principal mantener vivos oficios y artes tradicionales de Cuba mediante su 
práctica y difusión, bajo la visión de que la conservación y el desarrollo de 
los valores patrimoniales funcionan como vector de cambio social, es decir, 
patrimonio como medio y como fin.

3. Datos recolectados a nivel nacional
Respecto al catastro de experiencias locales en Chile, la revisión realizada 
para las 346 comunas identificó 38 comunas que implementan al menos una 
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iniciativa en materia de educación patrimonial. En total se identificaron y 
analizaron 53 iniciativas. Se observa que estas se desarrollan principalmente 
desde el año 2000 y que 68% de ellas se concentra en la zona norte del país 
y Región Metropolitana.

Figura 4. 	Porcentaje de comunas con iniciativas de educación patrimonial por 
zona geográfica (%)

Fuente: elaboración propia.

Por otra parte, al analizar la dependencia de su gestión, la mitad de las 
iniciativas han sido producidas de manera colaborativa entre el mundo priva-
do (ONG y fundaciones, principalmente) y los gobiernos locales (26 de ellas); 
17 iniciativas han sido implementadas por los municipios y diez por ONG y 
fundaciones. Un programa que destaca por la cooperación público-privada 
que involucra es el de recorridos patrimoniales por espacios públicos signi-
ficativos para la identidad comunal en la comuna de Maipú, que convoca al 
municipio y a la Agrupación Cultural Maipú Patrimonial6. Esta iniciativa está 
orientada a recorridos gratuitos y guiados por Avenida Pajaritos, Cementerio, 
Manzana Cívica y centro de Maipú, incluidos los muros de la antigua iglesia 
y el Templo Votivo. En este caso se observa que la educación del patrimonio 
responde a la cooperación público-privada.

Respecto a la escala de implementación, la mayoría de estas iniciativas 
se focalizan en el nivel comunal y solo un 17% en el nivel barrial. Entre las 
iniciativas que se implementan en la escala del barrio destacan aquellos pro-
yectos que han sido impulsados por el Programa Recuperación de Barrios del 
Ministerio de Vivienda y Urbanismo7.

6	 Para mayor información sobre la ONG ver: http://www.maipupatrimonial.cl/mp/?page_id=282
7	 Para mayor información ver en Anexo el listado completo de las iniciativas analizadas en Chile.

8%

24%

31%

37%
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Al analizar la focalización por grupo etario, llama la atención que, a di-
ferencia de los resultados de las experiencias internacionales, el 63% de las 
iniciativas no definen la población objetivo a la cual se dirige el proyecto o 
programa, lo que se considera crítico en términos del impacto de los mismos. 
Solo el 14% de estas se dirige a menores de edad y jóvenes y el 23% se foca-
liza en población adulta en general.

Por otra parte, el análisis de la información evidencia que una gran parte 
de las iniciativas (80%) se focaliza en la dimensión material del patrimonio 
(que considera a monumentos, edificios, barrios históricos, entre otros), abor-
dando al patrimonio como un fin en sí mismo (66%). Esto quiere decir que se 
orientan a su preservación, conservación y puesta en valor (Figura 5).

Figura 5. Porcentaje de iniciativas según visión de patrimonio en Chile (%)

Fuente: elaboración propia.

Una iniciativa que cabe destacar, porque se aleja de esta tendencia, es el 
proyecto Escuela de Gestión Patrimonial Pueblo Las Canteras en la comu-
na de Colina, que se implementa a escala barrial, promueve un enfoque de 
patrimonio integral (releva el patrimonio inmaterial y material) e involucra 
a diferentes actores locales: la junta de vecinos Las Canteras, la Asociación 
Chilena de Barrios y Zonas Patrimoniales y la Comisión de Patrimonio de 
la Asociación Chilena de Municipalidades. Esta propuesta busca impulsar la 
defensa patrimonial del pueblo de Las Canteras de Colina.

Respecto al tipo de actividades involucradas en cada iniciativa es posible 
observar que –de manera similar a lo que ocurre en los casos internacionales 
estudiados– la mayoría constituye proyectos iniciales en el proceso de patri-
monialización, es decir, buscan fomentar valores patrimoniales, la conserva-
ción, protección y sensibilización a través de recorridos y rutas patrimoniales, 
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talleres de difusión con la comunidad y recursos como manuales, guías o 
libros sobre los principales bienes patrimoniales de cada territorio. Esto se 
evidencia en la Figura 6.

Figura 6. Número de iniciativas por tipo de actividades involucradas en Chile

Fuente: elaboración propia.

Por último, y en base al análisis de experiencias puntuales del gobierno 
central que se implementan en las comunas, se puede señalar que no existe 
una mayor concentración de iniciativas de educación formal, sino que, por 
el contrario, se dividen equitativamente entre aquellas de educación formal 
(aula) y no formal (internet, rutas patrimoniales, talleres). En este sentido, 
es destacable que se trate de propuestas que se orientan a la comunidad en 
general y no solo a grupos cautivos. Otra característica que destaca es que 
estas tampoco se configuran exclusivamente en torno al público infantoju-
venil, sino que se orientan a la totalidad de la población. Respecto de las 
organizaciones privadas involucradas en este ámbito, es posible identificar a 
aquellas organizaciones no gubernamentales que han tenido un trabajo soste-
nido en los territorios y que implementan estrategias permanentes de trabajo 
con municipios e involucran a la comunidad en general. Entre estas destacan 
la Fundación Futuro, Patrimonio Cultural de Chile, Sendero de Chile y la Red 
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Intercontinental de Museos. Estas organizaciones han acumulado un impor-
tante nivel de capital humano y conocimiento aplicado que resulta interesante 
relevar para la elaboración de las orientaciones técnicas. Tampoco se puede 
dejar de mencionar las valiosas iniciativas provenientes del gobierno central, 
tal como el impacto de los programas de barrios del Ministerio de Vivienda y 
Urbanismo, los fondos del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o el área 
de educación creada al interior del Consejo de Monumentos Nacionales, entre 
otros esfuerzos que han contribuido a situar este tema en la agenda. 

3. Principales hallazgos
A la luz de los datos recolectados antes señalados, y en miras de proveer de 
pautas metodológicas y directrices de trabajo, es posible destacar, a partir 
de la experiencia nacional e internacional revisada, los siguientes hallazgos:

•	 Focalización: en términos de focalización es relevante que las iniciativas 
se focalicen en grupos etarios específicos y que entre estos se releve el rol 
que pueden tener los adultos mayores en la puesta en valor y difusión del 
patrimonio y en la construcción de la identidad local. Los adultos mayores 
son agentes activos de la memoria de pueblos y comunidades, muchas 
veces son portadores de oficios tradicionales y saberes que eventualmente 
podrían desaparecer y son agentes de cohesión de generaciones diversas. 
La experiencia internacional da cuenta de iniciativas que relevan el rol de 
este grupo social en materia de desarrollo local a partir de la valoración 
de patrimonio inmaterial, como es el caso de las ya mencionadas escuelas 
talleres de Oficios de Cuba.

•	 Escala de implementación: una conclusión que arroja el estudio es que la 
mayoría de las iniciativas se implementan en la escala comunal. Dadas las 
potencialidades que tiene el barrio como espacio articulador de la vida 
cotidiana y del tejido social, se propone que las iniciativas privilegien esta 
escala de intervención para el desarrollo de sus actividades. 

•	 Visión de patrimonio: las experiencias analizadas –específicamente para el 
caso chileno– dan cuenta de cómo la visión más tradicional sobre el patri-
monio es la más extendida. En general, las iniciativas que se implementan 
asumen el patrimonio como un fin en sí mismo y no como un medio que 
permite el desarrollo social, económico y cultural de comunidades y terri-
torios específicos. En este sentido, las experiencias españolas analizadas 
entregan luces de cómo es posible pensar el patrimonio, su difusión y su 
educación como instrumento para el desarrollo local. Esta aproximación 
implica, no obstante, que se trascienda de la concepción monumental y 
exclusivamente material del patrimonio y que se avance en aproximaciones 
que se focalizan en aquel patrimonio inmaterial y natural, es decir, en aquel 
que se refiere tanto a la cultura y las costumbres como a la conservación y 
protección de saberes del medio ambiente.

•	 Tipo de actividades involucradas: de manera coherente con la mirada sobre 
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lo que es patrimonio y cuál es el fin de la educación en este ámbito, las me-
todologías que involucran la mayoría de las iniciativas refieren a actividades 
de sensibilización sobre el valor del patrimonio y su conservación. Entre 
estas destacan, a nivel internacional, las rutas patrimoniales, las visitas a 
museos y las charlas en aula y colegios. En Chile, una parte significativa 
consiste en circuitos urbanos (rutas) y talleres de sensibilización de la comu-
nidad. En este sentido –y si se quiere avanzar en una mirada que considere 
el patrimonio como un medio para el desarrollo local– es menester difundir 
las cartas internacionales existentes, tal como la convención sobre patrimo-
nio cultural inmaterial del año 2003, y diseñar estrategias que avancen en 
poner en valor las múltiples dimensiones que abarca. Resulta prioritario 
avanzar en líneas de acción que releven el rol de la cultura, de las artes 
y oficios tradicionales y que pongan en valor y promuevan la educación 
de aquellos bienes de carácter inmaterial. En este sentido, los municipios 
debiesen focalizar su trabajo en catastrar, identificar y promover la par-
ticipación comunitaria en procesos de patrimonialización de su memoria 
histórica, de legados culturales existentes, de bienes naturales, entre otros.

•	 Coproducción y sustentabilidad: aparece como fortaleza de las iniciativas 
analizadas el que, en este ámbito, la coproducción es una constante. La 
cooperación público-privada entre ONG y municipios es la articuladora de 
estos proyectos e iniciativas y genera el desarrollo de múltiples iniciativas. 
Esto se observa en un número importante de las iniciativas chilenas revi-
sadas8. Por tanto, el desafío de toda iniciativa local en esta materia implica 
hacerse cargo de la institucionalización de la temática en el ámbito muni-
cipal. En este punto se requiere debatir sobre los recursos y las estructuras 
municipales que deben ser comprometidas en estas tareas. 

Propuesta 

1.	 Objetivos de la propuesta 

En esta investigación se desarrollan las orientaciones técnicas para la reali-
zación de iniciativas de educación patrimonial en el nivel municipal, las que 
se conciben como un instrumento que permitirá a municipalidades poner en 
práctica los principios sobre identidad y patrimonio territorial establecidos 
por la PNDU. Con este instrumento se busca fomentar y fortalecer el de-
sarrollo local a través del diseño e implementación de planes, estrategias o 
programas9 específicos de educación, difusión y extensión que promuevan la 

8	 Ver en Anexo el listado completo de iniciativas analizadas.
9	 La propuesta se focaliza en el desarrollo de iniciativas en materia de educación patrimonial. En-

tenderemos por iniciativas a planes, estrategias o programas, así se deja abierta la posibilidad de 
que –según el contexto comunal– el municipio defina qué tipo de instrumento es pertinente desa-
rrollar. Las conversaciones sostenidas con actores relevantes del mundo municipal y del gobierno 
central en la materia dieron cuenta de la necesaria flexibilidad que debe tener una propuesta de 
política pública.
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valoración y apropiación de temáticas relacionadas al patrimonio local y a la 
identidad cultural. En definitiva, dado los antecedentes y el contexto descrito, 
y sobre la base del diagnóstico realizado en el marco de este proyecto, esta 
propuesta busca responder la siguiente interrogante: ¿cómo un municipio 
que quiera hacerse cargo de este tema puede abordar y desarrollar progra-
mas de educación patrimonial en su comuna? 

El principal objetivo de la propuesta es la elaboración de orientaciones téc-
nicas que entreguen a los municipios principios orientadores y lineamientos 
metodológicos con el fin de formular y desarrollar iniciativas de educación 
patrimonial, desde sus propias posibilidades y características, potenciando 
alianzas entre organismos públicos y entidades privadas (ONG, fundaciones, 
empresas) para alcanzar así mayor sostenibilidad de las iniciativas.

Como objetivos específicos de la propuesta de política pública que se plan-
tea en esta investigación se considera la necesidad de:

1.	 Identificar y caracterizar cuál es el enfoque que debe guiar el trabajo muni-
cipal en materia de educación patrimonial en la comuna.

2.	 Reconocer los contenidos que todo diagnóstico comunal en este ámbito 
debe abordar.

3.	 Identificar aquellos aspectos críticos que toda implementación de planes, 
estrategias o programas debe contemplar.

2.	P resentación de la propuesta 
La presente propuesta entrega orientaciones técnicas para la elaboración de 
iniciativas comunales en materia de educación patrimonial y busca proveer 
a los municipios de elementos teóricos, conceptuales y metodológicos que 
guíen su trabajo en la formulación de iniciativas en educación patrimonial. 
Estas orientaciones se fundamentan en tres principios básicos:

•	 Transversalidad: se trata de orientaciones que buscan ser transversales a los 
distintos municipios, pues el fin común es apuntar al desarrollo de la comu-
nidad desde las distintas realidades locales, involucrando a diferentes agen-
tes y actores en cada estrategia. Consideran también el involucramiento 
de actores municipales en la formulación e implementación de iniciativas, 
quienes desde su propio quehacer pueden contribuir al desarrollo de estas.

•	 Flexibilidad: estas orientaciones se conciben como un instrumento flexible, 
es decir, tienen la capacidad de ajustarse a los distintos escenarios, a los 
cambios y a los dinámicos contextos locales. Se proponen contenidos que 
son lo suficientemente amplios como para poder ser apropiados para cual-
quier municipio, pero lo suficientemente claros para dar pie a la formula-
ción de iniciativas focalizadas en educación patrimonial. 

•	 Pertinencia: se vincula a la flexibilidad, puesto que estas orientaciones promue-
ven un enfoque y contenidos que pueden ser adecuados a cada realidad local.
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A continuación se presentan los elementos y aspectos involucrados para la 
formulación e implementación de las iniciativas.

3. Enfoque de trabajo que se promueve
El análisis de experiencias y la literatura especializada dan cuenta de que 
todo municipio que busque desarrollar esta línea de trabajo, ya sea a tra-
vés de un plan, estrategia o un programa, debe relevar el rol que juega la 
educación en patrimonio para el desarrollo integral de su territorio y de su 
comunidad local. Estas experiencias permiten sostener que toda iniciativa 
local de educación patrimonial se fundamenta en una perspectiva que re-
conoce el rol cohesivo e integrador que tiene el patrimonio y su educación 
para el desarrollo integral de comunidades locales en un territorio específico. 
También se destaca el rol que juega el municipio como promotor y líder de 
estrategias locales de educación patrimonial y que asume la dimensión ma-
terial e inmaterial del patrimonio. Junto a ello, esta mirada promueve un tipo 
de educación en patrimonio que trasciende a los ámbitos formales (escuelas) 
y que, al utilizar diversos espacios de trabajo del municipio-comunidad, se 
orienta a todos los habitantes y actores del nivel local.

•	 El rol cohesivo e integrador del patrimonio en el desarrollo local: ¿por qué 
fomentar la educación patrimonial como estrategia de desarrollo local? 
En el marco de la PNDU se releva la “Identidad y patrimonio” como un 
elemento clave de toda estrategia orientada a mejorar la calidad de vida 
de pueblos y ciudades. En este contexto, la valoración del entorno físico, 
construido o natural, se asume como un elemento formador de la identidad 
de las comunidades y es esta identidad la que se construye a partir de pro-
cesos de apropiación, valoración y conservación del patrimonio material e 
inmaterial. Estos procesos de apropiación, puesta en valor y conservación 
del patrimonio redundan en procesos cohesivos e integradores de las comu-
nidades que participan en ellos. 

•	 El rol del gobierno municipal como actor clave de la educación patrimonial: 
los gobiernos locales son la primera puerta de acceso de los ciudadanos al 
Estado, lo que adquiere mayor relevancia en el caso de los sectores más 
vulnerables y territorios más aislados. Los municipios tienen un rol clave 
para potenciar la coordinación de los diversos actores presentes en un de-
terminado territorio, lo que los convierte en actor decisivo para la formula-
ción y la implementación de una estrategia local de educación patrimonial. 
Esta condición también los posiciona como un actor fundamental en el 
proceso de transversalización de toda estrategia. Es fundamental que los 
municipios desarrollen estrategias que permitan priorizar áreas y ámbitos 
de acción prioritarios, así como involucrar activamente a las comunidades 
locales y a otros actores del territorio. De la misma manera, es fundamental 
el rol que tenga el equipo comunal a cargo, el cual va mucho más allá de la 
mera administración o supervisión de una cartera de proyectos. Estos equi-
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pos comunales tienen un rol fundamental para asegurar la coordinación 
entre las distintas reparticiones municipales, entidades gubernamentales, 
privados y actores comunitarios. 

•	 La dimensión material e inmaterial del patrimonio: ¿por qué promover la 
multidimensionalidad del patrimonio? Se promueve una mirada integral de 
lo patrimonial, pues se reconoce y legitima la importancia que tiene la di-
mensión social y cultural y no solamente material y arquitectónica que este 
tiene. Es en esta perspectiva integral del patrimonio donde la comunidad 
emerge como un actor relevante en la puesta en valor y recuperación tanto 
del entorno construido como de la identidad colectiva y de su memoria 
histórica.

•	 La educación formal e informal en materia patrimonial, la relación entre 
comunidad y patrimonio: se enfatiza que la educación en el patrimonio es 
un mecanismo que promueve la formación de una comunidad con sentido 
de identidad, fomentando su participación de manera informada, construc-
tiva y programática. La comunidad local no solo juega un rol central en 
los procesos de puesta en valor y conservación del patrimonio, sino que se 
promueve que la educación del patrimonio es un mecanismo que fortalece 
y cohesiona a la comunidad local. En este sentido, se considera que la con-
servación del patrimonio cultural, la protección de los entornos naturales y 
materiales es una oportunidad para el desarrollo de la propia comunidad. 
También que la participación de la comunidad es imprescindible para que 
una propuesta en este ámbito sea sostenible y, a la vez, un recurso de de-
sarrollo. En este marco, la educación patrimonial juega un rol clave que es 
reconocida no solo en términos formales (ámbito educativo), sino que se 
relevan todas aquellas instancias y metodologías de trabajo que se orientan 
a toda la comunidad. 

4.	 Diagnóstico comunal en materia de educación patrimonial
Un segundo elemento que todo municipio debe considerar se refiere a iden-
tificar cuál es la realidad de su comuna respecto a los bienes patrimoniales 
existentes y recursos con que cuenta para implementar esta línea de trabajo. 
Entre estos recursos debe considerar: actores, recursos financieros, instru-
mentos de gestión y capacidad institucional. 

Se distinguen en el diagnóstico tres tareas que deben ser desarrolladas:

•	 Identificar a los actores relevantes de la comuna: una primera tarea se refie-
re a identificar quiénes son los potenciales aliados en el desarrollo de esta 
tarea. Los actores relevantes son quienes pueden contribuir en la identifica-
ción de los bienes patrimoniales existentes y en el diseño e implementación 
de un plan, estrategia o programa de educación en el patrimonio. Entre 
ellos se debe considerar a actores del municipio (cultura, educación, Direc-
ción de Desarrollo Comunitario [Dideco], entre otros), de la sociedad civil 
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(ONG, organizaciones de carácter cultural, juntas de vecinos, fundaciones, 
scouts, escuelas, bomberos, iglesias, entre otros) que desarrollen iniciativas 
patrimoniales o que estén interesados en cooperar, y a actores del mundo 
privado, esto es industrias o empresas vinculadas con el territorio. Se debe 
considerar que las empresas pueden ser una fuente de recursos importante 
a través de sus estrategias de responsabilidad social empresarial (RSE). 

•	 Identificar recursos, capacidad institucional e instrumentos de gestión local: 
un segundo aspecto que debe ser considerado es la capacidad que tiene el 
municipio para realizar este tipo de iniciativas, referido a los recursos de ca-
rácter financiero, a instrumentos de gestión existentes y a posibles equipos 
técnicos a cargo de implementar planes o programas en la materia. Dentro 
de los recursos financieros se contemplan no solo aquellos contables, sino 
también programas ya existentes, por ejemplo, de educación formal, fondos 
concursables regionales o nacionales a los que puede postular, aportes o 
donaciones que pueden realizar empresas, a aquellos planes de cultura o 
educación existentes y que pueden ser redireccionados, entre otros. Respec-
to de la capacidad institucional, es necesario identificar en qué dirección 
o departamento se instalará esta línea de trabajo (por ejemplo, educación, 
cultura o Dideco). Esta definición se fundamentará en el carácter y enfoque 
que el municipio decida asumir.

•	 Elaboración de un catastro de bienes patrimoniales (tangibles e intangibles) 
en la comuna: esta tarea consiste en elaborar un catastro de los bienes patri-
moniales, el que luego será validado con la comunidad. Es importante que 
se considere a los actores relevantes de la comuna, tanto del nivel municipal 
como del regional o central, y de la sociedad civil y empresas; también se 
deberá consultar al respecto a la comunidad y los vecinos. Este catastro 
se orienta a identificar y caracterizar las iniciativas o proyectos vigentes o 
recientes de educación patrimonial en la comuna.

Este diagnóstico dará cuenta de aquellos ámbitos en los cuales el mu-
nicipio tiene ventajas y desventajas con miras a diseñar e implementar una 
estrategia en esta materia. También permitirá visualizar las fortalezas y debi-
lidades que presenta el territorio y la comunidad en términos de patrimonio 
(sea este material o inmaterial).

5.	 Consideraciones prácticas para la implementación de la propuesta
Otro aspecto que debe ser considerado para la implementación de las inicia-
tivas apunta a procesos y acciones que deben ser realizados para el logro de 
los objetivos propuestos, entre los que destacan:

•	 Obtener el compromiso del alcalde: la formulación de un plan, estrategia 
o programa en este ámbito debe ser liderado por el alcalde. En materia 
de gestión municipal, la participación de este y su compromiso es de vital 
relevancia para lograr el éxito de cualquier tipo de iniciativa comunal.
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•	 Constituir una comisión de trabajo con actores relevantes: con el objeto de 
identificar áreas prioritarias de trabajo y formular iniciativas concretas, se 
sugiere conformar una comisión de trabajo en la cual se encuentren convo-
cados todos los agentes involucrados en iniciativas en materia patrimonial 
y en procesos de difusión, formación y educación. Estos habrán sido iden-
tificados en el mapeo de actores antes realizado. Según la realidad, se debe 
considerar para ser miembro de la comisión a los siguientes actores:

-	 Municipio: Corporación de Cultura, Corporación de Educación, Direc-
ción de Medio Ambiente, Dirección de Desarrollo Comunal, Departa-
mento de Cultura, Departamento de la juventud, entre otros.

-	 Agentes privados: representantes de RSE de empresas o industrias, 
ONG, fundaciones, organizaciones vecinales, iglesias, líderes de juntas 
vecinales, dirigentes de pueblos originarios, escuelas, colegios, entre 
otros.

-	 Representantes del gobierno central en su territorio: Programa Recu-
peración de Barrios, Fosis, Ministerio del Trabajo, Ministerio de Bienes 
Nacionales, Ministerio de Cultura, entre otros.

•	 Identificar ámbitos prioritarios de trabajo: en base a las fortalezas y debili-
dades del territorio y la comunidad en términos patrimoniales, y en base a 
los recursos existentes, la comisión de trabajo debe priorizar aquellos ám-
bitos en los cuales el municipio quiere desarrollar iniciativas concretas de 
educación patrimonial. Para identificar estos ámbitos se recomienda traba-
jar con metodologías participativas que involucren a la comunidad y a sus 
actores sociales relevantes. Es importante que para la toma de decisiones se 
considere:

 -	 Escoger prioridades relevantes y coherentes con la información conteni-
da en el diagnóstico.

-	 Escoger prioridades realistas, donde los actores participantes puedan te-
ner algún impacto o resultado, de acuerdo a sus capacidades y recursos.

-	 Escoger prioridades consensuadas y apoyadas por la mayoría de la co-
misión de trabajo.

-	 Identificar el grupo etario al que se dirigirá la iniciativa.

•	 Identificar proyectos concretos a realizar por cada ámbito priorizado: el ob-
jetivo es que cada ámbito o área que haya sido priorizado por la comisión 
se materialice en proyectos concretos de acción. Para ello, el equipo técnico 
debe procurar que la comisión –en base al catastro de bienes patrimoniales 
y a los recursos existentes en la comuna– identifique y proponga iniciativas 
de educación del patrimonio. Para ello, cada ámbito priorizado debe tra-
ducirse en un objetivo estratégico, el cual debe ser alcanzado mediante la 
implementación de actividades concretas.



269

Orientaciones técnicas para el desarrollo de programas en educación patrimonial en el ámbito local
| Macarena Ibarra | Alejandra Luneke | Cecilia Ramírez 

Figura 7. Ejemplo de ámbito priorizado

Fuente: elaboración propia. 

La comisión puede definir y diseñar cuantas iniciativas le sea posible im-
plementar en base a los recursos existentes y a los tiempos presupuestarios 
asignados por cada entidad participante. Se recomienda que las iniciativas no 
superen los doce meses en su ejecución puesto que deben ser ajustadas a las 
partidas presupuestarias de carácter anual del municipio o de otras institu-
ciones públicas o privadas.

•	 Plan de difusión y comunicación: el desarrollo de toda iniciativa en esta 
materia debe involucrar una estrategia orientada a difundir y comunicar los 
proyectos y actividades concretas involucradas. Para esto es importante que 
primero se identifiquen cuáles son los instrumentos de comunicación con 
los que se cuenta tanto dentro del municipio como en la comuna y que se 
establezca una alianza estratégica con dichos actores. Es importante traba-
jar con el departamento de comunicaciones de la municipalidad o encarga-
do de prensa del alcalde; con la Dideco y sus encargados territoriales (si la 
comuna tiene un modelo de gestión de trabajo intenso con organizaciones 
territoriales y funcionales) y con medios de comunicación de la comuna 
(radios locales, periódicos, entre otros). 

•	 Plan de monitoreo y evaluación de resultados: se refiere a todas aquellas 
acciones orientadas a monitorear y evaluar el desarrollo de cada iniciativa, 
es decir, da cuenta sobre las tareas de seguimiento, evaluación y retroali-
mentación que se deben contemplar con relación a cada actividad diseñada 
para poder asegurar así la sostenibilidad y permanencia de la estrategia en 
educación patrimonial. Para ello, cada actividad contemplada por la iniciati-
va debe ser traducida en indicadores de desempeño y resultados concretos, 
se debe asociar a cada indicador una meta posible de alcanzar. Una vez 
asociada cada meta a cada indicador y a cada actividad, se estará en condi-
ciones de analizar cuáles son los resultados alcanzados por cada iniciativa. 
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Se sugiere diseñar un plan de monitoreo y evaluación utilizando Marco Ló-
gico (MLL) u otro instrumento que sea usado en el municipio. El monitoreo 
debe desarrollarse durante todo el proceso de ejecución de la estrategia. Es 
fundamental que al menos un profesional dedique parte de sus labores a 
esta tarea. De la misma manera, el equipo técnico a cargo también debe ser 
una figura que realice un proceso de seguimiento a todas las actividades, 
de manera de tener una visión integral del proceso. Es importante destacar 
que el monitoreo no solo debe consistir en el seguimiento sistemático de 
las iniciativas o respuestas específicas, sino que también debe considerar los 
procesos y las coordinaciones entre los distintos actores que harán posible 
que todas ellas sean exitosas. 

6. 	Descripción de cómo mejoraría el problema público abordado con 
esta propuesta 

Esta propuesta, además de contribuir a las políticas locales en relación con el 
patrimonio, constituye un aporte a una serie de asuntos de carácter público, 
referidos a la calidad de vida, la educación y a la gestión y visibilización de 
iniciativas existentes (PNDU, 2013). 

• 	 Impacto en calidad de vida de la comunidad: el fortalecimiento de la re-
lación de los bienes patrimoniales y del entorno donde una comunidad 
habita constituye una evidente mejora en la calidad de vida. Por una parte, 
iniciativas pertinentes y participativas pueden contribuir a mejorar la inte-
gración social de la comunidad, logrando potenciar la toma de conciencia 
de su participación para resolver problemas comunes o para acordar diver-
sas actividades colectivas vinculadas a su entorno. Por otra parte, la conser-
vación de su entorno, posible de ser lograda gradualmente desde el impacto 
de iniciativas de educación patrimonial, debiera resultar en entornos más 
amables, claves para mejorar la calidad de vida (PNDU, Tema IV, 2013). 

• 	 Impacto en la autoestima de la comunidad en su contexto y cultura local: 
el desarrollo de iniciativas en educación patrimonial que conciban la par-
ticipación de la comunidad en un sentido amplio, respetando en sus bases 
decisionales los diversos factores y actores que están presentes en el con-
texto, puede alcanzar logros en la cultura local como el mejoramiento de 
su propia autoestima, participación y confianza entre los integrantes de la 
comunidad (Sabaté, 2004). Un ejemplo de interés son los programas de 
educación patrimonial que apuntan a trabajos con los adultos mayores. 

• 	 Impacto en la educación en general: en el ámbito formal la educación pa-
trimonial busca lograr procesos de retroalimentación donde los diversos 
actores que participan en la escuela pueden contribuir a través de los con-
tenidos que están presentes en sus programas a procesos concretos de en-
señanza y aprendizaje. El patrimonio se ha transformado en un articulador 
de la educación y en un referente clave en el conocimiento de la identidad 
individual y colectiva, y en el sentido de pertenencia a un grupo, comuni-
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dad o nación, o en la idea de igualdad, tolerancia, equidad y solidaridad. Po-
tenciar la educación patrimonial es un tema que se ha planteado relevante, 
y que en forma más implícita los diversos programas del sistema escolar lo 
contienen como temática. Por otra parte, en términos de educación no for-
mal, avanzar hacia iniciativas que fortalezcan no solo el reconocimiento de 
los bienes patrimoniales por parte de la comunidad, sino que también los 
mecanismos de gestión de su propio patrimonio, se considera fundamental 
para futuros impactos de la conservación del patrimonio en el nivel local. 

• 	 Impacto en la conservación del patrimonio local: la mirada actual sobre los 
procesos de patrimonialización evidencia que la comunidad ha pasado a 
ser un actor protagónico en su reconocimiento, valoración, formalización 
e incluso gestión. De ahí que formular e implementar iniciativas desde el 
nivel local debiera contribuir a que el destino de los bienes patrimoniales 
y el cuidado de los entornos que compromete alcancen un mejor manejo, 
especialmente en un país donde el marco normativo y los mecanismos de 
gestión del patrimonio presentan importantes desafíos.

• 	 Sostenibilidad y sinergia de iniciativas existentes: las futuras iniciativas en 
educación patrimonial requieren considerar e incorporar los esfuerzos ya 
realizados e incluso los que están en marcha. Por tanto, las orientaciones 
técnicas propuestas permitirán recoger y mejorar las iniciativas existentes 
(ver Anexo). Para ello, es fundamental la fase de identificar recursos y que 
se acompañe de la evaluación de los resultados de los mismos. Esto debie-
ra mejorar un aspecto catastrado en el diagnóstico realizado en el ámbito 
nacional y que evidencia una serie de iniciativas aisladas y dispersas, que a 
veces duplican esfuerzos o que no presentan sostenibilidad en el tiempo.

Implicancias de política pública 
Existe una serie de componentes a considerar para el desarrollo de esta pro-
puesta. Mientras los costos de implementación dependerán del diagnóstico 
realizado por cada comisión de trabajo al identificar el área prioritaria de la 
iniciativa, los actores involucrados también estarán sujetos a la orientación 
que cada municipio establezca para su desarrollo. No obstante, se considera 
fundamental que los distintos estamentos del municipio participen en las 
diferentes instancias de las propuestas.

1. Orientaciones para su implementación
Para su aplicación, los siguientes aspectos deben ser considerados por el mu-
nicipio:

•	 Equipo técnico a cargo y su inserción institucional: una primera implicancia 
que tiene la aplicación de este instrumento se refiere a la necesaria contra-
tación o designación de un funcionario municipal o equipo técnico que esté 
a cargo del diagnóstico comunal en esta materia y que luego lidere el proce-
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so de formulación e implementación de la iniciativa. Esta contratación invo-
lucra definir desde qué estructura municipal se liderará el proceso, pues tal 
como se ha señalado antes, dependerá de las características de la estructura 
de gestión del municipio y del enfoque de trabajo que se asuma. Posibles 
espacios municipales para liderar este tipo de iniciativas son la Corporación 
de Cultura, la Corporación de Educación, la Dirección de Medio Ambiente 
y Dideco, entre otros. Por ejemplo, si el municipio quiere enfatizar la puesta 
en valor del patrimonio natural, será pertinente radicar la línea de trabajo 
o la iniciativa en el Departamento de Medio Ambiente de la comuna.

•	 Recursos económicos: vinculado a lo anterior, y para alcanzar el debido lo-
gro de los objetivos, el municipio debe asegurar un mínimo financiamiento 
para el equipo o funcionario encargado de esta tarea. Este costo puede ser 
asumido dentro de las partidas presupuestarias regulares con que cuenta 
la estructura institucional que aloje la iniciativa. Para la implementación de 
esta, en el proceso de formulación (diagnóstico) ya se habrán identificado 
posibles fuentes de recursos y financiamiento. Por ejemplo, recursos de 
programas patrimoniales, Subdere, Fondo Nacional de Desarrollo Regional 
(FNDR), entre otros fondos concursables.

•	 Instancia de coordinación intersectorial: se requiere de una mesa de trabajo 
municipal. Con el objetivo de maximizar los recursos existentes y de trans-
versalizar el enfoque y las acciones contempladas en la implementación de 
la iniciativa, deberá constituirse una mesa municipal que colabore tanto en 
el diagnóstico como en la formulación. El principal objetivo es que algunos 
de los proyectos definidos por ámbito de trabajo priorizado, puedan ser 
ejecutados en el marco de tareas permanentes que realizan determinadas 
estructuras municipales. Con ello se evitará la duplicación de funciones. Por 
ejemplo, si se busca abordar la educación formal para la puesta en valor 
del patrimonio material de la comuna, la corporación educacional podrá 
elaborar directrices y metodologías que sean incorporadas en el currículo 
pedagógico de las escuelas de la comuna. Esta instancia se coordinará con 
la comisión intersectorial que convoca a otros actores del territorio.

•	 Incorporación al Pladeco comunal: un instrumento que permitirá instalar 
y hacer sostenible el enfoque de trabajo y de hacer transversal el plan, 
estrategia o programa que se diseñe e implemente, es el Pladeco. En este, 
la línea de patrimonio y educación puede ser relevada como un ámbito 
prioritario de gestión y responsabilidad del municipio. Con ello, se busca 
dar continuidad a toda iniciativa impulsada y asegurar el involucramiento 
de otros múltiples actores y de la comunidad para su implementación. 
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Conclusiones
Si bien estas orientaciones técnicas se han perfilado como un instrumento 
que puede ser adaptado por diversas realidades municipales en la materia 
–de allí su carácter transversal, flexible y pertinente–, el paso siguiente de 
trabajo para avanzar en materia de esta política pública se refiere a diagnós-
ticos institucionales y de recursos disponibles en el nivel nacional y local que 
faciliten la puesta en marcha de estas iniciativas. 

Un segundo paso que sería de interés asumir para el trabajo y desarrollo de 
esta política pública se relaciona con potenciar el tema en la educación formal. 
Esto implicaría focalizar estudios en metodologías, contenidos y objetivos del 
plan de estudios actual, para incorporar algunos programas en los currículos 
vigentes. Estas podrían ser las primeras iniciativas a desarrollarse en el marco 
de esta política, que permitirán generar los caminos y las alianzas para poten-
ciar la educación patrimonial, tópico fundamental para acercar a las comunida-
des los bienes patrimoniales en sus barrios, ciudades y territorios.
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Anexo

1.  Lista de iniciativas internacionales revisadas

Localización Institución a cargo Nombre de la iniciativa

Cuba Oficina del Historiador de la 
ciudad de La Habana

Programa sociocultural: Rutas y Andares para 
descubrir en familia.

Proyecto inserto en Programa sociocultural 
Rutas y Andares. 

Programa social de atención al adulto mayor 
en el centro histórico.

Programa social infantil.

Proyecto inserto en programa social infantil, 
Aulas Museo.

Habana Radio, la voz oficial del patrimonio 
cubano: Audiovisuales Habana Radio.

Habana Radio, la voz oficial del patrimonio 
cubano: Sello Disquero Habana Radio.

Habana Radio, la voz oficial del patrimonio 
cubano: auspiciadora del Museo de Radio.

España

Dirección General de Patrimo-
nio Histórico

Plan Yacimientos visitables.

Disfruta Madrid de Norte a Sur.

Lae.Sferazul Proyecto pedagógico aprendiendo del Can-
bayal. 

Grupo de Ciudades Patrimonio 
de la Humanidad de España

Programa Aula-Patrimonio.

Concejalía de Participación 
Ciudadana

Proyecto Dinamización Comunitaria.

América Latina

Unesco

Proyecto Youth Path, Juventud, Patrimonio 
Cultural y Natural y Turismo sostenible.

Taller sobre confección de inventarios del 
patrimonio cultural inmaterial en República 
Dominicana, inserto en el proyecto Fortale-
cimiento de capacidades nacionales para la 
salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial: 
Cuba, República Dominicana, Haití y Aruba.

Taller sobre confección de inventarios del pa-
trimonio cultural inmaterial de Cuba, República 
Dominicana, Haití y Aruba.

Unesco Talleres de participación comunitaria en Oco-
singo, Chiapas, insertos en el Programa Taller 
sobre Cultura de Paz.
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2.  Iniciativas analizadas en Chile

Comuna Nombre Escala Actores involucrados

Colina Escuela de Gestión 
Patrimonial “Pueblo 
Las Canteras”

Barrial Junta de Vecinos Las Canteras, 
Asociación Chilena de Barrios y 
Zonas Patrimoniales y Comisión 
de Patrimonio de la Asociación 
Chilena de Municipalidades.

Puente Alto Ruta Patrimonial  
Histórica / Municipio

Comunal Municipio y vecinos de todas las 
edades.

San José de Maipo Proyecto señalética 
para el patrimonio 
local

Comunal Fundación Chile Patrimonial y 
Gobernación de la Provincia de 
Cordillera.

San Bernardo 1. Taller de Patrimonio 
Cultura Joven 
2. Guía Patrimonial, 
a partir de un estudio 
de la Universidad de 
los Andes. Financiada 
por el municipio, no se 
encontró dicha guía

1. Comunal
2. Comunal

1. Instituto Nacional de la 
Juventud (Injuv), municipio y 
Oficina de la Juventud.
2. Municipio y Universidad de 
los Andes.

Calera de Tango Guía Patrimonial 
Comunal

Comunal Municipio y Universidad  
de los Andes.

Cerrillos Programa de Gestión 
Cultural

Comunal Municipio y Biblioteca  
Municipal.

Conchalí Foro de Reflexión 
Permanente “Amigos 
de la Ruta Patrimonial 
de Conchalí”

Comunal Centro Cultural La Palmilla, 
CVD Barrio La Palmilla, Unión 
comunal de Conchalí, Área de 
Cultura y Biblioteca Municipal, 
Zonas Patrimoniales R.M., 
Asociación Chilena de Barrios y 
municipio.

Estación Central 1. Escuela de Gestión 
Cultural Patrimonial 
2. Circuito Cultural 
Santigo Poniente 
(Estación Central) 
3. Guía Recorridos 
Patrimoniales

1. Comunal
2. Barrial
3. Barrial

1. Fundación Patrimonio 
Nuestro y Departamento 
de Desarrollo Cultural de la 
Municipalidad de Estación 
Central.
2. Consejo de la Cultura y las 
Artes (Fondart 2011-2012). 
3. Cultura Mapocho.

Huechuraba Programa Marco 
Cultura

Comunal Municipio y juntas de vecinos.

Independencia Seminario-Taller 
“Memoria, Patrimonio 
e Identidad”

Comunal Municipio y Juntas vecinales.

Lo Espejo Ruta Patrimonial 
Histórica

Comunal Municipio.
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Maipú Recorridos patrimo-
niales por espacios 
públicos significativos 
para la identidad 
comunal

Comunal Municipio y Agrupación Cultural 
Maipú Patrimonial. 

Quinta Normal Escuela Taller para 
migrantes

Barrial Fundación Patrimonio Nuestro, 
Centro Cultural El Sitio de 
Yungay, Junta de Vecinos 
Barrio Yungay, Vecinos por la 
Defensa del Barrio Yungay, MAC 
Quinta Normal y Museo de la 
Educación Gabriela Mistral.

Santiago 1. Proyecto “Zona 
Típica” 
2. Taller Patrimonio, 
Gestión e Impactos
3. Escuela de Guías del 
Patrimonio
4. Cicletadas 
educativas en torno 
al Patrimonio de 
Santiago y Bici paseos 
patrimoniales

1. Barrial
2. Comunal
3. Comunal
4. Comunal

1. Municipio y Asociación 
Cultural Barrios Sin Fronteras.
2. Municipio, Cultura Mapocho, 
Matraz, Crea-barrio y Escuela 
Teatro La Olla.
3. Fundación Escuelas de Guías 
de Patrimonio.
4. Cultura Mapocho y Fundación 
Senderos de Chile.

Arica 1. Manual de Patrimo-
nio Cultural y Natural 
Arica y Parinacota 
2. Taller de Adobe 
de Arquitectura y 
Patrimonio

1. Comunal
2. Comunal

1. Municipios, Ministerio 
de Educación, Consejo de 
Monumentos Nacionales y 
Fondart Regional.
2. Fundación Altiplano.

Iquique Catastro de Patrimonio 
Cultural de Chile

Comunal Corporación del Patrimonio 
Cultural de Chile, Universidad 
Católica del Norte y Minera 
Doña Inés de Collahuasi.

Alto Hospicio Ruta Patrimonial 
Humberstone

Comunal Fundación Collahuasi y 
municipalidad de Alto Hospicio.

Camiña Proyecto “Por el Chile 
que soñamos”

Comunal Colaboración entre el Consejo 
Regional de la Culturas y las 
Artes (CRCA) de la región de 
Tarapacá, la Municipalidad de 
Camiña y la Fundación Supera-
ción de la Pobreza.

San Pedro de 
Atacama

Programa de edu-
cación patrimonial 
Escuela Andina

Comunal Universidad Católica del Norte, 
Instituto de Investigaciones 
Arqueológicas y Museo, 
Consejo de Monumentos 
Nacionales y Corporación 
Nacional de Desarrollo Indígena
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Chañaral Documental “Iglesia 
de Nuestra Señora del 
Carmen de Chañaral, 
proyectando el fervor 
religioso de una pro-
vincia minera”

Comunal Programa Territorial Integrado 
Turismo Patrimonial de Corfo, 
la Municipalidad de Chañaral, 
la Compañía Minera Anglo 
American, División Manto Verde 
y Fondart.

Tierra Amarilla Museo Minero de 
Tierra Amarilla

Comunal Municipio y Fundación Tierra 
Amarilla.

Coquimbo 1. Talleres de Edu-
cación Patrimonial: 
Identidad y Territorio.
2. Taller de Educación 
Patrimonial “Ciudad 
Como Escenario de 
Aprendizaje”.

1. Comunal
2. Comunal

1. Municipio y Subdere.
2. Municipio, consignado en 
Pladeco.

Río Hurtado Programa de Educa-
ción Patrimonial

Comunal Municipio, Padem 2015.

Valparaíso Programa de edu-
cación patrimonial 
basado en el libro “El 
baúl de mis tesoros”

Comunal Municipio, Corporación 
Patrimonio Cultural de Chile. 
Financiado por la Inmobiliaria 
Vida Nueva a través de la Ley de 
Donaciones Culturales.

Viña del Mar 1. Museo Artequín, 
Quinta Vergara, Parque 
Potrerillos.
2. Taller de experimen-
tación e innovación pe-
dagógica en educación 
patrimonial.
3. Programa de 
Educación Patrimonial 
PASOS.

1. Comunal
2. Comunal
3. Comunal

1. Municipio.
2. Museo Fonck, Municipio y 
Consejo Nacional de la Cultura 
y las Artes.
3. Municipio. 

Isla de Pascua Taller de Educación 
Patrimonial “Manu 
Iri: Guardianes del 
Patrimonio”

Comunal Municipio, Museo de Isla de 
Pascua y Secretaría Técnica de 
Patrimonio de Rapa Nui.

Curicó Tour Escolar Patri-
monial

Comunal Municipio, Consejo de la Cultura 
y Gobierno Provincial.

Chillán 1. Reconocimiento 
municipal “Patrimonio 
de Chillán”
2. Mes del Patrimonio 
en el último domingo 
de mayo de cada año
3. Formación de la 
Unidad de Patrimonio 
Municipal en 2013
4. Proyecto (Re)
conoce tu barrio.

1. Comunal
2. Comunal
3. Comunal
4. Barrial

1. Comisión municipal de 
Patrimonio: Unidad de 
Patrimonio, Dirección de 
Cultura, Daem y Dideco.
2. Municipio.
3. Municipio.
4. Fundación Senderos de Chile 
y financiado por el Consejo 
Nacional de la Cultura  
y las Artes.
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Concepción Senderismo Cultural Comunal Fundación Sendero Chile y 
Cultura Mapocho.

Lota Concurso Patrimonio 
en Feria del Patrimonio 
Joven

Comunal Municipio y Departamento 
de Educación Municipal, a 
través del área de Educación 
Patrimonial. 

Cañete Catastro de Viviendas 
Patrimoniales

Comunal Municipio.

Angol 1. “Difusión del 
patrimonio musical de 
la frontera sur”; “For-
mación en radioteatros 
patrimoniales para 
escuelas”
2. Programa de Recu-
peración de Barrios

1. Comunal
2. Barrial

1. Municipio y Fondo Nacional 
de Desarrollo Regional (FNDR).
2. Municipio.

Valdivia Microtalleres Patrimo-
niales

Comunal Universidad Austral de Chile, 
Museo Austral y Red de Educa-
dores Patrimoniales.

Mariquina Libro de Rutas Patri-
moniales San José de 
la Mariquina

Comunal Municipio.

Puerto Montt Serie audiovisual 
“Con-ciencia en tu 
barrio”, que rescatará 
las tradiciones de 
los barrios Huasco, 
Chorrillos, Población 
Mirador, Angelmó y 
Población Chiloé

Barrial Municipio, Museo Austral y 
Programa Explora-Conicyt.

Puerto Varas Programa “Recu-
peración de Barrios 
Patrimoniales”

Barrial Municipalidad de Puerto Varas 
y Consejo Vecinal de Desarrollo 
del Barrio Patrimonial. 

Tortel Plaza educativa patri-
monial

Comunal Municipio y Ministerio de 
Educación.

Punta Arenas 1. Primer Concurso 
Fotográfico Patrimonial
2. Taller de Senderis-
mo Patrimonial

1. Comunal
2. Comunal

1. Municipio.
2. Municipio y Parque Historia 
Patagonia.





n sus 10 años de existencia, el Concurso de Políticas Públicas ha dado 
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